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Subsección 1
POR REITERACIÓN

885

AUTO DE PRESIDENCIA QUE POR ERROR ADMITE UN RECURSO. ES NULO 
Y NO VINCULA AL PLENO DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PARA 
QUE RESUELVA EL FONDO.

AMPARO EN REVISIÓN 310/2019 (CUADERNO AUXILIAR 
985/2019) DEL ÍNDICE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRI­
GÉ SIMO PRIMER CIRCUITO, CON APOYO DEL PRIMER TRIBU­
NAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
CUARTA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN XALAPA, VERACRUZ. 
11 DE DICIEMBRE DE 2019. UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: 
NEÓFITO LÓPEZ RAMOS. SECRETARIA: ANA LIVIA SÁNCHEZ 
CAMPOS.

CONSIDERANDO:

TERCERO.—Desechamien to del recurso de revisión adhesiva.

El auto que admitió el recurso de revisión interpuesto por el quejoso fue 
noti ficado a las autoridades responsables, tesorero y Ayuntamien to, ambos del 
Municipio de Campeche, por oficios 10336/2019 y 10337/2019 el doce de agosto 
de dos mil diecinueve (folios 23 y 25), notificación que surtió sus efectos ese 
mismo día, de conformidad con el artícu lo 31, fracción I, de la Ley de Amparo; 
por tanto, el plazo legal de cinco días para interponer el recurso de revisión 
adhesiva transcurrió del trece al diecinueve de agosto de dos mil diecinueve, 
sin que deban contarse los días diecisiete y dieciocho de agosto de ese año por 
ser inhábiles, en términos del artícu lo 19 de la Ley de Amparo.
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En tales circunstancias, si el escrito con que se interpuso el recurso de 
revisión adhesiva se presentó ante el tribunal auxiliado el veinte de agosto de dos 
mil diecinueve, entonces, es inconcuso que se presentó fuera del plazo legal de 
cinco días que establece el artícu lo 82 de la Ley de Amparo; por tanto, su presen­
tación resulta extemporánea.

En consecuencia, el recurso de revisión adhesiva debe desecharse por 
extemporáneo.

Aunque el presidente del tribunal auxiliado admitió a trámite el recurso de 
revisión adhesiva, queda demostrado que el auto respectivo se emitió por error 
y no vincula al órgano colegiado para que resuelva el fondo.

Conforme a la teoría del acto jurídico y sus nulidades relativas y absolutas 
que se regulan en los artícu los 2224 a 2227 del Código Civil Federal, el error 
vicia el consentimien to, lo que implica que un acto jurídico judicial basado en un 
error, o sea, viciado por una falsa creencia de la realidad en cuanto a la oportu­
nidad con que se presentó el recurso, resulta nulo y sus consecuencias pueden 
y deben ser anuladas por el órgano colegiado.

El error vicia el acto judicial de que se trata, y aunque produce efectos jurí­
dicos y materiales provisionalmente, como lo es que se tramite el recurso con 
vista a las partes y el turno a ponencia, tales efectos pueden anularse por el 
órgano colegiado actuando en pleno al dictar sentencia, porque un acto viciado 
por error no puede vincular a resolver un recurso que es improcedente, ya que 
es facultad del pleno realizar el análisis oficioso de la procedencia del recurso 
y demás presupuestos procesales, en debida aplicación de las normas que 
regulan el trámite de que se trate, así como porque se trata de actos de voluntad 
distintos en etapas diferentes donde la preclusión opera respecto de las partes, 
pero no para el órgano que emite la sentencia y que es la máxima voluntad del 
tribunal que excepcionalmente es recurrible.

De ahí que el auto de presidencia que admite a trámite el recurso no vincula 
al órgano colegiado al dictar sentencia.

CUARTO.—Estudio de los agravios.
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Los agravios se analizarán en su conjunto por su estrecha vinculación, de 
conformidad con lo dispuesto por el artícu lo 76 de la Ley de Amparo.

En el primer agravio la recurrente aduce, en esencia, que el a quo sobre­
seyó en el juicio de manera indebida, con lo que le causó perjuicio en sus derechos 
humanos, porque no advirtió que los actos reclamados continúan perjudicándole, 
pues el gobernador del Estado de Campeche, por conducto del director de la 
Secretaría de Administración e Innovación Gubernamental, ha realizado de forma 
consecutiva actos que vulneran su esfera jurídica sin fundarlos ni motivarlos, 
al realizar manifestaciones carentes de veracidad y fundamento legal, con lo 
que se provoca un menoscabo en su patrimonio.

Además, refiere que durante la sustanciación del juicio de amparo indirecto 
hubo cambio de administración municipal, por lo que acudió a realizar las ges­
tiones necesarias para que se le otorgara la concesión; por tanto, el acto recla­
mado al Ayuntamien to ya cesó al haberse reconocido su derecho; sin embargo, el 
gobernador del Estado de Campeche, por conducto de la Secretaría de Admi­
nistración e Innovación Gubernamental, continuó realizando actos en su contra 
al despojarlo del bien inmueble que se le otorgó en concesión al romper los 
candados y poner nuevos; además de realizar nuevos contratos con otras per­
sonas y por manifestar que no existe registro del quejoso en sus archivos sin 
que ofreciera documentos que acreditaran tal circunstancia.

En el segundo agravio el quejoso argumenta que el a quo no tomó en cuenta 
las pruebas que son de vital importancia para concederle el amparo, al no sólo 
afectarse sus derechos humanos, sino también los de su familia, pues el juzga­
dor debió tomar en cuenta la norma aplicable a la acción y el hecho de que toda 
autoridad, en el ámbito de sus respectivas competencias (federal, estatal o 
local), tiene la obligación de proteger, promover y garantizar los derechos reco­
nocidos en la Constitución Federal.

Tales agravios son ineficaces.

Lo anterior es así, ya que están dirigidos a demostrar la ilegalidad de la 
presunta desposesión del inmueble identificado como **********, ubicado en 
el parque ********** y parque del ********** del circuito **********, polígonos cuatro 
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y cinco del **********, en San Francisco de Campeche, Campeche, así como del 
oficio ********** de veintiocho de noviembre de dos mil diecisiete, que el quejoso 
reclamó en el sumario constitucional del que deriva este toca, y la violación de 
derechos fundamentales que imputó a las autoridades responsables; sin em­
bargo, no se ocupó de combatir frontalmente los razonamien tos con base en los 
cuales el Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al estimar actualizadas las cau­
sas de improcedencia previstas por el artícu lo 61, fracciones XII y XIV, de la Ley 
de Amparo, con base en que:

a) Por lo que hace al acto consistente en la omisión de devolverle la pose­
sión del inmueble identificado como **********, ubicado en el parque ********** y 
parque del **********, del circuito **********, polígonos cuatro y cinco del ********** 
en San Francisco de Campeche, Campeche, el Juez de Distrito estimó que el 
quejoso no acreditó la afectación a su interés jurídico, porque de las pruebas 
agregadas al sumario constitucional no se demostraba la posesión que aducía 
tener, al no haberse exhibido el contrato de arrendamien to que dijo había cele­
brado con el Ayuntamien to responsable.

b) Respecto del oficio ********** del tesorero del Municipio de San Francisco 
de Campeche, Campeche, estimó que la demanda de amparo se presentó de 
manera extemporánea, porque el quejoso manifestó que tuvo conocimien to 
de tal acto el veintiocho de noviembre de dos mil diecisiete y la demanda la 
presentó hasta el dos de febrero de dos mil dieciocho, por lo que resultaba evi­
dente que el plazo de quince días previsto por el artícu lo 17 de la Ley de Amparo 
para promover el juicio de amparo, había transcurrido en exceso.

Por tanto, los argumentos expresados en los agravios que se atienden 
en este apartado son inoperantes, porque la consecuencia directa del sobre­
seimien to decretado conlleva, precisamente, la imposibilidad jurídica de abor­
dar el estudio de las cuestiones que constituyen el problema de fondo respecto 
de la violación de derechos fundamentales que se alega.

Por consiguiente, el efecto del sobreseimien to es dejar las cosas como se 
encontraban antes de la promoción de la demanda, sin realizar pronunciamien to 
en relación con el fondo de la controversia planteada, ya que tales aspectos no 
pueden ser analizados cuando se actualiza una o varias causas de improce­
dencia, por ser éstas de orden público y de estudio preferente al fondo del 
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asunto, como aconteció en el caso, al estimarse en el considerando cuarto 
de la sentencia recurrida que el quejoso, por una parte, promovió extemporá­
neamente la demanda de amparo y, por otra, no acreditó el interés jurídico; 
consideraciones que deben declararse firmes porque no fueron combatidas de 
ninguna forma por el quejoso­recurrente, por lo que, correctas o no, deben con­
tinuar rigiendo el sentido de la sentencia recurrida.

Es aplicable en este aspecto, el criterio sustentado por la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 509, 
publicada a foja 335, Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judi­
cial de la Federación 1917­1995, que dice:

"SOBRESEIMIENTO. NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUES­
TIONES DE FONDO.—No causa agravio la sentencia que no se ocupa de los 
razonamien tos tendientes a demostrar la violación de garantías individuales por 
los actos reclamados de las autoridades responsables, que constituyen el 
problema de fondo, si se decreta el sobreseimien to del juicio."

También resulta aplicable el criterio sustentado por la Tercera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 3a./J. 12/94, publi­
cada en la página 24, Número 77, mayo de 1994, materia común, registro digital: 
206615, Octava Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
que dice:

"AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON LOS QUE DEBIENDO 
COMBATIR EL SOBRESEIMIENTO, VERSAN SOBRE LA INCONSTITUCIONALI­
DAD DE LOS PRECEPTOS IMPUGNADOS.—Si en su sentencia el Juez de Dis­
trito estimó que se surtían dos causales de sobreseimien to y basado en ello 
resolvió sobreseer en el juicio, son inoperantes los agravios que expresa el re­
currente si en lugar de combatir los argumentos y razonamien tos que el a quo 
formuló para arribar a esa conclusión, versan sobre la inconstitucionalidad de 
los preceptos impugnados lo cual es un problema de fondo que el juzgador 
no abordó precisamente por el sentido del fallo."

QUINTO.—Corresponde al quejoso la carga de acreditar con prueba idó­
nea su interés jurídico.
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El recurrente también aduce que debió requerirse a la administración muni­
cipal anterior copia certificada del contrato de arrendamien to firmado con el fin 
de que pueda interpretarse de manera más eficiente y obtener mejor adminis­
tración de justicia.

En términos del artícu lo 75 de la Ley de Amparo, el acto reclamado se 
apreciará tal y como aparezca probado ante la autoridad responsable.

Conforme al artícu lo 5o., fracción I, de la Ley de Amparo, la carga de la 
prueba de la existencia del interés jurídico corresponde a la parte quejosa, porque 
la acción de amparo es un proceso constitucional que tiene por objeto demos­
trar que el acto de autoridad le causa perjuicio y es violatorio de un derecho 
sustantivo y de las garantías constitucionales instituidas para su protección, así 
como porque solamente se deberán recabar oficiosamente las pruebas rendi­
das ante la responsable y las actuaciones que se estimen necesarias para la 
resolución del asunto, pero no en relación con el interés jurídico.

Por tanto, no procedía que de oficio el Juez de Distrito requiriera a las auto­
ridades responsables el contrato de arrendamien to que el quejoso refiere cele­
bró con el Ayuntamien to, ya que en el caso de que no estuviera en posibilidad 
de obtenerlo, debió solicitar al a quo lo requiriera en términos del procedimien to 
previsto por el artícu lo 121 de la Ley de Amparo, siempre y cuando hubiera 
demostrado que realizó la petición correspondiente del referido documento a la 
autoridad que lo tuviera en su poder y que ésta fue omisa en expedirlo.

En consecuencia, si la parte quejosa no prueba durante el procedimien to 
del juicio de amparo su interés jurídico para acudir a la instancia constitucional, 
no es posible que el Juez de Distrito recabe las pruebas de oficio para tenerlo 
por acreditado pues, se reitera, tal carga corresponde al propio quejoso.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sustentado por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 305, publicada en 
la página 324, Tomo II, Procesal Constitucional 1–Común, Primera Parte–SCJN, 
Segunda Sección–Improcedencia y sobreseimien to, registro digital: 1002371, del 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917­Septiembre 2011, que dice:
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"INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. CARGA DE LA PRUEBA.—
La carga procesal que establecen los artícu los 107, fracción I, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 4o. de la Ley de Amparo, consistente 
en que el promovente del juicio de garantías debe demostrar su interés jurídico, no 
puede estimarse liberada por el hecho de que la autoridad responsable reco­
nozca, en forma genérica, la existencia del acto, en virtud de que una cosa es 
la existencia del acto en sí mismo y otra el perjuicio que éste pueda deparar a la 
persona en concreto."

En otra parte del primer agravio, el quejoso aduce que el a quo no analizó 
correctamente las constancias que integran el juicio de amparo indirecto del que 
deriva este toca, ni los informes justificados, pues no tomó en cuenta el escrito 
con que hizo del conocimien to que el Ayuntamien to ya le había otorgado la con­
cesión del ********** y adjuntó el documento que lo acredita, ya que se limitó a 
analizar el oficio ********** con que se informó que debía celebrarse contrato de 
arrendamien to respecto del inmueble del que refiere fue desposeído.

En el segundo agravio, estima que su derecho de posesión del inmueble 
reclamado está reconocido porque la nueva administración municipal le otorgó 
su concesión, como se demostró con la documentación correspondiente.

El anterior agravio es inoperante porque parte de una premisa falsa, en 
tanto que es inexacto que durante la sustanciación del juicio de amparo indirecto 
del que deriva el presente toca, el quejoso presentara escrito con que hizo del 
conocimien to del juzgador federal que el Ayuntamien to ya le había otorgado 
la concesión del ********** y que adjuntara el documento para acreditar tal hecho, 
pues de la revisión del expediente se advierte que no presentó los documentos 
a los que hace referencia en el recurso de revisión; por tanto, fue correcto que al 
dictarse la sentencia recurrida únicamente se analizaran y valoraran los documen­
tos relacionados en los incisos a) al o) del considerando cuarto, entre otros, el 
oficio ********** de veintiocho de noviembre de dos mil diecisiete, por ser los 
únicos exhibidos por las partes en el juicio de amparo.

De modo que el agravio en análisis es inoperante, porque parte de una 
premisa falsa pues, se reitera, el a quo estaba imposibilitado para tomar en 
cuenta documentos que no se ofrecieron en el juicio de amparo.
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Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sustentado por la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 108/2012 
(10a.), publicada en la página 1326, Libro XIII, Tomo 3, octubre de 2012, registro 
digital: 2001825, Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, cuyos rubro y texto son:

"AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN 
PREMISAS FALSAS.—Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas 
son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, 
pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta 
ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida."

Por otra parte, no benefician al quejoso­recurrente las diversas jurispruden­
cias y tesis aisladas que cita en el escrito de agravios del recurso de revisión, 
por los motivos siguientes:

1) La tesis aislada IV.3o.A.31 K (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL EN EL AMPARO. SI LOS ACTOS RECLAMADOS CONSISTEN EN 
LA OMISIÓN TANTO DE IMPEDIR EL FUNCIONAMIENTO DE UN INMUEBLE 
QUE SUPUESTAMENTE NO CUENTA CON LAS LICENCIAS, PERMISOS Y/O 
AUTORIZACIONES NECESARIAS, COMO DE REGULAR Y CUMPLIR CON LAS 
FUNCIONES DE REGISTRO, REVISIÓN Y VERIFICACIÓN, DEBE CONCEDERSE 
PARA EL EFECTO DE QUE LA AUTORIDAD MUNICIPAL, DENTRO DEL ÁMBITO 
DE SUS FACULTADES, VERIFIQUE LA EXISTENCIA DE DICHOS DOCUMENTOS 
Y TOME LAS MEDIDAS NECESARIAS A FIN DE EVITAR DAÑOS A TERCEROS.", no 
es aplicable, porque en el presente toca la litis consiste en determinar la legali­
dad de la sentencia dictada en audiencia constitucional y no de las cuestiones 
relacionadas con el incidente de suspensión que se tramita por cuerda 
separada.

2) La jurisprudencia 2a./J. 30/96 y la tesis aislada I.3o.A.4 K (10a.), de 
rubro y de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO. SI DE SU ANÁLISIS INTE­
GRAL SE VE LA PARTICIPACIÓN DE UNA AUTORIDAD NO SEÑALADA COMO 
RESPONSABLE, EL JUEZ DEBE PREVENIR AL QUEJOSO PARA DARLE OPOR­
TUNIDAD DE REGULARIZARLA." y "REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN 
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EL JUICIO DE AMPARO. DEBE ORDENARSE CUANDO DEL ANÁLISIS ÍNTE­
GRO DE LA DEMANDA SE ADVIERTAN ACTOS ESTRECHAMENTE VINCU­
LADOS CON LOS RECLAMADOS, QUE INCIDAN EN LA FIJACIÓN DEFINITIVA 
DE LA LITIS SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO, SIN QUE EL JUEZ DE DISTRITO 
HAYA REQUERIDO AL QUEJOSO PARA QUE MANIFIESTE SI ES SU VOLUN­
TAD SEÑALARLOS CON ESE CARÁCTER.", no resultan aplicables al presente 
caso, porque del análisis del expediente se constata que no existen nuevos 
actos reclamados, ni otras autoridades que tengan el carácter de responsables, 
que amerite reponer el procedimien to en el juicio de amparo indirecto del que 
deriva este toca para requerir al quejoso para que manifieste si es su voluntad 
señalarlos con ese carácter; máxime que en un recurso de revisión anterior ya se 
ordenó la reposición del procedimien to por dicha circunstancia.

3) La tesis aislada II.3o.A.22 K (10a.), de título y subtítulo: "ACTOS RECLA­
MADOS EN EL AMPARO INDIRECTO. EL ESTUDIO INDEBIDO DEL JUEZ DE 
DISTRITO SOBRE SU EXISTENCIA, ES UN ASPECTO QUE DEBE SER SUBSA­
NADO, DE OFICIO, POR EL TRIBUNAL REVISOR.", tampoco resulta aplicable, 
porque del análisis de la sentencia recurrida se advierte que se fijaron correcta­
mente los actos reclamados por el quejoso en los escritos de demanda de 
amparo y su ampliación.

En ese contexto, se da cumplimien to al criterio sustentado por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 
2a./J. 32/2018 (10a.), publicada el viernes seis de abril de dos mil dieciocho 
«a las 10:00 horas» en el Semanario Judicial de la Federación, que dice:

"TESIS DE JURISPRUDENCIA, AISLADAS O PRECEDENTES INVOCADOS 
EN LA DEMANDA DE AMPARO. CORRESPONDE AL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
PRONUNCIARSE SOBRE SU APLICABILIDAD AL CASO CONCRETO, AL MAR­
GEN DE QUE EL QUEJOSO EXPRESE O NO RAZONAMIENTOS QUE JUSTI­
FIQUEN SU APLICACIÓN. El artícu lo 221 de la Ley de Amparo establece que 
cuando las partes invoquen tesis de jurisprudencia o precedentes expresarán 
los datos de identificación y publicación, y de no haber sido publicadas, bas­
tará que se acompañen copias certificadas de las resoluciones correspondien­
tes. Así, cuando el quejoso transcribe en su demanda de amparo una tesis de 
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jurisprudencia, implícitamente puede considerarse que pretende que el órga­
no jurisdiccional la aplique al caso concreto, por lo que éste debe verificar su 
existencia y determinar si es aplicable, supuesto en el cual, ha de resolver 
el asunto sometido a su jurisdicción conforme a ella, y si se trata de una tesis 
aislada o de algún precedente que no le resulte obligatorio, precisar si se acoge 
al criterio referido o externar las razones por las cuales se separa de él, inde­
pendientemente de que el quejoso hubiere razonado su aplicabilidad al caso 
concreto; de modo que no puede declararse inoperante un concepto de vio­
lación ante la falta de justificación de los motivos por los cuales el quejoso con­
sidera que la tesis de jurisprudencia, aislada o precedente es aplicable."

Todos los criterios jurisprudenciales invocados en esta ejecutoria, que fue­
ron emitidos de conformidad con la Ley de Amparo abrogada, son aplicables al 
caso en términos de lo dispuesto por el artícu lo sexto transitorio de la citada ley 
vigente, al no oponerse a lo dispuesto en ésta.

SEXTO. Conclusión. Al no desvirtuarse la legalidad de la sentencia recurrida 
procede confirmarla.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en los artícu los 81, frac­
ción I, inciso e), 84 y 93 de la Ley de Amparo y 35 y 37, fracción IV, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se resuelve:

PRIMERO.—Se confirma la sentencia recurrida.

SEGUNDO.—Se sobresee en el juicio de amparo indirecto ********** pro­
movido por **********, en los términos precisados por el Juez de Distrito en el 
resolutivo primero de la sentencia recurrida.

TERCERO.—Se desecha el recurso de revisión adhesiva interpuesto por el 
Ayuntamien to y el tesorero del Municipio de Campeche, en términos del consi­
derando tercero de esta ejecutoria.

Engrósese la presente resolución a los autos y remítase en versión pública 
para su notificación a las partes y al Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer 
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Circuito con sede en San Francisco de Campeche, Campeche, a través de cual­
quier medio de almacenamien to electrónico; háganse las anotaciones pertinentes 
en el libro electrónico de registro y, en su oportunidad, agréguense al cuaderno 
de antecedentes: testimonio de esta resolución; copia certificada de la senten­
cia recurrida; de los escritos de agravios principal y adhesivo, así como del 
acuse de recibo de la constancia de captura de sentencia definitiva en el Sistema 
Integral de Seguimien to de Expedientes (SISE).

Así, por unanimidad de votos de los Magistrados presidente Héctor Riveros 
Caraza; ponente Neófito López Ramos y Luis Vega Ramírez, lo resolvió el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región.

En términos de lo previsto en los artícu los 8, 13 y 14 de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, en esta versión pública 
se suprime la información considerada legalmente como reservada o con­
fidencial que encuadra en esos supuestos normativos.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 509, 305 y 2a./J. 32/2018 (10a.) citadas en esta 
ejecutoria, también aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración, Séptima Época, Volumen 24, Tercera Parte, página 49; en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, febrero de 
2002, página 15, con la clave 1a./J. 1/2002, y en la Gaceta del Semanario 
Judi cial de la Federa ción, Décima Época, Libro 53, Tomo I, abril de 2018, 
página 847, con números de registro digital: 239006, 187777 y 2016525, 
respectivamente.

Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 30/96 y aisladas IV.3o.A.31 K (10a.), II.3o.A.22 K 
(10a.) y I.3o.A.4 K (10a.) citadas en esta ejecutoria, aparecen publicadas en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, 
junio de 1996, página 250; en el Semanario Judicial de la Federación de los 
viernes 15 de agosto de 2014 a las 9:42 horas y 7 de octu bre de 2016 a las 
10:17 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libros 9, Tomo III, agosto de 2014, páginas 1974 y 1553; y, 
35, Tomo IV, octubre de 2016, página 3081, con números de registro digital: 
200588, 2007226, 2007129 y 2012782, respectivamente.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.



 Septiembre 2020896

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

AUTO DE PRESIDENCIA QUE POR ERROR ADMITE UN RECURSO. 
ES NULO Y NO VINCULA AL PLENO DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO PARA QUE RESUELVA EL FONDO. De conformidad con la 
teoría del acto jurídico y sus nulidades relativas y absolutas que se regulan 
en los artícu los 2224 a 2227 del Código Civil Federal, el error vicia el con­
sentimien to, lo que implica que un acto jurídico judicial basado en un error, 
o sea, viciado por una falsa creencia de la realidad, por ejemplo, en cuanto a 
la legitimación de quien interpuso un recurso o a la oportunidad con que 
se presentó resulta nulo y sus consecuencias pueden y deben ser anuladas 
por el órgano colegiado. Además, el error vicia el acto judicial de que se 
trata, y aunque provisionalmente produce efectos jurídicos y materiales, 
como lo es que se tramite el recurso con vista a las partes y el turno a 
ponencia, esos efectos pueden anularse por el órgano colegiado actuando 
en pleno al dictar sentencia, porque un acto viciado por error no puede 
vincular a resolver un recurso que es improcedente, ya que es facultad 
del pleno realizar el análisis oficioso de su procedencia y demás presupues­
tos procesales, en debida aplicación de las normas que regulan el trámite 
de que se trate, así como porque son actos de voluntad distintos en etapas 
diferentes, donde la preclusión opera respecto de las partes, pero no para 
el órgano que emite la sentencia y que es la máxima voluntad del tribunal 
que excepcionalmente es recurrible. De ahí que el auto de presi dencia que 
por error admite a trámite el recurso, no vincula al Pleno del Tribunal Cole­
giado de Circuito para que resuelva el fondo.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
CUARTA REGIÓN.

(IV Región)1o. J/15 K (10a.)

Amparo en revisión 310/2019 (cuaderno auxiliar 985/2019) del índice del Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz. 11 de diciembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretaria: Ana Livia Sánchez Campos.

Amparo en revisión 289/2019 (cuaderno auxiliar 1065/2019) del índice del Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
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Xalapa, Veracruz. Martha Elena Keb Cauich. 15 de enero de 2020. Unanimi­
dad de votos. Ponente: Luis Vega Ramírez. Secretaria: Lucero Edith Fernán­
dez Beltrani.

Amparo en revisión 341/2019 (cuaderno auxiliar 1028/2019) del índice del Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz. Francisca Carrillo Arroyo y otros. 15 de enero de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Marcelo 
Cabrera Hernández.

Amparo en revisión 296/2019 (cuaderno auxiliar 1066/2019) del índice del Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz. Edith Zavala Damián. 6 de febrero de 2020. Unanimidad de 
votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Marcelo Cabrera Hernández.

Amparo en revisión 381/2019 (cuaderno auxiliar 65/2020) del índice del Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz. Presidente del Ayuntamien to del Municipio de Escárcega 
del Estado de Campeche. 6 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: Héctor Riveros Caraza. Secretaria: Ingrid Jessica García Barrientos.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 17 de septiembre de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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ACTOS DE TORTURA. LAS AUTORIDADES PENITENCIARIAS LOS COME­
TEN SI LAS CONDICIONES EN QUE SE ENCUENTRA EL INTERNO ATENTAN 
CONTRA SU DIGNIDAD HUMANA. Conforme al criterio contenido en la tesis 
aislada P. XXII/2015 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
titulada: "ACTOS DE TORTURA. SU NATURALEZA JURÍDICA.", se establece que 
se está frente a un caso de tortura cuando: (I) la naturaleza del acto consista en 
afectaciones físicas o mentales graves; (II) infligidas intencionalmente; y, (III) con 
un propósito determinado, ya sea para obtener una confesión o información, 
para castigar o intimidar, o para cualquier otro fin que tenga por objeto menos­
cabar la personalidad o la integridad física y mental de la persona. De ahí que 
cuando en el juicio de amparo indirecto el quejoso señale como acto reclamado 
autónomo los actos de tortura derivados de sus condiciones de internamien to 
y se encuentre demostrado en autos, mediante prueba fehaciente, que al mo­
mento de la presentación de la demanda, aquellas que imperaban durante su 
reclusión son susceptibles de provocarle un tormento, entendido éste como 
cualquier acto u omisión que afecta gravemente la dignidad e integridad per­
sonal del justiciable, como pueden ser: el hacinamien to por encontrarse en el 
mismo espacio una cantidad muy superior de personas para las que está des­
tinada la celda, las dimensiones reducidas del lugar, la inadecuada ventilación 
e iluminación del sitio, la poca higiene del establecimien to y la suciedad de los 
recipientes en que se le proporcionan los alimentos, constituyen actos de tor­
tura que producen un menoscabo en la integridad física y mental del interno, al 
ser susceptibles de provocar en su persona humillación, degradación, envile­
cimien to y cosificación, y atentan contra su dignidad humana, al no encontrarse 
en condiciones óptimas para desempeñar su vida en reclusión con la normalidad 
debida, esto es, en igualdad de condiciones que el resto de la población peni­
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tenciaria, lo que actualiza los actos de tortura reclamados en su vertiente de viola­
ción de derechos humanos.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.3o.P.86 P (10a.)

Amparo en revisión 3/2018. 5 de diciembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Juan Pedro Contreras Navarro. Secretario: José Refugio Rizo Martínez.

Nota: La tesis aislada P. XXII/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 25 de septiembre de 2015 a las 
10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 22, Tomo I, septiembre de 2015, página 234, con número de 
registro digital: 2009997.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ACUERDO DE NO ADMISIÓN, DESECHAMIENTO, U ORDEN DE ARCHIVO 
DE LA DEMANDA POR LO QUE HACE A UNO O MÁS CODEMANDADOS. 
ES UNA VIOLACIÓN PROCESAL RECLAMABLE EN AMPARO DIRECTO. 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la jurispru­
dencia P./J. 37/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PERSONALIDAD. EN CONTRA 
DE LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE PERSONA­
LIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIREC­
TO, RESULTANDO INAPLICABLE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE 
AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", que no es factible la 
admisión de demandas de amparo indirecto cuyo acto reclamado no represen­
te una afectación material a derechos sustantivos tutelados en la Constitución 
Federal y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
Parte. Este criterio induce a estimar que diversas tesis jurisprudenciales de las 
Salas del Alto Tribunal, en las que se trató la procedibilidad del amparo indirecto 
de asuntos cuyos actos eran considerados de imposible reparación conforme a 
la anterior Ley de Amparo, relativos al desechamien to parcial o la no admisión 
de una demanda por lo que hace a uno o más codemandados se consideren 
inaplicables. De ahí que, al reclamarse la decisión de la autoridad responsable 
de no admitir la demanda, desecharla u ordenar su archivo por lo que hace a 
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uno o más codemandados, no afecta en forma material ninguna clase de dere­
chos sustantivos; de ahí que este acto reclamado debe ser considerado como 
una violación procesal cometida durante el procedimien to, que afecta las defen­
sas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo, analizable en amparo di­
recto promovido en contra de la resolución reclamada, de conformidad con la 
fracción I, del artícu lo 170 de la Ley de Amparo vigente.

DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.14o.T.7 K (10a.)

Amparo directo 1211/2019. 23 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Silva García. Secretario: César Adrián González Cortés.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.) citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 
12:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 39, con número de registro 
digital: 2006589.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

APELACIÓN EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 
SI EL TRIBUNAL DE SEGUNDA INSTANCIA REVOCA LA SENTENCIA ABSO­
LUTORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR ACREDITADOS EL DELITO Y LA 
RESPONSABILIDAD PENAL DEL ACUSADO, DEBE REASUMIR JURISDIC­
CIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES, 
LA REPARACIÓN DEL DAÑO E INDEMNIZACIONES. De conformidad con el 
artícu lo 403, fracción IX, del Código Nacional de Procedimien tos Penales, toda 
sentencia judicial debe contener, entre otros requisitos, el pronunciamien to en 
torno a los aspectos de individualización de sanciones, reparación del daño e 
indemnizaciones correspondientes. En ese sentido, cuando el tribunal de ape­
lación determine revocar la sentencia absolutoria de primer grado y tener por 
acreditados el delito y la responsabilidad penal del acusado, está facultado con 
plenitud de jurisdicción para analizar los aspectos no tocados por el a quo, al que 
sustituyó en todo, atento a que la sentencia absolutoria que se pronunció quedó 
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revocada, y proceder al examen de todas las constancias de autos y a la resolu­
ción de fondo de las cuestiones que se plantearon en el juicio, tanto de hecho 
como de derecho, en los puntos específicos de la individualización de las sancio­
nes y la reparación del daño e indemnizaciones, sobre los que es imprescindible 
que se pronuncie por ser consecuencia indefectible de una sentencia condena­
toria, sin que proceda el reenvío al órgano de primera instancia para que se lleven 
a cabo las audiencias relativas a ambos tópicos; lo anterior, pues con las prue­
bas idóneas para la resolución de la litis en esa segunda instancia, desahogadas 
ante el Juez de juicio, el ad quem cuenta con elementos suficientes para reali­
zar tanto el ejercicio de individualización de las sanciones como para analizar la 
procedencia de la reparación del daño y su cuantificación, lo que en ese caso 
será factible, en virtud de que reasume competencia originaria para la resolución 
integral del recurso que comprende tales pronunciamien tos, cuenta habida que, 
de estimarse lo contrario, se contravendrían los principios constitucionales de 
acceso a la tutela jurisdiccional efectiva y legalidad, en sus vertientes de fun­
damentación y motivación, congruencia externa e interna, exhaustividad, conti­
nuidad y completitud, exigibles en toda sentencia judicial.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.1o.P.5 P (10a.)

Amparo directo 180/2019. 10 de marzo de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Martín Soto Ortiz. Secretaria: Eyra del Carmen Zúñiga Ahuet.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

AUDIENCIA DE RECEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUEBAS EN EL JUICIO LA­
BORAL ORDINARIO. PARA LA VALIDEZ DE LOS ACUERDOS QUE EN 
ELLA SE DICTEN, ES INDISPENSABLE QUE SEAN FIRMADOS POR EL 
PRESIDENTE DE LA JUNTA ESPECIAL Y AUTORIZADOS POR EL SECRETA­
RIO. De los artícu los 609, 620, 721, 837, 838 y 839 de la Ley Federal del Trabajo, 
en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
1 de mayo de 2019, se infiere la regla general de que las actuaciones de las 
Juntas Especiales deben realizarse colegiadamente, regla que admite la excep­
ción contenida en el inciso a) de la fracción II del artícu lo 620 citado, consistente 
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en que durante la tramitación de los conflictos individuales y colectivos de na­
turaleza jurídica, bastará la presencia del presidente de la Junta Especial o 
del auxiliar, quien llevará adelante la audiencia hasta su terminación, y si no 
está presente ninguno de los representantes, aquél dictará las resoluciones 
que procedan, salvo que versen sobre personalidad, competencia, aceptación 
de pruebas, desistimien to de la acción a que se refiere el artícu lo 773 de la ley 
citada y sustitución de patrón, casos en los cuales el presidente acordará se cite 
a los representantes para la decisión de dichas cuestiones y, si ninguno con­
curre, dictará la resolución que proceda. En ese sentido, los acuerdos relativos 
a la recepción y admisión de pruebas constituyen determinaciones equipara­
bles a las de aceptación, por lo que para su validez deben ser firmados, al 
menos, por el presidente, con la fe del secretario, pues ante la ausencia de los 
representantes, es el único facultado por el legislador para emitir ese tipo de 
actuaciones.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO 
CIRCUITO.

VIII.1o.C.T.8 L (10a.)

Amparo directo 537/2019. Claudia Delgadillo Galván. 28 de noviembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Cruz Álvarez. Secretario: Mario 
Israel Pérez Herrera.

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa juris­
prudencial 2a./J. 83/2004, de rubro: "AUDIENCIA DE DESAHOGO DE PRUE­
BAS EN EL JUICIO LABORAL. PARA LA VALIDEZ DE LOS ACUERDOS 
QUE EN ELLA SE DICTEN, BASTA QUE SEAN FIRMADOS POR EL PRESI­
DENTE DE LA JUNTA ESPECIAL O POR EL AUXILIAR, Y AUTORIZADOS 
POR EL SECRETARIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, julio de 2004, página 209, con número 
de registro digital: 181206.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AM PARO. 
EL CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, ASOCIACIÓN 
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CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER CUANDO DETERMINA LA BAJA DEFINITIVA 
DE ALGÚN ALUMNO. El citado centro de investigación y docencia constituye 
una entidad paraestatal de la administración pública federal, cuyas atribuciones 
se encuentran reconocidas en el artícu lo 3o., fracción VII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que lo dota de autonomía, a través 
de la cual se le confieren facultades para autogobernarse, determinar sus pla­
nes y programas, fijar los términos de ingreso, promoción y permanencia de su 
personal académico y administrar su patrimonio. A fin de lograr su cometido, los 
artícu los 3o. de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, 47, 48, 51, 52, 
53, 54, 56 y 63 de la Ley de Ciencia y Tecnología, lo habilitan para emitir dispo­
siciones administrativas de observancia general que regulen, en complemento 
con lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los 
términos y condiciones en que presta los servicios educativos y de investigación 
que proporciona, los requisitos de ingreso, promoción y permanencia de su 
personal académico y la forma en que administrará su patrimonio, estableciendo 
diversas bases que regirán su autogobierno, la actividad académica y el destino 
de los ingresos que recibe. Derivado de ello, su Consejo Académico aprobó el 
Reglamento de Docencia del Centro de Investigación y Docencia Económicas, 
A.C., en el cual se establecieron derechos y obligaciones tanto para los acadé­
micos como para el alumnado. Ahora bien, cuando se adquiere la categoría de 
alumno se incorpora en su esfera jurídica un conjunto de derechos y obligacio­
nes que lo ubican en una específica situación jurídica. De esa manera, el acto me­
diante el cual dicho centro educativo, a través de sus órganos da de baja a un 
alumno, con apoyo en la atribución que le permite imponer tal sanción, le impide 
continuar disfrutando del cúmulo de derechos que le asistían como tal, lo cual 
se traduce en el ejercicio de una auténtica potestad administrativa, expresión 
de una relación de supra a subordinación que tiene su origen en la ley y que, 
además, implica el dictado de un acto unilateral que extingue ante sí la situación 
jurídica que había incorporado en su patrimonio los derechos y obligaciones 
correspondientes al alumno, sin necesidad de acudir ante la potestad juris­
diccional común para que válidamente surta efectos en el mundo jurídico tal 
determinación, actualizándose así el supuesto previsto en el primer párrafo de 
la frac ción II del artícu lo 5o. de la Ley de Amparo. Consecuentemente, la resolu­
ción mediante la cual un órgano del Centro de Investigación y Docencia Económi­
cas, Asociación Civil, determina la baja definitiva de un alumno, debe repu tarse 
como un acto de autoridad para efectos de la procedencia del juicio de amparo.
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.2o.A.27 A (10a.)

Amparo en revisión 528/2019. 17 de agosto de 2020. Unani midad de votos. Ponen­
te: Óscar Palomo Carrasco. Secretario: Manuel Hafid Andrade Gutiérrez.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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BENEFICIOS PENITENCIARIOS. EN LOS ASUNTOS JUZGADOS BAJO EL 
SISTEMA TRADICIONAL, PROCEDE LA APLICACIÓN RETROACTIVA DE 
LEYES VIGENTES CON ANTERIORIDAD A LA FECHA DE SU SOLICITUD, 
CUANDO ÉSTAS LE SEAN FAVORABLES AL SOLICITANTE, EN ACA­
TAMIENTO AL PRINCIPIO DE LA LEY BENÉFICA CONTEMPLADO EN EL 
ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL. Si bien en los casos de la solicitud del be­
neficio debe aplicarse la ley vigente al momento de la petición hecha por el 
sentenciado (Ley Nacional de Ejecución Penal), también lo es que ello no impi­
de que cuando las leyes (vigentes al momento de los hechos del dictado de la 
sentencia), en relación con el beneficio solicitado, sean favorables para el soli­
citante, deban aplicarse, en lo relativo a la procedencia, puesto que se trata de un 
derecho sustantivo como lo es el derecho humano a la libertad, y al aplicar re tro­
activamente la ley en su favor, se estaría dando cumplimien to al principio de 
derecho establecido en el artícu lo 14 constitucional, que en su primer párrafo 
dispone: "A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona algu­
na.". Transcripción de la que se advierte que sí puede aplicarse de manera 
retroactiva una ley, siempre y cuando sea en beneficio, lo que además es acorde 
con lo dispuesto por el artícu lo tercero transitorio de la Ley Nacional de Ejecu­
ción Penal, que no impacta en el uso de la aplicación de la ley benéfica, porque 
el acotamien to de éste se refiere a cuestiones meramente procesales. Por tanto, el 
derecho a que se analice la procedencia de un beneficio conforme a la ley vi­
gente al momento en que se pide, no impide que se aplique la ley anterior si le 
resulta favorable para el solicitante, ya que se considera que cuando una per­
sona es juzgada bajo las reglas del sistema tradicional –acorde con el principio 
citado–, sí es viable el análisis de su petición conforme a las normas que esta­
ban vigentes previo a la entrada en vigor de la Ley Nacional de Ejecución Penal.
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NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.277 P (10a.)

Amparo en revisión 300/2019. 27 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Emma Meza Fonseca. Secretario: J. Trinidad Vergara Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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CENTROS PÚBLICOS DE INVESTIGACIÓN. DEBEN ADOPTAR MEDIDAS 
AC TIVAS Y POSITIVAS PARA COMBATIR ACTITUDES ESTEREOTIPADAS Y 
DISCRIMINATORIAS DERIVADAS DEL RECHAZO DE UNA ALUMNA CUANDO 
SU PROFESOR PRETENDE CONSEGUIR DE ELLA UNA RELACIÓN AFEC­
TIVA. De acuerdo con los artícu los 1o. y 3o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades del Estado Mexicano tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, así 
como de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones de aquéllos, y 
que la impartición de la educación debe basarse en el respeto irrestricto de la 
dignidad de las personas, con un enfoque de derechos humanos y de igualdad 
sustantiva. Por otra parte, de conformidad con los artícu los 2, 3 y 7 de la Con­
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer "Convención de Belém do Pará" de la que México forma parte, el Estado 
debe establecer procedimien tos legales, justos y eficaces para que las muje­
res, ante cualquier asomo de violencia, puedan acceder efectivamente a la jus­
ticia ante las barreras extraordinarias existentes al intentar ejercer ese derecho 
y, por ende, sus reclamos deben ser valorados con una perspectiva de género. 
En cuanto a las obligaciones del Estado Mexicano frente a la violencia contra 
las mujeres, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en sentencia de 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho, al resolver el caso "Mujeres Víc­
timas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México", determinó que del derecho a las 
mujeres a vivir una vida libre de violencia, surgen las correlativas obligaciones 
del Estado para respetarlo y garantizarlo, las cuales deben alcanzar todas sus 
esferas de actuación transversal y verticalmente, lo cual requiere, entre otras 
cosas, la adopción y aplicación de medidas para combatir aptitudes estereotipa­
das y discriminatorias que constituyan las causas fundamentales de la violencia 
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por razón de género contra la mujer. Ahora bien, en el caso en el que un profesor 
pretende conseguir de una de sus alumnas una relación afectiva y es rechazado, 
se configura una situación asimétrica de poder, dada la posición del primero frente 
a la segunda, en virtud de la cual se puede situar a ésta en peligro de ser víctima 
de violencia contra la mujer o ser sometida a un trato parcial en su perjuicio. Por 
ende, ante este tipo de actitudes estereotipadas denunciadas, los centros pú­
blicos de investigación tienen la obligación constitucional y convencional de 
adoptar medidas activas y positivas para combatirlas, como no permitir que dicho 
profesor participe en el diseño de exámenes, su evaluación directa o revisión de 
la calificación de la alumna, sino que ello se lleve a cabo por un tercero impar­
cial y equidistante del problema, a fin de no abandonar en su protección integral 
y garantizar a las alumnas una igualdad real y efectiva en respeto a su dignidad, 
teniendo en cuenta las circunstancias particulares de cada situación.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.2o.A.1 CS (10a.)

Amparo en revisión 528/2019. 17 de agosto de 2020. Unani midad de votos. Ponen­
te: Óscar Palomo Carrasco. Secretario: Manuel Hafid Andrade Gutiérrez.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

COMPETENCIA TERRITORIAL PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
EN EL QUE SE RECLAME LA OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE BRIN­
DAR DIVERSAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y SOLICITAR AL JUEZ DE CON­
TROL COMPETENTE PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS A FAVOR DE LAS 
VÍCTIMAS U OFENDIDOS. RECAE EN EL JUEZ DE DISTRITO QUE EJERZA 
JURISDICCIÓN EN EL LUGAR EN DONDE DICHAS OMISIONES SEAN EJE­
CUTABLES MATERIALMENTE, AL SER UN ACTO NEGATIVO CON EFECTOS 
POSITIVOS. De lo sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justi­
cia de la Nación en la tesis aislada 1a. XVII/2018 (10a.), de título: "CONCEPTO 
DE OMISIÓN COMO ACTOS DE AUTORIDAD.", se advierte que para que la 
inac tividad de la autoridad constituya, en el ámbito jurídico, una omisión, es im­
prescindible que exista el deber de realizar una conducta y que alguien haya 
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incumplido con esa obligación. Por otra parte, los artícu los 137 y 138 del Código 
Nacional de Procedimien tos Penales imponen al Ministerio Público la obligación 
de brindar diversas medidas de protección y solicitar al Juez de Control compe­
tente providencias precautorias a favor de las víctimas u ofendidos. Así, dicha 
omisión constituye un acto negativo con efectos positivos, pues se erige en actos 
de tal naturaleza capaz de producir, en el mundo fáctico o real, una conse­
cuencia material, a saber, un riesgo inminente a la seguridad de la víctima u ofen­
dido, así como garantizar la debida reparación del daño, para evitar que se 
des truyan, desaparezcan o dilapiden los bienes para poder hacer efectiva dicha 
reparación. En este orden de ideas, la competencia para conocer del juicio de 
amparo en cuestión, debe fincarse a favor del Juez de Distrito del lugar en don­
de las omisiones reclamadas sean ejecutables materialmente.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.276 P (10a.)

Conflicto competencial 3/2020. Suscitado entre el Juzgado Segundo de Distrito de 
Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México y el Juzgado Décimo 
Segundo de Distrito en el Estado de Tamaulipas, con residencia en Ciudad 
Victoria. 27 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza 
Fonseca. Secretario: Miguel Ángel Sánchez Acuña.

Nota: La tesis aislada 1a. XVII/2018 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 52, Tomo I, marzo de 2018, página 1092, con número de registro digital: 
2016418.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

CONCEPTO DE VIOLACIÓN INOPERANTE. ES AQUEL MEDIANTE EL CUAL 
SE PRETENDE COMBATIR UN ASPECTO QUE NO FORMÓ PARTE DE LA 
LITIS EN LA AUDIENCIA DE JUICIO PUES, DE EXAMINARSE, SE VULNERA­
RÍA EL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN QUE RIGE EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO. Atendiendo al principio de contradicción, que tiene como base 
la igualdad procesal de las partes, por regla general, resulta inoperante el con­
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cepto de violación en amparo directo que pretende combatir un aspecto que no 
formó parte de la litis en la audiencia de juicio oral, esto es, no fue expuesto por 
la defensa o el impu tado ante el tribunal de enjuiciamien to, mucho menos ingre­
só a juicio alguna prueba vinculada para acreditarlo; por ende, es evidente que 
las demás partes procesales no estuvieron en aptitud de controvertir tal circuns­
tancia, lo que actualiza un impedimento técnico para que se examine tal 
planteamien to; como en la especie, es la atenuante de estado de emoción vio­
lenta que alude el quejoso, pues de llegar a considerarse en el análisis consti­
tucional cuando no fue sometido en juicio al escrutinio de las partes, vulneraría 
el referido principio de contradicción que rige el sistema penal acusatorio.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.
XI.P.39 P (10a.)

Amparo directo 317/2019. 16 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Valle Hernández. Secretaria: Minerba Noemí García Sandoval.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

CONCURSO MERCANTIL. CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE CONFIRMA 
EL DESECHAMIENTO DE LA SOLICITUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE EL 
AMPARO DIRECTO. De una interpretación sistemática de los artícu los 10, 20, 
primer párrafo y 43 de la Ley de Concursos Mercantiles, se colige que cuando 
un comerciante estima que ha incumplido de manera generalizada en sus obliga­
ciones de pago, conforme a las hipótesis contenidas en el artícu lo 10 de ese 
ordenamien to y, con motivo de ello, acude ante un Juez de Distrito para promo­
ver la solicitud de declaración de concurso mercantil, su pretensión consiste en 
que, precisamente, se realice la declaratoria de que se encuentra en concurso mer­
cantil y se ordene la apertura de la etapa de conciliación o quiebra; por ende, si 
un Juez de Distrito dentro del recurso de revocación interpuesto por el comer­
ciante, confirma el auto de desechamien to de la solicitud respectiva, contra esa 
resolución procede el juicio de amparo directo, en términos de lo dispuesto en 
los artícu los 107, fracción V, inciso c), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 34 y 170, fracción I, de la Ley de Amparo, ya que esa deter­
minación resulta ser una resolución que pone fin al juicio sin decidirlo en lo 
principal, al no permitir que el comerciante obtenga la declaratoria de concurso 
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mercantil y, por ende, también se impide que se proceda a la apertura de la fase 
de conciliación o quiebra del citado procedimien to.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO.
XXX.4o.2 C (10a.)

Amparo directo 764/2019. Grupo Ruta Bicentenario, S.A. de C.V. 16 de julio de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Germán Ramírez Luquín. Secretario: José 
Edmundo Luna Estrada.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

CONVENIOS. CUANDO IMPLIQUEN MODIFICAR DERECHOS Y OBLIGACIO­
NES O INCIDAN EN UNA RESOLUCIÓN JUDICIAL PREVIA, REQUIEREN 
RATIFICACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CAMPECHE). El artícu lo 56, 
párrafo segundo, del Código de Procedimien tos Civiles del Estado de Campe­
che, es aplicable en tratándose de convenios que impliquen modificar derechos 
y obligaciones o incidan en una resolución judicial previa, aun cuando su redac­
ción sólo precise que serán ratificados los escritos de demanda o promoción 
inicial, contestación de demanda o desistimien to de la misma o de la acción inten­
tada; pues no excluye o impide que deban ratificarse los convenios de guarda 
y custodia, máxime cuando se pretende dar a conocer su modificación, la cual 
lleva implícita la renuncia de un derecho reconocido por la autoridad jurisdiccio­
nal; así, esa modificación equivale a una expresión de voluntad, como en el caso 
de una demanda, contestación, desistimien to o acción que, por ende, ante la 
trascendencia e importancia que de ella deriven, es necesario que se ratifique 
en presencia de la autoridad competente, pues no se trata de una simple pro­
moción para dar impulso al procedimien to, sino que, por estar inmiscuidos intere­
ses de un menor de edad, se necesita verificar la identidad de quien desiste, a 
efecto de asegurar que no se trate de una suplantación y, por ende, ajena a la vo­
luntad; de ahí la importancia de requerir la ratificación de quien no presenta el 
convenio personalmente, pues sólo así se conseguirá verificar la voluntad de 
ambas partes y la aceptación de los términos en que se lleva a cabo.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
CUARTA REGIÓN.

(IV Región)1o.21 C (10a.)
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Amparo en revisión 407/2019 (cuaderno auxiliar 79/2020) del índice del Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz. Beymar Salvador Cámara Castillo. 26 de febrero de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Riveros Caraza. Secretaria: Ingrid 
Jessica García Barrientos.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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DECLARACIÓN DE PRESUNCIÓN DE MUERTE. TÉRMINO PARA PRESEN­
TAR LA DEMANDA, UNA VEZ QUE EXISTA LA RESOLUCIÓN DE DECLARA­
CIÓN DE AUSENCIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA). El artícu lo 
554 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza dispone 
que la demanda para la declaración de presunción de muerte, podrá presentar­
se cuando hayan transcurrido tres años desde la declaración de ausencia. Por 
su parte el artícu lo 549 del mismo ordenamien to establece que el fallo que se 
pronuncie en el juicio de declaración de ausencia, será apelable en el efecto 
devolutivo. De igual forma el artícu lo 531 del propio código procesal dispone que 
las sentencias de primera instancia que sean susceptibles de ser recurridas en 
apelación, requerirán declaración judicial de que han causado ejecutoria. Confor­
me a lo planteado, el primero de los numerales no establece a partir de cuándo 
empieza el término de tres años para poder presentar la demanda de declaración 
de presunción de muerte, una vez que exista la declaración de ausencia; al 
respecto, y para efecto de establecer ese término, no se considera el momento 
en que se emite dicha declaración, pues como se ha dicho la misma puede ser 
apelada y, por ende, susceptible de ser modificada, revocada o confirmada; por 
otro lado, se debe considerar que en términos generales cuando una sentencia 
causa ejecutoria, se convierte en obligatoria y, por consiguiente, en cosa juz­
gada; sin embargo, dada la naturaleza del procedimien to especial en el que se 
encuentra localizada la declaración de ausencia, no adquiere ese carácter de cosa 
juzgada, ante la posibilidad de que el desaparecido sea encontrado con vida o 
sin ella, por ende, ese término no puede considerarse que sea a partir del auto 
que declara expresamente ejecutoriada esa declaración de ausencia; por tanto, el 
plazo debe iniciar cuando fenezca el término concedido a las partes para apelar 
la sentencia de declaración de ausencia, con independencia de que se declare 
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o no expresamente que causó ejecutoria, o bien, cuando se confirma en apela­
ción, obviamente declarando esa ausencia, puesto que dichos supuestos son los 
que se consideran los óptimos para que, a partir de ahí, inicien los tres años que 
establece el artícu lo 554 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila 
de Zaragoza.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO 
CIRCUITO.

VIII.1o.C.T.7 C (10a.)

Amparo en revisión 290/2019. 16 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Francisco Saldaña Arrambide. Secretario: Jorge Salvador Álvarez Cano.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DECLARACIÓN DE UN TESTIGO FALLECIDO. PARA QUE PROCEDA SU IN­
CORPORACIÓN AL JUICIO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 386, FRACCIÓN 
I, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, BASTA ACRE­
DITAR EL DECESO DE AQUÉL CON EL ACTA DE DEFUNCIÓN RESPEC­
TIVA. De conformidad con la fracción I del artícu lo citado, en los casos en que 
se pretenda incorporar al juicio, previa lectura, la declaración de un testigo 
que falleció con posterioridad a la emisión del auto de apertura a juicio oral, 
basta que se acredite su muerte con el acta de defunción respectiva, sin que sea 
necesario que ésta deba admitirse e incorporarse como prueba, o bien, que 
deba comprobarse el fallecimien to con algún testigo o perito de acreditación, 
pues el acta, por sí misma, es el documento público idóneo para probar el dece­
so de una persona. En este sentido, la parte que solicite incorporar la declaración 
de un testigo fallecido debe correr traslado del acta respectiva a su contraparte 
para que conozca su contenido y después dar lectura a dicha documental en 
la parte conducente. De no existir objeción fundada de la contraria, el tribunal 
de enjuiciamien to tendrá por acreditada la muerte del testigo y la parte intere­
sada podrá solicitar al juzgador que le permita incorporar, mediante lectura, la 
declaración correspondiente.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.4o.P.15 P (10a.)
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Amparo directo 189/2019. 16 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Mauricio Torres Martínez. Secretario: Alejandro Vilchis Robles.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO DE PETICIÓN. SI PARA ESTABLECER EL PLAZO CON QUE LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE CUENTA PARA DAR CONTESTACIÓN, EL JUEZ 
DE DISTRITO TIENE QUE REALIZAR INTERPRETACIONES SOBRE EL SIS­
TEMA NORMATIVO APLICABLE, ENTONCES NO SE SURTE UN MOTIVO 
MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA PARA DESECHAR LA 
DEMANDA DE AMPARO. De conformidad con el artícu lo 113 de la Ley de 
Amparo, los Jueces constitucionales examinarán el escrito de demanda y si en­
cuentran motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desecharán de 
plano. En esa lógica, si se acude a interpretaciones respecto de la aplicación 
de un determinado sistema normativo a fin de desprender el breve término en el 
que se debe dar contestación a la petición en términos del artícu lo 8o. consti­
tucional, entonces, la causal no es manifiesta e indudable como para desechar 
la demanda, ya que esta etapa no constituye el momento procesal idóneo para 
arribar a la conclusión de qué norma es la aplicable para establecer un plazo 
de respuesta a un derecho de petición, sino que corresponde a una decisión de 
fondo del asunto, cuando se cuenten con los informes justificados de las auto­
ridades responsables, momento en el que podrán hacerse las interpretaciones 
pertinentes, con el propósito de conocer el plazo para dar respuesta a una peti­
ción y de ahí desprender los alcances de los actos.

TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO.
XXXI.5 K (10a.)

Queja 12/2020. César Enrique Pérez Pacheco. 20 de febrero de 2020. Unanimidad 
de votos. Ponente: Mario Toraya. Secretario: Alam Leroy Domínguez Pulido.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DESPIDO DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO CON NOM­
BRAMIENTO POR TIEMPO DETERMINADO. CORRESPONDE AL PATRÓN 
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JUSTIFICAR LA TEMPORALIDAD DEL NOMBRAMIENTO Y SU CAUSA MOTIVA­
DORA Y SÓLO SI LO ACREDITA, EL TRABAJADOR DEBERÁ DEMOSTRAR LA 
SUBSISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL ENTRE EL DÍA EN QUE VEN­
CIÓ Y EL POSTERIOR AL EN QUE DICE FUE DESPEDIDO. En el supuesto de 
que el despido se ubique en fecha posterior a la del vencimien to del nombramien to 
expedido conforme al artícu lo 15, fracción III, de la Ley Federal de los Trabajado­
res al Servicio del Estado, al tenor de la jurisprudencia PC.I.L. J/51 L (10a.), emi­
tida por el Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito, de título y subtítulo: 
"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. CORRESPONDE AL PATRÓN 
JUSTIFICAR LA TEMPORALIDAD DEL NOMBRAMIENTO Y SU CAUSA MOTIVA­
DORA.", corresponde, en primer orden, a la dependencia justificar la temporalidad 
del nombramien to y su causa motivadora y, sólo satisfecha esa carga procesal, 
el trabajador debe demostrar la subsistencia de la relación de trabajo, incluso 
hasta el día posterior al en que fue despedido. Lo que es acorde con la jurispru­
dencia 2a./J. 179/2016 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "CONTRATO DE TRABAJO POR TIEMPO 
DETERMINADO. CORRESPONDE AL TRABAJADOR ACREDITAR LA SUBSIS­
TENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL ENTRE EL DÍA EN QUE VENCIÓ Y EL POS­
TERIOR AL EN QUE DICE QUE OCURRIÓ EL DESPIDO.", en la que se estableció 
que previo a que el trabajador justifique la subsistencia del trabajo, la tempora­
lidad del contrato de trabajo por tiempo determinado debe estar válidamente 
justificada, al ubicarse en alguno de los supuestos de excepción previstos en el 
artícu lo 37 de la Ley Federal del Trabajo, de aplicación supletoria.

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.13o.T.223 L (10a.)

Amparo directo 1282/2019. María de la Luz Revilla Hernández. 20 de febrero de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ahideé Violeta Serrano Santillán, secretaria de 
tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Ju­
dicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretaria: 
Carmen González Valdés.

Nota: Las tesis de jurisprudencia PC.I.L. J/51 L (10a.) y 2a./J. 179/2016 (10a.) cita­
das, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de los 
viernes 6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas y 9 de diciembre de 2016 
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a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libros 70, Tomo II, septiembre de 2019, página 1682 y 37, 
Tomo I, diciembre de 2016, página 807, con números de registro digital: 2020571 
y 2013284, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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HECHOS NOTORIOS. LA FACULTAD DEL JUZGADOR DE AMPARO PARA 
INVOCARLOS DEBE SER EJERCIDA CON RAZONABILIDAD Y LIMITARSE 
A CIRCUNSTANCIAS FÁCTICAS DE CONOCIMIENTO ACCESIBLE, INDUBITA­
BLE Y SOBRE EL CUAL NO SE ADVIERTA DISCUSIÓN. De la interpretación 
conjunta del criterio jurisprudencial P./J. 74/2006, emitido por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y el artícu lo 88 del Código Federal de 
Procedimien tos Civiles, se observa la facultad de los Jueces para invocar como 
hechos notorios circunstancias –de hecho– cuyo conocimien to sea de domi­
nio público o forme parte de la cultura normal de determinado grupo o sector. 
Al respecto, como consecuencia del ejercicio de su función jurisdiccional y con 
base en la diversa jurisprudencia P./J. 16/2018 (10a.), también emitida por el Pleno 
de la Suprema Corte citada, los Jueces de amparo están autorizados para in­
vocar con ese carácter versiones electrónicas de resoluciones almacenadas 
y capturadas en el Sistema Integral de Seguimien to de Expedientes (SISE). Em­
pero, en forma alguna dicha potestad autoriza al juzgador para indagar más allá 
de lo públicamente cognoscible y disponible con motivo de su función judicial, 
pues hacerlo implicaría que la información obtenida no constituya propiamente 
un hecho notorio, sino el fruto de una pesquisa injustificada. En ese contexto, en 
aras de privilegiar la prerrogativa de acceso a la jurisdicción contenida en el ar­
tícu lo 17 de la Constitución General de la República, cuando el Juez cite como 
hecho notorio determinaciones que obran en expedientes diversos sometidos a 
su jurisdicción –por ejemplo, para verificar la firma del quejoso en otra demanda 
de amparo–, dicho ejercicio debe regirse por el principio de razonabilidad y limi­
tarse a circunstancias fácticas de conocimien to accesible, indubitable y sobre 
el cual no se advierta discusión; máxime cuando las constancias invocadas son 
de antigüedad considerable.
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NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.16 K (10a.)

Queja 11/2020. 20 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo 
Paredes Calderón. Secretario: Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 74/2006, de rubro: "HECHOS NOTORIOS. 
CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO." y P./J. 16/2018 (10a.), de título y sub­
título: "HECHOS NOTORIOS. TIENEN ESE CARÁCTER LAS VERSIONES ELEC­
TRÓNICAS DE LAS SENTENCIAS ALMACENADAS Y CAPTURADAS EN EL 
SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE)." citadas, 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXIII, junio de 2006, página 963; en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 8 de junio de 2018 a las 10:14 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
55, Tomo I, junio de 2018, página 10, con números de registro digital: 174899 
y 2017123, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

HORAS EXTRAS. PROCEDE SU PAGO CUANDO LA RAZONABILIDAD DE 
LA JORNADA NARRADA POR EL OBRERO RESULTE DISCUTIBLE, PERO 
NO SEA INVEROSÍMIL (LEY FEDERAL DEL TRABAJO VIGENTE HASTA EL 
30 DE NOVIEMBRE DE 2012). De la jurisprudencia 2a./J. 115/2016 (10a.), emi­
tida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título 
y subtítulo: "HORAS EXTRAS. EL HECHO DE QUE EL TRABAJADOR NO PRE­
CISE EL HORARIO EN QUE INGERÍA ALIMENTOS DURANTE LA JORNADA 
CONTINUA, NO NECESARIAMENTE HACE QUE EL RECLAMO DE SU PAGO 
SEA INVEROSÍMIL.", se deriva que cuando el empleador incumple la carga 
probatoria de la jornada laboral desarrollada por el trabajador, corresponde al 
tribunal analizar si resulta inverosímil o no el dicho del obrero sobre el horario 
reclamado. Es decir, el criterio respectivo ha establecido un estándar muy exi­
gente para respaldar la improcedencia de la acción de pago de horas extras 
tomando en cuenta que el patrón ha incumplido su carga demostrativa, ya que 
exige falta de verosimilitud para descartar la acción de pago de horas extras, y 
no solamente falta de razonabilidad a esos efectos. En ese tenor, las premisas 
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señaladas llevan a considerar la distinción existente entre el concepto de inve­
rosimilitud exigido por la jurisprudencia, del concepto "poco razonable", para 
desestimar la reclamación de horas extras del trabajador, pues mientras que 
la falta de verosimilitud implica hechos absurdos e imposibles de realizarse, la 
falta de razonabilidad conlleva solamente hechos poco probables pero de rea­
lización posible. A partir de esa lógica, el pago de horas extras podría resultar 
procedente cuando resulten debatibles los hechos narrados por el obrero sobre 
el horario de trabajo con respecto a las actividades que describa, pues basta 
que resulten verosímiles los extremos de la pretensión; siguiendo ese estándar, 
la credibilidad de la narrativa del trabajador podría sustentarse en el hecho de 
que durante la jornada extraordinaria estuvo a disposición del patrón, sin que 
ello implique la carga de demostrar que estuvo desempeñando la actividad 
respectiva desde el inicio y hasta el final de la jornada laboral señalada.

DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.14o.T.33 L (10a.)

Amparo directo 1168/2019. 30 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Silva García. Secretario: César Adrián González Cortés.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 115/2016 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de octubre de 2016 
a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 35, Tomo I, octubre de 2016, página 863, con número de 
registro digital: 2012721.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.





927

I

IMPEDIMENTO. NO ES DABLE CALIFICARLO COMO LEGAL CUANDO EL 
JUEZ DE AMPARO LO HACE VALER, ALEGANDO QUE EN LA DEMANDA 
FUE SEÑALADO COMO TERCERO INTERESADO. El señalamien to que se haga 
en una demanda de amparo, respecto de que al Juez que correspondió cono­
cer de la misma, por precedente o conocimien to previo del asunto, le recae el 
carácter de tercero interesado, no conlleva, por sí, la posibilidad de que éste 
deba declararse impedido para atender ese juicio de derechos, en virtud de 
que esa indicación o conjetura constituye sólo una estrategia para que el aludi­
do Juez no conozca del juicio de amparo instaurado; considerar lo contrario, 
implicaría dejar a la voluntad del quejoso la determinación del juzgador que 
debe conocer de la demanda, en contravención de lo dispuesto por el artícu lo 
5o. de la Ley de Amparo, que establece quiénes tienen el carácter de tercero 
interesado en el juicio constitucional.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.15 K (10a.)

Impedimento 2/2020. 13 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Pablo Pérez Villalba. Secretaria: María Guadalupe Jiménez Duardo.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

IMPEDIMENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN VI, DE LA LEY 
DE AMPARO. EL HECHO DE QUE LOS MAGISTRADOS DE CIRCUITO TEN­
GAN EL CARÁCTER DE PARTE EN ALGÚN JUICIO DE GARANTÍAS QUE 
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VERSE SOBRE LA MISMA TEMÁTICA DEL ASUNTO EN EL QUE SE GENERE 
SU EXCUSA ES INSUFICIENTE PARA CALIFICARLO DE LEGAL (APLICACIÓN 
DEL SUBPRINCIPIO DE NECESIDAD). El artícu lo 51, fracción VI, de la Ley de 
Amparo dispone que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito y las autoridades que conoz­
can de los juicios de amparo deben excusarse en éstos si figuran como partes 
en otros juicios de garantías semejantes a los de su conocimien to. Dicha regla de 
impedimento no es absoluta. Resulta aplicable cuando se actualice alguno de los 
supuestos en que se encuentre comprometida la imparcialidad del criterio de 
los juzgadores, pero su aplicación debe considerarse excluida cuando se pre­
sente una situación en la cual, ante una colisión de principios constitucionales, 
deba privilegiarse el mandato de atender el derecho de acceso a la jurisdicción, 
que resulta instrumental del valor justicia y obliga a los juzgadores a no dejar sin 
solución la controversia que se les plantea, frente a la exigencia constitucional 
de que quien emita la resolución no se encuentre en algún supuesto en que, de 
manera ordinaria, se estime comprometida su imparcialidad. En ese contexto, la 
solución se obtiene de la aplicación del principio de proporcionalidad, como 
instrumento metodológico para decidir el mandato que se privilegia en el caso 
concreto, y con apoyo en el subprincipio de necesidad se elige, de entre dos 
medios que favorezcan igualmente bien a un primer objetivo, aquel que afec­
te menos intensamente a un segundo objetivo. Dicho subprincipio permite, 
como excepción, que los juzgadores de amparo participen en una controversia 
en cuyo resultado pudiera pensarse que tengan interés, cuando no sea posible 
sustituirlos o su participación sea necesaria para constituir quórum en un Tribu­
nal Colegiado, en el entendido de que "donde todos los Jueces están desca­
lificados, ninguno está descalificado". Bajo estas condiciones, la regla sobre 
descalificación puede ser anulada o sobrepuesta por el subprincipio de nece­
sidad, en tanto que debe prevalecer el respeto y protección al derecho de acceso 
a la justicia, reconocido en el artícu lo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Considerar lo contrario haría nugatorio ese derecho, al desco­
nocer la posibilidad de los gobernados de instar la actividad jurisdiccional para 
obtener una decisión en la que se resuelva de manera efectiva sobre sus 
pretensiones.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.45 K (10a.)
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Impedimento 10/2019. Integrantes del Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa del Primer Circuito. 27 de febrero de 2020. Unanimidad de 
votos. Ponente: Patricio González­Loyola Pérez. Secretario: Mario Jiménez 
Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA 
TIENE QUIEN OBTUVO RESPUESTA A UNA SOLICITUD EN EJERCICIO DE 
SU DERECHO DE PETICIÓN, Y EN SU DEMANDA RECLAMA QUE ÉSTA 
VIOLA SU DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, AL NO ESTAR DEBIDA­
MENTE FUNDADA Y MOTIVADA. Cuando el acto reclamado derive de la res­
puesta al derecho de petición, si el quejoso manifiesta en su demanda que se 
viola su derecho a la seguridad jurídica reconocido por el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no estar debidamente 
fundada y motivada, tiene legitimación para promover el juicio de amparo indi­
recto, toda vez que la materia de la litis es la propia determinación como tal, la 
cual es susceptible de ser analizada a efecto de establecer si se cumplió con el 
mandato que prevé el precepto constitucional citado. De ahí que aun cuando la 
autoridad responsable, al dar contestación a la solicitud del quejoso, le niegue 
lo peticionado al argumentar que no tiene interés y sobresee en el juicio, dicha 
situación no le impide promover el juicio de amparo contra esa contestación, ya 
que lo contrario implicaría afirmar que no se violentó el derecho constitucional­
mente garantizado y que el acto reclamado, por sí mismo, cumple con las exi­
gencias de ley, sin haber realizado un estudio previo de ello, actualizando con 
su actuar una falacia denominada petición de principio, al tener por cierta una 
conclusión que parte de premisas falsas.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.6o.P.23 K (10a.)

Amparo en revisión 266/2019. 9 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Córdova del Valle. Secretaria: Imelda Pamela Carmona González.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
EN REDES SOCIALES DE INTERNET. CUANDO UN SERVIDOR PÚBLICO 
UTILICE UNA RED DE ESTE TIPO COMO MEDIO DE DIVULGACIÓN DE SUS 
ACTIVIDADES Y COMO VEHÍCULO DE COMUNICACIÓN CON LOS GOBER­
NADOS, ESTÁ OBLIGADO A PERMITIR A SUS SEGUIDORES EL CONTACTO 
EN SU CUENTA Y A NO BLOQUEARLOS POR SUS OPINIONES CRÍTICAS, 
SALVO QUE SU COMPORTAMIENTO SEA CONSTITUTIVO DE ABUSO O DE 
UN DELITO. Dada la naturaleza y la forma de operar de las redes sociales 
de Internet, se considera adecuada la medida de bloqueo que desde ella 
puede hacerse para proteger los bienes jurídicos que pueden afectarse a tra­
vés de las conductas lesivas de quienes las utilizan. La Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la tesis aislada 2a. XXXVIII/2019 
(10a.), de título y subtítulo: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN EN REDES SOCIALES. NO PROTEGEN EL COMPOR­
TAMIENTO ABUSIVO DE LOS USUARIOS.", en la cual estableció que al utilizarse 
las redes sociales pueden encontrarse comportamien tos abusivos, derivados 
de su propia naturaleza, como son la comunicación bilateral y el intercambio de 
mensajes, opiniones y publicaciones entre los usuarios, por lo cual el receptor 
de estos contenidos está expuesto a amenazas, injurias, calumnias, coacciones 
o incitaciones a la violencia irrazonables, que pueden ir dirigidas tanto al titular 
de la cuenta como a otros usuarios que interactúen en ella. En consecuencia, 
es posible que los comportamien tos abusivos puedan ocasionar una medida de 
restricción o bloqueo, pero para que ésta sea válida será necesario que dichas 
expresiones o conductas se encuentren excluidas de protección del derecho. 
Las expresiones críticas, severas, provocativas o chocantes que incluso podrían 
ser indecentes, escandalosas, perturbadoras, inquietantes o causar algún tipo de 
molestia, disgusto u ofensa, no necesariamente se han de tener como compor­
tamien tos abusivos por parte de los usuarios de las redes, sino sólo cuando 
rebasen el límite de protección que ampara al derecho de libre expresión, por 
lesionar derechos de terceros o atentar contra el honor de una persona, o cuando 
sean constitutivas de delito, sin dejar de considerar que quienes desempeñan 
cargos públicos están sujetos a un mayor escrutinio sobre su persona y sus 
actividades públicas. Por consiguiente, cuando un servidor público utilice como 
medio de divulgación de sus actividades y como vehícu lo de comunicación con 
los gobernados una cuenta de twitter, está obligado a permitir que aquellos que 
estén inscritos como seguidores de esa cuenta mantengan el contacto, y a no 



Sección Segunda Ejecutorias y tesis que no integran jurisprudencia 933

Quinta Parte TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO

bloquearlos por estimar que sus opiniones críticas le resultan molestas o incó­
modas, mientras el comportamien to del usuario seguidor no sea abusivo o consti­
tutivo de un delito. Por esa razón, si del contenido de esas expresiones no se 
aprecia el propósito de ofender en forma desmesurada al servidor público titular 
de la cuenta de una red social de Internet en su dignidad, en su honra, en su credi­
bilidad, de referirse a él como carente de valor, o contienen opiniones que no 
concuerdan con la forma en que despliega sus actividades públicas, tal conducta 
no puede repu tarse abusiva ni justifica el bloqueo de quienes las emiten.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.6 CS (10a.)

Amparo en revisión 468/2019. José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, integrante 
de la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu tados del Congreso de la Unión. 
23 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González­Loyola 
Pérez. Secretario: Alejando Muriel Reyes.

Nota: La tesis aislada 2a. XXXVIII/2019 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
67, Tomo III, junio de 2019, página 2327, con número de registro digital: 2020010.

En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa aislada 2a. 
XXXIV/2019 (10a.), de título y subtítulo: "REDES SOCIALES DE LOS SERVIDO­
RES PÚBLICOS. BLOQUEAR O NO PERMITIR EL ACCESO A UN USUARIO 
A LAS CUENTAS EN LAS QUE COMPARTEN INFORMACIÓN RELATIVA A SU 
GESTIÓN GUBERNAMENTAL SIN CAUSA JUSTIFICADA, ATENTA CONTRA 
LOS DERECHOS DE LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DE ACCESO A LA INFOR­
MACIÓN DE LA CIUDADANÍA.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, Tomo III, junio 
de 2019, página 2330, con número de registro digital: 2020024.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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MEDIDAS DE APREMIO PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 104, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. PARA QUE SU 
IMPOSICIÓN SEA LEGAL, DEBE MEDIAR APERCIBIMIENTO, POR REGLA 
GENERAL. Los artícu los 14, párrafo segundo y 16, párrafo primero, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos tutelan los derechos de lega­
lidad –que consiste en que toda autoridad debe ajustar su actuar a las 
disposiciones que norman las atribuciones que le confiere la ley– y seguridad 
jurídica de las personas –que tutela el conocimien to de éstas tanto de la regu­
lación normativa como del proceder de las autoridades, para asegurar que éste 
no es arbitrario y evitar indefensión–. Por su parte, el artícu lo 104, fracción II, del 
Código Nacional de Procedimien tos Penales enlista los medios de apremio que 
puede emplear el órgano jurisdiccional para hacer cumplir sus determinacio­
nes, sin precisar algún procedimien to para su aplicación, incluso, los artícu los 
57, párrafo último y 59, permiten que puedan aplicarse de manera indistinta. Del 
proceso legislativo que dio origen a ese código no se advierte alguna conside­
ración sobre las medidas de apremio. Así, una interpretación literal del artícu lo 
104, fracción II, conduciría a concluir que sólo se exige el apercibimien to para 
imponer arresto, en términos de su párrafo penúltimo. Sin embargo, la interpre­
tación conforme de dicha norma, a la luz de los artícu los constitucionales cita­
dos, permite concluir que, por regla general, el apercibimien to es un elemento 
indispensable previo a imponer cualquier medida de apremio, pues sólo a tra­
vés de esa advertencia de la autoridad jurisdiccional, la persona está en aptitud 
de conocer la consecuencia jurídica de su contumacia. Este resultado herme­
néutico protege de manera más amplia los derechos de legalidad y seguridad 
jurídica, en términos del artícu lo 1o., párrafo segundo, de la Constitución Fede­
ral y, además, guarda congruencia con lo resuelto por la Primera Sala de la 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación en las contradicciones de tesis 46/99­
PS y 125/2007­PS, de las que derivaron, respectivamente, las jurisprudencias 
1a./J. 20/2001, de rubro: "MEDIDAS DE APREMIO. EL APERCIBIMIENTO ES UN 
REQUISITO MÍNIMO QUE DEBE REUNIR EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD 
PARA QUE SEA LEGAL LA APLICACIÓN DE AQUÉLLAS (LEGISLACIONES 
DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN Y CHIAPAS)." 
y 1a./J. 60/2008, de rubro: "ARRESTO COMO MEDIDA DE APREMIO. NO NE­
CESARIAMENTE DEBE DETERMINARSE SU TEMPORALIDAD DESDE EL 
APERCIBIMIENTO.". Además, estimar que el apercibimien to no es un requisito 
que deba mediar antes de imponer una medida de apremio, implicaría equipa­
rarlas a infracciones por incumplimien to a disposiciones legales, lo cual no es 
admisible si se considera que participan de una naturaleza distinta, pues éstas 
son consecuencias jurídicas específicas que establece el órgano legislativo 
frente a conductas determinadas y que son del conocimien to de las personas 
desde la entrada en vigor del ordenamien to respectivo, en tanto que las medi­
das de apremio son herramientas de la autoridad judicial para que sus órdenes 
concretas se cumplan, ante cuyo desacato tiene la facultad para elegir discre­
cionalmente e imponer una sanción de entre las previstas limitativamente en la 
ley; y es precisamente esta discrecionalidad para determinar la medida de 
apremio aplicable a cada caso, lo que propicia inseguridad jurídica en los justi­
ciables, que sólo se corrige con el apercibimien to previo. Lo anterior es acorde 
con el razonamien to que sostuvo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justi­
cia de la Nación en la contradicción de tesis 431/2013, de la que surgió la juris­
prudencia 1a./J. 35/2014 (10a.), de título y subtítulo: "MULTA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 260, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO. SU IMPOSICIÓN POR 
EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO ESTÁ CONDICIONADA A RE­
QUERIMIENTO NI APERCIBIMIENTO PREVIOS A LA AUTORIDAD RESPONSA­
BLE EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO (LEGISLACIÓN DE AMPARO 
VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013)."

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.2o.12 P (10a.)

Amparo en revisión 241/2019. 6 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Elías Gallegos Benítez. Secretario: Guillermo Castillo Sotomayor.
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Nota: La parte conducente de las ejecutorias relativas a las contradicciones de 
tesis 46/99­PS, 125/2007­PS y 431/2013 y las tesis de jurisprudencia 1a./J. 
20/2001, 1a./J. 60/2008 y 1a./J. 35/2014 (10a.) citadas, aparecen publicadas 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos 
XIII, junio de 2001, página 122 y XXVIII, diciembre de 2008, páginas 32 y 31; 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de agosto de 2014 
a las 8:13 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 9, Tomo I, agosto de 2014, páginas 298 y 361, con 
números de registro digital: 7199, 21227, 25182, 189438, 168383 y 2007289, 
respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.





939

N

NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDI­
DO CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENA­
LES. El recurso para impugnar la determinación de no ejercicio de la acción 
penal, previsto en el artícu lo 258 del Código Nacional de Procedimien tos Pena­
les, debe desahogarse de conformidad con los principios de oralidad, publici­
dad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, establecidos en 
el numeral 20, primer párrafo, de la Constitución Federal, lo que implica que el 
Juez de Control, primeramente, escuchará a las partes; luego, cerrará el debate 
y, finalmente, resolverá lo que corresponda. De esta forma, si lo ahí decidido se 
controvierte en la vía del amparo y se concede la protección constitucional para 
que se subsanen vicios formales o de fondo, el Juez de Control deberá: citar a 
las partes; celebrar la audiencia nuevamente, sin conceder el uso de la voz 
pues, de lo contrario, las partes ampliarían sus argumentos, siendo que ya ago­
taron su derecho a formularlos; y, resolver lo que corresponda en cumplimien to 
a la ejecutoria protectora. Además, si la víctima y/o su asesor jurídico no com­
parecen a la audiencia, no se podrá declarar el recurso sin materia en términos 
de la última parte del artícu lo 258 del Código Nacional de Procedimien tos Pena­
les, ya que no se les puede sancionar, dado que ya han cumplido con su dere­
cho y obligación de formular argumentos para controvertir la determinación de 
no ejercicio de la acción penal.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
CUARTA REGIÓN.

(IV Región)1o.13 P (10a.)
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Amparo en revisión 130/2019 (cuaderno auxiliar 97/2020) del índice del Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz. 12 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretario: Marcelo Cabrera Hernández.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

NOTIFICACIONES PERSONALES A SOCIEDADES MERCANTILES EN 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS. SU REPRESENTANTE LEGAL O 
APODERADO LAS VINCULA CUANDO LA PERSONA SE OSTENTA CON 
ESA CALIDAD ANTE EL NOTIFICADOR. De la interpretación literal y sistemáti­
ca de los artícu los 25, fracción III, 26, 27, 2546 y 2548 del Código Civil Federal, 
en relación con los diversos 1o., 4o. y 10 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, se concluye que los apoderados o mandatarios están facultados 
para realizar actos jurídicos lícitos por cuenta de su mandante, lo que supone 
un tipo de representación jurídica que, en el caso de las sociedades mercanti­
les, sus órganos administradores les otorgan con la finalidad de que realicen las 
operaciones necesarias para el funcionamien to de las empresas. De ahí que si 
la persona que atendió la diligencia se ostentó como apoderado, ya no es nece­
sario ni exigible que se dejara citatorio para el representante legal, porque tal 
calidad le permite vincular directamente a la persona moral a quien se dirige la 
notificación. Por tanto, es legal que el notificador la haya entendido directa­
mente con quien se ostentó como apoderado, sin que mediara citatorio previo 
para un diverso representante legal, dado que dicha persona actúa en nombre 
de su mandante, en este caso, de la aludida persona moral. En tales circunstan­
cias, aun cuando el artícu lo 36 de la Ley Federal de Procedimien to Administra­
tivo prevea que las notificaciones personales se practicarán con el representante 
legal, sin hacer alusión a los apoderados, debe concluirse que ambos están fa­
cultados para entender la notificación personal en nombre de la sociedad mer­
cantil. Además, como los notificadores gozan de fe pública, carece de efectos 
de reversión de la carga de la prueba la negativa lisa y llana de la diligencia de 
notificación, al no poder destruir la presunción de validez de tal actuación, por 
lo que la notificación debe subsistir cuando no es desvirtuado el dicho del noti­
ficador con algún medio probatorio idóneo.
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
CUARTA REGIÓN.

(IV Región)1o.16 A (10a.)

Amparo directo 390/2019 (cuaderno auxiliar 383/2020) del índice del Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, con apoyo del 
Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz. Tiendas Soriana, S.A. de C.V. 5 de agosto 
de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: 
Ana Livia Sánchez Campos.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

NOTIFICACIONES PERSONALES REGULADAS POR EL ARTÍCULO 137 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LAS PRACTICADAS A SOCIEDADES 
MERCANTILES PUEDEN ENTENDERSE INDISTINTAMENTE CON SU RE­
PRESENTANTE LEGAL O CON SUS APODERADOS. De una interpretación 
de los artícu los 25, fracción III, 26, 27, 2546 y 2548 del Código Civil Federal, en 
relación con los diversos 1o., 4o. y 10 de la Ley General de Sociedades Mercan­
tiles, se concluye que los administradores de las sociedades mercantiles son 
sus representantes legales y podrán realizar todas las operaciones inherentes 
al objeto de la sociedad; entre ellas, la designación de apoderados para la con­
secución de esos propios fines, para lo cual podrán realizar actos jurídicos a 
cuenta de la mandante. Por tanto, aun cuando el artícu lo 137 del Código Fiscal de 
la Federación prevea que las notificaciones personales se practicarán sólo con el 
representante legal, sin hacer alusión a los apoderados, debe concluirse que 
ambos están facultados para entender la notificación personal en nombre de la 
sociedad mercantil, pues aunque se trate de figuras distintas, de conformidad con 
los preceptos indicados, la designación del mandatario constituye una forma de 
representación jurídica.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
CUARTA REGIÓN.

(IV Región)1o.12 A (10a.)

Amparo directo 376/2019 (cuaderno auxiliar 354/2020) del índice del Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, con apoyo 
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del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Gomar Laminados y Troquelados, 
S.A. 8 de julio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Vega Ramírez. 
Secretaria: Lucero Edith Fernández Beltrani.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE MALA FE SI EL PATRÓN LO PROPONE 
CON UN SALARIO CONSIDERABLEMENTE MAYOR AL QUE ADUJO LE PA­
GABA AL TRABAJADOR, TRATANDO DE IGUALARLO CON LA CANTIDAD 
RECLAMADA EN LA DEMANDA, PUES TAL CONDUCTA PROCESAL DENOTA 
LA INTENCIÓN DE SÓLO REVERTIR LA CARGA DE LA PRUEBA Y NO DE 
CON TINUAR LA RELACIÓN LABORAL. Cuando el patrón niegue el despido y 
ofrezca el trabajo en los mismos términos y condiciones en que el trabajador dijo 
lo venía desempeñando, incluyendo el salario que señaló en la demanda, aun 
cuando éste es considerablemente mayor al que adujo le pagaba, controvirtiendo 
así la suma del estipendio, se estima que esa circunstancia por sí sola denota 
una conducta incongruente de la demandada en su oferta de trabajo; pues si bien 
nada le impide incrementar las remuneraciones con el ofrecimien to, lo cierto es 
que resulta inverosímil que contando con elementos para acreditar el salario 
real que cubría al trabajador, al ofrecer el trabajo, lo incremente ostensiblemente. 
Por ello, se considera que esa conducta procesal revela la intención de revertir la 
carga probatoria al trabajador en torno al hecho del despido, ya que aun cuando 
haya demostrado el salario, el ofrecerlo en cantidades superiores revela una con­
ducta incongruente. De ahí que se estime que el ofrecimien to de trabajo realizado 
de esa forma, denota mala fe.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.16o.T.66 L (10a.)

Amparo directo 1118/2018. Luis Cano Moreno. 7 de marzo de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Juan de Dios González­Pliego Ameneyro, secretario de tri­
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bunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judica­
tura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del 
artícu lo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa­
ción, en relación con el artícu lo 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal que reglamenta la organización y fun­
cionamien to del propio Consejo. Secretaria: Marysol Coyol Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN A OTRO. LA MEN­
CIÓN DE AUTORIDADES JUDICIALES COMO RESPONSABLES, SIN SEÑA­
LAR LA RESOLUCIÓN QUE SE LES RECLAMA, NO ACTUALIZA DE FORMA 
NOTORIA Y MANIFIESTA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE AMPARO. Conforme al artícu­
lo 61, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo es improcedente 
contra las resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, res­
pecto de las cuales conceda la ley ordinaria algún recurso o medio de defensa, 
dentro del procedimien to, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas 
o nulificadas. Por otra parte, la Ley Nacional de Ejecución Penal establece un 
mecanismo de control a través del cual las personas privadas de su libertad 
pueden reclamar, ante la autoridad penitenciaria o Juez respectivo, las omisio­
nes inherentes a sus condiciones de internamien to, dentro de las que destaca 
la orden de traslado. Sin embargo, es insuficiente el señalamien to de autoridades 
judiciales, sin precisar la resolución que se les reclama, para que el Juez de am­
paro deseche de plano la demanda, al considerar que de manera manifiesta e 
indudable se actualiza la causa de improcedencia descrita, bajo el argumento 
de que no se agotaron los medios de impugnación previstos en la Ley Nacio­
nal de Ejecución Penal, ya que es necesario tener mayores datos de los que se 
desprenda que indudablemente éstas tuvieron injerencia en la orden de tras­
lado reclamada, pues de considerarlo así, quedaría la incertidumbre respecto 
a la participación que tuvieron, con lo que se privaría a los gobernados de su 
derecho a instar un juicio constitucional contra una actuación que pudiera cau­
sar menoscabo a sus derechos sustantivos.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.3o.P.88 P (10a.)
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Queja 233/2019. 12 de diciembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: María 
de Lourdes Lozano Mendoza. Secretaria: Blanca Amparo Arizmendi Orozco.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

ORDEN DE TRASLADO SIN INTERVENCIÓN JUDICIAL. AUN CUANDO ES 
UN ACTO ATINENTE A LAS CUESTIONES DE INTERNAMIENTO, AL VULNE­
RAR DE MANERA INDIRECTA EL DERECHO SUSTANTIVO DE LA LIBER­
TAD PERSONAL DE LA RECLUIDA, ACTUALIZA UN CASO DE EXCEPCIÓN 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PREVISTO POR LA FRACCIÓN XX DEL 
NUMERAL 61 DE LA LEY DE AMPARO; CIRCUNSTANCIA QUE IMPIDE 
QUE EL JUEZ DE DISTRITO, A PRIORI, DESECHE DE PLANO LA DEMANDA 
DE AMPARO. A partir de las consideraciones sostenidas por la Primera Sala del 
Máximo Tribunal del País en la ejecutoria dictada al resolver la contradicción 
de tesis 461/2012, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 17/2013 (10a.), de 
título y subtítulo: "ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A 
OTRO. AL AFECTAR INDIRECTAMENTE LA LIBERTAD PERSONAL DEL PRO­
CESADO O SENTENCIADO, LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PROMO­
VIDA CONTRA AQUÉLLA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN II, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
DE AMPARO.", se llega a la convicción de que la orden de traslado reclamada 
exclusivamente a autoridades administrativas, sin la intervención de autori­
dad judicial, es susceptible de vulnerar, eventualmente, su derecho sustantivo 
a la libertad personal (aunque de manera indirecta), previsto en el artícu lo 18 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que constituye una 
excepción al principio de definitividad, al reclamarse una violación directa a tal 
ordenamien to legal. Ello, en atención a que como lo señaló en el citado criterio 
el Alto Tribunal, el análisis de dicho acto reclamado tiene por objeto determi­
nar la situación en la que permanecerá el gobernado en su reclusión con motivo 
de la pena de prisión impuesta, modificar las condiciones en que tal privación deba 
llevarse a cabo, o bien, aquellas en que deba ejecutarse, además de lesionar 
directamente otros derechos, como el de una defensa adecuada, previsto en el 
artícu lo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto 
que el procesado se encontraría físicamente en un lugar diverso de aquel en que 
se sigue la causa penal, o el derecho del sentenciado a purgar la condena en 
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un centro penitenciario cercano a su domicilio, establecido en el numeral 18 de 
la propia Constitución –a fin de propiciar su reintegración a la comunidad como 
forma de reinserción social–. De manera que aun cuando se refiere a cuestio­
nes de internamien to, se estima que se actualiza un caso de excepción al prin­
cipio de definitividad previsto por la fracción XX del numeral 61 de la ley de la 
materia, e impide al resolutor primario que, a priori, deseche de plano la demanda 
de amparo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.3o.P.84 P (10a.)

Queja 60/2019. 4 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Pedro 
Contreras Navarro. Secretario: José Refugio Rizo Martínez.

Queja 148/2019. 22 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Pedro 
Contreras Navarro. Secretario: José Refugio Rizo Martínez.

Queja 162/2019. 29 de agosto de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Pedro 
Contreras Navarro. Secretario: José Refugio Rizo Martínez.

Queja 213/2019. 28 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
María de Lourdes Lozano Mendoza. Secretario: Ricardo Ilhuicamina Romero 
Mendoza.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 17/2013 (10a.) y la parte conducente de la 
ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 461/2012 citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, páginas 800 y 773, con números de 
registro digital: 2003323 y 24347, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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PAGO RETROACTIVO DE ALIMENTOS. PUEDE HACERSE VALER COMO 
ACCIÓN AUTÓNOMA AL JUICIO DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ).

AMPARO DIRECTO 636/2019. 7 DE FEBRERO DE 2020. MA­
YORÍA DE VOTOS. DISIDENTE: ISIDRO PEDRO ALCÁNTARA 
VALDÉS. PONENTE: DARÍO MORÁN GONZÁLEZ, SECRETARIO 
DE TRIBUNAL AUTORIZADO POR LA COMISIÓN DE CARRERA 
JUDICIAL DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL PARA 
DESEMPEÑAR LAS FUNCIONES DE MAGISTRADO, EN TÉR­
MINOS DE LOS ARTÍCULOS 26, PÁRRAFO SEGUNDO Y 81, 
FRACCIÓN XXII, DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDI­
CIAL DE LA FEDERACIÓN, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 
40, FRACCIÓN V, DEL ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, POR EL QUE SE 
EXPIDE EL SIMILAR QUE REGLAMENTA LA ORGANIZACIÓN 
Y FUNCIONAMIENTO DEL PROPIO CONSEJO; Y REFORMA Y 
DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE OTROS ACUERDOS 
GENERALES. SECRETARIO: GUSTAVO JESÚS SALDAÑA 
CÓRDOVA.

CONSIDERANDO:

CUARTO.—Los conceptos de violación propuestos son infundados, como 
enseguida se analiza.
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• El quejoso aduce que la sentencia reclamada carece de debida fundamen­
tación y motivación al declarar la procedencia de la acción con base en pruebas 
que constituyen indicios pues, en el fallo de origen, sólo se valoró la confesional 
y testimoniales ofrecidas por su contraparte, las que aun adminiculadas no de­
muestran lo pretendido, dada la incorrecta interpretación de respuestas y el dicho 
de personas instruidas a declarar, al ser cercanas a la tercero interesada.

• Al respecto, sostiene el peticionario que existe una presunción a su favor, 
porque de buena fe otorgó sus apellidos a la menor mediante convenio judicial, 
en virtud de que hasta ese momento existió certeza del lazo consanguíneo que 
los unía; aunado a que previamente al citado acuerdo otorgó ayuda económica 
a la actora; sin embargo, nunca le pidió recibos para comprobar la pensión líquida 
proporcionada.

• En virtud de lo anterior, se estima que se transgrede su derecho a la igual­
dad, ya que tanto el Juez de origen como la alzada otorgan valor pleno a las 
pruebas de su contraria, las que constituyen indicios, pues los testigos no esta­
blecieron circunstancias de tiempo, modo y lugar; más aún que se condenó al 
pago de una suma exorbitante, no obstante que fue despedido de su empleo, por 
lo que no cuenta con solvencia económica.

• Señala, además, que el ad quem confirmó arbitrariamente, ya que la actora 
una vez que dio a luz, debió demandar el reconocimien to de paternidad y no espe­
rar diez años, por lo que ante la falta de buena fe, se debió absolver o ponderar 
la condena a la pensión retroactiva, porque no había certeza de que la menor 
fuera su hija, porque no le fue informado por la actora hasta que demandó el 
reconocimien to de paternidad donde de común acuerdo convinieron que la in­
fante era suya.

Tales motivos de agravio, por cuestión de técnica, serán analizados de ma­
nera conjunta,1 en términos del artícu lo 76 de la Ley de Amparo, dada la estrecha 
vinculación que guardan.

1 Al respecto, es aplicable la jurisprudencia (IV Región)2o. J/5 (10a.), consultable en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas y en la página 2018, Libro 
29, Tomo III, abril de 2016, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
con número de registro digital: 2011406, de título y subtítulo: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O 
AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN 
EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO."
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En primer término, se desestiman las manifestaciones en las que el impe­
trante controvierte la valoración efectuada por el Juez de origen a la confesional 
y testimonial ofrecidas por su contraparte, sobre la base de que poseen valor 
indiciario dada la incorrecta interpretación de respuestas, el dicho de personas 
instruidas a declarar, y al no reunir circunstancias de tiempo, modo y lugar.

Lo anterior en virtud de que este órgano colegiado se encuentra impedido 
para analizar lo planteado contra el Juez de primer grado; en razón de que en 
am paro directo no se debe resolver si el fallo natural estuvo bien o mal dictado, 
sino únicamente si los fundamentos de la sentencia de segunda instancia, que se 
ocuparon de dar respuesta a los agravios esgrimidos en contra de aquél, son o 
no violatorios de derechos fundamentales, porque al haber sido sustituida dicha 
determinación por la pronunciada en segundo grado, cesaron sus efectos, en 
el entendido de que es esta última la que constituye el acto reclamado.

Es aplicable, al respecto, la jurisprudencia número 157, emitida por la 
entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 
en la página 176 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 2011, 
Tomo II. Procesal Constitucional 1. Común Primera Parte ­SCJN Segunda Sec­
ción– Improcedencia y sobreseimien to. Materia Común, con número de registro 
digital: 1002223, de rubro y texto:

"AMPARO IMPROCEDENTE CONTRA SENTENCIA DE PRIMER GRADO.—
Si se reclaman tanto la sentencia de primera instancia, como la de segunda que 
la confirmó, el amparo es improcedente respecto de la primera, de conformidad 
con las disposiciones de la fracción III, inciso a), del artícu lo 107 constitucio­
nal, en relación con los artícu los 73, fracciones XIII y XVI, y 74, fracción III, de la 
Ley de Amparo, porque ese fallo admite recurso de apelación y porque al pro­
nunciarse la de segunda instancia que resolvió la apelación interpuesta cesaron 
los efectos de la de primer grado y, por tanto, el juicio debe sobreseerse res­
pecto de la sentencia de primera instancia."

Asimismo, cobra aplicación la jurisprudencia I.6o.C. J/4, sustentada por 
el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en la 
página 121, Tomo III, enero de 1996, del Semanario Judicial de la Federación 
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y su Gaceta, Novena Época, con número de registro digital: 203515, cuyos 
rubro y texto son:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES, CUANDO IMPUGNAN UNA 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA QUE YA FUE SUSTITUIDA POR OTRA 
DE SEGUNDO GRADO.—Si los conceptos de violación se encuentran orientados 
a impugnar la valoración que de un hecho hizo el Juez de primera instancia, 
en la sentencia que cesó en sus efectos puesto que se apeló la misma y se 
dictó fallo de segundo grado, los conceptos señalados resultan inoperantes, 
por no poderse analizar una sentencia que ya fue sustituida por la de segunda 
instancia."

Ahora bien, de manera adversa a lo que sostiene el quejoso, la sentencia 
reclamada no confirmó la procedencia de la acción con base en las pruebas con­
fesional y testimonial ofrecidas por su contraparte, toda vez que la autoridad 
responsable emitió el fallo de segundo grado en atención al interés superior de 
la menor, y con base en la insoslayable necesidad de la infante a percibir ali­
mentos desde su nacimien to, en el entendido de que la madre de la misma fue 
quien satisfizo tal obligación desde su procreación, al tenerla bajo su cuidado 
y otorgarle lo necesario en la medida que sus posibilidades lo permitieron.

Lo que además se estima correcto, pues la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que la pensión alimenticia derivada 
de una sentencia de reconocimien to de paternidad debe retrotraerse al instante 
en que nació la obligación misma, esto es, al en que se generó el víncu lo y que es, 
precisamente, el nacimien to de la menor.

Ello porque la sentencia únicamente declara un hecho que tuvo su origen 
con el nacimien to de la menor, por lo que esa premisa debe tener en cuenta el 
órgano jurisdiccional al determinar el momento a partir del cual se deben los 
alimentos, derivado del reconocimien to judicial de la paternidad, al constituir una 
presunción iuris tantum a favor de que ese derecho debe retrotraerse al comienzo 
de la obligación.

Así, retrotraer los alimentos al momento del nacimien to de la infante es la 
única interpretación compatible con su interés superior, principio de igualdad 
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y no discriminación y, en definitiva, con la naturaleza del derecho alimentario de 
los menores, establecido en el Texto Constitucional y en la Convención sobre los 
Derechos del Niño.

Tiene apoyo lo anterior en la tesis aislada 1a. LXXXVII/2015 (10a.), de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de febrero de 2015 a las 9:30 
horas y en la página 1382, Libro 15, Tomo II, febrero de 2015 de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, con número de registro 
digital: 2008543, cuyos título, subtítulo y texto son:

"ALIMENTOS. LA PENSIÓN ALIMENTICIA DERIVADA DE UNA SENTENCIA 
DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD DEBE SER RETROACTIVA AL MO­
MENTO DEL NACIMIENTO DEL MENOR. Bajo la premisa del interés superior 
del menor y del principio de igualdad y no discriminación, el derecho de alimen­
tos, como derecho humano del menor contenido en los artícu los 4o. de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 18 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, no admite distingos en cuanto al origen de la filiación 
de los menores. Es por eso que la deuda alimenticia es debida a un menor desde 
su nacimien to, con independencia del origen de su filiación, esto es, el derecho 
a los alimentos de los hijos nacidos fuera de matrimonio es el mismo que el de 
los nacidos dentro de él, pues es del hecho de la paternidad o la maternidad, 
y no del matrimonio, de donde deriva la obligación alimentaria de los progeni­
tores. Desde esta perspectiva, el reconocimien to de paternidad es declarativo, no 
atributivo, esto es, no crea la obligación alimentaria, sino que la hace ostensible. 
Ahora bien, si no se admitiera que los alimentos le son debidos al hijo nacido 
fuera de matrimonio desde el instante de su nacimien to, se atentaría contra el 
principio del interés superior del menor en relación con el principio de igualdad 
y no discriminación; de ahí que debe reconocerse una presunción iuris tantum a 
favor de que el derecho de alimentos debe retrotraerse al comienzo de la obliga­
ción. Así, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima 
que la pensión alimenticia derivada de una sentencia de reconocimien to de pater­
nidad debe retrotraerse al instante en que nació la obligación misma, esto es, al 
en que se generó el víncu lo y que es precisamente el nacimien to del menor, 
porque la sentencia únicamente declara un hecho que tuvo su origen con el 
nacimien to del menor y, por tanto, esta premisa debe tenerla en cuenta el juz­
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gador al determinar el momento a partir del cual se deben los alimentos derivado 
del reconocimien to judicial de la paternidad."

También es aplicable, en lo conducente, el criterio de la Primera Sala del 
Máximo Tribunal de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. LXXXIX/2015 
(10a.), consultable en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de 
febrero de 2015 a las 9:30 horas y en la página 1382, Libro 15, Tomo II, febrero 
de 2015, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
con número de registro digital: 2008542, de contenido siguiente:

"ALIMENTOS. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 18, FRACCIÓN II, DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE SONORA. Si bien 
es cierto que el precepto citado determina que en las acciones de condena los 
efectos de las sentencias se retrotraen al día de la demanda, también lo es que 
su propia fracción II establece una salvedad, al señalar que ello será así, salvo 
rectificaciones impuestas por situaciones particulares; esto es, no siempre ni en 
todo momento los efectos de las sentencias en las que se condena al pago de 
algo se retrotraen indefectiblemente al momento de la demanda, sino que dicha 
regla admite excepciones impuestas por determinadas condiciones que deben 
interpretarse a la luz de los principios constitucionales. Así, una materializa­
ción de esta interpretación sería en el caso de los alimentos, ya que dicho derecho 
nace en razón del víncu lo paterno­materno­filial, esto es, la deuda alimenticia 
no se genera con la presentación de la demanda de reconocimien to de paterni­
dad; retrotraer los alimentos al momento del nacimien to del menor es la única 
interpretación compatible con su interés superior y el principio de igualdad y no 
discriminación y, en definitiva, con la naturaleza del derecho alimentario de los 
menores establecido en el Texto Constitucional y en la Convención sobre los Dere­
chos del Niño, actualizando plenamente la salvedad consagrada en el precepto 
citado."

En ese contexto, no puede estimarse que el proceder de la autoridad respon­
sable transgrediera el derecho de igualdad del quejoso, porque en términos de 
lo previsto en el artícu lo 4o., último párrafo, constitucional, en todas las decisio­
nes y actuaciones del Estado, se velará y cumplirá con el principio del interés 
superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, los que tienen 
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derecho, entre otras cosas, a la satisfacción de sus necesidades de alimenta­
ción, lo que se robustece, además, con los artícu los 3, numeral 1 y 27, numeral 4, 
de la Convención sobre los Derechos del Niño y 19 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; preceptos cuyo tenor literal es el siguiente:

"Artícu lo 4.

"...

"En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con 
el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus 
derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus nece­
sidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimien to para su desa­
rrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimien to y 
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez."

"Artícu lo 3.

"1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las insti­
tuciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que 
se atenderá será el interés superior del niño."

"Artícu lo 27.

"...

"4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para ase­
gurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas 
que tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado 
Parte como si viven en el extranjero. En particular, cuando la persona que tenga 
la responsabilidad financiera por el niño resida en un Estado diferente de aquel 
en que resida el niño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los convenios 
internacionales o la concertación de dichos convenios, así como la concerta­
ción de cualesquiera otros arreglos apropiados."
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"Artícu lo 19. Derechos del Niño. Todo niño tiene derecho a las medidas de 
protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la 
sociedad y del Estado."

En efecto, de acuerdo con lo anterior, el Estado queda obligado a cumplir 
con ese encargo, que se traduce en una prestación de hacer, esto es, proveer 
lo necesario para propiciar el ejercicio pleno de los derechos de la niñez, así 
como otorgar facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimien­
to de tales derechos; lo que se traduce en la obligación estatal de actuar para 
asegurar los derechos de los infantes, la corresponsabilidad de los ascendien­
tes y tutores, y el cumplimien to de los pactos internacionales suscritos por el 
Estado Mexicano.

En tal virtud, cuando el artícu lo 4o. constitucional señala que en todas las 
decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del 
interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos; desde 
luego, ello atañe a las decisiones de los Jueces, quienes además de velar por 
el orden constitucional, deben realizar el control de convencionalidad de los 
actos, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se 
trate, conforme al artícu lo 1o. de la propia Carta Magna.

Esto es, los tribunales tienen la obligación de proteger el interés superior, 
buscando que se satisfagan por el medio más idóneo las necesidades mate­
riales básicas o vitales de los niños, en virtud de que dicho principio fundamental 
tiene un contenido de naturaleza real y relacional, que demanda una verificación 
y especial atención de los elementos concretos y específicos que se identifican, 
por lo que el escrutinio que debe realizarse en controversias que lo afecten, de 
forma directa o indirecta, es más estricto que el de otros casos de protección a 
derechos fundamentales.

Entonces, de acuerdo con lo sostenido por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, no puede pasarse por alto que en el área de la 
administración de justicia, el interés superior del niño ordena la realización de una 
interpretación sistemática para darle sentido a la norma en cuestión, tomándose 
en cuenta los deberes de protección de los menores y los derechos especiales de 
éstos previstos en la Constitución Federal, tratados internacionales y leyes de 
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protección de la niñez y que cuando se trata de medidas legislativas o admi­
nistrativas que afecten derechos de los menores, el interés superior del niño 
demanda de los órganos jurisdiccionales la realización de un escrutinio mucho 
más estricto en relación con la necesidad y proporcionalidad de la medida en 
cuestión.

Además de que el principio que se comenta es un criterio orientador pri­
mordial en la actividad jurisdiccional, que lleva implícito de manera necesaria 
que el Juez lo tome en consideración, al emitir sus decisiones. Por tanto, en 
toda contienda judicial en que se vean involucrados derechos inherentes a los 
menores, debe resolverse atendiendo a su interés superior, por encima de cual­
quier otro derecho que las partes en el juicio pudiesen alegar, y cuando ese 
interés se encuentre en conflicto con otros, prevalecerá aquél.

Así las cosas, no se da transgresión alguna al derecho de igualdad del 
quejoso, porque cuando los juzgadores tienen que analizar la constitucionalidad 
de normas, o bien, aplicarlas, y éstas inciden sobre los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, es necesario realizar un escrutinio más estricto en relación 
con la necesidad y proporcionalidad de la medida de modo que se permita vis­
lumbrar los grados de afectación a los intereses de los menores y la forma en 
que deben armonizarse para que dicha medida sea una herramienta útil para 
garantizar el bienestar integral del menor en todo momento.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia P./J. 9/2016 (10a.), del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 23 de septiembre de 2016 a las 10:32 horas 
y en la página 112, Libro 34, Tomo I, septiembre de 2016, de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, con número de registro 
digital: 2012594, de título, subtítulo y texto siguientes:

"PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. ALGUNOS ELEMEN­
TOS QUE INTEGRAN EL PARÁMETRO GENERAL. El principio de igualdad y no 
discriminación permea todo el ordenamien to jurídico. Cualquier tratamien to 
que resulte discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de los derechos 
reconocidos en la Constitución es, per se, incompatible con ésta. Es contraria 
toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca 
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a tratarlo con algún privilegio, o que, inversamente, por considerarlo inferior, sea 
tratado con hostilidad o de cualquier forma se le discrimine del goce de derechos 
que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación. Sin 
embargo, es importante recordar que no toda diferencia en el trato hacia una 
persona o grupo de personas es discriminatoria, siendo jurídicamente diferentes 
la distinción y la discriminación, ya que la primera constituye una diferencia razo­
nable y objetiva, mientras que la segunda constituye una diferencia arbitraria 
que redunda en detrimento de los derechos humanos. En igual sentido, la Cons­
titución no prohíbe el uso de categorías sospechosas, sino su utilización de forma 
injustificada. No se debe perder de vista, además, que la discriminación tiene 
como nota característica que el trato diferente afecte el ejercicio de un derecho 
humano. El escrutinio estricto de las distinciones basadas en las categorías sos­
pechosas garantiza que sólo serán constitucionales aquellas que tengan una 
justificación muy robusta."

De igual modo, cobra aplicación la jurisprudencia P./J. 7/2016 (10a.), del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 23 de septiembre de 2016 a las 10:32 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 34, Tomo I, septiembre de 2016, página 10, con número de registro digital: 
2012592, que establece:

"INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES DE EDAD. NECESIDAD DE UN 
ESCRUTINIO ESTRICTO CUANDO SE AFECTEN SUS INTERESES. El interés 
superior de los niños, niñas y adolescentes implica que el desarrollo de éstos y 
el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rec­
tores para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes 
relativos a su vida. Así, todas las autoridades deben asegurar y garantizar que 
en todos los asuntos, decisiones y políticas públicas en las que se les involucre, 
todos los niños, niñas y adolescentes tengan el disfrute y goce de todos sus dere­
chos humanos, especialmente de aquellos que permiten su óptimo desarrollo, esto 
es, los que aseguran la satisfacción de sus necesidades básicas como alimen­
tación, vivienda, salud física y emocional, el vivir en familia con lazos afectivos, 
la educación y el sano esparcimien to, elementos –todos– esenciales para su 
desarrollo integral. En ese sentido, el principio del interés superior del menor de 
edad implica que la protección de sus derechos debe realizarse por parte de las 
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autoridades a través de medidas reforzadas o agravadas en todos los ámbitos 
que estén relacionados directa o indirectamente con los niños, niñas y adolescen­
tes, ya que sus intereses deben protegerse siempre con una mayor intensidad. 
En esa lógica, cuando los juzgadores tienen que analizar la constitucionalidad de 
normas, o bien, aplicarlas, y éstas inciden sobre los derechos de los niños, niñas 
y adolescentes, es necesario realizar un escrutinio más estricto en relación con 
la necesidad y proporcionalidad de la medida de modo que se permita vis lum­
brar los grados de afectación a los intereses de los menores y la forma en que 
deben armonizarse para que dicha medida sea una herramienta útil para garan­
tizar el bienestar integral del menor en todo momento."

En el mismo sentido, robustece lo expuesto la jurisprudencia 1a./J. 18/2014 
(10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consul­
table en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de marzo de 2014 
a las 10:03 horas y en la página 406, Libro 4, Tomo I, marzo de 2014, de la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, con número de registro 
digital: 2006011, cuyos título, subtítulo y texto son:

"INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. FUNCIÓN EN EL ÁMBITO JURISDICCIO­
NAL. En el ámbito jurisdiccional, el interés superior del niño es un principio orien­
tador de la actividad interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica 
que tenga que aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda afectar 
los intereses de algún menor. Este principio ordena la realización de una inter­
pretación sistemática que, para darle sentido a la norma en cuestión, tome en 
cuenta los deberes de protección de los menores y los derechos especiales 
de éstos previstos en la Constitución, tratados internacionales y leyes de pro­
tección de la niñez. Cuando se trata de medidas legislativas o administrativas 
que afecten derechos de los menores, el interés superior del niño demanda de 
los órganos jurisdiccionales la realización de un escrutinio mucho más estricto 
en relación con la necesidad y proporcionalidad de la medida en cuestión."

En otro aspecto, carecen de eficacia los conceptos de violación relativos a 
que existe una presunción en favor del quejoso, porque de buena fe otorgó sus 
apellidos a la menor mediante convenio judicial, en virtud de que hasta ese 
momento existió certeza del lazo consanguíneo, ya que no le fue informado por 
la actora.
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Así se considera, pues con independencia de lo genérico de sus manifes­
taciones en virtud de que no señala a qué presunción se refiere, lo cierto es que 
si bien el hecho de que existiera conocimien to previo o no de su obligación o la 
buena fe de su parte, son cuestiones que únicamente pudieran incidir para regu­
lar el monto retroactivo de la pensión, no así para declararla improcedente; sin 
embargo, aun tomando en cuenta su actuación en el transcurso del proceso, no 
podría disminuirse el quántum de la pensión alimenticia retroactiva, dado que la 
alzada determinó por ese concepto la cantidad de $**********.

Lo anterior, toda vez que este tribunal no advierte que esa cantidad resulte 
excesiva, ya que resulta más baja que el salario diario mínimo; guarda iden­
tidad con la cantidad a la que se comprometió a pagar el impetrante de ma­
nera voluntaria en concepto de pensión alimenticia de manera mensual, según 
su propia confesión vertida al dar contestación al hecho tres de la demanda 
de origen; asimismo, tomando en consideración que mediante oficio GRRLSP­
SUR­SAPCTZ­DPC­5­1417­2017, la encargada de las funciones del Departamento 
de Personal, Coatzacoalcos, el diecisiete de agosto de dos mil diecisiete, en aten­
ción al proveído emitido por la autoridad de origen el nueve de agosto del aludido 
año; informó que el monto del salario del hoy quejoso comprendía lo siguiente:

T.E.O. $ 2,412.16

T.E.A. $ 2,412.16

Compensación $ 7,528.50

Productividad $ 2,785.81

Gasolina $ 4,881.24

Gas $ 1,270.10

Canasta básica $ 1,599.46

Sin que obsten las manifestaciones del quejoso relativas a que fue despe­
dido de su empleo por lo que –refiere– no cuenta con solvencia económica para 
sufragar sus obligaciones, pues tal como lo apreció la alzada, el oficio expedido 
por la Gerencia Regional de Recursos Humanos y Relaciones Laborales Sur, 
Subgerencia de Administración de Personal Coatzacoalcos, Departamento de 
personal Coatzacoalcos, en el que se informó la supuesta rescisión de la relación 
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laboral de su parte, así como una impresión con la leyenda "no vigente", son 
documentos simples que en todo caso podrían tener únicamente valor indiciario 
en términos del artícu lo 333 del Código de Procedimien tos Civiles para el Estado, 
al no estar adminiculados con diverso medio de prueba.

Máxime que este Tribunal Colegiado de Circuito advierte que esos docu­
mentos simples fueron aportados al procedimien to hasta que recurrió la determi­
nación de primer grado, por lo que no formaron parte del procedimien to dado 
que el Juez natural no tuvo oportunidad de pronunciarse al respecto; asimismo, 
conviene destacar que la impresión que exhibió con la leyenda "no vigente", 
aun cuando sostuvo deriva de la página electrónica denominada "asiste" perte­
neciente a Petróleos Mexicanos, lo cierto es que de la misma no se desprende 
la página oficial de donde pudo obtenerse; de ahí que esos medios de convicción 
resultaran insuficientes para acreditar fehacientemente sus aseveraciones.

En ese sentido, tomando en cuenta que el monto de la pensión alimenticia 
decretada, debe ser suficiente para satisfacer todas las necesidades básicas de 
la infante, las que comprenden alimentación, vivienda, salud, educación, sano es­
parcimien to, etcétera; es que no puede determinarse una cantidad aún menor.

Cobra aplicación a lo expuesto, la tesis aislada 1a. XC/2015 (10a.), que el 
propio quejoso estima desatendida por la autoridad de alzada; sustentada por 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de febrero de 2015 a las 
9:30 horas y en la página 1380, Libro 15, Tomo II, febrero de 2015, de la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, con número de registro 
digital: 2008541, que dispone:

"ALIMENTOS. ELEMENTOS QUE EL JUZGADOR DEBE CONSIDERAR 
PARA CALCULAR EL QUÁNTUM DE LA PENSIÓN ALIMENTICIA CUANDO LA 
OBLIGACIÓN DEBA RETROTRAERSE AL MOMENTO DEL NACIMIENTO DEL 
MENOR. En los casos en que se ventile el pago de alimentos derivado del reco­
nocimien to de paternidad, el juzgador debe valorar y ponderar ciertos elementos 
a la luz del interés superior del menor y del principio de igualdad y no discrimi­
nación para verificar su pertinencia y, en caso de que se advierta su actualiza­
ción, debe considerarlos al dictar su resolución para modular el monto retroactivo 
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de la pensión alimenticia, de tal forma que sea razonable y no llegue a ser abu­
sivo, tales como: i) si existió o no conocimien to previo de su obligación; y, ii) la buena 
o mala fe del deudor alimentario. Por lo que se refiere al conocimien to previo, el 
juzgador debe ponderar si el deudor alimentario tuvo o no conocimien to del em­
barazo o del nacimien to del menor, ya que el conocimien to del hecho generador 
es una condición esencial al ponderar el quántum, en tanto que si el padre no 
tuvo conocimien to de la existencia del menor, y ese desconocimien to no es atri­
buible a él, no podrá asumirse que quiso incumplir con las obligaciones alimenta­
rias, sino que, al desconocer su existencia, no podía cumplir con una obligación 
que ignoraba. Dicho de otro modo, el juez debe tomar en cuenta si el embarazo 
y/o nacimien to del menor no le fueron ocultados, restringiéndose con ello los dere­
chos tanto del menor como del padre y así, una vez delimitado si existió o no 
conocimien to previo, el juzgador debe considerar la actuación del deudor alimen­
tario en el transcurso del proceso para determinar la filiación y los alimentos, y 
si ha actuado con buena o mala fe durante la tramitación del proceso; si siem­
pre se ha mostrado coadyuvante y con afán de esclarecer la situación o si, por 
el contrario, se ha desempeñado negligentemente o se ha valido de artimañas 
con el objeto de obstaculizar el conocimien to de la verdad. Como se advierte, 
la mala fe alude a la actuación del deudor alimentario, es decir, a la valoración 
que se realice del hecho de que por causas impu tables a él no puede definirse 
la paternidad; o bien, si por el contrario, existe buena fe de su parte y, por ejem­
plo, se presta a colaborar en el proceso con la finalidad de esclarecer la pater­
nidad del menor. En este sentido, el juez debe tomar en cuenta que no le basta 
al demandado con adoptar una actitud de simple negación, sino que hay un 
deber de colaborar dentro del proceso en atención a su posición privilegiada 
o destacada en relación con el material probatorio, pues se encuentra en mejor 
condición para revelar la verdad y su deber de colaboración se acentúa al punto 
de atribuirle una carga probatoria que en principio no tenía o, mejor dicho, se le 
atribuyen las consecuencias de la omisión probatoria. Así, no puede aceptarse 
que el padre resulte beneficiado como consecuencia de mantener una conducta 
disfuncional y opuesta a derecho. De ahí que sea en el padre en quien recae la 
carga de probar la existencia de razones justificadas por las que deba relevarse 
de la obligación de contribuir al sostenimien to del menor a partir de la fecha de 
nacimien to del niño o la niña; es decir, corresponde al padre la prueba de que 
tuvo como causa un motivo objetivo y razonable, ajeno a toda discriminación 
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y, por tanto, esos motivos deben considerarse al determinar el quántum de la 
obligación alimentaria."

En relación con lo anterior, cabe destacar que el tribunal de alzada no de­
satendió la tesis citada en el párrafo que antecede como refiere el peticionario, 
pues aun cuando no tiene fuerza vinculante al constituir un criterio orientador, lo 
cierto es que el tribunal de apelación sí tomó en cuenta los elementos que obran 
en el mismo para efecto de calcular el monto retroactivo de la pensión alimen­
ticia, incluso, en términos de esa tesis, es que la Sala hizo notar que la buena 
o mala fe por parte del aquí quejoso durante el proceso de reconocimien to de 
paternidad no condicionaba la procedencia o improcedencia de la acción ejerci­
tada, sino únicamente conllevaba la regulación de los alimentos retroactivos.

Por su parte, no beneficia a los intereses del impetrante su alegación rela­
tiva a que previamente al convenio judicial otorgó ayuda económica a la actora 
sin pedir los recibos correspondientes, toda vez que el interés superior de la 
infante involucrada, no puede condicionarse por virtud de su sola manifestación 
en ese sentido, ya que no obra en autos elemento de convicción alguno que 
pudiera dar noticia de que realmente hiciera frente a sus obligaciones alimenti­
cias derivadas del nacimien to de su menor hija. Carga probatoria que corres­
pondía asumir al hoy peticionario del amparo.

Por último, resulta infundada la alegación del quejoso, en torno a que la 
actora una vez que dio a luz debió demandar el reconocimien to de paternidad 
y no esperar diez años, por lo que –dice– ante la falta de buena fe, se le debió 
absolver o ponderar la condena al pago de la pensión retroactiva.

Se estima de esa manera, toda vez que no existe justificación jurídica alguna 
que dé sustento a sus afirmaciones, pues soslaya que la obligación de dar alimen­
tos es imprescriptible en términos del artícu lo 1193 del Código de Procedimien tos 
Civiles para el Estado de Veracruz, por lo que el plazo en que la tercero intere­
sada instauró la acción de donde derivó el presente juicio de derechos fun­
damentales, no puede llevar en modo alguno a ponderar, menos aún a absolver 
de la condena al pago de la pensión alimenticia retroactiva, pues debe recono­
cerse una presunción iuris tantum a favor de que el derecho de alimentos debe 
retrotraerse al comienzo de la obligación, esto es, al nacimien to de la infante, ya 
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que ésta es la única interpretación compatible con su interés superior y el prin­
cipio de igualdad y no discriminación dada la naturaleza del derecho alimentario 
de los menores establecido en el Texto Constitucional y en la Convención sobre 
los Derechos del Niño.

El artícu lo 252 del Código Civil para el Estado de Veracruz dispone que el 
derecho a recibir alimentos no es renunciable, ni puede ser objeto de transac­
ción; de ahí que debe precisarse que, aun cuando en un juicio se haya de­
mandado previamente la acción de reconocimien to de la paternidad y fijado 
convencionalmente el pago de alimentos en favor de la menor de edad ahí 
reconocido con efectos a partir de la suscripción del convenio, ello en forma 
alguna incide en la posibilidad de demandarse en forma autónoma el pago 
de alimentos con carácter retroactivo desde la fecha del nacimien to de la menor 
hasta la época en que se decretó el mencionado reconocimien to o suscripción 
del convenio, con cargo a quien se encuentra obligado legalmente a haberlos 
satisfecho, en razón de que debe prevalecer el principio de interés superior del 
menor regulado por los artícu los 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño, en relación 
con los principios de igualdad y no discriminación, en virtud de que en términos 
de esos principios con vista en el diverso principio de acceso efectivo a la jus­
ticia estatuido en el precepto 17 de la Carta Magna, hace procedente el reclamo 
de alimentos con carácter retroactivo a fin de salvaguardar el derecho de la 
menor a su alimentación desde el nacimien to.

En esa línea argumentativa, es inconcuso que la sentencia reclamada fue 
debidamente fundada, motivada, exhaustiva y congruente con la manera en la 
que se integró la litis y con las constancias de autos, sin que se demostrara la ile­
galidad del fallo, en tanto que la decisión asumida derivó de un procedimien to 
apegado a la regulación sustantiva y procesal aplicable, en el que se respetaron 
los derechos fundamentales que refiere la impetrante, todo ello en observancia 
a lo previsto en los artícu los 1o., 14, 16 y 17 constitucionales, por lo que debe 
negarse el amparo y protección solicitados.

QUINTO.—Con apoyo en lo dispuesto por los artícu los 278 y 279 del 
Código Federal de Procedimien tos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 
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Amparo por disposición expresa de su artícu lo 2o., deberá entregarse copia auto­
rizada de esta sentencia a la parte que lo solicite y se encuentre autorizada para 
ello, previa razón actuarial.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

ÚNICO.—La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, contra 
la sentencia definitiva pronunciada el dieciocho de junio de dos mil diecinueve 
por la Sexta Sala en Materia de Familia del Tribunal Superior de Justicia del Estado, 
en el toca **********.

Notifíquese; anótese en el libro de gobierno, con testimonio de la presente 
ejecutoria, hágase del conocimien to de la autoridad responsable, devuélvanse los 
autos a su lugar de procedencia y, en su oportunidad, archívese el expediente.

Así lo resolvió el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, por mayoría de votos del ciudadano Magistrado José Manuel De Alba 
De Alba; y el secretario en funciones de Magistrado Darío Morán González, desig­
nado por la Comisión de Carrera Judicial, para cubrir la licencia prejubilatoria del 
Magistrado Ezequiel Neri Osorio, en sesión celebrada el día doce de noviembre 
de dos mil diecinueve, con apoyo en los artícu los 26, párrafo segundo y 81, 
fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación 
con el numeral 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamien to del pro­
pio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos 
generales, hasta en tanto dicha Comisión lo determine, en contra del voto par­
ticular emitido por el Magistrado Isidro Pedro Alcántara Valdés. Fue relator el 
segundo de los antes mencionados.

En términos de lo dispuesto en los artícu los 3, fracción XXI, 73, frac­
ción II, 111, 113, 116, octavo y duodécimo transitorios de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como en el segundo 
párrafo del artícu lo 9 del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, para la aplicación de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen­
tal, en esta versión pública se suprime la información considerada legal­
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mente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos 
normativos.

Esta ejecutoria se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

Voto particular del Magistrado Isidro Pedro Alcántara Valdés: No comparto el 
criterio sostenido en la sentencia de mayoría, porque en el juicio de donde 
deriva el acto reclamado no se demanda el pago de una pensión alimenticia 
retroactiva con motivo del reconocimien to de paternidad, sino que se demanda 
el pago retroactivo de alimentos a partir de la fecha de nacimien to de una 
menor de edad, no obstante que en 2010 se instauró un juicio sobre recono­
cimien to de paternidad, mismo que concluyó mediante convenio en el cual el 
padre, ahora quejoso, se comprometió a pagar a su menor hija dos mil pesos 
mensuales en concepto de alimentos, derivado de la relación paterno­filial 
establecida en dicho juicio.—Por ende, debió ser en ese juicio a que alude 
la actora en el hecho 2 de su demanda (**********/2020) donde, en todo caso, 
debió demandarse el pago de pensión alimenticia retroactiva a la fecha de 
nacimien to de la menor de edad. Sin embargo, no se hizo sino que se llegó 
a un convenio y ahora, en el juicio donde se emitió el acto reclamado en este 
amparo es donde se pretende el pago retroactivo de pensión alimenticia a par­
tir del mes de diciembre de 2000 al mes de enero de 2011.—En otras pala­
bras, la pretensión de pago de alimentos retroactivos no encuentra sustento en 
una acción de reconocimien to de paternidad, que es el sustento de la tesis 
aislada en que se apoyó la Sala responsable y se cita en la sentencia de ma­
yoría.—Por ende, si no se está ante un asunto en el cual se hubiese ventilado 
el pago de alimentos derivado del reconocimien to de paternidad, sino lisa y 
llanamente se trata de la acción de pago de alimentos generados en fecha 
anterior a aquella en la cual se reconoció la paternidad, entonces no procede 
su pago, precisamente, porque el pago retroactivo de alimentos la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación estimó que prospera cuando se demande esa 
prestación pero derivado de la acción de reconocimien to de paternidad, por­
que ése es el requisito indispensable para la procedencia de una pensión 
alimenticia de manera retroactiva y no mediante acción autónoma de pago 
de alimentos.—En esas condiciones, desde mi perspectiva jurídica los concep­
tos de violación debieron declararse fundados, en suplencia de la deficiencia 
de la queja, en términos de la fracción II del artícu lo 79 de la Ley de Amparo, 
toda vez que se trata de un asunto sobre alimentos y, en consecuencia, con­
ceder el amparo solicitado.

En términos de lo dispuesto en los artícu los 3, fracción XXI, 73, fracción II, 111, 
113, 116, octavo y duodécimo transitorios de la Ley General de Transpa­
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rencia y Acceso a la Información Pública, así como en el segundo párrafo 
del artícu lo 9 del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, para la aplicación de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna­
mental, en esta versión pública se suprime la información considerada 
legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos su­
puestos normativos.

Este voto se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PAGO RETROACTIVO DE ALIMENTOS. PUEDE HACERSE VALER COMO 
ACCIÓN AUTÓNOMA AL JUICIO DE RECONOCIMIENTO DE PATERNI­
DAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). El artícu lo 252 del 
Código Civil para el Estado de Veracruz dispone que el derecho a recibir 
alimentos no es renunciable, ni puede ser objeto de transacción; de ahí debe 
precisarse que aun cuando en un juicio se haya demandado previamente 
la acción de reconocimien to de la paternidad y fijado convencionalmente el 
pago de alimentos en favor del menor de edad, ahí reconocido, con efec­
tos a partir de la suscripción del convenio, ello en forma alguna incide en 
la posibilidad de demandarse en forma autónoma el pago de alimentos 
con carácter retroactivo desde la fecha de nacimien to del menor hasta la 
época en que se decretó el mencionado reconocimien to o suscripción del 
convenio, con cargo a quien se encuentra obligado legalmente a haberlos 
satisfecho, en razón de que debe prevalecer el principio de interés supe­
rior del menor regulado por los artícu los 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 18 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, en relación con los principios de igualdad y no discriminación, en 
virtud de que en términos de esos principios con vista en el diverso princi­
pio de acceso efectivo a la justicia estatuido en el precepto 17 de la Carta 
Magna, hace procedente el reclamo de alimentos con carácter retroactivo 
a fin de salvaguardar el derecho del menor a su alimentación desde su 
nacimien to.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.224 C (10a.)

Amparo directo 636/2019. 7 de febrero de 2020. Mayoría de votos. Disidente: Isidro 
Pedro Alcántara Valdés. Ponente: Darío Morán González, secretario de tri­
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bunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judi­
catura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos 
de los artícu los 26, párrafo segundo y 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 40, fracción 
V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
reglamenta la organización y funcionamien to del propio Consejo; y reforma 
y deroga disposiciones de otros acuerdos generales. Secretario: Gustavo 
Jesús Saldaña Córdova.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PENSIONES. INTERPRETACIÓN DE LAS REGLAS PREVISTAS EN EL AR­
TÍCULO DÉCIMO PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS 
A LA LEY DEL SEGURO SOCIAL DE 20 DE DICIEMBRE DE 2001, EN RE­
LACIÓN CON LA ACTUALIZACIÓN DE SU CUANTÍA. El artícu lo décimo prime­
ro transitorio del Decreto de reformas a la Ley del Seguro Social, de veinte de 
diciembre de dos mil uno, es aplicable para determinar el monto actualizado 
de las pensiones contempladas en la citada ley al momento de su otorgamien to. 
Para comprender esta disposición es importante definir dos aspectos conteni­
dos en el precepto: a) Qué debemos entender como "año calendario"; y, b) Cuál 
es la mecánica de publicación del Índice Nacional de Precios al Consumidor. 
En ese tenor, el concepto de año calendario está definido como el periodo de 
doce meses contados desde el día uno de enero hasta el treinta y uno de di­
ciembre. Y, la forma en que se actualizan las pensiones, obedece a los periodos 
de publicación del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, encargado de 
calcular el Índice Nacional de Precios al Consumidor, quien se encuentra en 
aptitud de publicarlo hasta el mes inmediato posterior. En ese tenor, debemos 
considerar que el año calendario es el que corresponde del uno de enero al 
treinta y uno de diciembre, por lo que para efectos del cálcu lo del índice anua­
lizado, deben considerarse únicamente los índices que corresponden a los 
meses de enero a diciembre del año que concluye; esto es, la publicación rea­
lizada en el mes de febrero que corresponde al índice de enero del mismo año, 
hasta la diversa publicación de enero del año siguiente, que es la relativa al ín­
dice del mes de diciembre del año anterior.
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DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRI­
MER CIRCUITO.

I.14o.T.37 L (10a.)

Amparo directo 1303/2019. 20 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Silva García. Secretario: César Adrián González Cortés.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRINCIPIO DE PONDERACIÓN. CONTENIDO Y ALCANCES EN RELACIÓN 
CON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. Los derechos fundamentales, enten­
didos como principios, constituyen mandatos de optimización, en la medida en que 
son normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, en 
atención a las perspectivas fácticas y jurídicas. La realización de tales perspec­
tivas se relaciona con el principio de ponderación, el cual conlleva la creación 
de una jerarquía axiológica entre principios y objetivos en controversia y conduce 
a cambiar el valor comparativo de éstos. Dicho principio se integra, a su vez, con 
los siguientes subprincipios que expresan la idea de optimización: idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. A través de los subprincipios 
de idoneidad y de necesidad se logra la optimización de las perspectivas fácti­
cas. El primero de los mencionados (idoneidad) es una manifestación de la idea 
del Óptimo de Pareto, de acuerdo con el cual, una posición puede ser mejorada 
sin que resulten perjuicios para otra, lo que implica excluir la aplicación de medios 
que, como mínimo, perjudiquen la realización de un principio sin favorecer al 
menos uno de los objetivos a cuya consecución debe servir. El subprincipio de 
necesidad postula que, de dos medios que favorezcan igualmente bien a un 
primer objetivo, se elige aquel que afecte menos intensamente a un segundo 
objetivo. Finalmente, el subprincipio de proporcionalidad en sentido estricto se 
circunscribe a la optimización de las perspectivas jurídicas y se identifica con 
la denominada "ley de la ponderación", la cual postula que, cuanto mayor sea el 
grado de incumplimien to o menoscabo de un principio, mayor debe ser la impor­
tancia de la satisfacción del otro.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.4 CS (10a.)
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Impedimento 10/2019. Integrantes del Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa del Primer Circuito. 27 de febrero de 2020. Unanimidad de 
votos. Ponente: Patricio González­Loyola Pérez. Secretario: Mario Jiménez 
Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRISIÓN PREVENTIVA JUSTIFICADA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU IMPO­
SICIÓN SE CONSIDERA ARBITRARIA. Los artícu los 18, primer párrafo y 19, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos son 
el fundamento primigenio de la prisión preventiva en el orden jurídico nacional, 
que se concretiza en la legislación secundaria en los artícu los 154, 155, 156, 157, 
161, 165 y 167 del Código Nacional de Procedimien tos Penales. Al respecto, el 
numeral 7.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos proscribe 
la detención o encarcelamien to arbitrario, cuya interpretación por parte de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en los Casos Gangaram Panday 
Vs. Surinam, J. Vs. Perú y Pollo Rivera Vs. Perú, permite afirmar que la prisión pre­
ventiva es de aplicación excepcional y se rige por los principios de legalidad, 
previsibilidad, idoneidad, necesidad y proporcionalidad, aunado a que debe ser 
susceptible de revisión periódica sobre la base de que no debe prolongarse 
cuando no subsistan las razones que motivaron su imposición. En consecuencia, 
la impo sición de la prisión preventiva justificada será arbitraria y, por ende, 
incompatible con el respeto a derechos fundamentales cuando se actualice 
alguno de los supuestos siguientes: 1) no sea necesaria para el fin pretendido, 
2) exista insufi ciente o nula motivación sobre la necesidad y proporcionalidad de 
su imposición y, 3) el riesgo pueda cautelarse por medio de medidas menos 
lesivas.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.273 P (10a.)

Amparo en revisión 279/2019. 20 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Ricardo Paredes Calderón. Secretario: Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. LA FALTA DEL SEÑA­
LAMIENTO DE LA CONDUCTA E HIPÓTESIS NORMATIVA INFRINGIDA POR 
EL SERVIDOR PÚBLICO DEL PODER JUDICIAL AL MOMENTO DE REALIZAR 
LA CITACIÓN A DICHO PROCEDIMIENTO, PROVOCA SU ILEGALIDAD, POR 
VULNERAR EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD Y EL DERECHO A UNA DEFENSA 
ADECUADA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). El Pleno de nues­
tro Máximo Tribunal en las jurisprudencias P./J. 99/2006 y P./J. 100/2006, estable ció 
que en la interpretación constitucional de los principios del derecho administra­
tivo sancionador debe acudirse al principio de tipicidad, normalmente referido 
a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones adminis­
trativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una san­
ción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar 
exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida. En ese orden, 
la tipicidad exige que la conducta, que es condición de la sanción administrativa, 
se contenga en una disposición normativa clara, la cual debe ser individualizable 
de forma precisa, para permitir a las personas sujetas a esa normatividad, la pre­
visibilidad de las conductas infractoras y así evitar actos arbitrarios de la autori­
dad, la cual, para imponer la sanción ahí prevista, debe precisar a través de la 
subsunción de los hechos en el supuesto fáctico, la norma infringida y determi­
nar la consecuencia jurídica de tal actuar, dado que de no hacerlo de esta ma­
nera, se vulnera el referido elemento de tipicidad, así como el derecho a una 
adecuada defensa del impu tado en el procedimien to administrativo sancionador 
que se instruya al servidor público; de ahí que, de no indicarse en la citación que 
se haga al servidor público o servidora pública para que comparezca a la audien­
cia prevista por el artícu lo 168, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado de Veracruz, la forma en que la conducta atribuida se adecuaba a 
las hipótesis de infracción previstas por la ley aplicable, ni los dispositivos norma­
tivos que contemplan las infracciones por las que se dio inicio al procedimien to 
administrativo sancionador, se vulneran los referidos principios en perjuicio de 
esa persona.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CIRCUITO.
X.2o.2 A (10a.)

Amparo en revisión 389/2019. María Alicia Caram Castro. 25 de junio de 2020. Unani­
midad de votos. Ponente: Octavio Ramos Ramos. Secretario: Francisco Juárez 
Molina.
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Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 99/2006 y P./J. 100/2006, de rubros: "DERE­
CHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS 
PROPIOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MA­
NERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, 
EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL 
ESTADO." y "TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFE­
RIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SAN­
CIONES ADMINISTRATIVAS." citadas, aparecen publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto 
2006, páginas 1565 y 1667, con números de registro digital: 174488 y 174326, 
respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD RESARCITORIA. ES IMPROCE­
DENTE EL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA EL ACUERDO POR 
EL QUE SE NIEGA DIFERIR NUEVAMENTE LA AUDIENCIA RELATIVA, ASÍ 
COMO RESPECTO DEL ARTÍCULO 58 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y 
RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 18 DE 
JULIO DE 2016, QUE PREVÉ ESE DIFERIMIENTO POR UNA SOLA VEZ, SI 
SU APLICACIÓN SE HIZO DERIVAR DEL ACTO RECLAMADO. En términos 
del artícu lo 61, fracción XXIII, en relación con el diverso 107, fracción III, incisos a) 
y b), este último interpretado en sentido contrario, ambos de la Ley de Amparo, 
resulta improcedente el juicio de amparo contra actos que no constituyan la 
resolución definitiva en un procedimien to administrativo seguido en forma de 
juicio, salvo que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Cons­
titución Federal o en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea Parte. Así, la procedencia del juicio de amparo indirecto en contra de actos 
que no constituyan la resolución que ponga fin al procedimien to de responsabi­
lidad resarcitoria, está sujeta a que sean de imposible reparación, es decir, que 
afecten materialmente derechos sustantivos. De esta manera, si el acuerdo se 
circunscribe a una cuestión meramente procesal, como es negar diferir nueva­
mente la audiencia, no causa alguna afectación material al promovente sino, en 
todo caso, una formal vinculada con aspectos propios del proceso que se ins­
tauró, por lo que se actualiza la referida causa de improcedencia respecto del 
citado acuerdo; determinación que debe hacerse extensiva al artícu lo 58 de la 
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Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, vigente hasta el 
18 de julio de 2016, que prevé el diferimien to de la fecha de la audiencia a soli­
citud del presunto responsable por una sola vez, puesto que su aplicación se hizo 
derivar del acuerdo reclamado y su análisis no puede desvincularse, conforme 
a lo establecido en la jurisprudencia 2a./J. 71/2000, emitida por la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "LEYES, AMPARO CON­
TRA. REGLAS PARA SU ESTUDIO CUANDO SE PROMUEVE CON MOTIVO DE 
UN ACTO DE APLICACIÓN."

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.5o.A.17 A (10a.)

Queja 32/2020. Javier Ocampo García. 18 de mayo de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Elena Rosas López. Secretaria: Diana Abraján Peña.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 71/2000 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, 
agosto de 2000, página 235, con número de registro digital: 191311.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA 
LEY DE AMPARO. PROCEDE CONTRA EL AUTO INICIAL EN QUE SE OMITE 
ABRIR EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN Y PROVEER RESPECTO DE LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL SOLICITADA POR EL QUEJOSO [APLICACIÓN 
ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 124/2019 (10a.)]. Conforme a la 
jurisprudencia 2a./J. 124/2019 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en la que se estableció que el auto que niega la suspen­
sión provisional es equiparable al acuerdo que declara sin materia el incidente 
de suspensión, porque en el plano práctico produce exactamente los mismos 
efectos que se traducen en frustrar la protección anticipada que se persigue 
con la solicitud de la suspensión del acto reclamado, en aplicación analógica, 
este órgano colegiado estima que contra el auto inicial en que el Juez de Distrito 
omite abrir el incidente de suspensión y proveer respecto de la suspensión provi­
sional solicitada por el quejoso, procede igualmente el recurso de queja, previsto 
en la citada disposición legal, pues tal omisión produce los mismos efectos que 
la negativa de conceder la medida cautelar provisional o de declarar sin mate­
ria el incidente de suspensión, porque el silencio del Juez de Distrito frustra la 
protección anticipada que se persigue con tal medida cautelar y porque como 
se sabe, en el trámite y resolución de la misma, impera un principio de celeridad 
y urgencia para evitar que los derechos defendidos por el quejoso queden irre­
parablemente consumados en función del peligro en la demora.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.1o.P.3 K (10a.)

Queja 49/2020. 11 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador 
Castillo Garrido. Secretario: Gustavo Vite Arellanos.
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Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 124/2019 (10a.), de título y subtítulo: "RE­
CURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), 
DE LA LEY DE AMPARO, CUYO TRÁMITE Y RESOLUCIÓN ES URGENTE. 
PROCEDE CONTRA EL AUTO INICIAL EN QUE SE DECLARA SIN MATERIA 
EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN AMPARO INDIRECTO." citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de sep­
tiembre de 2019 a las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 70, Tomo I, septiembre de 2019, pá­
gina 413, con número de registro digital: 2020694.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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RECURSO DE QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA LABORAL. EL TRIBUNAL 
COLEGIADO ESTÁ FACULTADO PARA MODIFICAR Y AUMENTAR LOS MON­
TOS CORRESPONDIENTES A LA SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR, DAÑOS 
Y PERJUICIOS, AUNQUE EL RECURRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL PRESI­
DENTE DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE PROVEA EN FORMA 
INFUNDADA E INMOTIVADA SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN 
DEL LAUDO. Del artícu lo 190, párrafos primero y segundo, de la Ley de Amparo, 
se advierte que corresponde a la autoridad responsable decidir, en el plazo de 
veinticuatro horas, a partir de la solicitud, sobre la suspensión del acto recla­
mado y los requisitos para su efectividad; en tanto que tratándose de laudos o 
resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales del trabajo, la sus­
pensión se concederá en los casos en que a juicio del presidente del tribunal 
respectivo no se ponga a la parte trabajadora en peligro de no subsistir mientras 
se resuelve el juicio de amparo, en los cuales sólo se suspenderá la ejecución en 
cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia; finalmente, confor­
me al párrafo tercero del precepto legal en cita, son aplicables a la suspensión 
en amparo directo, salvo en materia penal, los artícu los 125, 128, 129, 130, 132, 
133, 134, 135, 136, 154 y 156 de la ley citada, cuyas decisiones puede revisar el 
Tribunal Colegiado de Circuito, a través del recurso de queja previsto en el ar­
tícu lo 97, fracción II, inciso b), de la mencionada ley, lo que implica que cuando 
el tribunal resuelve dicho medio de impugnación y reasume plenitud de juris­
dicción, tiene facultades para subsanar los vicios de fundamentación y motiva­
ción relacionados con los requisitos de efectividad de la medida suspensional, 
por lo que es posible modificar, en detrimento del patrón, los montos fijados, si 
al apreciar las cantidades que precisó el presidente se advierte que son meno­
res a las que realmente corresponde, sin que se infrinja el principio general de 
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derecho non reformatio in peius, toda vez que ese axioma únicamente cobra apli­
cación cuando la autoridad cumple las formalidades legales respectivas, lo que 
no acontece si de autos se desprende que la autoridad responsable desatendió 
el orden público establecido por el legislador para garantizar la subsistencia 
de la parte obrera, así como la debida cuantificación y monto que corresponde 
a daños y perjuicios.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO 
CIRCUITO.

VIII.1o.C.T.10 L (10a.)

Queja 247/2019. Megacable Comunicaciones, S.A. de C.V. y otra. 7 de febrero de 
2020. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Arizpe Rodríguez. Secretario: 
Hugo Arnoldo Aguilar Espinosa.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE SI SE INTERPONE 
CONTRA UNA RESOLUCIÓN INTERLOCUTORIA QUE DECIDE EL RECUR­
SO DE QUEJA, PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 58 DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
Conforme a lo dispuesto por el artícu lo 104, fracción III, de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos, el recurso de revisión fiscal es un medio 
de defensa excepcional de la legalidad de las resoluciones emitidas por los 
tribunales de justicia administrativa a favor de las autoridades demandadas en 
el juicio de nulidad, por lo que únicamente procede en contra de las resolucio­
nes o sentencias definitivas emitidas por el Pleno, las Secciones de la Sala 
Superior o por las Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia Administra­
tiva, entendiéndose por las primeras, las que sobresean en el juicio y, por las 
segundas, las que resuelvan acorde con lo que establece el artícu lo 52 de la 
Ley Federal de Procedimien to Contencioso Administrativo. Por tanto, resulta im­
procedente el recurso de revisión fiscal que se interpone en contra de una reso­
lución interlocutoria que decide el recurso de queja, previsto en la fracción II del 
artícu lo 58 del ordenamien to legal en cita, pues la misma no cumple con la ca­
racterística de ser una resolución o sentencia definitiva, como lo exige el diverso 
63 de la norma señalada.
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO 
CIRCUITO.

II.3o.A.215 A (10a.)

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimien to Contencioso Administrativo) 
146/2019. Administradora Desconcentrada Jurídica de México "1" de la 
Administración General Jurídica del Servicio de Administración Tributaria y 
otras. 10 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Núñez 
Loyo. Secretario: Sergio Arturo López Servín.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS DEL MENOR CON UNO DE SUS PRO­
GENITORES, FRENTE A LA PANDEMIA GENERADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 
(COVID­19). ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CORRESPONDE 
PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA Y A LA SALUD, SOBRE EL DERECHO 
A LA CONVIVENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ DEBE PROVEER 
LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA QUE ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A DIS­
TANCIA. La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en su 
artícu lo 23 dispone que las niñas, niños y adolescentes cuyas familias estén 
separadas, tendrán derecho a convivir o mantener relaciones personales y con­
tacto directo con sus familiares de modo regular, excepto en los casos en que el 
órgano jurisdiccional competente determine que ello es contrario al interés supe­
rior de la niñez; de manera que el derecho del infante a la convivencia con sus 
progenitores, por regla general, se encamina a la conservación de un entorno 
saludable y favorable para su pleno desarrollo personal y emocional; sin embargo, 
puede suspenderse cuando exista peligro para el menor, a fin de salvaguardar su 
interés superior. Luego, en términos del artícu lo 88 del Código Federal de Proce­
dimien tos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, constituye un 
hecho notorio, que el once de marzo de dos mil veinte, la Organización Mundial 
de la Salud declaró a la pandemia generada por el virus SARS­CoV2 (COVID­19) 
como una emergencia de salud pública de interés internacional y emitió una serie 
de recomendaciones para su control, entre las que prevalecen el resguardo 
domiciliario corresponsable; que consiste en la limitación voluntaria de movilidad, 
permaneciendo en el domicilio particular el mayor tiempo posible. Bajo ese 
contexto, tratándose del régimen de visitas y convivencias del infante con uno 
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de sus padres durante la situación pandémica en cuestión, debe estimarse que 
el solo hecho de sustraer al infante de su domicilio, trasladarlo e incorporarlo a 
un nuevo ambiente, implica realizar un evento que lo hace más propenso a con­
traer el virus, lo que conllevaría poner en riesgo su salud y, en consecuencia, la 
vida; por ende, atento al interés superior de aquél, corresponde privilegiar su 
derecho a la vida y la salud sobre el de convivir con su progenitor, el cual se limi­
tará a una modalidad a distancia, por lo que el órgano jurisdiccional debe procurar 
el resguardo del infante y dictar las providencias necesarias, según las particu­
laridades del caso, para el desarrollo de la convivencia a distancia a través de 
los medios de comunicación disponibles, y a los que se pudiera tener fácil acceso, 
como videollamadas, reuniones virtuales en plataformas electrónicas, u otros 
similares, con la regularidad suficiente, a fin de mantener comunicación continua 
entre el infante y su progenitor, estableciendo como obligación del progenitor 
con quien cohabite, el permitir el sano desarrollo de tales convivencias, de manera 
que se lleven a cabo en forma libre y espontánea.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.1o.C.T.36 C (10a.)

Queja 31/2020. 19 de julio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Brenda Nohemí 
Rodríguez Lara, secretaria de tribunal autorizada para desempeñar las fun­
ciones de Magistrada, en términos de lo dispuesto en el artícu lo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 
numeral 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que reglamenta la organización y funcionamien to del propio 
Consejo. Secretaria: Nancy Denisse Zárate Cano.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

REPARACIÓN INTEGRAL EN TRATOS INHUMANOS Y DEGRADANTES. 
SE ACTUALIZA AL DEMOSTRARSE LA EXISTENCIA DE DICHAS VIOLA­
CIONES AL DERECHO DE INTEGRIDAD PERSONAL. El numeral 77 de la Ley 
de Amparo, el cual debe interpretarse a la luz del artícu lo 1o. de la Constitución 
Federal –en la parte que establece que el Estado debe reparar las violaciones de 
derechos humanos– y los párrafos 325 a 327 de la sentencia de 28 de noviem­
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bre de 2018, del Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, 
que resulta aplicable en términos de lo señalado en la jurisprudencia P./J. 21/2014 
(10a.), de título y subtítulo: "JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTE­
RAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS 
JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA.", 
establecen el deber de reparar integralmente la violación de derechos humanos; 
dicha obligación se trata de un principio fundamental del derecho interno e inter­
nacional e implica el restablecimien to de la situación anterior a la violación; de 
no ser factible, determinar: a) medidas para garantizar los derechos conculcados; 
y, b) reparar las consecuencias que las infracciones produjeron; asimismo, para 
determinar las medidas reparadoras deben considerar los hechos del caso, las 
violaciones declaradas y los daños ocasionados; acorde con lo expuesto, los efec­
tos de la concesión de amparo por demostrarse la existencia de tratos inhumanos 
y degradantes deben comprender las medidas de: a) restitución, b) rehabilita­
ción, c) compensación, d) satisfacción y, e) medidas de no repetición, conforme al 
artícu lo 93 de la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, que así lo dispone.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.1o.P.169 P (10a.)

Amparo en revisión 272/2019. 7 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Francisco Javier Sarabia Ascencio. Secretario: Daniel Marcelino Niño Jiménez.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 21/2014 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de abril de 2014 a 
las 9:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 5, Tomo I, abril de 2014, página 204, con número de registro 
digital: 2006225.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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SERVICIO POSTAL MEXICANO. PAGO DE SALARIOS CAÍDOS DE CONFOR­
MIDAD CON EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (INAPLI­
CABILIDAD DE LA CLÁUSULA 33 DEL CONTRATO COLECTIVO DE 
TRABAJO). Tratándose de un acuerdo de voluntades entre la parte que repre­
senta a los trabajadores y quienes actúan en nombre de la patronal, como lo es 
un contrato colectivo de trabajo, sus disposiciones rigen a todas aquellas per­
sonas sujetas al mismo, en cuya relación laboral rige la máxima contractual de 
la libertad y plena autonomía de las partes, en el entendido de que tal prerroga­
tiva no es absoluta, pues está condicionada a que no se estipulen derechos 
inferiores a los contenidos en el artícu lo 123 de la Ley Fundamental, ni se pac­
ten cláusulas que contravengan disposiciones legales de orden público. En esa 
virtud pueden advertirse dos límites: a) que no podrán pactarse derechos infe­
riores a lo previsto en el Texto Fundamental; y, b) que las cláusulas convenidas 
por las partes no sean susceptibles de contravenir disposiciones de orden pú­
blico y otorgar derechos en contravención a la ley. En ese orden, si bien es 
cierto que la cláusula 33 dispone que "el trabajador tendrá derecho al pago de 
salarios caídos que se generen entre la fecha de la rescisión y la del laudo que 
así lo ordene", también lo es que para el pago de esta prestación debe apli­
carse el artícu lo 48 de la Ley Federal del Trabajo, que dispone que aquéllos no 
pueden exceder de doce meses y para el caso de que el cumplimien to supere 
ese término, se pagarán los intereses, pues se trata de una norma de orden 
público, cuyas disposiciones son de observancia general y su objetivo es con­
seguir el equilibrio entre la clase trabajadora y la parte patronal; además, tal 
previsión obedece a una causa de interés público, en tanto que tiene por objeto 
evitar que los juicios laborales se prolonguen artificialmente, preservando el 



Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

 Septiembre 2020982

carácter indemnizatorio de esa prestación, así como lograr la efectiva protec­
ción de los derechos de los trabajadores y la conservación de las fuentes de 
empleo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.3o.T.63 L (10a.)

Amparo directo 1146/2019. 13 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Lourdes Minerva Cifuentes Bazán. Secretaria: Diana Leticia Amaya Cortés.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE­
RAL. SU NATURALEZA JURÍDICA. De conformidad con el artícu lo 9o., frac­
ción VI, de la Ley Federal de Procedimien to Contencioso Administrativo, el 
sobreseimien to en el juicio de nulidad se configura cuando existe impedimento 
legal para analizar el fondo del asunto, entre otros supuestos, por la actualiza­
ción de alguna causa de improcedencia ajena a la litis principal, entendida 
como la condición por cumplir para estar en posibilidad de resolver la litis sus­
tancial sobre los derechos en dispu ta, por ende, su esencia es adjetiva, contra­
rio a sustantiva. La improcedencia se erige como la ausencia de soporte legal, 
cuyo efecto es impedir el estudio de la cuestión sustancial propuesta, al no 
estar satisfechas las condiciones que permiten llevar a cabo ese análisis, cuyos 
supuestos se enuncian en el artícu lo 8o. de la Ley Federal de Procedimien to 
Contencioso Administrativo y, dada su naturaleza jurídica, se reafirmó su estudio 
de oficio debido a las consecuencias generadas en caso de estar acreditada, 
pues se instituye como el supuesto jurídico por superar, razón por la cual, de 
probarse alguna de esas hipótesis, el efecto consecuente será tener por acre­
ditado el motivo para sobreseer el juicio de nulidad. Por su parte, el Diccionario 
Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas, Editorial Porrúa, 
Octava Edición, México 1995, página 2637, en relación con el sobreseimien to 
señala: "Sobreseimien to. I. (Del latín supercedere; cesar, desistir). Es la resolu­
ción judicial por la cual se declara que existe un obstácu lo jurídico o de hecho 
que impide la decisión sobre el fondo de la controversia". Así, el artícu lo 9o., 
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fracción VI, de la ley citada y esa definición, conciben al sobreseimien to como 
el resultado de estar probada alguna causa de improcedencia, entre otros su­
puestos, dado que sin ésta, aquél no podría justificarse, pues la improcedencia 
es la causa y la conclusión es el sobreseimien to; por tanto, si la improceden­
cia conlleva el sobreseimien to, entonces, su estudio es preferente a cualquier 
otra cuestión e, incluso, se debe llevar a cabo de oficio, pues de lo contrario se 
generaría inseguridad jurídica al proceder al análisis de un aspecto de fondo 
sin estar justificada su procedencia, lo cual desarticularía la estructura del juicio 
de nulidad; de ahí que el sobreseimien to sí constituye un fallo definitivo al con­
cluir la instancia y no definir la controversia de fondo propuesta, que no delimita 
los derechos sustanciales de los contendientes; por ende, el sobreseimien to 
justifica la omisión de analizar los conceptos de nulidad.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 
CIRCUITO.

III.6o.A.30 A (10a.)

Amparo directo 28/2020. Santiago Díaz Muñoz. 3 de junio de 2020. Unanimidad de 
votos. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Secretario: Miguel Mora 
Pérez.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR ANTE LA EXISTENCIA DE PATRO­
NES SOLIDARIOS. SU MONTO DEBE PAGARSE DE MANERA PROPOR­
CIONAL ENTRE LOS PATRONES SOLIDARIOS QUE SOLICITARON LA 
SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. Cuando en el juicio laboral se con­
dene a dos o más personas al pago de las mismas prestaciones por considerar 
que les recae la calidad de patrones, debe entenderse que son responsables 
solidarios de la subsistencia del trabajador, cuando promuevan juicio de am­
paro en contra del laudo que los condena. De ahí que para efectos de la 
suspensión, el monto de dicha subsistencia debe distribuirse de manera pro­
porcional entre los condenados, y no ser pagada en su totalidad por cada uno.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO 
CIRCUITO.

VIII.1o.C.T.7 L (10a.)
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Queja 224/2019. Rosa Isela Sámago García. 5 de diciembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Luis Cruz Álvarez. Secretaria: Diana Pérez Bautista.

Queja 225/2019. Oportho Company, S.A. de C.V. 5 de diciembre de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Luis Cruz Álvarez. Secretaria: Diana Pérez Bautista.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUSPENSIÓN DE PLANO Y DE OFICIO EN EL JUICIO DE AMPARO. EN ATEN­
CIÓN A LA NATURALEZA DEL ACTO RECLAMADO, NO PROCEDE CONTRA 
LA NEGATIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR LACTANCIA MATERNA. 
Del artícu lo 126 de la Ley de Amparo, en relación con el numeral 22, párrafo 
primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte 
que la diversidad de supuestos previstos para la procedencia de la suspensión 
de plano y de oficio guarda relación con actos de autoridad, cuyos efectos no 
sólo son de imposible o de difícil reparación, sino que, además, se encuentran 
expresamente prohibidos por el orden jurídico nacional y, por tanto, su reclamo 
amerita la inmediata intervención del juzgador de amparo para que ordene su 
suspensión, a fin de evitar que se ejecuten o se sigan ejecutando. Por ello, si la 
quejosa reclama la negativa de la responsable para extenderle su licencia con 
goce de sueldo por lactancia materna, como médico en un hospital de atención 
completa a pacientes de la enfermedad conocida como COVID­19 e invoca el 
derecho de su menor hija a la salud y a recibir una lactancia segura sin riesgo de 
contagio, no se actualiza ninguna de las hipótesis en las que procede la sus­
pensión de plano, pues sin desconocer la magnitud y la gravedad del fenómeno 
de salud pública ocasionado por esa enfermedad, lo cierto es que, en atención 
a la naturaleza del acto reclamado, no configura ninguno de los prohibidos por 
el artícu lo 22 constitucional, ni compromete gravemente la dignidad e integridad 
personal de las agraviadas, al grado de equipararse tal situación a un tormento, 
pues sin perjuicio de que los efectos del acto reclamado pueden ser materia del 
incidente de suspensión a petición de parte, y que eventualmente pudiera ser 
declarado inconstitucional por los motivos y fundamentos legales en que esté 
sustentado, en todo caso, la sentencia de amparo que así lo estime tendrá como 
efecto la restitución del derecho constitucional vulnerado.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
XVII.2o.11 A (10a.)
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Queja 66/2020. Director del Hospital General Regional Número 66 del Instituto 
Mexicano del Seguro Social y otro. 20 de julio de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretario: Ezequiel Santiago Nicolás.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. CUANDO LA QUEJOSA ADUCE TENER UN INTE­
RÉS LEGÍTIMO PARA RECLAMAR UNA LICENCIA PARA MOVIMIENTO 
DE TIERRAS CUYA EJECUCIÓN IMPLICA LA REMOCIÓN DE FLORA Y LA 
POSIBLE VULNERACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL A UN MEDIO AM­
BIENTE SANO –EN SU DIMENSIÓN OBJETIVA O ECOLOGISTA– Y LA AUTO­
RIDAD ACEPTA LA EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO, SE COLMAN 
LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 131, PÁRRAFO PRIMERO, 
DE LA LEY DE AMPARO PARA CONCEDERLA. En el supuesto indicado, los 
requisitos que exige el precepto citado para conceder la suspensión –consis­
tentes en que la parte quejosa acredite: a) el daño inminente e irreparable a su 
pretensión en caso de que se le niegue, y b) el interés social que justifique 
su otorgamien to– se consideran satisfechos con el informe previo en donde la 
autoridad responsable acepte la existencia del acto reclamado, en atención a 
la naturaleza de ese derecho involucrado. Sobre esto último, al resolver el am­
paro en revisión 307/2016, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación desarrolló el derecho fundamental a un medio ambiente sano, caso 
del cual surgieron –entre otras– las tesis aisladas 1a. CCLXXXIX/2018 (10a.), de 
título y subtítulo: "DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU NÚ­
CLEO ESENCIAL." y 1a. CCLXXXVIII/2018 (10a.), de título y subtítulo: "DERE­
CHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. LA VULNERACIÓN A 
CUALQUIERA DE SUS DOS DIMENSIONES CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A 
AQUÉL.", en las que sostuvo que ese derecho entraña la protección tanto del 
medio ambiente en que se desarrollan las personas, como la de la naturaleza 
en sí misma, por lo que distinguió en él una doble dimensión: una objetiva o 
ecologista, y otra subjetiva o antropocéntrica. La primera de ellas identifica a la 
naturaleza como un bien jurídico autónomo que debe ser protegido por su im­
portancia para todo ser vivo, no sólo para el ser humano. Esa Primera Sala 
también reconoció que esa base axiológica le otorga una esencia especial a 
ese derecho que, a su vez, exige un enfoque particular para que las garantías 
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que lo rodean sean efectivas; ello se plasmó en la tesis aislada 1a. CCXCII/2018 
(10a.), de título y subtítulo: "DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE 
SANO. SU DIMENSIÓN COLECTIVA Y TUTELA EFECTIVA.". En el mismo asunto, 
también estableció que en materia ambiental operan los principios de precau­
ción –significa que el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para 
evitar o mitigar el riesgo al medio ambiente, aun ante la duda de que una activi­
dad pueda conllevarlo– e in dubio pro natura –se traduce en que en todo con­
flicto ambiental debe prevalecer siempre la interpretación que favorezca la 
conservación del medio ambiente–. En ese contexto, cuando una persona re­
clama una licencia para movimien to de tierras y afirma contar con interés legíti­
mo, basado en la dimensión objetiva o ecologista de ese derecho fundamental, 
porque la ejecución de dicho acto implique la remoción de flora y una conse­
cuente alteración a la biodiversidad, los requisitos previstos en el citado artícu lo 
131, párrafo primero, se satisfacen con el informe previo que rinda la autoridad 
responsable en el que acepte la existencia del acto reclamado debido a la na­
turaleza especial del derecho involucrado, siempre que no exista prueba en 
contrario, pues si el ecosistema es susceptible de protección por constituir un 
valor en sí mismo, entonces existe un interés social en su preservación. Ade­
más, la aceptación de la autoridad responsable implica la existencia de un im­
pacto en aquél, cuyo alcance y perjuicio al derecho alegado es materia de 
fondo del amparo, pero para efectos de la suspensión definitiva es suficiente 
que, en observancia a los principios de precaución e in dubio pro natura, se 
estime justificada la inminencia en la ejecución del acto y la irreparabilidad de 
los efectos, así como el interés social para adoptar las medidas necesarias, a 
fin de que no se ocasione esa alteración en la naturaleza. Este esquema permite 
que la figura de la suspensión cumpla sus objetivos, que son evitar un daño al 
medio ambiente irreparable aun con una concesión de amparo, conservar viva 
la materia del juicio y permitir una tutela efectiva del derecho fundamental de 
que se trata.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
XVII.2o.9 K (10a.)

Incidente de suspensión (revisión) 172/2019. Brasa Desarrollos, S.A. de C.V. y 
otros. 27 de mayo de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Guillermo Castillo Sotomayor.
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Nota: Las tesis aisladas 1a. CCLXXXIX/2018 (10a.), 1a. CCLXXXVIII/2018 (10a.) y 
1a. CCXCII/2018 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, 
Tomo I, diciembre de 2018, páginas 309 y 308, con números de registro digi­
tal: 2018636, 2018633 y 2018635, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO. PROCEDE SU CONCESIÓN 
CONTRA LA INCORPORACIÓN DE LOS ELEMENTOS DE LA POLICÍA FE­
DERAL A LA GUARDIA NACIONAL, AL SER UN ACTO FUTURO DE NATU­
RALEZA INMINENTE. De conformidad con la Ley de la Guardia Nacional y 
los "Lineamien tos para la Transferencia de los Recursos Humanos, Materiales 
y Financieros que tiene asignados la Policía Federal", publicados en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de septiembre de 2019, tanto la incorporación de 
los miembros de la Policía Federal a la corporación Guardia Nacional, como la 
instrumentación de acciones para su transición, si bien representan actos futuros, 
también son inminentes, contra los cuales procede conceder la suspensión de­
finitiva. La razón es que la inclusión o no del quejoso a la referida institución no 
depende de una condición que deba actualizarse, sino que su incorporación 
es más que inminente, porque la aludida Guardia Nacional estará indiscutible­
mente conformada por los elementos de la Policía Federal a la que pertenece 
el quejoso, además de aquellos pertenecientes tanto a la Policía Militar como a la 
Policía Naval, quedando sólo pendiente la relación detallada de estos sujetos 
a lo que determinen los titulares de las Secretarías de la Defensa Nacional, de 
Marina y de Seguridad y Protección Ciudadana. Consecuentemente, con la sus­
pensión otorgada lo único que se paraliza son los efectos y consecuencias de 
los lineamien tos para que los miembros de la Policía Federal conserven su grado, 
rango y prestaciones, lo que incluye los emolumentos quincenales y, para el 
caso de aquellos que no se incorporen a la Guardia Nacional, se deberán res­
petar los derechos con que cuentan en este momento, así como el reconocimien to 
del tiempo de servicio para efectos de su antigüedad.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.

I.4o.A.188 A (10a.)
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Incidente de suspensión (revisión) 13/2020. Titular de la Secretaría de Seguridad y 
Protección Ciudadana. 13 de febrero de 2020. Unanimidad de votos, con 
voto aclaratorio del Magistrado Patricio González­Loyola Pérez. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretaria: Lorena Badiano Rosas.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDER­
LA PARA NO JUDICIALIZAR LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. El artícu lo 
128 de la Ley de Amparo establece que con excepción de los casos en que 
proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre 
que concurran los requisitos siguientes: I. Que la solicite el quejoso; y, II. Que no 
se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden pú­
blico. En ese contexto, no procede concederla cuando el acto reclamado es la 
determinación de judicializar una carpeta de investigación, porque no se actua­
liza la exigencia prevista en la fracción II de la porción normativa en comento, 
ya que la sociedad está interesada en la persecución de los delitos y que éstos 
no queden impunes, por lo que deben desplegarse todas las acciones tendentes 
a su investigación por parte del Ministerio Público; aunado a que de conceder­
se para no judicializarla, paralizaría la continuación de la etapa de investigación 
complementaria del procedimien to penal acusatorio, vulnerando disposiciones de 
orden público, pues es evidente que la facultad constitucional de investigar los 
delitos no puede paralizarse y que la sociedad está interesada en que dicha 
facultad se ejerza plenamente y sin demoras; sin que se actualice la salvedad 
prevista en el artícu lo 150 de la Ley de Amparo, porque la continuación del pro­
cedimien to de investigación no deja irreparablemente consumado el daño o 
perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso, pues puede repararse en la sen­
tencia del amparo mismo por atenderse el fondo del asunto o, en su oportunidad, 
ante el Juez de Control.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.3o.P.81 P (10a.)

Incidente de suspensión (revisión) 270/2019. 26 de septiembre de 2019. Unani­
midad de votos. Ponente: Juan Pedro Contreras Navarro. Secretario: Joel Luis 
Morales Manjarrez.
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Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurispru­
dencial 1a./J. 84/2019 (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN PROVI­
SIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. NO PROCEDE CONCEDERLA PARA EL 
EFECTO DE QUE EL FISCAL SE ABSTENGA DE HACER DEL CONOCIMIEN­
TO DEL JUEZ DE CONTROL QUE EXISTEN DATOS DE PRUEBA SUFICIENTES 
EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN PARA QUE CELEBRE LA AUDIENCIA 
INICIAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 73, Tomo I, diciembre de 2019, 
página 288, con número de registro digital: 2021264.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL DEL ACTO RECLAMADO. PROCEDENCIA DEL 
RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO 
B), DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO EL AUTO IMPUGNADO NO ES LA 
RESOLUCIÓN QUE CONCEDIÓ LA MEDIDA PROVISIONAL, SINO UNA QUE 
INVOLUCRA UNA DECISIÓN PARA HACER EFECTIVA LA MISMA. De la in­
terpretación gramatical del referido artícu lo, se obtiene que el recurso de queja 
que contempla sólo procede contra la negativa o concesión de la suspensión 
provisional pero, de una interpretación conforme a la luz del principio pro per­
sona del mismo, debe establecerse la procedencia del referido medio de im­
pugnación, cuando lo impugnado involucra una decisión para hacer efectiva 
la suspensión provisional concedida, como lo son los acuerdos emitidos en el 
incidente de suspensión, consecuencia de la negativa de la autoridad respon­
sable de recibir los oficios donde se le hace saber la concesión de la medida 
cautelar provisional a lo que el Juez de Distrito sólo provee conservar el oficio 
respectivo en la actuaría del juzgado a su cargo, en tanto se restablezcan las 
labores ordinarias de la autoridad responsable suspendidas con motivo de la con­
tingencia sanitaria por el fenómeno de salud pública derivado del virus Covid­19. 
En ese contexto, tal situación viene a ser, por analogía o mayoría de razón, una 
resolución que hubiere negado la suspensión provisional y, por ello, se estima que 
se está en la hipótesis normativa referida; de lo con trario, resultaría absurdo 
que habiéndose concedido una suspensión, ésta no se lograra hacer efectiva, 
lo que sería igual a que el Juez hubiera negado la suspensión o se hubiera 
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negado a tramitarla; en consecuencia, si dicho artícu lo, fracción e inciso regula 
cuestiones relacionadas con la suspensión provisional respecto a su concesión 
o negativa, la misma debe aplicarse en asuntos de la naturaleza referida.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
VII.2o.C.78 K (10a.)

Queja 85/2020. 2 de junio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Darío Morán 
González, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judi­
cial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 
Magistrado, en términos del artícu lo 81, fracción XXV, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 40, fracción V, 
del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
reglamenta la organización y funcionamien to del propio Consejo. Secretaria: 
Marcela Magaña Pérez.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN CONTRA DE LOS EFECTOS DE LA NEGA­
TIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR LACTANCIA MATERNA. SU OTOR­
GAMIENTO NO AFECTA EL INTERÉS SOCIAL NI CONTRAVIENE DISPOSICIONES 
DE ORDEN PÚBLICO. Conforme a los artícu los 125, 128, 129 y 138, fracción I, de 
la Ley de Amparo, la procedencia de la suspensión en el juicio de amparo exige la 
concurrencia de que la solicite el quejoso y que no se siga perjuicio al interés 
social ni se contravengan disposiciones de orden público. Por ello, si la quejosa 
reclama la negativa de extender su licencia con goce de sueldo por lactancia 
materna, como médico en un hospital de atención completa a pacientes de 
la enfermedad conocida como COVID­19 e invoca el derecho de su menor hija 
a la salud y a recibir una lactancia segura sin riesgo de contagio, es procedente 
conceder la suspensión provisional, pues en atención a su naturaleza nega­
tiva con efectos positivos y sin prejuzgar sobre su constitucionalidad, la medida 
cautelar no afecta el interés social ni contraviene disposiciones de orden público, 
pues la sociedad está interesada en garantizar el derecho a la salud de las 
personas. Con mayor razón cuando quien acude al juicio de amparo es la madre 
de una infante, quien demanda la protección federal en nombre propio y en 
favor de su menor hija, pues en relación con el tema, en su resolución 1/2020 la 
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Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que, en el contexto de 
la pandemia, los Estados tienen la obligación reforzada de respetar y garantizar 
los derechos humanos de las personas trabajadoras en mayor situación de riesgo 
por la pandemia; en el caso específico de mujeres como grupo en especial situa­
ción de vulnerabilidad, ofrecer atención diferenciada a las mujeres profesionales 
de salud que trabajan en la primera línea de respuesta a la crisis sanitaria del 
COVID­19 y, respecto a los niños y niñas como grupo en especial situación de vul­
nerabilidad, la Corte Interamericana consideró reforzar la protección de niños, 
niñas y adolescentes y prevenir el contagio por el COVID­19, implementando 
medidas que consideren sus particularidades como personas en etapa de desa­
rrollo y que atiendan de manera más amplia posible su interés superior. La pro­
tección debe, en la medida de lo posible, garantizar los víncu los familiares y 
comunitarios. Sobre esas bases, este órgano colegiado considera que en el 
caso se surten los requisitos para el otorgamien to de la suspensión provisional 
solicitada, pues no existe un perjuicio al interés social ni se contravendrían dis­
posiciones de orden público, dado que la sociedad está interesada en garantizar 
el derecho a la salud no sólo de la madre (quejosa), sino también de la menor 
de quien se pretende tenga el derecho a la lactancia, puesto que subyacen de 
manera transversal los derechos de la infante a la alimentación, salud, convivencia 
familiar y desarrollo integral. Así, de negarse la suspensión provisional, hasta en 
tanto se resuelva sobre la definitiva, podría causarse mayor perjuicio al interés 
social y al orden público por estar de por medio la obligación del Estado de 
armonizar el interés general y público de proteger el derecho a la salud de las 
personas ante una contingencia sanitaria. De ahí que resulta evidente que la 
sociedad y el Estado tienen en ese aspecto un interés social, público y constitu­
cional en procurarles a las personas en lo individual un adecuado estado de 
salud y bienestar.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
XVII.2o.12 A (10a.)

Queja 66/2020. Director del Hospital General Regional Número 66 del Instituto 
Mexicano del Seguro Social y otro. 20 de julio de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretario: Ezequiel Santiago Nicolás.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA DEL CITATORIO AL 
CONTRIBUYENTE A LAS OFICINAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
PARA CONOCER LOS HECHOS Y OMISIONES DETECTADOS EN EL PRO­
CEDIMIENTO FISCALIZADOR MIENTRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS 
DE EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA MAYOR DEBIDO A 
LA EPIDEMIA GENERADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), POR­
QUE ES ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL EN PRO­
TEGER EL DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSONAS. En este supuesto, la 
procedencia de la medida cautelar tiene como cimien to la interpretación pro 
persona y sistemática de los artícu los 1o., 4o., párrafo cuarto y 31, fracción IV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 12 del Pacto Interna­
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 125, 128, 129, 138, 139 
y 147 de la Ley de Amparo, del Acuerdo por el que se declara como emergen­
cia sanitaria por causa de fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada 
por el virus SARS­CoV2 (COVID­19), emitido por el Consejo de Salubridad 
General, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta de marzo de dos 
mil veinte y del Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias para 
atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS­CoV2, emitido por 
el Secretario de Salud, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta 
y uno de marzo de dos mil veinte; acuerdos que establecieron medidas como la 
suspensión inmediata y temporal de las actividades no esenciales, el distan­
ciamien to social y el resguardo domiciliario corresponsable. Así, en el contexto 
del hecho notorio, histórico y excepcional que atraviesa el país, derivado de la 
enfermedad pandémica de la que dan cuenta los acuerdos indicados, la sus­
pensión provisional solicitada protege la salud del quejoso ante el riesgo latente 
que le implica viajar a las oficinas de la Administración Central de Fiscalización 
Estratégica de la Administración General de Auditoría Fiscal Federal del Servicio 
de Administración Tributaria en la Ciudad de México, a fin de que se le informe en 
términos del artícu lo 42, párrafos quinto y sexto, del Código Fiscal de la Federa­
ción sobre los hechos u omisiones conocidos con motivo de la revisión de gabinete. 
No se soslaya que, frente a las circunstancias de derechos humanos, medidas 
sanitarias y contexto social fáctico descrito, se tiene que los procedimien tos de 
fiscalización son de orden público, pues derivan de las facultades de las auto­
ridades fiscales para determinar el incumplimien to en el pago de contribucio­
nes previstas en el Código Fiscal de la Federación; sin embargo, a juicio de este 
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órgano colegiado, cuando el interés público en sustanciar los procedimien tos 
administrativos para determinar créditos fiscales, se confronta con el interés 
social de salvaguardar el derecho humano a la salud de los gobernados en sus 
dimensiones individual y social, en un contexto nacional de emergencia sanitaria 
conocida públicamente y reconocida por las autoridades de salud, dicho interés 
público de naturaleza fiscal cede ante la relevancia del interés social en respe­
tar, proteger y garantizar el derecho humano a la salud, de conformidad con los 
principios constitucionales de protección de derechos humanos e interpreta­
ción pro persona, previstos en los artícu los 1o. y 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Con ello no se contraviene, por no resultar apli­
cable, la jurisprudencia 2a./J. 84/2009, de rubro: "SUSPENSIÓN EN EL JUICIO 
DE AMPARO. NO PROCEDE CONCEDERLA CONTRA EL EJERCICIO DE LAS 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 42 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", porque la contradicción de tesis que 
decidió no versó sobre la procedencia de la suspensión en un contexto de con­
tingencia de salud mundial como la que ahora prevalece, por lo que dicho cri­
terio jurisprudencial se construyó en circunstancias jurídicas y fácticas diversas 
a las antes destacadas. Al respecto cabe resaltar que, en este caso, el ejercicio 
ponderativo realizado por el órgano jurisdiccional sigue la pauta marcada en la 
ratio legis del último párrafo del artícu lo 129 de la Ley de Amparo, pues la nega­
tiva de la suspensión en aras del bien jurídico inmerso en el procedimien to fis­
calizador, causaría una mayor afectación al interés social en la protección de los 
derechos humanos, porque las facultades de comprobación y el interés público 
que les reviste, no implican un poder omnímodo en su ejercicio, sino limitado por 
los derechos humanos en cuya garantía y salvaguarda descansa el Estado demo­
crático de derecho constitucional. Por ello, y sin que se soslaye incluso que la 
quejosa no es sujeto de un crédito ya determinado, la suspensión que se decreta 
no afecta el interés social y público, sino que es acorde con el orden constitu­
cional y convencional vigente.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

XVII.2o.10 A (10a.)

Queja 39/2020. Elamex, S.A. de C.V. 27 de abril de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretario: Ezequiel Santiago Nicolás.
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Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 84/2009 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
julio de 2009, página 457, con número de registro digital:166779.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUSTITUCIÓN DE LAS PENAS PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 81, 82 Y 83 
DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. EL JUEZ DE CONTROL 
O EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO DEBE PRONUNCIARSE SIN TOMAR 
EN CONSIDERACIÓN LOS ESTUDIOS DE PERSONALIDAD DEL SENTEN­
CIADO. De acuerdo con la línea jurisprudencial que ha construido la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las tesis 1a./J. 19/2016 (10a.), 
1a./J. 21/2014 (10a.), 1a./J. 20/2014 (10a.) y 1a./J. 19/2014 (10a.), en donde se ha 
precisado que nuestro sistema jurídico se decanta por el paradigma del derecho 
penal de acto y no por el derecho penal del autor que atiende esencialmente al 
grado de peligrosidad o temibilidad del sentenciado, lo cual induce a pronos­
ticar si es proclive a delinquir en función de su personalidad para efectos de 
individualizar su sanción. En cambio, de acuerdo con el derecho penal de acto, 
las personas solamente pueden ser sancionadas por la comisión de conductas 
penales establecidas previamente en la ley, nunca con apoyo en juicios de valor 
sobre su personalidad, lo que tiene sustento en una interpretación sistemática de 
los artícu los 1o., 14, tercer párrafo, 18, segundo párrafo y 22, primer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, en observan­
cia al principio de legalidad y de acuerdo con una interpretación conforme que 
haga compatible la normativa prevista en los artícu los 81, 82 y 83 del Código 
Penal del Estado de Chihuahua con la norma constitucional, la autoridad respon­
sable, en ejercicio de la facultad o potestad de ejecutar lo juzgado, deberá pronun­
ciarse sobre la procedencia de la sustitución de las penas de prisión o multa, sin 
que sea necesario tomar en consideración los estudios de personalidad del reo, 
toda vez que el actual sistema de justicia penal atiende al hecho delictivo y no 
al autor del mismo, lo cual es acorde con el derecho fundamental de los senten­
ciados relativo a que sea la autoridad judicial quien resuelva sobre algún bene­
ficio que permita la terminación anticipada de la pena que se le haya impuesto 
en la sentencia. Lo anterior, tomando en cuenta que la sustitución de las penas 
se estableció específicamente para lograr una verdadera reinserción social de 
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quien sea considerado penalmente responsable de un delito, sobre la base del 
trabajo, la capacidad y la educación, sustituyendo la prisión por multa o trabajo 
en favor de la comunidad, tratamien to en libertad o semilibertad, según sea el 
caso, y la multa por trabajo en favor de la comunidad, lo que redunda en bene­
ficios tanto para el sentenciado como para la sociedad; con ello, se podrá reducir 
razonablemente, cuando es socialmente útil hacerlo, la excesiva aplicación de 
la pena privativa de libertad.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
XVII.2o.11 P (10a.)

Amparo directo 565/2019. 29 de julio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Elías Gallegos Benítez. Secretario: Ezequiel Santiago Nicolás.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 19/2016 (10a.), 1a./J. 21/2014 (10a.), 1a./J. 
20/2014 (10a.) y 1a./J. 19/2014 (10a.), de títulos y subtítulos: "INDIVIDUALI­
ZACIÓN DE LA PENA. EL PARADIGMA CONSTITUCIONAL DEL DERECHO 
PENAL DEL ACTO PROHÍBE LA POSIBILIDAD DE QUE LOS ANTECEDEN­
TES PENALES, ENTENDIDOS EN SENTIDO AMPLIO, SEAN CONSIDERADOS 
POR EL JUZGADOR PARA GRADUAR LA CULPABILIDAD DE LA PERSONA 
SENTENCIADA.", "DERECHO PENAL DE ACTO. RAZONES POR LAS CUALES 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
SE DECANTA POR DICHO PARADIGMA (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE 
LOS ARTÍCULOS 1o., 14, TERCER PÁRRAFO, 18, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 22, 
PRIMER PÁRRAFO).", "INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA TRATÁNDOSE DE 
DELITO NO CULPOSO. EL JUZGADOR NO DEBE TOMAR EN CONSIDERA­
CIÓN LOS DICTÁMENES PERICIALES TENDENTES A CONOCER LA PER­
SONALIDAD DEL INCULPADO (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL) 
[INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 175/2007]." y "DERECHO 
PENAL DEL AUTOR Y DERECHO PENAL DEL ACTO. RASGOS CARACTERI­
ZADORES Y DIFERENCIAS." citadas, aparecen publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación de los viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas, 
21 de marzo de 2014 a las 11:03 horas y 14 de marzo de 2014 a las 9:53 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libros 30, Tomo II, mayo de 2016, página 925 y 4, Tomo I, marzo de 2014, 
páginas 354, 376 y 374, con números de registro digital: 2011648, 2005918, 
2005884 y 2005883, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATE­
RIA PENAL. NO LE CAUSA PERJUICIO EL AUTO EN EL QUE SE LE TIENE 
COMO TAL, A QUIEN FUE SEÑALADO COMO INDICIADO EN LA DETERMI­
NACIÓN DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y ÉSTE HAYA DECLA­
RADO CON EL CARÁCTER DE TESTIGO EN LA INDAGATORIA. El artícu lo 
5o., fracción III, inciso d), de la Ley de Amparo establece como condición para 
tener como tercero interesado al indiciado o procesado que el acto reclamado 
sea "el no ejercicio o el desistimien to de la acción penal por el Ministerio Públi­
co"; de esto se obtiene que el inculpado o procesado tiene el carácter de ter­
cero interesado cuando el quejoso es la víctima o el ofendido, y en el juicio de 
amparo se señale como acto reclamado "el no ejercicio o el desistimien to de la 
acción penal por el Ministerio Público", porque la resolución que eventualmente 
se emita en el juicio de amparo, pudiera ser contraria a sus intereses (ocasionar 
un perjuicio), ya que una de las pretensiones medulares de la parte quejosa es 
que se ejerza la acción penal, lo que traería como consecuencia que se revoque 
esa determinación de no ejercicio y se proponga que se ejerza la acción penal, 
con la posibilidad de que se libre orden de aprehensión en su contra, por lo que 
atendiendo a los principios de igualdad y equilibrio procesal, así como al derecho 
humano contenido en los artícu los 1o., 17, párrafo segundo y 20, apartado C, 
de la Constitución Federal y 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, consistente en el acceso a la justicia, resulta correcto 
que se tenga como tercero interesado al indiciado, por lo que resulta indispen­
sable que el indiciado o procesado participe en igualdad de circunstancias que 
la víctima u ofendido, a efecto de que cuente con amplias posibilidades de ser 
oído y actuar en el juicio de amparo respectivo, para lo cual, la mejor manera de 
lograrlo es a través de su reconocimien to como tercero interesado en el juicio 
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de amparo indirecto, pues así estará en condiciones de hacer valer sus dere­
chos en relación con los actos que se reclaman, por lo que la circunstancia de 
que se le tenga como tercero interesado, lejos de perjudicarlo, le beneficia, pues 
con ello se le brinda la oportunidad de ejercer su derecho de defensa en el juicio 
de amparo, no obstante haber comparecido en la indagatoria como testigo, ya 
que en la resolución reclamada se le tiene como indiciado, lo cual no significa que 
al ser llamado a juicio como tercero interesado, el Juez de amparo le dé aquella 
calidad indicada, pues es en el acto reclamado donde se le tiene como tal.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
I.9o.P.275 P (10a.)

Queja 5/2020. 20 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza 
Fonseca. Secretario: J. Trinidad Vergara Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

TESTIGOS AUSENTES EN EL PROCESO PENAL. SI SE TRATA DE UN DELI­
TO SEXUAL Y LA VÍCTIMA ES MENOR DE EDAD, ES FACTIBLE OTORGAR 
VALOR PROBATORIO A SU DECLARACIÓN MINISTERIAL, SI EXISTEN RAZO­
NES QUE JUSTIFIQUEN SU INCOMPARECENCIA ANTE EL JUEZ, A PESAR 
DE HABERSE AGOTADO LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA ELLO, A LA 
LUZ DE UNA VISIÓN CON PERSPECTIVA DE GÉNERO Y ATENTO AL INTE­
RÉS SUPERIOR DEL MENOR. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 3048/2014, del que deri­
varon las tesis aisladas 1a. L/2017 (10a.), 1a. XLVII/2017 (10a.), 1a. XLIX/2017 
(10a.) y 1a. XLVIII/2017 (10a.), interpretó la fracción V del apartado A del artícu lo 
20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto an­
terior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación de 18 de junio 
de 2008) y estableció, como regla general, que los testimonios vertidos en la 
averiguación previa, para que puedan ser valorados en el juicio, deben some­
terse al interrogatorio ante el juzgador; excepcionalmente, en el proceso penal 
surgen situaciones que no siempre permiten someter las pruebas desahogadas 
en la etapa ministerial, por ejemplo, cuando es imposible la localización de los 
testigos y, pese a ello, podrán tener valor convictivo; para que esta excepción opere, 
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el Juez debe razonar si el Ministerio Público cumplió o no con la obligación de 
conseguir los elementos óptimos para lograr su localización; circunstancias que 
deben acreditarse, y de concluir que fue negligente, no puede otorgarle valor 
probatorio al ateste. Ahora bien, si se trata de un delito sexual (generalmente de 
realización oculta), el medio de convicción relevante es el testimonio del pasivo, 
al que deberá dársele preponderancia, como aspecto primordial a considerarse 
en la toma de decisiones y susceptible de tutelarse por los juzgadores; empero, 
aun cuando la víctima –menor de edad– sólo haya declarado en la etapa de 
averiguación previa y, posteriormente, ya no se lograra su testimonio ante el Juez, 
a pesar de haberse agotado las medidas necesarias para ello, es factible otor­
garle valor probatorio a su declaración ministerial, si existen razones que justifi­
quen su posterior incomparecencia, a la luz de una visión con perspectiva de 
género y atento al interés superior del menor, entre las cuales pueden figurar, 
por ejemplo: el tiempo prolongado entre el evento delictivo y su convocatoria a 
juicio (años después); la zona semiurbana donde aconteció el hecho delictivo y 
que también era domicilio de la víctima, porque esos sucesos pueden constituir 
un estigma social, máxime si resultó embarazada con motivo de las agresiones 
sexuales; el estado de vulnerabilidad de la pasivo, pues sus padres habían 
fallecido, o bien, el parentesco con el sujeto activo. Por tanto, cuando se presen­
te alguna o algunas de las circunstancias relatadas y se trate de un delito sexual 
en los términos abordados, el criterio emitido en las tesis relativas a los testigos 
ausentes no es un obstácu lo para valorar el vertido en la etapa ministerial.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.4o.P.14 P (10a.)

Amparo directo 141/2019. 5 de diciembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Mauricio Torres Martínez. Secretario: Jackvek Ben Saby Hernández Córdova.

Nota: Las tesis aisladas 1a. L/2017 (10a.), 1a. XLVII/2017 (10a.), 1a. XLIX/2017 (10a.) 
y 1a. XLVIII/2017 (10a.), de títulos y subtítulos: "DERECHO A LA DEFENSA 
ADECUADA. CUANDO SE REQUIERE LA ASISTENCIA TÉCNICA DEL DEFEN­
SOR EN DILIGENCIAS DE AVERIGUACIÓN PREVIA, ES INADMISIBLE INFE­
RIR QUE ÉSTE HA ESTADO PRESENTE BAJO EL ARGUMENTO DE QUE LAS 
CONSTANCIAS RESPECTIVAS NO INDICAN SU AUSENCIA.", "DERECHO A 
INTERROGAR TESTIGOS EN EL PROCESO PENAL. POR EL PRINCIPIO DE 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, EL MINISTERIO PÚBLICO ES QUIEN TIENE 



Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

 Septiembre 20201000

LA CARGA DE LOCALIZAR A LOS TESTIGOS DE CARGO A FIN DE LOGRAR 
SU COMPARECENCIA ANTE EL JUEZ.", "DERECHO A INTERROGAR TESTI­
GOS DE CARGO EN EL PROCESO PENAL. RAZÓN POR LA CUAL NINGUNA 
CONDENA PUEDE DEPENDER DEL DICHO DE UN TESTIGO NO SOMETIDO 
A LA CONFRONTA DEL PROCESO, INCLUSO CUANDO SE HA DEMOS­
TRADO, CON BUENAS RAZONES, QUE FUE IMPOSIBLE LOCALIZARLE." y 
"DERECHO A INTERROGAR TESTIGOS DE CARGO EN EL PROCESO PENAL. 
CRITERIOS QUE CONDICIONAN LA POSIBILIDAD DE ADMITIR LA EXCEP­
CIÓN CONSISTENTE EN LA IMPOSIBILIDAD DE LOCALIZAR AL TESTIGO." 
citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 26 de mayo de 2017 a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 42, Tomo I, mayo de 2017, 
páginas 466, 465, 464 y 463, con números de registro digital: 2014340, 2014339, 
2014338 y 2014337, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

TORTURA DERIVADA DE LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO EN UN 
CENTRO DE RECLUSIÓN. NO CESAN LOS EFECTOS DEL ACTO RECLA­
MADO, AUN CUANDO LAS AUTORIDADES PENITENCIARIAS SEÑALADAS 
COMO RESPONSABLES CAMBIEN LAS CONDICIONES EN QUE SE ENCON­
TRABA EL INTERNO AL MOMENTO DE EJERCITAR LA ACCIÓN CONSTITU­
CIONAL. En la jurisprudencia 1a./J. 33/2015 (10a.), de título y subtítulo: "ARRAIGO. 
LA ORDEN RELATIVA NO ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA POR 
CESACIÓN DE EFECTOS (ABANDONO DE LA TESIS AISLADA 1a. LXXXIII/2001).", 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que la 
causa de improcedencia del juicio de amparo, consistente en "cuando hayan 
cesado los efectos del acto reclamado", requiere para su actualización de lo 
siguiente: a) un acto de autoridad que se estime lesivo de derechos fundamen­
tales y que motive la promoción de la demanda de amparo en su contra; b) un 
acto de autoridad que sobrevenga, dentro del procedimien to constitucional, 
dejando insubsistente, en forma permanente, el que es materia del juicio de 
amparo; c) una situación de hecho o de derecho que destruya, en forma defini­
tiva, el acto que se reclama, volviendo las cosas al estado que tenían antes de 
la promoción de la demanda de garantías; y d) una situación de hecho que sobre­
venga durante la tramitación del juicio y haga imposible el cumplimien to de la 
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sentencia protectora que, en su caso, llegare a pronunciarse. Además, en dicho 
criterio, el Órgano Constitucional de referencia sustentó que para su configuración, 
no es suficiente que la autoridad responsable derogue o revoque el acto reclamado, 
sino que es necesario, además, que sus efectos queden destruidos de manera 
absoluta, completa e incondicional, como si se hubiese otorgado el amparo, es 
decir, como si se hubiese restituido al quejoso en el pleno goce del derecho 
violado, de tal manera que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de 
la violación constitucional. Con base en lo anterior, es posible establecer que 
cuando se promueva el juicio de amparo indirecto en el que se reclamen actos 
de tortura derivados de las condiciones de internamien to de un reo en un cen­
tro de reclusión, no se actualiza la causa de improcedencia prevista en la frac­
ción XXI del artícu lo 61 de la Ley de Amparo, cuando se realice la reubicación 
del interno en una celda distinta de aquella en que se encontraba inicialmente, 
con el disfrute de los mismos beneficios que el resto de la población penitenciaria, 
en condiciones óptimas para su reclusión. Ello, porque tal situación de hecho, no 
destruye de forma definitiva el acto que se reclama, ni vuelve las cosas al estado 
que tenían antes de la promoción del juicio de amparo, al subsistir el daño oca­
sionado a la integridad física y mental del justiciable con motivo de su reclusión. 
Además, porque puede darse el caso de que tal cambio obedezca al cumplimien­
to de la suspensión de plano decretada en el juicio de amparo indirecto, no así a 
un acto volitivo de las autoridades responsables para cesar con las condiciones 
impuestas inicialmente; también, porque al encontrarse el justiciable bajo la vigi­
lancia y supervisión de las autoridades penitenciarias responsables, con motivo 
de la prisión preventiva o, en su caso, de la pena de prisión impuesta en un 
procedimien to penal, puede ocurrir que una vez resuelto el juicio de amparo, 
éstas eventualmente lo vuelvan a recluir en un lugar con las características deta­
lladas por el impetrante en su escrito constitucional. Tampoco el proceder de las 
responsables hace imposible el cumplimien to de la sentencia protectora, ni des­
truye los efectos del acto reclamado de manera absoluta, completa e incondi­
cional, como si se hubiese otorgado el amparo, porque conceder la protección 
constitucional impetrada tendrá el efecto de que, para restituir al quejoso en el 
goce del derecho humano violentado, en tanto éste se encuentre bajo la super­
visión de las autoridades penitenciarias señaladas como responsables, deberán 
abstenerse de desplegar en su contra actos lesivos de su dignidad humana –tor­
tura–, lo que implica que no podrán volver a recluirlo en un lugar con las carac­
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terísticas que presenta aquel en que se encontraba, o bien, en las condiciones 
que imperaban al momento de instar la acción constitucional (garantía de no 
repetición).

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
II.3o.P.85 P (10a.)

Amparo en revisión 3/2018. 5 de diciembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Juan Pedro Contreras Navarro. Secretario: José Refugio Rizo Martínez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 33/2015 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de mayo de 2015 a 
las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 18, Tomo I, mayo de 2015, página 168, con número de registro 
digital: 2009004.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA). ES APLICABLE PARA 
CALCULAR EL INCREMENTO DE LAS PENSIONES JUBILATORIAS OTOR­
GADAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 
LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, CONFORME A SU LEY VIGENTE 
HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2001. La Unidad de Medida y Actualización 
es aplicable para el cálcu lo de los incrementos de la cuota pensionaria otorgada 
con base en las disposiciones jubilatorias previas a la entrada en vigor del Decreto 
por el que se declaran reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desin­
dexación del salario mínimo, específicamente el artícu lo 26, apartado B y de la 
Ley para Determinar el Valor de la Unidad de Medida y Actualización, publica­
dos en el Diario Oficial de la Federación el 27 de enero y 30 de diciembre de 
2016, respectivamente, dado que la norma no distingue que la unidad de medida 
tenga aplicación para las cuestiones relativas a los incrementos de la cuota 
pensionaria, máxime que en el citado decreto, de los propios transitorios nueva­
mente se generaliza y reitera que a la fecha de su entrada en vigor, la Unidad 
de Medida y Actualización se entenderá para todas las menciones al salario mínimo 
como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la 
cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, esta­
tales, del Distrito Federal (hoy Ciudad de México), así como en cualquier dispo­
sición jurídica que emane de todas las anteriores; sin que deba estimarse lo 
contrario por el hecho de que en la exposición de motivos de la iniciativa que 
dio origen a esa ley, publicada en la Gaceta Parlamentaria 4517­VII de la Cámara 
de Dipu tados, el 27 de abril del mismo año, se estableciera: "Lo anterior no sig­
nifica que el salario mínimo no pueda seguir siendo empleado como índice, uni­
dad, base, medida o referencia para fines propios de su naturaleza, como ocurre 
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en el caso de las disposiciones relativas a seguridad social y pensiones, en las 
que dicho salario se utiliza como índice en la determinación del límite máximo 
del salario base de cotización (artícu lo 28 de la Ley del Seguro Social, por ejem­
plo)". Pues tal excepción, al no estar plasmada en el texto vigente del artícu lo 
26, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ni 
en la Ley para Determinar el Valor de la Unidad de Medida y Actualización o en sus 
transitorios, resulta ajena a esas normas.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
CUARTA REGIÓN.

(IV Región)1o.11 A (10a.)

Amparo directo 207/2019 (cuaderno auxiliar 325/2020) del índice del Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, con apoyo del 
Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz. Rafaela Castillo López. 1 de julio de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Riveros Caraza. Secretaria: Karen 
Yunis Escobar.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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V

VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA LABORAL. 
LA CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SECRETARIO DE LA JUNTA 
EN EL AUTO DE RADICACIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA 
DE LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES. La Ley Federal del Trabajo en sus 
artícu los 609, 620, 623, 625, 641, 721, 837 y 839, en su texto anterior a la re­
forma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, 
establece la integración de las Juntas especiales, su funcionamien to, así como 
el tipo de resoluciones que pueden dictar, destacándose que si se trata de 
actuaciones de mero trámite, bastará la presencia de su presidente o del auxi­
liar para llevar adelante la actuación, salvo los casos de excepción establecidos 
por la propia norma (personalidad, competencia, aceptación de pruebas, desis­
timien to de la acción y sustitución patronal), debiendo estar presentes sus inte­
grantes y autorizadas, en todos los casos, por su secretario (excepción hecha 
de las encomendadas a otros funcionarios) quien, incluso, incurrirá en falta en 
caso de no realizarlo. En este sentido, la Segunda Sala del Alto Tribunal, en la 
tesis de jurisprudencia 2a./J. 147/2004, se pronunció respecto del alcance de 
la certificación realizada por el secretario de la Junta en torno a su debida inte­
gración, y señaló que bastará con que dicho funcionario la haga constar, para 
que la actuación sea válida, incluso ante la falta de firma de alguno de sus in­
tegrantes. Lo anterior evidencia la importancia de la firma del secretario en el 
auto de radicación, pues de no advertirse ésta, se actualiza la hipótesis prevista 
en la fracción XI del artícu lo 172 de la Ley de Amparo, y deben estimarse vio­
ladas las formalidades esenciales del procedimien to que afectan las defensas 
del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, al practicarse en forma distinta 
a la prevista por la ley, lo que provoca su invalidez y la de las actuaciones sub­
secuentes, no su convalidación pues, de lo contrario, implicaría desatender el 
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principio de certeza jurídica, y se propiciaría la solución de conflictos jurídicos 
con base en actuaciones que carecen de requisitos de validez, lo que además 
rompería el equilibrio procesal, en contravención al debido proceso que salva­
guarda el artícu lo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO 
CIRCUITO.

VIII.1o.C.T.9 L (10a.)

Amparo directo 691/2019. Miguel José Prado Galán. 28 de noviembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Cruz Álvarez. Secretario: Mario 
Israel Pérez Herrera.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 147/2004, de rubro: "PRUEBAS EN EL PRO­
CEDIMIENTO LABORAL. SI EN EL ACTA RELATIVA A SU ADMISIÓN EL 
SECRETARIO DE ACUERDOS DA FE DE QUE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN 
Y ARBITRAJE SE ENCUENTRA INTEGRADA, SE ENTIENDE QUE ESTÁ 
CONFORMADA POR EL PRESIDENTE O AUXILIAR, EL SECRETARIO Y LOS 
REPRESENTANTES DE TRABAJADORES Y PATRONES." citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XX, octubre de 2004, página 381, con número de registro digital: 
180280.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO. SE ACTUALIZA EN EL JUICIO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL EN EL QUE SE RECLAME LA RESPON­
SABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DERIVADA DE UNA MALA PRAXIS 
MÉDICA, CUANDO ANTE LA MANIFIESTA NECESIDAD DEL EXPEDIENTE 
CLÍNICO DEL ACTOR Y LA OMISIÓN DE LA DEMANDADA DE EXHIBIRLO, 
EL MAGISTRADO INSTRUCTOR OMITE REQUERIRLO. Conforme al artícu lo 
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las auto­
ridades, en el ámbito de su competencia, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, 
así como de interpretar las disposiciones relativas a éstos de manera que se 
favorezca la protección más amplia a los gobernados. En ese tenor, si la autori­
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dad demandada omite exhibir en el juicio el expediente clínico ofrecido por el 
actor, en el cual constan las circunstancias y condiciones médicas en que se 
encontraba el paciente, así como los procedimien tos tanto quirúrgicos como 
preventivos que le fueron realizados y dicha omisión impacta en el correcto 
desahogo de otras pruebas, como la pericial en medicina forense, sin que 
el Magistrado instructor se lo requiera en ejercicio de la facultad prevista en el 
artícu lo 41 de la Ley Federal de Procedimien to Contencioso Administrativo, se 
actualiza una violación al procedimien to que trasciende al sentido del fallo 
y afecta las defensas del actor. Lo anterior no implica suplencia de la deficien­
cia a una de las partes, dado que sólo de esa manera se podrá esclarecer la 
verdad material de los hechos para que la Sala emita su determinación sin res­
tringir el derecho humano de acceso a la justicia; de lo contrario, la exhibición 
del expediente clínico podría quedar a elección de la demandada, en cuyo 
poder se encuentra.

VIGÉSIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO.

I.22o.A.1 A (10a.)

Amparo directo 120/2019. María Guadalupe Guadian Torres. 5 de marzo de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rosa Iliana Noriega Pérez. Secretario: Luis 
Felipe Ruiz Martínez Lasso.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

VIOLACIÓN FORMAL DEL PROCEDIMIENTO. LA FALTA DE FIRMA DEL 
PRESIDENTE O AUXILIAR DE TRÁMITE DE LA JUNTA ESPECIAL DE CON­
CILIACIÓN Y ARBITRAJE EN EL AUTO DE RADICACIÓN DE LA DEMANDA, 
DA LUGAR A LA CONVALIDACIÓN DE ESA ACTUACIÓN Y NO A LA REPO­
SICIÓN DE TODO EL PROCEDIMIENTO. Conforme al artícu lo 620, fracción II, 
inciso a), de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 1 de mayo de 2019, 
durante la tramitación de los conflictos individuales y de los colectivos de natu­
raleza jurídica, bastará la presencia del presidente o del auxiliar, quien llevará 
adelante la audiencia hasta su terminación. Ahora bien, el funcionario que inter­
venga en las actuaciones y resolución de los juicios deberá hacer constar su 
presencia estampando su firma en la actuación procesal correspondiente, por 
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constituir un requisito esencial para la plena validez de lo actuado pues, de 
lo contrario, se está frente a un auto de admisión y radicación formalmente defi­
ciente. Sin embargo, a efecto de no causar una afectación a las partes y en aras 
de respetar los principios de economía y adquisición procesal, así como sa­
neamien to de la causa, para subsanar tal ilegalidad y cumplir con las formalidades 
basta con que sea convalidada dicha actuación, al ordenar asentar la firma del 
servidor público competente que intervino en ella, sin que resulte necesaria la 
reposición del procedimien to respecto de las diversas actuaciones posteriores 
a la emisión del acuerdo convalidado; siempre y cuando en ese auto obre la 
firma del secretario que dio fe de la actuación.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTA­
VO CIRCUITO.

VIII.1o.C.T.6 L (10a.)

Amparo directo 522/2019. Comisión Federal de Electricidad. 28 de noviembre de 
2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Cruz Álvarez. Secretaria: Ana 
Rosa Ascencio Alvarado.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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ACUERDO GENERAL DE ADMINISTRACIÓN III/2020, DEL 
PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUS TI CIA DE 
LA NACIÓN, DE DIECISIETE DE SEP   TIEM BRE DE DOS 
MIL VEINTE, POR EL QUE SE REGULA EL TRÁ MITE 
ELECTRÓNICO Y USO DE LA FIRMA ELEC TRÓ NICA CER­
TIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
(FIREL) PARA ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS.

CONSIDERANDO

PRIMERO. En términos del artícu lo 100, último párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 14, fracciones I, VI y XIV, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, corresponde al Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación su administración, dictar las medidas 
necesarias para el buen servicio de sus oficinas, así como expedir los acuerdos 
generales que requiera en materia de administración.

SEGUNDO. De conformidad con los artícu los 8o. y 15 del Acuerdo Gene­
ral de Administración II/2014, de diecinueve de agosto de dos mil catorce, del 
Comité de Gobierno y Administración de este Alto Tribunal, los órganos que en 
dicho instrumento se señalan pueden hacer uso de mensajes de datos electró­
nicos, y utilizar la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federa­
ción (FIREL) en actos administrativos que, conforme a la normativa de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, se puedan sujetar a ese mecanismo 
mediante el uso de sistemas electrónicos.



Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

 Septiembre 20201014

TERCERO. La gestión eficiente de los asuntos a cargo de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, requiere la implementación de herramientas 
electrónicas que permitan facilitar los trámites administrativos, así como reducir 
los tiempos de atención y resolución. Adicionalmente, la utilización de tales me­
canismos es un factor que puede contribuir a lograr un ejercicio racional y aus­
tero de los recursos públicos.

CUARTO. En el contexto actual de la epidemia generada por el virus 
SARS­CoV2 (COVID­19), que derivó en la emergencia sanitaria decretada en el 
Acuerdo del Consejo de Salubridad General, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el treinta de marzo de dos mil veinte, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha ejecutado diversas medidas de promoción, prevención y con­
trol sanitario para reducir la posibilidad de contagios de dicha enfermedad y, 
en consecuencia, salvaguardar la vida y salud de los justiciables, público en 
general y servidores públicos.

QUINTO. Mediante el Acuerdo General de Administración II/2020 del Pre­
sidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de veintinueve de julio de 
dos mil veinte, se establecieron los lineamien tos de seguridad sanitaria en la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación durante la emergencia generada por 
el virus SARS­CoV2 (COVID­19), los cuales disponen diversas acciones que, con­
forme a las mejores prácticas, contribuyen a prevenir la transmisión del virus. 
En este sentido, una de las medidas que pueden añadirse para este propósito es 
la utilización de la firma electrónica y la realización de trámites electrónicos para 
actos administrativos a cargo de los órganos y áreas del Alto Tribunal, ya que 
permite reducir la movilidad de personal y el intercambio de materiales 
impresos.

SEXTO. En este orden de ideas, es necesario facultar a los servidores pú­
blicos competentes de cada órgano y área de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación para suscribir oficios, actas, opiniones, dictámenes, autorizaciones, y 
otros actos, así como realizar trámites internos, por medio de la FIREL o de comu­
nicaciones por correo electrónico institucional, según la naturaleza del asunto 
de que se trate.
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Por lo anterior, con fundamento en las disposiciones antes señaladas, se 
expide el siguiente:

ACUERDO GENERAL DE ADMINISTRACIÓN

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Acuerdo General de Administración 
tiene por objeto regular el uso de la Firma Electrónica Certificada del Poder Judi­
cial de la Federación para los actos administrativos cuya emisión corresponde 
al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y a las y los servi­
dores públicos de los órganos y áreas en el ámbito de sus respectivas atribu­
ciones, así como el trámite electrónico de los asuntos administrativos que tienen 
a su cargo.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para los efectos del presente Acuerdo General de 
Administración, se entenderá por:

I. Actuaciones Electrónicas: los actos administrativos a que se refiere 
este Acuerdo General de Administración que sean suscritos y comunicados o 
notificados por Medios Electrónicos;

II. Áreas: las previstas con tal carácter en el Reglamento Orgánico en 
Materia de Administración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los 
acuerdos generales de administración emitidos posteriormente; 

III. DGTI: la Dirección General de Tecnologías de la Información de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación;

IV. Documentos Electrónicos: los documentos generados, consultados, 
modificados o procesados por Medios Electrónicos;

V. FIREL: la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federa­
ción a que se refiere el Acuerdo General de Administración II/2014, de diecinue­
ve de agosto de dos mil catorce, del Comité de Gobierno y Administración, por 
el que se regula el uso de la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de 
la Federación (FIREL), en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y demás 
disposiciones jurídicas aplicables;
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VI. Medios Electrónicos: la FIREL, el correo electrónico institucional, así 
como la infraestructura tecnológica que permite efectuar la transmisión y recep­
ción de mensajes de datos, Documentos Electrónicos, audio y video;

VII. Mensaje de Datos: la información generada, enviada, recibida, archi­
vada o comunicada a través de Medios Electrónicos, que puede contener 
Documentos Electrónicos;

VIII. Órganos: los previstos con ese carácter en el Reglamento Orgánico 
en Materia de Administración y los acuerdos generales de administración emiti­
dos posteriormente;

IX. Presidente: el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación;

X. Servidor Público: la o el Servidor Público adscrito a cualquiera de los 
Órganos y Áreas;

XI. Sistema de Gestión Documental Institucional: la herramienta infor­
mática para el registro y administración de los documentos y expedientes de 
archivo producidos y recibidos por los Órganos y Áreas;

XII. Sistemas Electrónicos: las aplicaciones desarrolladas por o licencia­
das a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para recibir, realizar, entregar, 
comunicar o notificar las Actuaciones Electrónicas a que se refiere este Acuerdo 
General, y

XIII. Suprema Corte: la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

ARTÍCULO TERCERO. El Presidente, los titulares de los Órganos y Áreas, 
así como las y los servidores públicos de la Suprema Corte, en el ámbito de sus 
respectivas atribuciones, podrán formalizar con plena validez, los instrumentos, 
oficios, actas, actuaciones y demás documentos por medio de la FIREL, en rela­
ción con los asuntos administrativos que les corresponde resolver conforme a 
las leyes y la normativa emitida por la Suprema Corte.
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ARTÍCULO CUARTO. En el ejercicio de sus funciones, las y los servidores 
públicos mencionados en el artícu lo anterior procurarán formalizar sus docu­
mentos con la FIREL, y sólo utilizarán la firma autógrafa en casos excepcionales 
o cuando la utilización de la FIREL no resulte posible.

ARTÍCULO QUINTO. Los órganos colegiados previstos en la normativa 
interna de la Suprema Corte que tengan a su cargo la resolución de asuntos de 
índole administrativa, podrán celebrar sesiones por videoconferencia u otros 
medios de comunicación que establezca la DGTI, así como emitir convocato­
rias y suscribir actas, acuerdos y resoluciones por medio de la FIREL, conforme 
a las reglas que determinen.

ARTÍCULO SEXTO. La comunicación o notificación de los actos adminis­
trativos suscritos con la FIREL entre los servidores públicos de la Suprema 
Corte, se podrá realizar a través de los Sistemas Electrónicos. Respecto a las co­
municaciones o notificaciones electrónicas dirigidas al Consejo de la Judicatura 
Federal u otras autoridades, podrán realizarse conforme a lo que establezcan 
los convenios de intercomunicación correspondientes.

ARTÍCULO SÉPTIMO. La DGTI establecerá y regulará en el ámbito técnico 
los Sistemas Electrónicos necesarios para realizar las Actuaciones Electróni­
cas, los cuales deberán sujetarse a los principios de atribución, integridad, inten­
cionalidad, accesibilidad, seguridad y confidencialidad.

ARTÍCULO OCTAVO. Para las solicitudes, comunicaciones y consultas de 
carácter interno, se utilizará el correo electrónico institucional o los Sistemas 
Electrónicos como herramienta de comunicación con plena validez para esos 
efectos.

En el caso del correo electrónico institucional, la o el Servidor Público que 
lo emita solicitará acuse de recepción y/o lectura, por lo que la persona destina­
taria enviará por la misma vía acuse de recibo. Si el acuse respectivo no se 
emite dentro del día hábil siguiente, se presumirá recibido formalmente, salvo 
que se acredite una falla técnica que permita evidenciar lo contrario.

ARTÍCULO NOVENO. Los Documentos Electrónicos producidos o recibi­
dos por los Órganos y Áreas en el ejercicio de sus atribuciones, se considerarán 
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parte del archivo administrativo y deberán ser integrados en expedientes, con­
forme a las disposiciones aplicables en la materia.

ARTÍCULO DÉCIMO. Los archivos que hayan pasado por un proceso de 
digitalización o aquellos que por su origen sean digitales, serán considerados 
archivos electrónicos, por lo que deberán ser almacenados en la infraestructura 
tecnológica de la Suprema Corte, sin perjuicio de que su versión impresa pueda 
agregarse a los archivos físicos.

Los Órganos y Áreas de la Suprema Corte registrarán los Mensajes de 
Datos y los Documentos Electrónicos que generen con la FIREL en el Sistema 
de Gestión Documental Institucional y observarán los plazos de conservación 
señalados en el Catálogo de Disposición Documental de este Alto Tribunal y 
demás disposiciones jurídicas aplicables.

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO. La DGTI, a petición de parte interesada, 
determinará los casos en los que los correos electrónicos institucionales no 
pudieron recibirse o los Sistemas Electrónicos dejaron de funcionar debido a 
fallas técnicas, así como identificará cualquier vulnerabilidad en cuanto a la 
identidad del emisor, integridad del mensaje o de su confidencialidad.

En el supuesto de que una o un Servidor Público tenga conocimien to o 
sospeche que el acceso a su cuenta de correo electrónico institucional o de 
Sistemas Electrónicos ha sido vulnerado o su contraseña comprometida, debe­
rá notificarlo inmediatamente, por cualquier medio, a la DGTI, quien deberá dar 
respuesta a la brevedad.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Acuerdo General de Administración entrará en 
vigor al día siguiente de su aprobación.

SEGUNDO. Los Órganos y Áreas de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación realizarán las acciones necesarias y brindarán las facilidades condu­
centes para regularizar, en los casos que así se requiera conforme a las dispo­
siciones jurídicas aplicables, los trámites administrativos internos realizados 
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entre el 18 de marzo de 2020 y un día antes de la entrada en vigor del presente 
Acuerdo General de Administración.

Para tal efecto, se podrán ratificar mediante la Firma Electrónica Certifi­
cada del Poder Judicial de la Federación las autorizaciones de reestructuras 
organizacionales, de contrataciones plurianuales y acuerdos presupuestarios 
extraordinarios; lineamien tos específicos internos; aprobaciones de consulto­
rías, asesorías externas y servicios profesionales por honorarios, así como 
nombramien tos y movimien tos de personal, y otorgamien to de licencias que 
durante el periodo señalado en el párrafo anterior se hayan realizado, identifi­
cando las fechas a partir de las cuales surtieron efecto.

Respecto a las solicitudes, comunicaciones y consultas de carácter interno 
que se hayan realizado por medio del correo electrónico institucional durante el 
periodo señalado en el párrafo anterior, se estará a lo previsto en el Artícu lo Octavo 
del presente Acuerdo General de Administración, sin perjuicio de su integración 
en los archivos que correspondan conforme a la normativa aplicable.

TERCERO. Las y los servidores públicos de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación facultados conforme a la normativa interna para formalizar docu­
mentos, que a la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo General de 
Administración aún no tengan la Firma Electrónica Certificada del Poder Judi­
cial de la Federación, o teniéndola no se encuentre vigente, deberán realizar las 
gestiones necesarias para obtenerla o, en su caso, renovarla ante las autorida­
des certificadoras competentes.

CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, y en términos de los artícu los 70, fracción 
I, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y 71, 
fracción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pú­
blica, en medios de consulta pública de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.

Así lo acordó y firma el señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Presi­
dente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el diecisiete de septiem­
bre de dos mil veinte, ante el Director General de Asuntos Jurídicos que da fe.
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MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

LUIS FERNANDO CORONA HORTA
DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS

EN LA CIUDAD DE MÉXICO A DIECISIETE DE SEPTIEMBRE DE DOS 
MIL VEINTE, EL MAESTRO LUIS FERNANDO CORONA HORTA, DIRECTOR 
GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTI­
CIA DE LA NACIÓN, CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 9, FRACCIÓN 
X Y 35, FRACCIÓN XX, DEL REGLAMENTO ORGÁNICO EN MATERIA DE 
ADMINISTRACIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

CERTIFICA:

Que la presente copia constante de trece fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original del ACUERDO GENERAL DE ADMINISTRACIÓN 
III/2020, DEL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN, DE DIECISIETE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTE, POR EL 
QUE SE REGULA EL TRÁMITE ELECTRÓNICO Y USO DE LA FIRMA ELEC­
TRÓNICA CERTIFICADA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN (FIREL) 
PARA ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS, mismo que obra en los archivos de 
la Dirección General a mi cargo (D.O.F. DE 24 DE SEPTIEMBRE DE 2020).

Nota: Los Acuerdos Generales de Administración II/2014, de diecinueve de agosto 
de dos mil catorce, del Comité de Gobierno y Administración, por el que se 
regula el uso de la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Fe­
deración (FIREL), en la Suprema Corte de Justicia de la Nación; II/2020 del 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de veintinueve 
de julio de dos mil veinte, por el que se establecen los lineamien tos de segu­
ridad sanitaria en la Suprema Corte de Justicia de la Nación durante la 
emergencia generada por el virus SARS­CoV2 (COVID 19) y el Reglamento 
Orgánico en Materia de Administración de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación citados en este acuerdo, aparecen publicados en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 9, Tomo III, 
agosto de 2014, página 2003; 77, Tomo VII, agosto de 2020, página 6391, así 
como en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de agosto de 
2020 a las 10:15 horas, y 18, Tomo III, mayo de 2015, página 2432, con nú­
meros de registro digital: 2525, 5490 y 2651, respectivamente.

Este acuerdo se publicó el viernes 25 de septiembre de 2020 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL, QUE REFORMA LOS DIVERSOS 
QUE CREAN LOS CENTROS DE JUSTICIA PENAL FE­
DERAL, EN RELACIÓN CON LA SUSTITUCIÓN DE LOS 
JUECES DE DISTRITO.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. La administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del 
Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, corres­
ponde al Consejo de la Judicatura Federal, con fundamento en los artícu los 94, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
68 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación;

SEGUNDO. De conformidad con el artícu lo 100, primer párrafo de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Consejo de la Judicatura 
Federal es el órgano administrativo del Poder Judicial de la Federación con in­
dependencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones;

TERCERO. Es facultad del Consejo de la Judicatura Federal expedir acuer­
dos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones, de conformidad 
con lo previsto en los artícu los 100, octavo párrafo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación; y
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CUARTO. El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en sesión ordina­
ria celebrada el 19 de febrero de 2020, instruyó a la Dirección General de Asun­
tos Jurídicos realizar las acciones necesarias para ajustar la normativa que 
crea los Centros de Justicia Penal Federal respecto a la sustitución de los Jue­
ces de Distrito de los Centros.

Por lo anterior, se expide el siguiente:

ACUERDO

PRIMERO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17 del Acuerdo 
General 51/2014 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que crea el 
Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Puebla, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. En caso de que sea necesario sustituir a alguno de los Jue­
ces de Distrito del Centro se estará a lo siguiente:

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.
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Tratándose de un Tribunal de Alzada del Centro la sustitución recaerá en el 
otro Tribunal de Alzada del mismo Centro, salvo que ello no sea posible, supues­
to en el cual, la sustitución recaerá en los Tribunales de Alzada del Centro de 
Justicia Penal Federal más cercano, en el orden de su denominación.

La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."

SEGUNDO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, fracciones 
I y II del Acuerdo General 52/2014 del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Durango, para 
quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audiencia 
de juicio no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad con 
el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sistema 
de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la propuesta 
respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez al que le 
corresponderá la sustitución.

"...
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"..."

TERCERO. Se reforma la fracción V del artícu lo 2; el artícu lo 17, fracción 
II; y se adiciona la fracción IV Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al artícu lo 17 
del Acuerdo General 1/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Yucatán, para que­
dar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a IV. ...

"IV Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"V. Órganos Jurisdiccionales: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así 
como Tribunales de Enjuiciamien to y de Alzada;

"VI. a VII. ..."

"Artícu lo 17. ...

"I. ...

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."
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CUARTO. Se reforma la fracción V del artícu lo 2; el artícu lo 17, fracción II; 
y se adiciona la fracción IV Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al artícu lo 17 del 
Acuerdo General 2/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Zacatecas, para que­
dar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a IV. ...

"IV Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"V. Órganos Jurisdiccionales: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así 
como tribunales de Enjuiciamien to y de Alzada;

"VI. a VII. ..."

"Artícu lo 17. ...

"I. ...

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."

QUINTO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, fracciones I y 
II del Acuerdo General 31/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Guanajuato, para que­
dar como sigue:
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"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

SEXTO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, fracciones I y 
II del Acuerdo General 32/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Baja California Sur, 
para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
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que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

SÉPTIMO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, fracciones I 
y II del Acuerdo General 33/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Querétaro, para 
quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."
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"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

OCTAVO. Se reforma la fracción VI del artícu lo 2; el artícu lo 17, fracciones 
I y II; y se adiciona la fracción V Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al artícu lo 
17 del Acuerdo General 34/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de San Luis Potosí, 
para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a V. ...

"V Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"VI. Juzgadores: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así como Tribuna­
les de Enjuiciamien to y de Alzada;

"VII. a VIII. ..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y
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"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."

NOVENO. Se reforma la fracción VI del artícu lo 2; el artícu lo 17, fracción II; 
y se adiciona la fracción V Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al artícu lo 17 del 
Acuerdo General 44/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Coahuila de Zaragoza, 
con residencia en Torreón, para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a V. ...

"V Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"VI. Juzgadores: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así como Tribuna­
les de Enjuiciamien to y de Alzada;

"VII. a VIII. ..."

"Artícu lo 17. ...

"I. ...

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
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ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez al 
que le corresponderá la sustitución.

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."

DÉCIMO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, fracciones I y 
II del Acuerdo General 45/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Sinaloa, con resi­
dencia en Culiacán, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, sin perjuicio de lo dis­
puesto en los artícu los 7 y 8 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que regula los Centros de Justicia Penal Federal, debiendo 
especificar el carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin em­
bargo, aquellos que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to ante­
rior a la audiencia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, 
de conformidad con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos 
Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
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tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

DECIMOPRIMERO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 46/2015 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Oaxaca, con residencia en San Bartolo Coyotepec, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, sin perjuicio de lo dis­
puesto en los artícu los 7 y 8 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que regula los Centros de Justicia Penal Federal, debiendo 
especificar el carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin em­
bargo, aquellos que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to ante­
rior a la audiencia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, 
de conformidad con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos 
Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
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propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

DECIMOSEGUNDO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 47/2015 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Chihuahua, con residencia en la ciudad del mismo nombre, para quedar como 
sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, sin perjuicio de lo dis­
puesto en los artícu los 7 y 8 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que regula los Centros de Justicia Penal Federal, debiendo 
especificar el carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin em­
bargo, aquellos que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to ante­
rior a la audiencia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, 
de conformidad con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos 
Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
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propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

DECIMOTERCERO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 48/2015 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Chiapas, con residencia en Cintalapa de Figueroa, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...
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"..."

DECIMOCUARTO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, frac­
ciones I y II del Acuerdo General 49/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Nayarit, 
con residencia en Tepic, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

DECIMOQUINTO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, frac­
ciones I y II del Acuerdo General 50/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Tlaxcala, 
con residencia en Apizaco, para quedar como sigue:
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"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

DECIMOSEXTO. Se reforman los artícu los 4, segundo párrafo; y 17, frac­
ciones I y II del Acuerdo General 3/2016, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que crea los Centros de Justicia Penal Federal en la Ciudad de México, 
con sede en los reclusorios Oriente, Sur y Norte, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
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que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

DECIMOSÉPTIMO. Se reforma la fracción VI del artícu lo 2; el artícu lo 17, 
fracción II; y se adiciona la fracción V Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al 
artícu lo 17 del Acuerdo General 4/2016, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de México, 
con residencia en Nezahualcóyotl, para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a V. ...

"V Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"VI. Juzgadores: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así como Tribuna­
les de Enjuiciamien to y de Alzada;
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"VII. a VIII. ..."

"Artícu lo 17. ...

"I. ...

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."

DECIMOCTAVO. Se reforma la fracción VI del artícu lo 2; el artícu lo 17, 
fracción II; y se adiciona la fracción V Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al 
artícu lo 17 del Acuerdo General 5/2016, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Morelos, 
con residencia en la Ciudad de Cuernavaca, para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a V. ...

"V Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"VI. Juzgadores: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así como Tribuna­
les de Enjuiciamien to y de Alzada;

"VII. a VIII. ..."
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"Artícu lo 17. ...

"I. ...

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."

DECIMONOVENO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 6/2016, del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Hidalgo, con residencia en Pachuca, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y
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"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

VIGÉSIMO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, fracciones 
I y II del Acuerdo General 7/2016, del Pleno del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Colima, con 
residencia en la ciudad del mismo nombre, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
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propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

VIGESIMOPRIMERO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 8/2016, del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Aguascalientes, con residencia en la ciudad del mismo nombre, para quedar 
como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...
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"..."

VIGESIMOSEGUNDO. Se reforma la fracción VI del artícu lo 2; el artícu lo 
17, fracción II; y se adiciona la fracción V Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al 
artícu lo 17 del Acuerdo General 9/2016, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Tabasco, 
con residencia en Villahermosa, para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a V. ...

"V Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"VI. Juzgadores: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así como Tribuna­
les de Enjuiciamien to y de Alzada;

"VII. a VIII. ...

"Artícu lo 17. ...

"I. ...

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."
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VIGESIMOTERCERO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 10/2016, del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Nuevo León, con residencia en Cadereyta, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

VIGESIMOCUARTO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 11/2016, del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Quintana Roo, con residencia en Cancún, para quedar como sigue:
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"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

VIGESIMOQUINTO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 24/2016 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Sonora, con residencia en Hermosillo, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 



Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

 Septiembre 20201046

que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

VIGESIMOSEXTO. Se reforma la fracción VI del artícu lo 2; el artícu lo 17, 
fracción II; y se adiciona la fracción V Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al 
artícu lo 17 del Acuerdo General 25/2016 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que crea los Centros de Justicia Penal Federal en el Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave, con residencia en las ciudades de Xalapa y Coatzacoal­
cos, para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a V. ...

"V Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"VI. Juzgadores: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así como Tribuna­
les de Enjuiciamien to y de Alzada;
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"VII. a VIII. ..."

"Artícu lo 17. ...

"I. ...

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."

VIGESIMOSÉPTIMO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 26/2016 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Michoacán, con residencia en Morelia, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, sin perjuicio de lo dis­
puesto en los artícu los 7 y 8 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que regula los Centros de Justicia Penal Federal, debiendo 
especificar el carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin em­
bargo, aquellos que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to ante­
rior a la audiencia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, 
de conformidad con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos 
Penales.
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"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

VIGESIMOCTAVO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 27/2016 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Campeche, con residencia en San Francisco de Campeche, para quedar como 
sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y
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"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

VIGESIMONOVENO. Se reforma la fracción VI del artícu lo 2; el artícu lo 17, 
fracción II; y se adiciona la fracción V Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al 
artícu lo 17 del Acuerdo General 31/2016 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que crea los Centros de Justicia Penal Federal en el Estado de Tamau­
lipas, con residencia en Reynosa y Ciudad Victoria, para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a V. ...

"V Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"VI. Juzgadores: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así como Tribuna­
les de Enjuiciamien to y de Alzada;

"VII. a VIII. ..."

"Artícu lo 17. ...

"I. ...

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
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tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."

TRIGÉSIMO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, fraccio­
nes I y II del Acuerdo General 32/2016 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Guerrero, 
con residencia en Acapulco, para quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
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propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

TRIGESIMOPRIMERO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 33/2016 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea los Centros de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Baja California, con residencia en las ciudades de Mexicali y Tijuana, para que­
dar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"...

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...
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"...

"..."

TRIGESIMOSEGUNDO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 
17, fracciones I y II del Acuerdo General 37/2016 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Jalisco, con residencia en el Complejo Penitenciario Puente Grande, para que­
dar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."
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TRIGESIMOTERCERO. Se reforman los artícu los 4, párrafo segundo; y 17, 
fracciones I y II del Acuerdo General 5/2017 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
México, con residencia en el Municipio de Almoloya de Juárez (Altiplano), para 
quedar como sigue:

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, sin perjuicio de lo dis­
puesto en los artícu los 7 y 8 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que regula los Centros de Justicia Penal Federal, debiendo 
especificar el carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin em­
bargo, aquellos que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to ante­
rior a la audiencia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, 
de conformidad con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos 
Penales.

"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

TRIGESIMOCUARTO. Se reforman los artícu los 4; 2, fracción VI; y 17, frac­
ciones I y II; y se adiciona la fracción V Bis al artícu lo 2 del Acuerdo General 
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11/2018 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que crea el Centro de 
Justicia Penal Federal en el Estado de Chiapas, con residencia en Tapachula, 
para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. a V. ...

"V Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"VI. Juzgadores: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así como Tribuna­
les de Enjuiciamien to y de Alzada;

"VII. a VIII. ..."

"Artícu lo 4. El Centro se integrará por los Jueces de Distrito y Tribunales 
de Alzada que sean adscritos por el Pleno, atendiendo a las necesidades para 
la impartición de justicia.

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, debiendo especificar el 
carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin embargo, aquellos 
que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to anterior a la audien­
cia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, de conformidad 
con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos Penales.

"El Centro contará con la plantilla laboral autorizada, y la Administración 
del Centro se regirá conforme a las disposiciones del Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que regula los Centros de Justicia 
Penal Federal."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y
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"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

TRIGESIMOQUINTO. Se reforman los artícu los 2, fracción I; 4, párrafo se­
gundo; y 17, fracciones I y II del Acuerdo General 29/2018 del Pleno del Con­
sejo de la Judicatura Federal, por el que inicia funciones el Centro de Justicia 
Penal Federal en el Estado de Chihuahua, con residencia en Ciudad Juárez, 
para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. Administrador: Administrador del Centro de Justicia Penal Federal, en 
términos del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que regula los Centros de Justicia Penal Federal;

"II. a VIII. ..."

"Artícu lo 4. ...

"Los Jueces de Distrito tendrán competencia para actuar indistintamente 
como Jueces de Control y Tribunales de Enjuiciamien to, sin perjuicio de lo dis­
puesto en los artícu los 7 y 8 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que regula los Centros de Justicia Penal Federal, debiendo 
especificar el carácter de su actuación en las constancias respectivas, sin em­
bargo, aquellos que hayan intervenido en alguna etapa del procedimien to ante­
rior a la audiencia de juicio, no podrán fungir como Tribunal de Enjuiciamien to, 
de conformidad con el artícu lo 350 del Código Nacional de Procedimien tos 
Penales.
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"..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"..."

TRIGESIMOSEXTO. Se reforman los artícu los 2, fracción I y VI; 17, fraccio­
nes I y II; y se adiciona la fracción V Bis al artícu lo 2; y un último párrafo al artícu­
lo 17 del Acuerdo General 36/2018 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, por el que inicia funciones el Centro de Justicia Penal Federal en el 
Estado de Baja California, con residencia en Ensenada; y que reforma y adicio­
na disposiciones de diversos acuerdos generales, para quedar como sigue:

"Artícu lo 2. ...

"I. Administrador: Administrador del Centro de Justicia Penal Federal, en 
términos del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que regula los Centros de Justicia Penal Federal;

"II. a V. ...

"V Bis. Juez de Ejecución: Juez de Distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio con competencia en ejecución;

"VI. Juzgadores: Jueces de Control, Juez de Ejecución, así como Tribuna­
les de Enjuiciamien to y de Alzada;
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"VII. a VIII. ..."

"Artícu lo 17. ...

"I. La sustitución recaerá en otro Juez de Distrito del mismo Centro; y

"II. De no ser posible la sustitución en los términos previstos en la fracción 
anterior, deberá hacerse del conocimien to de la Secretaría Ejecutiva de Crea­
ción de Nuevos Órganos y de la Unidad para la Consolidación del Nuevo Sis­
tema de Justicia Penal, para que sea analizada y en su caso, se efectúe la 
propuesta respectiva al órgano competente a fin de que se determine el Juez 
al que le corresponderá la sustitución.

"...

"La sustitución del Juez de Ejecución recaerá en cualquier otro Juez de 
Distrito del Centro."

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, 
y para su mayor difusión, en el Semanario Judicial de la Federación y su Gace­
ta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en Intranet e 
Internet.

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJE­
CUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL,

CERTIFICA:

Que este Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que reforma los diversos que crean los Centros de Justicia Penal Federal, en 
relación con la sustitución de los Jueces de Distrito, fue aprobado por el Pleno 
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del propio Consejo, en sesión ordinaria de 29 de julio de 2020, por unanimi­
dad de votos de los señores Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Bernardo Bátiz Vázquez, Jorge Antonio Cruz Ramos, Eva Veróni­
ca de Gyvés Zárate, Alejandro Sergio González Bernabé, Sergio Javier Molina 
Martínez y Loretta Ortiz Ahlf.—Ciudad de México, a 8 de septiembre de 2020 
(D.O.F. DE 21 DE SEPTIEMBRE DE 2020).

Nota: Los Acuerdos Generales del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
36/2014, que regula los Centros de Justicia Penal Federal; y que reforma y 
adiciona disposiciones de diversos acuerdos generales, 51/2014, que crea el 
Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Puebla, 52/2014, que crea 
el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Durango, 1/2015, que 
crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Yucatán; 2/2015, 
que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Zacatecas, 
31/2015, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Gua­
najuato, 32/2015, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado 
de Baja California Sur, 33/2015, que crea el Centro de Justicia Penal Federal 
en el Estado de Querétaro, 34/2015, que crea el Centro de Justicia Penal 
Federal en el Estado de San Luis Potosí, 44/2015, que crea el Centro de Jus­
ticia Penal Federal en el Estado de Coahuila de Zaragoza, con residencia en 
Torreón, 45/2015, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado 
de Sinaloa, con residencia en Culiacán, 46/2015, que crea el Centro de Jus­
ticia Penal Federal en el Estado de Oaxaca, con residencia en San Bartolo 
Coyotepec, 47/2015, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Es­
tado de Chihuahua, con residencia en la ciudad del mismo nombre, 48/2015, 
que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Chiapas, con 
residencia en Cintalapa de Figueroa, 49/2015, que crea el Centro de Justicia 
Penal Federal en el Estado de Nayarit, con residencia en Tepic, 50/2015, que 
crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Tlaxcala, con resi­
dencia en Apizaco, 3/2016, que crea los Centros de Justicia Penal Federal en 
la Ciudad de México, con sede en los Reclusorios Oriente, Sur y Norte, 
4/2016, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de México, 
con residencia en Nezahualcóyotl, 5/2016, que crea el Centro de Justicia 
Penal Federal en el Estado de Morelos, con residencia en la ciudad de Cuer­
navaca, 6/2016, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Hidalgo, con residencia en Pachuca, 7/2016, que crea el Centro de Justicia 
Penal Federal en el Estado de Colima, con residencia en la ciudad del mismo 
nombre, 8/2016, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Aguascalientes, con residencia en la ciudad del mismo nombre, 9/2016, que 
crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Tabasco, con resi­
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dencia en Villahermosa, 10/2016, que crea el Centro de Justicia Penal Fede­
ral en el Estado de Nuevo León, con residencia en Cadereyta, 11/2016, que 
crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Quintana Roo, con 
residencia en Cancún, 24/2016, que crea el Centro de Justicia Penal Federal 
en el Estado de Sonora, con residencia en Hermosillo, 25/2016, que crea los 
Centros de Justicia Penal Federal en el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave, con residencia en las ciudades de Xalapa y Coatzacoalcos, 26/2016, 
que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Michoacán, con 
residencia en Morelia, 27/2016, que crea el Centro de Justicia Penal Federal 
en el Estado de Campeche, con residencia en San Francisco de Campeche, 
31/2016, que crea los Centros de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Tamaulipas, con residencia en Reynosa y Ciudad Victoria, 32/2016, que crea 
el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Guerrero, con residencia 
en Acapulco, 33/2016, que crea los Centros de Justicia Penal Federal en el 
Estado de Baja California, con residencia en las ciudades de Mexicali y Tijua­
na, 37/2016, que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
Jalisco, con residencia en el Complejo Penitenciario Puente Grande, 5/2017, 
que crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de México, con 
residencia en el Municipio de Almoloya de Juárez (Altiplano), 11/2018, que 
crea el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Chiapas, con resi­
dencia en Tapachula, 29/2018, por el que inicia funciones el Centro de Jus­
ticia Penal Federal en el Estado de Chihuahua, con residencia en Ciudad 
Juárez y 36/2018, por el que inicia funciones el Centro de Justicia Penal Fe­
deral en el Estado de Baja California, con residencia en Ensenada; y que 
reforma y adiciona disposiciones de diversos acuerdos generales citados en 
este acuerdo, aparecen publicados en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libros 12, Tomo IV, noviembre de 2014, páginas 
3073, 3142 y 3151; 15, Tomo III, febrero de 2015, páginas 2935 y 2944; 21, 
Tomo III, agosto de 2015, páginas 2730, 2739, 2748 y 2756; 24, Tomo IV, noviem­
bre de 2015, páginas 3777, 3786, 3795, 3804, 3814, 3823 y 3832; 27, Tomo 
III, febrero de 2016, páginas 2302, 2312, 2322, 2331, 2341, 2350, 2359, 2369 
y 2378; 29, Tomo III, abril de 2016, páginas 2664, 2673, 2684 y 2693; 31, 
Tomo V, junio de 2016, páginas 3154, 3165, 3175 y 3204; 43, Tomo IV, junio 
de 2017, página 3104; 54, Tomo III, mayo de 2018, página 2902; 59, Tomo III, 
octubre de 2018, página 2573; y 60, Tomo III, noviembre de 2018, página 
2656, con números de registro digital: 2559, 2566, 2567, 2608, 2609, 2702, 
2703, 2704, 2705, 2767, 2768, 2769, 2770, 2771, 2772, 2773, 2813, 2814, 
2815, 2816, 2817, 2818, 2819, 2820, 2821, 2846, 2847, 2848, 2849, 2879, 
2880, 2884, 2878, 3024, 5209, 5271 y 5285, respectivamente.

Este acuerdo se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACUERDO GENERAL 20/2020, DEL PLENO DEL CON­
SEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE REFORMA Y 
DEROGA EL SIMILAR 3/2013, RELATIVO A LA DE­
TERMINACIÓN DEL NÚMERO Y LÍMITES TERRITO­
RIALES DE LOS CIRCUITOS JUDICIALES EN QUE SE 
DIVIDE LA REPÚBLICA MEXICANA; Y AL NÚMERO, A 
LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL Y ESPECIALI ZACIÓN 
POR MATERIA DE LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO Y DE 
LOS JUZGADOS DE DISTRITO, EN RELACIÓN CON LA 
INCORPORACIÓN DEL MUNICI PIO DE SAN QUINTÍN A 
LA JURISDICCIÓN TERRI TORIAL DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA.

CONSIDERANDO

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artícu los 94, párrafo se­
gundo; 100, párrafos primero y octavo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; y 68 y 81, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de 
la administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial de los Tribunales de Cir­
cuito y Juzgados de Distrito, con independencia técnica, de gestión y para emi­
tir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales 
que permitan el adecuado ejercicio de sus atribuciones;

SEGUNDO. Los artícu los 94, párrafo sexto, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracciones IV, V y VI, 144 y 145 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, establecen que son atribuciones 
del Consejo de la Judicatura Federal determinar el número, límites territoriales 
y, en su caso especialización por materia de los Tribunales de Circuito y Juz­
gados de Distrito en cada uno de los Circuitos en que se divide el territorio de 
la República Mexicana, mediante acuerdos generales;

TERCERO. El artícu lo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, establece que toda persona tiene derecho a 
que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla 
en los plazos y términos que fijen las leyes;
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CUARTO. El veintisiete de febrero del 2020, se publicó en el Periódico Ofi­
cial del Estado de Baja California, el "DECRETO No. 46 mediante el cual se aprueba 
la creación del Municipio de San Quintín, Baja California".

Por lo anterior, se expide el siguiente

ACUERDO

Artícu lo 1. Se incorpora a la jurisdicción territorial de los Tribunales Cole­
giados en Materia Civil y de Trabajo con residencia en Tijuana, Baja California, 
el Municipio de San Quintín.

Artícu lo 2. Se incorpora a la jurisdicción territorial de los Tribunales Uni­
tarios con residencia en Tijuana, Baja California, el Municipio de San Quintín.

Artícu lo 3. Se incorpora a la jurisdicción territorial de los Juzgados de 
Distrito en el Estado de Baja California, con residencia en Ensenada, el Muni­
cipio de San Quintín.

Artícu lo 4. Se incorpora a la jurisdicción territorial del Centro de Justicia 
Penal Federal en el Estado de Baja California, con sede en Ensenada, el Muni­
cipio de San Quintín.

Artícu lo 5. El Pleno y las Comisiones de Creación de Nuevos Órganos; de 
Carrera Judicial; de Administración; y de Adscripción del Consejo de la Judica­
tura Federal, estarán facultados para interpretar y resolver las cuestiones admi­
nistrativas que se susciten con motivo de la aplicación del presente Acuerdo en 
el ámbito de sus respectivas competencias.

Artícu lo 6. Se deroga la fracción II del artícu lo QUINTO TER y se reforman 
los numerales TERCERO, fracción XV, párrafos segundo a cuarto; CUARTO, 
fracción XV, párrafo cuarto; QUINTO TER, fracción I. Ter., del Acuerdo General 
3/2013, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la determi­
nación del número y límites territoriales de los Circuitos Judiciales en que se 
divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especia­
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lización por materia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, 
para quedar como sigue:

"TERCERO. ...

I. a XIV. ...

XV. ...

Los Tribunales Colegiados en Materias Civil y de Trabajo con residencia en 
Tijuana, tendrán jurisdicción en el territorio que comprende dicho Municipio y 
en los diversos de Ensenada, San Quintín, Playas de Rosarito y Tecate, en el 
Estado de Baja California.

Los Tribunales Unitarios con residencia en Mexicali, será igual a la estable­
cida para los Juzgados de Distrito en el Estado de Baja California, con sede en 
dicha ciudad.

Los Tribunales Unitarios con residencia en Tijuana tendrán la misma que 
la establecida para los Juzgados de Distrito en el Estado de Baja California, con 
sede en la citada ciudad y en Ensenada.

CUARTO. ...

I. a XIV. ...

XV. ...

...

...

Los Juzgados de Distrito en el Estado de Baja California, con residencia en 
Ensenada, ejercerán jurisdicción territorial en el Distrito Judicial conformado 
por el Municipio del mismo nombre y en San Quintín.
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QUINTO TER ...

I. a I.Bis. ...;

I. Ter. Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Baja California, con 
sede en Ensenada, cuya jurisdicción territorial comprenderá dicho Municipio y 
San Quintín;

II. Derogado."

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su 
aprobación.

Los asuntos que se hayan recibido desde la creación del Municipio de San 
Quintín y antes de la entrada en vigor del presente Acuerdo serán competencia 
de los órganos jurisdiccionales señalados en el presente instrumento norma­
tivo, en el entendido de que ya tenían competencia desde que el Municipio 
creado integraba el diverso de Ensenada.

SEGUNDO. Infórmese la presente determinación a la Unidad de Consoli­
dación del Nuevo Sistema de Justicia Penal, así como a las Direcciones Genera­
les de Estadística Judicial, Gestión Judicial y de Tecnologías de la Información, 
para su conocimien to y efectos procedentes.

TERCERO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; así como en el portal del 
Consejo de la Judicatura Federal en Internet.

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJE­
CUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL,

CERTIFICA:

Que este Acuerdo General 20/2020, del Pleno del Consejo de la Judica­
tura Federal, que reforma y deroga el similar 3/2013, relativo a la determinación 
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del número y límites territo riales de los Circuitos Judiciales en que se divide la 
República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización 
por materia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, en rela­
ción con la incorporación del Municipio de San Quintín a la jurisdicción territorial 
del Estado de Baja California, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en 
sesión ordinaria de 15 de julio de 2020, por unanimidad de votos de los seño­
res Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Bernardo 
Bátiz Vázquez, Jorge Antonio Cruz Ramos, Eva Verónica de Gyvés Zárate, 
Alejandro Sergio González Ber nabé, Sergio Javier Molina Martínez y Loretta 
Ortiz Ahlf.—Ciudad de México, a 8 de septiembre de 2020 (D.O.F. DE 21 DE 
SEPTIEMBRE DE 2020).

Nota: El Acuerdo General 3/2013, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
relativo a la determinación del número y límites territoriales de los Distritos 
y Circuitos Judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a 
la jurisdicción territorial y especialización por materia de los Tribunales de 
Circuito y de los Juzgados de Distrito citado en este acuerdo, aparece publi­
cado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XVII, Tomo 2, febrero de 2013, página 1559, con número de registro 
digital: 2325.

Este acuerdo se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 

ACUERDO CCNO/4/2020, DE LA COMISIÓN DE CREA­
CIÓN DE NUEVOS ÓRGANOS, RELATIVO AL INICIO DE 
FUNCIONES Y DOMICILIO DE LA OFICINA DE CORRES­
PONDENCIA COMÚN DE LOS TRIBUNALES COLE­
GIADOS DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
PRIMERA REGIÓN; AL USO DEL SISTEMA COMPU­
TARIZADO PARA LA RECEPCIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE 
NUEVOS ASUNTOS; Y A LAS REGLAS DE TURNO PARA 
LOS REFERIDOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES.

CONSIDERANDO

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artícu los 94, párrafo segundo; 
100, párrafos primero y octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 



1065Sección Segunda Consejo de la Judicatura Federal

Sexta Parte NORMATIVA, ACUERDOS RELEVANTES Y OTROS

Mexicanos; y 68 y 81, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede­
ración, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la admi­
nistración, vigilancia, disciplina y carrera judicial de los Tribunales de Circuito y 
Juzgados de Distrito, con independencia técnica, de gestión y para emitir sus reso­
luciones. Además, está facultado para expedir acuerdos generales que permi­
tan el adecuado ejercicio de sus atribuciones.

SEGUNDO. El artícu lo 39 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede­
ración dispone que cuando se establezcan en un mismo lugar varios Tribunales 
Colegiados con residencia en un mismo lugar que no tengan jurisdicción espe­
cial, o que deban conocer de una misma materia, tendrán una oficina de correspon­
dencia común que recibirá las promociones, las registrarán por orden numérico 
riguroso y las turnarán inmediatamente al órgano que corresponda de conformi­
dad con las disposiciones que dicte el Consejo de la Judicatura Federal.

TERCERO. El Acuerdo General 20/2009 del Pleno del Consejo de la Judi­
catura Federal, que crea el Centro Auxiliar de la Primera Región, así como los 
órganos jurisdiccionales que lo integrarán, creó la Oficina de Correspondencia 
Común que prestará servicio a los órganos jurisdiccionales que integran el 
mencionado centro auxiliar.

CUARTO. El artícu lo 81, fracción XXIV, de la citada Ley Orgánica, otorga 
facultades al Consejo de la Judicatura Federal para dictar las disposiciones 
necesarias para regular el turno de los asuntos de la competencia de los Tribu­
nales de Circuito o Juzgados de Distrito, cuando en un mismo lugar haya varios 
de ellos. Estas facultades fueron delegadas a la Comisión de Creación de Nue­
vos Órganos, de conformidad con el artícu lo 42, fracción III, del Acuerdo General 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reglamenta la organización 
y funcionamien to del propio Consejo.

QUINTO. El Poder Judicial de la Federación cuenta con un sistema compu­
tarizado para la recepción y distribución de nuevos asuntos, cuyo establecimien­
to resulta conveniente para regular el ingreso de éstos a los Tribunales de 
Circuito y Juzgados de Distrito, pues hace que el turno a los órganos jurisdiccio­
nales sea impredecible, dificultando su manipulación, además de que origina 
que el reparto de los asuntos entre los órganos jurisdiccionales federales sea 
equitativo.
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SEXTO. En sesión de nueve de diciembre de dos mil diecinueve, la Comisión 
de Creación de Nuevos Órganos determinó que la Oficina de Correspondencia 
Común de los Juzgados de Distrito Especializados en Ejecución de Penas pres­
taría servicio al Primer y Cuarto Tribunales Colegiados de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Primera Región para la recepción y turno de los asuntos de su 
competencia.

SÉPTIMO. En sesión de veinte de julio de dos mil veinte, la misma Comi­
sión aprobó la instalación de una Oficina de Correspondencia Común para la 
recepción y turno de los asuntos de la competencia del Primer y Cuarto Tribu­
nales Colegiados de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región.

OCTAVO. En la actualidad se cuenta con la infraestructura y elementos 
necesarios para instalar la Oficina de Correspondencia Común que preste ser­
vicio a los órganos jurisdiccionales mencionados.

Por lo anterior, se expide el siguiente:

ACUERDO

Artícu lo 1. Se instala la Oficina de Correspondencia Común de los Tribu­
nales Colegiados de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con resi­
den cia en la Ciudad de México, iniciando funciones a partir del dieciséis de 
septiembre de 2020, y se establece obligatoriamente el uso del sistema compu­
tarizado de recepción y distribución de los nuevos asuntos que corresponda 
conocer al Primer y Cuarto Tribunales Colegiados de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Primera Región.

Artícu lo 2. El domicilio de la Oficina de Correspondencia Común de los 
Tribunales Colegiados de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región estará 
ubicado en el edificio Sede "Florida", sito en Avenida de los Insurgentes Sur 
número 1888, piso 9, colonia Florida, código postal 01030, Alcaldía Álvaro Obre­
gón en la Ciudad de México.

Artícu lo 3. La Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Cole­
giados de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la 
Ciudad de México, funcionará conforme a lo establecido en el Acuerdo General 
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del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones 
en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales. La distri­
bución de los nuevos asuntos que se presenten en la oficina de referencia, 
desde el momento en que inicie sus funciones, se llevará a cabo entre el Primer 
y Cuarto Tribunales Colegiados de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región.

Artícu lo 4. El sistema de recepción y distribución de nuevos asuntos auto­
rizado, únicamente puede ser modificado por el Consejo de la Judicatura Federal.

Artícu lo 5. La Oficina de Correspondencia Común en cita, recibirá las pro­
mociones de término fuera del horario de labores de los Tribunales Colegiados 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciu­
dad de México.

Artícu lo 6. La Comisión de Creación de Nuevos Órganos del Consejo de 
la Judicatura Federal, está facultada para interpretar y resolver las cuestiones 
administrativas que se susciten con motivo de la aplicación del presente Acuer­
do, en el ámbito de su competencia.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su aprobación.

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, 
y para su mayor difusión en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; 
así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en Internet.

TERCERO. La Secretaría Ejecutiva de Administración, por conducto de las 
áreas administrativas a su cargo que resulten competentes, dotará a la Oficina 
de Correspondencia Común que inicia funciones de la infraestructura y 
equipamien to necesarios para el desempeño de sus labores.

LA JUEZA ILEANA MORENO RAMÍREZ, SECRETARIA EJECUTIVA DE 
CREACIÓN DE NUEVOS ÓRGANOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL,
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CERTIFICA:

Que este Acuerdo CCNO/4/2020 de la Comisión de Creación de Nuevos 
Órganos del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al inicio de funciones y 
domicilio de la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región; al uso del sistema compu­
tarizado para la recepción y distribución de nuevos asuntos; y a las reglas de 
turno para los referidos órganos jurisdiccionales, fue aprobado por la propia 
Comisión en sesión ordinaria celebrada el veinticuatro de agosto de dos mil 
veinte, por los señores Consejeros: Presidente Bernardo Bátiz Vázquez, Jorge 
Antonio Cruz Ramos y Sergio Javier Molina Martínez.–Ciudad de México, veinti­
cuatro de agosto de dos mil veinte (D.O.F. DE 15 DE SEPTIEMBRE DE 2020).

Nota: Los Acuerdos Generales 20/2009, que crea el Centro Auxiliar de la Primera 
Región, con residencia en el Distrito Federal, así como los órganos jurisdic­
cionales que lo integrarán, el que reglamenta la organización y funcionamien to 
del propio Consejo y el que reforma y deroga el similar que establece las 
disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdic­
cionales, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal (Aprobado el 10 
junio de 2015) citados en este acuerdo, aparecen publicados en el Semana­
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, junio de 
2009, página 1145; Décima Época, Libro V, Tomo 3, febrero de 2012, página 
2433 y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 20, Tomo II, julio de 2015, página 1797, con números de registro digital: 
1799, 2194 y 2687, respectivamente.

Este acuerdo se publicó el viernes 11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

AVISO DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA EN SESIÓN OR­
DINARIA DE 11 DE MARZO DE 2020 POR EL PLENO DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, EN CUM­
PLIMIEN TO DE LA EJECUTORIA DICTADA POR LA 
PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN EN EL RECURSO DE REVISIÓN ADMI­
NISTRATIVA 20/2016, INTERPUESTO POR LA LICEN­
CIADA CLAUDIA LUZ HERNÁNDEZ SÁNCHEZ.
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De conformidad con el segundo párrafo del artícu lo 72 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación se hace del conocimien to que en sesión 
ordinaria de 11 de marzo de 2020 el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
en cumplimien to de la ejecutoria dictada por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en el recurso de revisión administrativa 20/2016, inter­
puesto por la licenciada Claudia Luz Hernández Sánchez, resolvió:

PRIMERO. Derivado del cumplimien to a la ejecutoria de 9 de octubre de 
2019, pronunciada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en el recurso de revisión administrativa 20/2016, se determina que 
Claudia Luz Hernández Sánchez resultó vencedora en el Vigésimo Tercer 
Concurso Interno de Oposición para la designación de Jueces de Distrito, 
sede Toluca, Estado de México.

SEGUNDO. En consecuencia, se designa a Claudia Luz Hernández Sán­
chez, Jueza de Distrito; y se acuerda informar a la Comisión de Adscripción 
para los efectos correspondientes.

TERCERO. Remítase copia certificada de la resolución a la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para su conocimien to y efectos 
legales procedentes (D.O.F. DE 4 DE SEPTIEMBRE DE 2020).

ATENTAMENTE
Ciudad de México, a 26 de agosto de 2020

SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL

ARTURO GUERRERO ZAZUETA

Este aviso se publicó el viernes 4 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

AVISO DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA EN SESIÓN ORDI­
NARIA DE 29 DE JULIO DE 2020 POR EL PLENO DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, EN 
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CUM PLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DICTADA POR LA 
PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN EN EL RECURSO DE REVISIÓN ADMI­
NISTRATIVA 261/2015, INTERPUESTO POR EL LICEN­
CIADO JOSÉ LÓPEZ MARTÍNEZ.

De conformidad con el segundo párrafo del artícu lo 72 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación se hace del conocimien to que en sesión 
ordinaria de 29 de julio de 2020 el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
en cumplimien to de la ejecutoria dictada por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en el recurso de revisión administrativa 261/2015, 
interpuesto por el licenciado José López Martínez, resolvió:

PRIMERO. Derivado del cumplimien to a la ejecutoria de 15 de marzo de 
2017, pronunciada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en el recurso de revisión administrativa 261/2015, se determina que José 
López Martínez resultó vencedor en el Vigésimo Séptimo Concurso Interno 
de Oposición para la designación de Jueces de Distrito, sede Tijuana, Baja 
California.

SEGUNDO. En consecuencia, se designa a José López Martínez, Juez de 
Distrito; y se acuerda informar a la Comisión de Adscripción para los efectos 
correspondientes.

TERCERO. Remítase copia certificada de la resolución a la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para su conocimien to y efectos 
legales procedentes (D.O.F. DE 21 DE SEPTIEMBRE DE 2020).

ATENTAMENTE
Ciudad de México, a 8 de septiembre de 2020

SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL

ARTURO GUERRERO ZAZUETA

Este aviso se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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AVISO DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA EN SESIÓN OR­
DINARIA DE 29 DE JULIO DE 2020 POR EL PLENO DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, EN CUM­
PLIMIEN TO DE LA EJECUTORIA DICTADA POR LA 
SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUS­
TICIA DE LA NACIÓN EN EL RECURSO DE REVISIÓN 
ADMINISTRATIVA 255/2015, INTERPUESTO POR EL 
LICENCIADO JULIO CÉSAR MORENO FIERROS.

De conformidad con el segundo párrafo del artículo 72 de la Ley Or­
gánica del Poder Judicial de la Federación se hace del conocimiento que en 
sesión ordinaria de 29 de julio de 2020 el Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, en cum plimiento de la ejecutoria dictada por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en el recurso de re visión adminis­
trativa 255/2015, interpuesto por el licenciado Julio César Moreno Fierros, 
resolvió:

PRIMERO. Derivado del cumplimien to a la ejecutoria de 10 de mayo de 2017, 
pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en el recurso de revisión administrativa 255/2015, se determina que Julio César 
Moreno Fierros resultó vencedor en el Vigésimo Séptimo Concurso Interno 
de Oposición para la designación de Jueces de Distrito, sede Tijuana, Baja 
California.

SEGUNDO. En consecuencia, se designa a Julio César Moreno Fierros, 
Juez de Distrito; y se acuerda informar a la Comisión de Adscripción para los 
efectos correspondientes.

TERCERO. Remítase copia certificada de la resolución a la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para su conocimien to y efectos 
legales procedentes (D.O.F. DE 21 DE SEPTIEMBRE DE 2020).

ATENTAMENTE

Ciudad de México, a 8 de septiembre de 2020



Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

 Septiembre 20201072

SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL

ARTURO GUERRERO ZAZUETA

Este aviso se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

AVISO DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA EN SESIÓN OR­
DINARIA DE 29 DE JULIO DE 2020 POR EL PLENO DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, EN CUM­
PLIMIEN TO DE LA EJECUTORIA DICTADA POR LA 
SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUS­
TICIA DE LA NACIÓN EN EL RECURSO DE REVISIÓN 
ADMINISTRATIVA 157/2018, INTERPUESTO POR EL 
LICENCIADO EMMANUEL HERNÁNDEZ ALVA.

De conformidad con el segundo párrafo del artículo 72 de la Ley Orgá­
nica del Poder Judicial de la Federación se hace del conocimiento que en 
sesión ordinaria de 29 de julio de 2020 el Pleno del Consejo de la Judica tura 
Federal, en cumplimiento de la ejecutoria dictada por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en el recurso de revisión adminis­
trativa 157/2018, interpuesto por el licenciado Emmanuel Hernández Alva, 
resolvió:

PRIMERO. Derivado del cumplimien to a la ejecutoria de 21 de agosto de 
2019, pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en el recurso de revisión administrativa 157/2018, se determina que 
Emmanuel Hernández Alva resultó vencedor en el Vigésimo Primer Concur­
so Interno de Oposición para la designación de Jueces de Distrito.

SEGUNDO. En consecuencia, se designa a Emmanuel Hernández Alva, 
Juez de Distrito; y se acuerda informar a la Comisión de Adscripción para los 
efectos correspondientes.



1073Sección Segunda Consejo de la Judicatura Federal

Sexta Parte NORMATIVA, ACUERDOS RELEVANTES Y OTROS

TERCERO. Remítase copia certificada de la resolución a la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para su conocimien to y efectos 
legales procedentes (D.O.F. DE 21 DE SEPTIEMBRE DE 2020). 

ATENTAMENTE

Ciudad de México, a 8 de septiembre de 2020

SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL

ARTURO GUERRERO ZAZUETA

Este aviso se publicó el viernes 18 de septiembre de 2020 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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9/2018 (10a.) EMITIDA POR LA SEGUNDA SALA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 
NO ES APLICABLE PARA DETERMINAR SI LOS 
DÍAS NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD RES­
PONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PREVISTO PARA LA PRESENTACIÓN DE 
LA DEMANDA, CUANDO SE RECLAME ALGUNA 
DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN LA AUDIEN­
CIA INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSA­
TORIO Y ORAL. 1a./J. 37/2020 (10a.) 136

APELACIÓN EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL 
ACU SATORIO Y ORAL. SI EL TRIBUNAL DE SEGUN­
DA INSTANCIA REVOCA LA SENTENCIA ABSOLU­
TORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR ACREDI­
TADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL 
DEL ACUSADO, DEBE REASUMIR JURISDICCIÓN 
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PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUALIZACIÓN 
DE LAS SANCIONES, LA REPARACIÓN DEL DAÑO E 
INDEMNIZACIONES. VII.1o.P.5 P (10a.) 903

AUDIENCIA DE RECEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUE­
BAS EN EL JUICIO LABORAL ORDINARIO. PARA LA 
VALIDEZ DE LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE DIC­
TEN, ES INDISPENSABLE QUE SEAN FIRMADOS 
POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA ESPECIAL Y 
AUTORIZADOS POR EL SECRETARIO. VIII.1o.C.T.8 L (10a.) 904

AUTO DE PRESIDENCIA QUE POR ERROR ADMITE 
UN RECURSO. ES NULO Y NO VINCULA AL PLENO 
DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PARA 
QUE RESUELVA EL FONDO. (IV Región)1o. J/15 K (10a.) 896

AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO. EL CENTRO DE INVESTI­
GACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, ASOCIACIÓN 
CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER CUANDO DETERMINA 
LA BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN ALUMNO. I.2o.A.27 A (10a.) 905

BENEFICIOS PENITENCIARIOS. EN LOS ASUNTOS 
JUZGADOS BAJO EL SISTEMA TRADICIONAL, PRO­
CEDE LA APLICACIÓN RETROACTIVA DE LEYES 
VIGENTES CON ANTERIORIDAD A LA FECHA DE 
SU SOLICITUD, CUANDO ÉSTAS LE SEAN FAVORA­
BLES AL SOLICITANTE, EN ACATAMIENTO AL PRIN­
CIPIO DE LA LEY BENÉFICA CONTEMPLADO EN EL 
ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL. I.9o.P.277 P (10a.) 909

CENTROS PÚBLICOS DE INVESTIGACIÓN. DEBEN 
ADOPTAR MEDIDAS ACTIVAS Y POSITIVAS PARA 
COMBATIR ACTITUDES ESTEREOTIPADAS Y DISCRI­
MINATORIAS DERIVADAS DEL RECHAZO DE UNA 
ALUMNA CUANDO SU PROFESOR PRETENDE CON­
SEGUIR DE ELLA UNA RELACIÓN AFECTIVA. I.2o.A.1 CS (10a.) 911
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COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LA FIGURA 
JURÍDICA DE "JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRI­
CIDAD" CREADA A PARTIR DE LOS ARTÍCULOS 7, 
FRACCIÓN X, 8, 28 Y 36 DEL REGLAMENTO INTERNO 
DE AQUÉLLA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA RE­
FORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO VULNE­
RAN EL ARTÍCULO 90 DE LA LEY SUPREMA. 2a. XII/2020 (10a.) 621

COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LOS AR­
TÍCULOS 138 Y 139 DE LA LEY DE LA INDUSTRIA 
ELÉCTRICA, NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD, DE SEGURIDAD JURÍDICA NI DE RE­
SERVA DE LEY, AL PERMITIR QUE EL PROCEDIMIEN­
TO O FÓRMULA PARA DETERMINAR EL CÁLCULO Y 
AJUSTE DE LAS TARIFAS FINALES DE SUMINISTRO 
BÁSICO SE ESTABLEZCA EN UNA DISPOSICIÓN AD­
MINISTRATIVA DE CARÁCTER GENERAL. 2a. XV/2020 (10a.) 622

COMPETENCIA TERRITORIAL PARA CONOCER DEL 
JUICIO DE AMPARO EN EL QUE SE RECLAME LA 
OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE BRINDAR 
DIVERSAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y SOLICI­
TAR AL JUEZ DE CONTROL COMPETENTE PROVIDEN­
CIAS PRECAUTORIAS A FAVOR DE LAS VÍCTIMAS 
U OFENDIDOS. RECAE EN EL JUEZ DE DISTRITO 
QUE EJERZA JURISDICCIÓN EN EL LUGAR EN 
DONDE DICHAS OMISIONES SEAN EJECUTABLES 
MATERIALMENTE, AL SER UN ACTO NEGATIVO CON 
EFECTOS POSITIVOS. I.9o.P.276 P (10a.) 912

CONCEPTO DE VIOLACIÓN INOPERANTE. ES AQUEL 
MEDIANTE EL CUAL SE PRETENDE COMBATIR UN 
ASPECTO QUE NO FORMÓ PARTE DE LA LITIS EN LA 
AUDIENCIA DE JUICIO PUES, DE EXAMINARSE, SE 
VULNERARÍA EL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN 
QUE RIGE EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. XI.P.39 P (10a.) 913

CONCURSO MERCANTIL. CONTRA LA DETERMINA­
CIÓN QUE CONFIRMA EL DESECHAMIENTO DE LA 
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SOLICITUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE EL 
AMPARO DIRECTO. XXX.4o.2 C (10a.) 914

CONVENIOS. CUANDO IMPLIQUEN MODIFICAR 
DE RECHOS Y OBLIGACIONES O INCIDAN EN UNA 
RESOLUCIÓN JUDICIAL PREVIA, REQUIEREN 
RA TIFICACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
CAMPECHE). (IV Región)1o.21 C (10a.) 915

CORREO ELECTRÓNICO DE LA AUTORIDAD. ES 
INNECESARIO QUE ÉSTA LO SEÑALE DE NUEVA 
CUENTA CUANDO COMPAREZCA CON LA CALI­
DAD DE TERCERO INTERESADO, SI YA LO HIZO 
CON EL CARÁCTER DE AUTORIDAD DEMANDADA 
(INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 14, ÚLTI­
MO PÁRRAFO, 19, ÚLTIMO PÁRRAFO Y 67, PENÚL­
TIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). 2a. X/2020 (10a.) 624

COSTAS POR CONDENA EN SENTENCIAS CON­
FORMES DE TODA CONFORMIDAD. NO SE CONFI­
GURA ESA HIPÓTESIS LEGAL CUANDO SE CON­
FIRMA EN APELACIÓN UN AUTO QUE DECLARÓ 
LA CADUCIDAD DE LA PRIMERA INSTANCIA (CÓ­
DIGO DE COMERCIO Y LEGISLACIÓN PROCESAL 
CIVIL DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA). 1a./J. 3/2020 (10a.) 163

DECLARACIÓN DE PRESUNCIÓN DE MUERTE. 
TÉRMINO PARA PRESENTAR LA DEMANDA, UNA 
VEZ QUE EXISTA LA RESOLUCIÓN DE DECLARA­
CIÓN DE AUSENCIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE COAHUILA). VIII.1o.C.T.7 C (10a.) 917

DECLARACIÓN DE UN TESTIGO FALLECIDO. PARA 
QUE PROCEDA SU INCORPORACIÓN AL JUICIO 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 386, FRACCIÓN I, 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PE­  
NALES, BASTA ACREDITAR EL DECESO DE AQUÉL 
CON EL ACTA DE DEFUNCIÓN RESPECTIVA. II.4o.P.15 P (10a.) 918
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DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO 
LABORADOS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO SE 
RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES DICTA­
DAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCEDIMIEN ­
TO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 1a./J. 36/2020 (10a.) 139

DERECHO DE PETICIÓN. SI PARA ESTABLECER EL 
PLAZO CON QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
CUENTA PARA DAR CONTESTACIÓN, EL JUEZ DE 
DISTRITO TIENE QUE REALIZAR INTERPRETACIO­
NES SOBRE EL SISTEMA NORMATIVO APLICABLE, 
ENTONCES NO SE SURTE UN MOTIVO MANIFIESTO 
E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA PARA DESE­
CHAR LA DEMANDA DE AMPARO. XXXI.5 K (10a.) 919

DERECHOS POR SERVICIOS REGISTRALES. CUO­
TA MÍNIMA QUE DEBE PAGARSE COMO EFECTO 
DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO RESPECTO DE 
LOS ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN II Y 82, FRACCIÓN 
II, DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA, VIGENTE EN 2018.  PC.VIII. J/15 A (10a.) 660

DESPIDO DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
ESTADO CON NOMBRAMIENTO POR TIEMPO DE­
TERMINADO. CORRESPONDE AL PATRÓN JUSTIFI­
CAR LA TEMPORALIDAD DEL NOMBRAMIENTO Y 
SU CAUSA MOTIVADORA Y SÓLO SI LO ACREDITA, 
EL TRABAJADOR DEBERÁ DEMOSTRAR LA SUB­
SISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL ENTRE 
EL DÍA EN QUE VENCIÓ Y EL POSTERIOR AL EN QUE 
DICE FUE DESPEDIDO. I.13o.T.223 L (10a.) 919

EMPLAZAMIENTO. DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO 
SÓLO CUANDO AL REALIZAR LA CERTIFICACIÓN 
RELATIVA, EL NOTIFICADOR DESCRIBE CUÁLES 
SON LAS COPIAS DE LOS DOCUMENTOS QUE SE 
ADJUNTARON A LA DEMANDA CON LAS QUE 
CORRE TRASLADO. 1a./J. 39/2020 (10a.) 204
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FÍAT NOTARIAL. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE NO­
TARIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, 
NO PREVÉ LA EXHIBICIÓN DE UNA CONSTANCIA 
POBLACIONAL COMO REQUISITO PREVIO QUE DE­
BA CUMPLIR EL INTERESADO EN SU EXPEDICIÓN.  PC.XXX. J/21 A (10a.) 706

FÍAT NOTARIAL. EL CERTIFICADO QUE ACREDITE 
EL ESTADO SEGLAR DEL INTERESADO EN SU 
OTORGAMIENTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 
90 DE LA LEY DE NOTARIADO PARA EL ESTADO DE 
AGUASCALIENTES, DEBE EXPEDIRLO LA DIREC­
CIÓN GENERAL DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS 
DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN.  PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

HECHOS NOTORIOS. LA FACULTAD DEL JUZGA­
DOR DE AMPARO PARA INVOCARLOS DEBE SER 
EJERCIDA CON RAZONABILIDAD Y LIMITARSE A 
CIRCUNSTANCIAS FÁCTICAS DE CONOCIMIENTO 
ACCESIBLE, INDUBITABLE Y SOBRE EL CUAL NO 
SE ADVIERTA DISCUSIÓN. I.9o.P.16 K (10a.) 923

HORAS EXTRAS. LOS TRABAJADORES AL SERVI­
CIO DEL ESTADO TIENEN DERECHO A SU PAGO SI 
LABORAN MÁS ALLÁ DE LA JORNADA PACTADA 
EN SUS NOMBRAMIENTOS O CONDICIONES GE­
NERALES DE TRABAJO AUNQUE ÉSTA SEA MENOR 
A LA LEGAL. 2a./J. 34/2020 (10a.) 410

HORAS EXTRAS. PROCEDE SU PAGO CUANDO LA 
RAZONABILIDAD DE LA JORNADA NARRADA POR 
EL OBRERO RESULTE DISCUTIBLE, PERO NO SEA 
INVEROSÍMIL (LEY FEDERAL DEL TRABAJO VIGEN­
TE HASTA EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012). I.14o.T.33 L (10a.) 924

IMPEDIMENTO. NO ES DABLE CALIFICARLO COMO 
LEGAL CUANDO EL JUEZ DE AMPARO LO HACE 
VALER, ALEGANDO QUE EN LA DEMANDA FUE SE­
ÑALADO COMO TERCERO INTERESADO. I.9o.P.15 K (10a.) 927
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IMPEDIMENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 51, 
FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO. EL HECHO 
DE QUE LOS MAGISTRADOS DE CIRCUITO TEN­
GAN EL CARÁCTER DE PARTE EN ALGÚN JUICIO 
DE GARANTÍAS QUE VERSE SOBRE LA MISMA TE­
MÁTICA DEL ASUNTO EN EL QUE SE GENERE SU 
EXCUSA ES INSUFICIENTE PARA CALIFICARLO 
DE LEGAL (APLICACIÓN DEL SUBPRINCIPIO DE 
NECESIDAD). I.4o.A.45 K (10a.) 927

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO. SE ACTUALIZA DE MANERA MANIFESTA E IN­
DUDABLE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PRE­
VISTA POR EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII EN 
RELACIÓN CON EL DIVERSO 5, FRACCIÓN II (IN­
TERPRETADO A CONTRARIO SENSU) AMBOS DE 
LA LEY DE LA MATERIA, CUANDO EL ACTO RECLA­
MADO CONSISTE EN LA NEGATIVA DE LOS AGEN­
TES DEL MINISTERIO PÚBLICO, DE REDUCIR LA 
PENA PREVISTA PARA EL DELITO DE QUE SE TRATE 
DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
ESPECIAL ABREVIADO. 1a./J. 34/2020 (10a.) 239

INCIDENTE DE INDEMNIZACIÓN. PROCEDE CUAN­
DO EXISTE OMISIÓN TOTAL DEL CUMPLIMIENTO DE 
SENTENCIAS DE NULIDAD QUE ENTRAÑAN EL 
EJERCICIO O EL GOCE DE UN DERECHO (INTER­
PRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 52, PÁ­
RRAFO CUARTO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). 2a. XI/2020 (10a.) 626

INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA. 
LAS RESOLUCIONES QUE SU DIRECTOR GENE­
RAL EMITE, RELATIVAS AL CESE O CAMBIO DE 
ADSCRIPCIÓN DEL PERSONAL DE ESE INSTITUTO, 
NO REVISTEN EL CARÁCTER DE DEFINITIVAS E 
INATACABLES. 2a./J. 19/2020 (10a.) 452

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
PROCEDE DECLARAR LA NULIDAD PARA EFECTOS, 
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CUANDO LOS VICIOS DE INVALIDEZ ADVERTIDOS 
SUCEDIERON EN LA FASE DE LIQUIDACIÓN Y SE 
REFIEREN AL MECANISMO UTILIZADO POR LA AU­
TORIDAD PARA DETERMINAR LA SITUACIÓN FIS­
CAL DEL CONTRIBUYENTE. 2a. XIV/2020 (10a.) 628

LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. CARECE DE ELLA EL AUTORI­
ZADO POR EL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIO­
SO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR SU PROPIO 
DERECHO, CONTRA EL COBRO DE DERECHO POR 
LA EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS.  PC.XXX. J/23 A (10a.) 815

LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. LA TIENE QUIEN OBTUVO 
RESPUESTA A UNA SOLICITUD EN EJERCICIO DE 
SU DERECHO DE PETICIÓN, Y EN SU DEMANDA 
RECLAMA QUE ÉSTA VIOLA SU DERECHO A LA SE­
GURIDAD JURÍDICA, AL NO ESTAR DEBIDAMENTE 
FUNDADA Y MOTIVADA. I.6o.P.23 K (10a.) 931

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN EN REDES SOCIALES DE IN­
TERNET. CUANDO UN SERVIDOR PÚBLICO UTILICE 
UNA RED DE ESTE TIPO COMO MEDIO DE DIVUL­
GACIÓN DE SUS ACTIVIDADES Y COMO VEHÍCULO 
DE COMUNICACIÓN CON LOS GOBERNADOS, 
ESTÁ OBLIGADO A PERMITIR A SUS SEGUIDORES 
EL CONTACTO EN SU CUENTA Y A NO BLOQUEAR­
LOS POR SUS OPINIONES CRÍTICAS, SALVO QUE 
SU COMPORTAMIENTO SEA CONSTITUTIVO DE 
ABU SO O DE UN DELITO. I.4o.A.6 CS (10a.) 932

MAGISTRADOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. 
SU ELECCIÓN ES UN ACTO SOBERANO EMITIDO 
EN USO DE FACULTADES DISCRECIONALES, POR 
LO QUE EN SU CONTRA NO PROCEDE EL JUICIO 
DE AMPARO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, 
FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE LA MATERIA. 2a./J. 25/2020 (10a.) 493
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MARCAS. EL ARTÍCULO 90, FRACCIÓN IV, DE LA 
LEY RELATIVA, NO ES CONTRARIO AL ARTÍCULO 7 
DEL CONVENIO DE PARÍS PARA LA PROTECCIÓN DE 
LA PROPIEDAD INDUSTRIAL (LEGISLACIÓN ANTE­
RIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE MAYO DE 
2018). 1a. XXV/2020 (10a.) 367

MEDIDAS DE APREMIO PREVISTAS EN EL ARTÍCU­
LO 104, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. PARA QUE SU IMPO­
SICIÓN SEA LEGAL, DEBE MEDIAR APERCIBIMIEN­
TO, POR REGLA GENERAL. XVII.2o.12 P (10a.) 935

NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. EFECTOS 
DEL AMPARO CONCEDIDO CONTRA LA RESOLU­
CIÓN DICTADA EN EL RECURSO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PRO­
CEDIMIENTOS PENALES. (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

NOTIFICACIONES PERSONALES A SOCIEDADES 
MER CANTILES EN PROCEDIMIENTOS ADMINISTRA­
TIVOS. SU REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO 
LAS VINCULA CUANDO LA PERSONA SE OSTENTA 
CON ESA CALIDAD ANTE EL NOTIFICADOR. (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

NOTIFICACIONES PERSONALES REGULADAS POR 
EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDE RACIÓN. LAS PRACTICADAS A SOCIEDADES 
MERCANTILES PUEDEN ENTENDERSE INDISTIN­
TAMENTE CON SU REPRESENTANTE LEGAL O CON 
SUS APODERADOS.  (IV Región)1o.12 A (10a.) 941

NULIDAD EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS­
TRATIVO FEDERAL. LOS ARTÍCULOS 51, 52 Y 57 DE 
LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO RESPETAN EL PRINCIPIO 
DE SEGURIDAD JURÍDICA. 2a. XIII/2020 (10a.) 630
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OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE MALA FE SI 
EL PATRÓN LO PROPONE CON UN SALARIO CON­
SIDERABLEMENTE MAYOR AL QUE ADUJO LE 
PAGABA AL TRABAJADOR, TRATANDO DE IGUA­
LARLO CON LA CANTIDAD RECLAMADA EN LA 
DEMANDA, PUES TAL CONDUCTA PROCESAL DE­
NOTA LA INTENCIÓN DE SÓLO REVERTIR LA CAR­
GA DE LA PRUEBA Y NO DE CONTINUAR LA RELA­
CIÓN LABORAL. I.16o.T.66 L (10a.) 943

ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO DE RECLU­
SIÓN A OTRO. LA MENCIÓN DE AUTORIDADES JU­
DICIALES COMO RESPONSABLES, SIN SEÑALAR 
LA RESOLUCIÓN QUE SE LES RECLAMA, NO AC­
TUALIZA DE FORMA NOTORIA Y MANIFIESTA LA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL AR­
TÍCULO 61, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE AMPARO. II.3o.P.88 P (10a.) 944

ORDEN DE TRASLADO SIN INTERVENCIÓN JUDI­
CIAL. AUN CUANDO ES UN ACTO ATINENTE A LAS 
CUESTIONES DE INTERNAMIENTO, AL VULNERAR 
DE MANERA INDIRECTA EL DERECHO SUSTANTI­
VO DE LA LIBERTAD PERSONAL DE LA RECLUIDA, 
ACTUALIZA UN CASO DE EXCEPCIÓN AL PRIN­
CIPIO DE DEFINITIVIDAD PREVISTO POR LA 
FRACCIÓN XX DEL NUMERAL 61 DE LA LEY DE AM­
PARO; CIRCUNSTANCIA QUE IMPIDE QUE EL JUEZ 
DE DISTRITO, A PRIORI, DESECHE DE PLANO 
LA DEMANDA DE AMPARO. II.3o.P.84 P (10a.) 945

PAGO RETROACTIVO DE ALIMENTOS. PUEDE HA­
CERSE VALER COMO ACCIÓN AUTÓNOMA AL 
JUICIO DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). VII.2o.C.224 C (10a.) 965

PARTICIPACIÓN Y CONSULTA PÚBLICA. EL ESTADO 
DEBE GARANTIZAR ESTE DERECHO EN PROYEC­
TOS O ACTIVIDADES QUE PUEDAN CAUSAR UNA 
AFECTACIÓN AL MEDIO AMBIENTE. 2a. XVI/2020 (10a.) 631
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PENSIONES. INTERPRETACIÓN DE LAS REGLAS 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO 
TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS A LA 
LEY DEL SEGURO SOCIAL DE 20 DE DICIEMBRE DE 
2001, EN RELACIÓN CON LA ACTUALIZACIÓN 
DE SU CUANTÍA. I.14o.T.37 L (10a.) 966

PRINCIPIO DE PONDERACIÓN. CONTENIDO Y AL­
CANCES EN RELACIÓN CON LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. I.4o.A.4 CS (10a.) 967

PRISIÓN PREVENTIVA JUSTIFICADA. SUPUESTOS 
EN LOS QUE SU IMPOSICIÓN SE CONSIDERA AR­
BITRARIA. I.9o.P.273 P (10a.) 968

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONA­
DOR. LA FALTA DEL SEÑALAMIENTO DE LA CON­
DUCTA E HIPÓTESIS NORMATIVA INFRINGIDA POR 
EL SERVIDOR PÚBLICO DEL PODER JUDICIAL AL 
MOMENTO DE REALIZAR LA CITACIÓN A DICHO 
PROCEDIMIENTO, PROVOCA SU ILEGALIDAD, 
POR VULNERAR EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD Y EL 
DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA (LEGISLA­
CIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). X.2o.2 A (10a.) 969

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD RESARCI­
TORIA. ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO CONTRA EL ACUERDO POR EL QUE 
SE NIEGA DIFERIR NUEVAMENTE LA AUDIENCIA RE­
LATIVA, ASÍ COMO RESPECTO DEL ARTÍCULO 58 
DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE 
CUENTAS DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 
18 DE JULIO DE 2016, QUE PREVÉ ESE DIFERIMIEN­
TO POR UNA SOLA VEZ, SI SU APLICACIÓN SE 
HIZO DERIVAR DEL ACTO RECLAMADO. I.5o.A.17 A (10a.) 970

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. EL ARTÍCULO 112 
DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER LA PO­
SIBILIDAD DE JUSTIFICAR LA INASISTENCIA A LA 
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AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN SÓLO AL CONSU­
MIDOR, PREVIO A IMPONER UNA SANCIÓN, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL. 2a./J. 20/2020 (10a.) 524

PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL APERCIBIMIEN­
TO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 885 DE LA LEY FEDE­
RAL DEL TRABAJO, RELATIVO A NO CONTESTAR 
LA VISTA OTORGADA RESPECTO A LA CERTIFICA­
CIÓN DE QUE NO EXISTEN PRUEBAS PENDIENTES 
DE DESAHOGO, NO ES VIOLATORIO DEL DERE­
CHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 2a./J. 37/2020 (10a.) 554

QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE CON­
TRA EL AUTO INICIAL EN QUE SE OMITE ABRIR EL 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN Y PROVEER RESPEC­
TO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL SOLICITADA 
POR EL QUEJOSO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE 
LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 124/2019 (10a.)]. VII.1o.P.3 K (10a.) 973

RECIBOS DE NÓMINA CON SELLO DIGITAL Y CA­
DENA DE CARACTERES GENERADA POR EL SERVI­
CIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (SAT). SON 
APTOS PARA DEMOSTRAR EL MONTO Y EL PAGO 
DE LOS SALARIOS A LOS TRABAJADORES. 2a./J. 30/2020 (10a.) 584

RECURSO DE QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA 
LABORAL. EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FA­
CULTADO PARA MODIFICAR Y AUMENTAR LOS 
MONTOS CORRESPONDIENTES A LA SUBSISTEN­
CIA DEL TRABAJADOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, 
AUNQUE EL RECURRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL 
PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE PROVEA EN FORMA INFUNDADA E IN­
MOTIVADA SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECU­
CIÓN DEL LAUDO. VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDEN­
TE SI SE INTERPONE CONTRA UNA RESOLUCIÓN 
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INTERLOCUTORIA QUE DECIDE EL RECURSO DE 
QUEJA, PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCU­
LO 58 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. II.3o.A.215 A (10a.) 976

RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS DEL MENOR 
CON UNO DE SUS PROGENITORES, FRENTE A LA 
PANDEMIA GENERADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 
(COVID­19). ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL 
INFANTE, CORRESPONDE PRIVILEGIAR SU DERE­
CHO A LA VIDA Y A LA SALUD, SOBRE EL DERECHO 
A LA CONVIVENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, 
EL JUEZ DEBE PROVEER LAS MEDIDAS NECESA­
RIAS PARA QUE ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A DIS­
TANCIA. XVII.1o.C.T.36 C (10a.) 977

REPARACIÓN INTEGRAL EN TRATOS INHUMANOS 
Y DEGRADANTES. SE ACTUALIZA AL DEMOSTRAR­
SE LA EXISTENCIA DE DICHAS VIOLACIONES AL 
DERECHO DE INTEGRIDAD PERSONAL. I.1o.P.169 P (10a.) 978

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE POR RAZÓN 
DE CUANTÍA CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBU­
NAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE 
DECLAREN LA NULIDAD DE UNA RESOLUCIÓN 
QUE DETERMINE EN DEFINITIVA QUE EL CONTRI­
BUYENTE NO DESVIRTUÓ LA PRESUNCIÓN DE 
INEXISTENCIA DE OPERACIONES. 2a./J. 26/2020 (10a.) 616

SECUESTRO AGRAVADO. LAS PENAS PREVISTAS 
EN LOS ARTÍCULOS 9 Y 10 DE LA LEY GENERAL 
PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN 
MATERIA DE SECUESTRO, SON DE APLICACIÓN 
EXCLUYENTE. 1a./J. 12/2020 (10a.) 268

SERVICIO POSTAL MEXICANO. PAGO DE SALARIOS 
CAÍDOS DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 48 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (INAPLICABILI­
DAD DE LA CLÁUSULA 33 DEL CONTRATO COLEC­
TIVO DE TRABAJO). I.3o.T.63 L (10a.) 981
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SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU NATURALEZA JU­
RÍDICA. III.6o.A.30 A (10a.) 982

SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR ANTE LA EXIS­
TENCIA DE PATRONES SOLIDARIOS. SU MONTO 
DEBE PAGARSE DE MANERA PROPORCIONAL EN­
TRE LOS PATRONES SOLIDARIOS QUE SOLICITA­
RON LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. VIII.1o.C.T.7 L (10a.) 983

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. EN EL JUICIO 
DE AMPARO CUYA MATERIA SEA EL DERECHO DE 
ALIMENTOS, PROCEDE APLICARLA EN FAVOR DEL 
DEUDOR ALIMENTARIO. 1a./J. 24/2020 (10a.) 316

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL RE­
CURSO DE APELACIÓN. ES IMPROCEDENTE EN 
FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS QUE NO SE 
ENCUENTREN EN UNA SITUACIÓN PARTICULAR 
DE VULNERABILIDAD, CUANDO LO INTERPONEN 
CONTRA UNA SENTENCIA EMITIDA EN UN PRO­
CESO PENAL SEGUIDO CONFORME AL SISTEMA 
TRADICIONAL O MIXTO. 1a./J. 38/2020 (10a.) 360

SUSPENSIÓN DE PLANO Y DE OFICIO EN EL JUICIO 
DE AMPARO. EN ATENCIÓN A LA NATURALEZA DEL 
ACTO RECLAMADO, NO PROCEDE CONTRA LA 
NEGATIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR LAC­
TANCIA MATERNA. XVII.2o.11 A (10a.) 984

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. CUANDO LA QUEJOSA 
ADUCE TENER UN INTERÉS LEGÍTIMO PARA RE­
CLAMAR UNA LICENCIA PARA MOVIMIENTO DE 
TIERRAS CUYA EJECUCIÓN IMPLICA LA REMO­
CIÓN DE FLORA Y LA POSIBLE VULNERACIÓN DEL 
DERECHO FUNDAMENTAL A UN MEDIO AMBIENTE 
SANO –EN SU DIMENSIÓN OBJETIVA O ECOLO­
GISTA– Y LA AUTORIDAD ACEPTA LA EXISTENCIA 
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DEL ACTO RECLAMADO, SE COLMAN LOS REQUI­
SITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 131, PÁRRAFO 
PRIMERO, DE LA LEY DE AMPARO PARA CONCE­
DERLA. XVII.2o.9 K (10a.) 985

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO. PROCE­
DE SU CONCESIÓN CONTRA LA INCORPORA­
CIÓN DE LOS ELEMENTOS DE LA POLICÍA FEDE­
RAL A LA GUARDIA NACIONAL, AL SER UN ACTO 
FUTURO DE NATURALEZA INMINENTE. I.4o.A.188 A (10a.) 987

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IM­
PROCEDENTE CONCEDERLA PARA NO JUDICIALI­
ZAR LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. II.3o.P.81 P (10a.) 988

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE OTORGARLA DE OFICIO Y DE PLANO 
CUANDO SE RECLAMAN LA POSIBLE DEPORTA­
CIÓN O REPATRIACIÓN Y, SIMULTÁNEAMENTE, AC­
TOS RESTRICTIVOS DE LA LIBERTAD PERSONAL 
DE MIGRANTES CON SITUACIÓN IRREGULAR EN 
EL PAÍS.  PC.X. J/15 K (10a.) 879

SUSPENSIÓN PROVISIONAL DEL ACTO RECLAMA­
DO. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE QUEJA 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCI­
SO B), DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO EL AUTO 
IMPUGNADO NO ES LA RESOLUCIÓN QUE CON­
CEDIÓ LA MEDIDA PROVISIONAL, SINO UNA QUE 
INVOLUCRA UNA DECISIÓN PARA HACER EFEC­
TIVA LA MISMA. VII.2o.C.78 K (10a.) 989

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN CONTRA DE 
LOS EFECTOS DE LA NEGATIVA DE EXTENDER 
LA LICENCIA POR LACTANCIA MATERNA. SU 
OTOR GAMIENTO NO AFECTA EL INTERÉS SOCIAL 
NI CONTRAVIENE DISPOSICIONES DE ORDEN 
PÚBLICO. XVII.2o.12 A (10a.) 990
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA 
DEL CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS OFI­
CINAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
PARA CONOCER LOS HECHOS Y OMISIONES 
DETEC TADOS EN EL PROCEDIMIENTO FISCALI­
ZADOR MIEN TRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS 
DE EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE 
FUERZA MAYOR DEBIDO A LA EPIDEMIA GENERADA 
POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE 
ES ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y 
SOCIAL EN PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD 
DE LAS PERSONAS. XVII.2o.10 A (10a.) 992

SUSTITUCIÓN DE LAS PENAS PREVISTA EN LOS 
ARTÍCULOS 81, 82 Y 83 DEL CÓDIGO PENAL DEL 
ESTADO DE CHIHUAHUA. EL JUEZ DE CONTROL 
O EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO DEBE PRO­
NUNCIARSE SIN TOMAR EN CONSIDERACIÓN LOS 
ESTUDIOS DE PERSONALIDAD DEL SENTENCIADO. XVII.2o.11 P (10a.) 994

TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO EN MATERIA PENAL. NO LE CAUSA 
PERJUICIO EL AUTO EN EL QUE SE LE TIENE 
COMO TAL, A QUIEN FUE SEÑALADO COMO INDI­
CIADO EN LA DETERMINACIÓN DE NO EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL Y ÉSTE HAYA DECLARADO 
CON EL CARÁCTER DE TESTIGO EN LA INDAGA­
TORIA. I.9o.P.275 P (10a.) 997

TESTIGOS AUSENTES EN EL PROCESO PENAL. SI 
SE TRATA DE UN DELITO SEXUAL Y LA VÍCTIMA ES 
MENOR DE EDAD, ES FACTIBLE OTORGAR VALOR 
PROBATORIO A SU DECLARACIÓN MINISTERIAL, 
SI EXISTEN RAZONES QUE JUSTIFIQUEN SU IN­
COMPARECENCIA ANTE EL JUEZ, A PESAR DE 
HABERSE AGOTADO LAS MEDIDAS NECESARIAS 
PARA ELLO, A LA LUZ DE UNA VISIÓN CON PERS­
PECTIVA DE GÉNERO Y ATENTO AL INTERÉS SUPE­
RIOR DEL MENOR. II.4o.P.14 P (10a.) 998
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TORTURA DERIVADA DE LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIENTO EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. 
NO CESAN LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO, 
AUN CUANDO LAS AUTORIDADES PENITENCIA­
RIAS SEÑALADAS COMO RESPONSABLES CAMBIEN 
LAS CONDICIONES EN QUE SE ENCONTRABA EL 
INTERNO AL MOMENTO DE EJERCITAR LA ACCIÓN 
CONSTITUCIONAL. II.3o.P.85 P (10a.) 1000

TURISMO. EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN XII, DE LA 
LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE RESERVA DE LEY. 2a./J. 27/2020 (10a.) 389

UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA). ES 
APLICABLE PARA CALCULAR EL INCREMENTO DE 
LAS PENSIONES JUBILATORIAS OTORGADAS POR 
EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA­
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, CON­
FORME A SU LEY VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEM­
BRE DE 2001. (IV Región)1o.11 A (10a.) 1003

VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO EN 
MATERIA LABORAL. LA CONSTITUYE LA FALTA DE 
FIRMA DEL SECRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO 
DE RADICACIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ 
Y LA DE LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES. VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO. SE ACTUALIZA EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE­
RAL EN EL QUE SE RECLAME LA RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO DERIVADA DE UNA 
MALA PRAXIS MÉDICA, CUANDO ANTE LA MANI­
FIESTA NECESIDAD DEL EXPEDIENTE CLÍNICO 
DEL ACTOR Y LA OMISIÓN DE LA DEMANDADA DE 
EXHIBIRLO, EL MAGISTRADO INSTRUCTOR OMITE 
REQUERIRLO. I.22o.A.1 A (10a.) 1006

VIOLACIÓN FORMAL DEL PROCEDIMIENTO. LA 
FALTA DE FIRMA DEL PRESIDENTE O AUXILIAR DE 
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TRÁMITE DE LA JUNTA ESPECIAL DE CONCILIA­
CIÓN Y ARBITRAJE EN EL AUTO DE RADICACIÓN 
DE LA DEMANDA, DA LUGAR A LA CONVALIDA­
CIÓN DE ESA ACTUACIÓN Y NO A LA REPOSICIÓN 
DE TODO EL PROCEDIMIENTO. VIII.1o.C.T.6 L (10a.) 1007
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Contradicción de tesis 506/2019.—Entre las susten­
tadas por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito.—Ministro Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Relativa a las 
tesis 1a./J. 37/2020 (10a.) y 1a./J. 36/2020 (10a.), de 
títulos y subtítulos: "AMPARO INDIRECTO. LA JURIS­
PRUDENCIA 2a./J. 9/2018 (10a.) EMITIDA POR LA 
SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUS­
TICIA DE LA NACIÓN, NO ES APLICABLE PARA DE­
TERMINAR SI LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE DEBEN DESCONTAR­
SE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO PARA 
LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, CUANDO SE 
RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES DIC­
TADAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCE­
DIMIENTO PENAL ACUSATORIO Y ORAL." y "DE­
MANDA DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO 
LABORADOS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO SE 
RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES DIC­
TADAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCE­
DIMIENTO PENAL ACUSATORIO Y ORAL." 1a. 93

Contradicción de tesis 276/2018.—Entre las sustenta das 
por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito y el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Mate­
ria Civil del Primer Circuito.—Ministro Ponente: Luis 
María Aguilar Morales. Relativa a la tesis 1a./J. 3/2020 
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(10a.), de título y subtítulo: "COSTAS POR CONDENA 
EN SENTENCIAS CONFORMES DE TODA CONFOR­
MIDAD. NO SE CONFIGURA ESA HIPÓTESIS LEGAL 
CUANDO SE CONFIRMA EN APELACIÓN UN AUTO 
QUE DECLARÓ LA CADUCIDAD DE LA PRIMERA 
INSTANCIA (CÓDIGO DE COMERCIO Y LEGISLA­
CIÓN PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA)." 1a. 142

Contradicción de tesis 107/2020.—Entre las susten­
tadas por el Pleno del Decimonoveno Circuito, el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 
y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San 
Andrés Cholula, Puebla.—Ministra Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Relativa a la tesis 1a./J. 39/2020 
(10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO. DEBE 
CONSIDERARSE VÁLIDO SÓLO CUANDO AL REA­
LIZAR LA CERTIFICACIÓN RELATIVA, EL NOTIFI­
CADOR DESCRIBE CUÁLES SON LAS COPIAS DE 
LOS DOCUMENTOS QUE SE ADJUNTARON A LA 
DEMANDA CON LAS QUE CORRE TRASLADO." 1a. 165

Contradicción de tesis 82/2019.—Entre las sustentadas 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Admi­
nistrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, el Se­
gundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito y el Pleno en Materia Penal del Tercer Circuito.—
Ministro Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Relativa a la tesis 1a./J. 34/2020 (10a.), de 
título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA DE MANERA 
MANIFESTA E INDUDABLE LA CAUSA DE IMPROCE­
DENCIA PREVISTA POR EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN 
XXIII EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 5, FRACCIÓN II 
(INTERPRETADO A CONTRARIO SENSU) AMBOS DE 
LA LEY DE LA MATERIA, CUANDO EL ACTO RECLA­
MADO CONSISTE EN LA NEGATIVA DE LOS AGEN­
TES DEL MINISTERIO PÚBLICO, DE REDUCIR LA 
PENA PREVISTA PARA EL DELITO DE QUE SE TRATE 
DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
ESPECIAL ABREVIADO." 1a. 207
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Contradicción de tesis 66/2019.—Entre las sustentadas 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Cuarto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito.—Ministro Ponente: 
Luis María Aguilar Morales. Relativa a la tesis 1a./J. 
12/2020 (10a.), de título y subtítulo: "SECUESTRO 
AGRAVADO. LAS PENAS PREVISTAS EN LOS AR­
TÍCULOS 9 Y 10 DE LA LEY GENERAL PARA PRE­
VENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE 
SECUESTRO, SON DE APLICACIÓN EXCLUYENTE." 1a. 242

Contradicción de tesis 492/2019.—Entre las susten­
tadas por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en 
San Andrés Cholula, Puebla, y el Pleno en Materia 
Civil del Séptimo Circuito.—Ministra Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Relativa a la tesis 1a./J. 24/2020 
(10a.), de título y subtítulo: "SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE. EN EL JUICIO DE AMPARO CUYA MA­
TERIA SEA EL DERECHO DE ALIMENTOS, PROCEDE 
APLICARLA EN FAVOR DEL DEUDOR ALIMENTARIO." 1a. 271

Contradicción de tesis 77/2017.—Entre las susten­
tadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, el entonces Segundo Tribu­
nal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Décimo Segundo Circuito y el entonces Segundo 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Pri­
mer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del 
Vigé simo Circuito.—Ministro Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Relativa a la tesis 1a./J. 38/2020 (10a.), de 
título y subtítulo: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFI­
CIENTE EN EL RECURSO DE APELACIÓN. ES IMPRO­
CEDENTE EN FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U OFENDI­
DOS QUE NO SE ENCUENTREN EN UNA SITUACIÓN 
PARTICULAR DE VULNERABILIDAD, CUANDO LO 
INTERPONEN CONTRA UNA SENTENCIA EMITIDA 
EN UN PROCESO PENAL SEGUIDO CONFORME AL 
SISTEMA TRADICIONAL O MIXTO." 1a. 319
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Amparo en revisión 343/2018.—Ministro Ponente: Al­
berto Pérez Dayán. Relativo a las tesis 2a./J. 27/2020 
(10a.), de título y subtítulo: "TURISMO. EL ARTÍCULO 
4, FRACCIÓN XII, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY." 2a. 373

Contradicción de tesis 556/2019.—Entre las susten­
tadas por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zara­
goza, en auxilio del Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Décimo Segundo Circuito.—Ministro 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Relativa a las tesis 2a./J. 
34/2020 (10a.), de título y subtítulo: "HORAS EXTRAS. 
LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO 
TIENEN DERECHO A SU PAGO SI LABORAN MÁS 
ALLÁ DE LA JORNADA PACTADA EN SUS NOMBRA­
MIENTOS O CONDICIONES GENERALES DE TRA­
BAJO AUNQUE ÉSTA SEA MENOR A LA LEGAL." 2a. 393

Contradicción de tesis 441/2019.—Entre las susten­
tadas por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito, el Cuarto Tribunal Co­
legiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y 
el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito.—Ministro Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Relativa a la tesis 2a./J. 19/2020 (10a.), de 
título y subtítulo: "INSTITUTO FEDERAL DE DEFEN­
SORÍA PÚBLICA. LAS RESOLUCIONES QUE SU DI­
RECTOR GENERAL EMITE, RELATIVAS AL CESE O 
CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN DEL PERSONAL DE ESE 
INSTITUTO, NO REVISTEN EL CARÁCTER DE DEFI­
NITIVAS E INATACABLES." 2a. 412

Contradicción de tesis 477/2019.—Entre las susten­
tadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Sexto Circuito y el Tribunal Cole­
giado del Trigésimo Segundo Circuito.—Ministro Po­
nente: Alberto Pérez Dayán. Relativa a la tesis 2a./J. 
25/2020 (10a.), de título y subtítulo: "MAGISTRADOS 
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DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. SU ELECCIÓN 
ES UN ACTO SOBERANO EMITIDO EN USO DE 
FACUL TADES DISCRECIONALES, POR LO QUE EN 
SU CONTRA NO PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO, 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VII, 
DE LA LEY DE LA MATERIA." 2a. 454

Contradicción de tesis 485/2019.—Entre las susten­
tadas por los Tribunales Colegiados Quinto en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y Décimo Segundo 
en Materia Administrativa del Primer Circuito.—Ministro 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Rela­
tiva a la tesis 2a./J. 20/2020 (10a.), de título y subtítulo: 
"PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. EL ARTÍCULO 
112 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER LA 
POSIBILIDAD DE JUSTIFICAR LA INASISTENCIA A 
LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN SÓLO AL CON­
SUMIDOR, PREVIO A IMPONER UNA SANCIÓN, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL." 2a. 496

Contradicción de tesis 16/2020.—Entre las susten­
tadas por el Pleno en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito.—Ministro Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Relativa a la tesis 2a./J. 37/2020 (10a.), de 
título y subtítulo: "PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. 
EL APERCIBIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
885 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, RELATIVO 
A NO CONTESTAR LA VISTA OTORGADA RESPECTO 
A LA CERTIFICACIÓN DE QUE NO EXISTEN PRUE­
BAS PENDIENTES DE DESAHOGO, NO ES VIOLA­
TORIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA." 2a. 526

Contradicción de tesis 569/2019.—Entre las susten­
tadas por los Tribunales Colegiados Tercero en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito y Tercero en Materias 
Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito.—
Ministro Ponente: Alberto Pérez Dayán. Relativa a la 
tesis 2a./J. 30/2020 (10a.), de título y subtítulo: "RECI­
BOS DE NÓMINA CON SELLO DIGITAL Y CADENA 
DE CARACTERES GENERADA POR EL SERVICIO 
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DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (SAT). SON AP­
TOS PARA DEMOSTRAR EL MONTO Y EL PAGO DE 
LOS SALARIOS A LOS TRABAJADORES." 2a. 556

Contradicción de tesis 555/2019.—Entre las susten­
tadas por los Tribunales Colegiados Primero en Mate­
rias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, 
Primero del Décimo Sexto Circuito y Tercero del Sexto 
Circuito, ambos en Materia Administrativa.—Ministro 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Relativa a la tesis 2a./J. 
26/2020 (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. 
ES IMPROCEDENTE POR RAZÓN DE CUANTÍA 
CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE DECLAREN LA 
NULIDAD DE UNA RESOLUCIÓN QUE DETERMINE 
EN DEFINITIVA QUE EL CONTRIBUYENTE NO DES­
VIRTUÓ LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE 
OPERACIONES." 2a. 586

Contradicción de tesis 5/2019.—Entre las sustentadas 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Octavo Circuito, el Primero y el Se­
gundo Tribunales Colegiados de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, 
Coahuila, y el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
rias Penal y Administrativa del Octavo Circuito.—
Magistrada Ponente: Araceli Trinidad Delgado. Relativa 
a la tesis PC.VIII. J/15 A (10a.), de título y subtítulo: 
"DERECHOS POR SERVICIOS REGISTRALES. CUOTA 
MÍNIMA QUE DEBE PAGARSE COMO EFECTO DE 
LA CONCESIÓN DEL AMPARO RESPECTO DE LOS 
ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN II Y 82, FRACCIÓN II, 
DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA, VIGENTE EN 2018." PC. 637

Contradicción de tesis 3/2019.—Entre las sustentadas 
por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito 
y el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Cir­
cuito.—Magistrado Ponente: Silverio Rodríguez Carrillo. 
Relativa a las tesis PC.XXX. J/21 A (10a.) y PC. XXX. 
J/22 A (10a.), de títulos y subtítulos: "FÍAT NOTARIAL. 
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EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE NOTARIADO PARA EL 
ESTADO DE AGUASCALIENTES, NO PREVÉ LA EXHI­
BICIÓN DE UNA CONSTANCIA POBLACIONAL COMO 
REQUISITO PREVIO QUE DEBA CUMPLIR EL INTERE­
SADO EN SU EXPEDICIÓN." y "FÍAT NOTARIAL. EL 
CERTIFICADO QUE ACREDITE EL ESTADO SEGLAR 
DEL INTERESADO EN SU OTORGAMIENTO A QUE 
SE REFIERE EL ARTÍCULO 90 DE LA LEY DE NOTA­
RIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, 
DEBE EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL DE 
ASO CIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETARÍA 
DE GOBERNACIÓN." PC. 662

Contradicción de tesis 4/2019.—Entre las sustentadas 
por el Primer, el Segundo, el Tercer y el Cuarto Tribu­
nales Colegiados, todos del Trigésimo Circuito.—
Magistrado Ponente: Roberto Lara Hernández. Relativa 
a la tesis PC.XXX. J/23 A (10a.), de título y subtítulo: 
"LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. CARECE DE ELLA EL AUTO­
RIZADO POR EL ACTOR EN EL JUICIO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR SU PROPIO 
DERECHO, CONTRA EL COBRO DE DERECHO POR 
LA EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS."  PC. 709

Contradicción de tesis 6/2019.—Entre las sustentadas 
por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, 
ambos del Décimo Circuito, con residencia en Coatza­
coalcos, Veracruz.—Magistrado Ponente: Víctor Hugo 
Velázquez Rosas. Relativa a la tesis PC.X. J/15 K 
(10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN EN EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE OTOR­
GARLA DE OFICIO Y DE PLANO CUANDO SE RECLA­
MAN LA POSIBLE DEPORTACIÓN O REPATRIACIÓN 
Y, SIMULTÁNEAMENTE, ACTOS RESTRICTIVOS DE 
LA LIBERTAD PERSONAL DE MIGRANTES CON SI­
TUACIÓN IRREGULAR EN EL PAÍS." PC. 817

Amparo en revisión 310/2019 (cuaderno auxiliar 
985/2019) del índice del Tribunal Colegiado del Trigé­
simo Primer Circuito, con apoyo del Primer Tribunal 
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Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz.—Magis­
trado Ponente: Neófito López Ramos. Relativo a la tesis 
(IV Región)1o. J/15 K (10a.), de título y subtítulo: "AUTO 
DE PRESIDENCIA QUE POR ERROR ADMITE UN 
RECURSO. ES NULO Y NO VINCULA AL PLENO DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PARA QUE 
RESUELVA EL FONDO." TC. 885

Amparo directo 636/2019.—Ponente: Darío Morán 
González, secretario de tribunal autorizado por la Comi­
sión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistra­
do, en términos de los artícu los 26, párrafo segundo 
y 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Ju­
dicial de la Federación, en relación con el diverso 40, 
fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Con sejo 
de la Judicatura Federal, por el que se expide el simi­
lar que reglamenta la organización y funcionamien to 
del propio Consejo; y reforma y deroga diversas dis­
posiciones de otros acuerdos generales. Relativo a la 
tesis VII.2o.C.224 C (10a.), de título y subtítulo: "PAGO 
RETROACTIVO DE ALIMENTOS. PUEDE HACERSE 
VALER COMO ACCIÓN AUTÓNOMA AL JUICIO DE 
RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE VERACRUZ)." TC. 947
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Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.—Acción de inconstitucionalidad 
15/2019.—Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Relativo 
a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. 
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tiene legitimación 
cuando en su demanda aduzca una violación a derechos humanos 
(Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio 
fiscal de 2019 y diversas leyes de ingresos municipales).", "Trans­
parencia y acceso a la información pública. Cuotas excesivas y 
desproporcionadas por la reproducción de la información pública 
en copias simples mediante su digitalización en disco compacto o 
DVD, al no atender a los costos de los materiales utilizados y, por 
ende, vulneran el principio de gratuidad de este derecho [Invalidez 
de los artícu los 15, fracciones I, III y VII, de la Ley de Ingresos del 
Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, 51, 
incisos d), f), g) e y), numerales 3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Jesús María, 36, fracción IX, de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de San José de Gracia y 72, numeral 11, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, todas para el 
ejercicio fiscal del año 2019].", "Transparencia y acceso a la infor­
mación pública. Obligación del legislador de justificar las tarifas o 
cuotas por la reproducción de información (Ley de Ingresos del 
Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019 y diver­
sas leyes de ingresos municipales).", "Transparencia y acceso a la 
información pública. Para el análisis de la validez de las tarifas o 
cuotas establecidas no corresponde a la Suprema Corte de Justi­
cia de la Nación investigar si son acordes a los costos de repro­
ducción (Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el 
ejercicio fiscal de 2019 y diversas leyes de ingresos municipales).", 
"Transparencia y acceso a la información pública. Cuotas por la 
reproducción de la información pública en versiones públicas que 
no atienden a los costos de los materiales utilizados y, por ende, 
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vulneran el principio de gratuidad de este derecho (Invalidez del 
artícu lo 15, fracción VIII, de la Ley de Ingresos del Estado de 
Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019).", "Derechos por 
copias certificadas. El costo por aquéllas, adicionales al legajo de 
veinte fojas, resulta desproporcional tomando en cuenta el costo 
real que implica la ejecución del servicio prestado [Invalidez del 
artícu lo 51, inciso a), de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús 
María para el ejercicio fiscal del año 2019].", "Derechos por copias 
certificadas. El costo por aquéllas, adicionales al legajo de veinte 
fojas, resulta inequitativo a partir del costo real que implica la eje­
cución del servicio prestado [Invalidez del artícu lo 51, inciso a), de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús María para el ejercicio 
fiscal del año 2019].", "Derechos por copias simples y búsqueda 
de documentos con emisión de copias. El costo por aquéllas resul­
ta desproporcional e inequitativo a partir del costo real que implica 
la ejecución del servicio prestado [Invalidez del artícu lo 51, incisos 
i) y m), de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús María para el 
ejercicio fiscal del año 2019].", "Transparencia y acceso a la infor­
mación pública. El cobro indistinto entre los derechos que se cau­
san por certificaciones y copias de los derechos de búsqueda de­
rivados de las solicitudes de transparencia y acceso a la información 
pública [Invalidez del artícu lo 72, numeral 7, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Rincón de Romos, para el ejercicio fiscal del año 
2019].", "Derechos por alumbrado público. Al establecerse como 
su base gravable el consumo de energía eléctrica, se advierte que 
en realidad se trata de un impuesto [Invalidez de los artícu los 93 de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalientes, 35 de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Asientos, 47 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
El Llano, 50 de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús María, 
32, párrafos segundo, quinto y sexto, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Pabellón de Arteaga, 64 de la Ley de Ingresos del Mu­
nicipio de Rincón de Romos, 48 y 49 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de San Francisco de los Romo, 22 de la Ley de Ingresos 
del Municipio de San José de Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tepezalá, todas para el ejercicio fiscal del año 2019].", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez que surte 
efectos a partir de la notificación de sus puntos resolutivos [Inva­
lidez de los artícu los 15, fracciones I, III, VII y VIII, de la Ley de Ingre­
sos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, 
93 de la Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalientes, 35 de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Asientos, 47 de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos del Munici­
pio de El Llano, 50 y 51, incisos a), d), f), g), i), m) e y), numerales 
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3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús María, 32, 
párrafos segundo, quinto y sexto, de la Ley de Ingresos del Muni­
cipio de Pabellón de Arteaga, 64 y 72, numerales 7 y 11, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, 48 y 49 de la Ley de 
Ingresos del Municipio de San Francisco de los Romo, 22 y 36, 
fracción IX, de la Ley de Ingresos del Municipio de San José de 
Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepezalá, todas 
del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal del año 
2019].", "Acción de inconstitucionalidad. Invalidez, por extensión, 
de las disposiciones que comparten los vicios advertidos en las 
normas invalidadas, aun cuando no fueran impugnadas [Invalidez, 
por extensión, de los artícu los 15, fracción VI, de la Ley de Ingresos 
del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, tran­
sitorio décimo primero de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Aguascalientes, transitorio décimo segundo de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Calvillo, 51, inciso e), de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Jesús María, 36, fracción VIII, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de San José de Gracia y transitorio décimo primero de 
la Ley de Ingresos del Municipio de San Francisco de los Romo, 
todas del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal del año 
2019, así como de los artícu los 138 Bis de la Ley de Hacienda del 
Municipio de Aguascalientes, 72 de la Ley de Hacienda del Muni­
cipio de Calvillo, 68 Bis de la Ley de Hacienda del Municipio de 
Pabellón de Arteaga y 122 de la Ley de Hacienda del Municipio 
de San Francisco de los Romo]." y "Acción de inconstitucionalidad. 
Sentencia de invalidez respecto de disposiciones generales de 
vigencia anual que vinculan, en lo futuro, al Congreso del Estado a 
abstenerse de repetir los mismos vicios de inconstitucionalidad de 
las normas invalidadas, ya sea en la Ley de Hacienda o en las 
Leyes de Ingresos de los Municipios de dicha entidad federativa 
[Invalidez de los artícu los 15, fracciones I, III, VII y VIII, de la Ley de 
Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal 
de 2019, 93 de la Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalien­
tes, 35 de la Ley de Ingresos del Municipio de Asientos, 47 de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos 
del Municipio de El Llano, 50 y 51, incisos a), d), f), g), i), m) e y), 
numerales 3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús 
María, 32, párrafos segundo, quinto y sexto, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Pabellón de Arteaga, 64 y 72, numerales 7 y 
11, de la Ley de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, 48 
y 49 de la Ley de Ingresos del Municipio de San Francisco de los 
Romo, 22 y 36, fracción IX, de la Ley de Ingresos del Municipio de 
San José de Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepe­
zalá, todas para el ejercicio fiscal del año 2019 y, por extensión, de 
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los artícu los 15, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Estado de 
Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, transitorio décimo 
primero de la Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalientes, 
transitorio décimo segundo de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Calvillo, 51, inciso e), de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús 
María, 36, fracción VIII, de la Ley de Ingresos del Municipio de San 
José de Gracia y transitorio décimo primero de la Ley de Ingresos 
del Municipio de San Francisco de los Romo, todas para el ejerci­
cio fiscal del año 2019, así como de los artícu los 138 Bis de la Ley 
de Hacienda del Municipio de Aguascalientes, 72 de la Ley de 
Hacienda del Municipio de Calvillo, 68 Bis de la Ley de Hacienda 
del Municipio de Pabellón de Arteaga y 122 de la Ley de Hacien­
da del Municipio de San Francisco de los Romo, todas del Estado de 
Aguascalientes]." .............................................................................. 76

Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.—Acción de inconstitucionalidad 
15/2019.—Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Relativo 
a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. 
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tiene legitimación 
cuando en su demanda aduzca una violación a derechos humanos 
(Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio 
fiscal de 2019 y diversas leyes de ingresos municipales).", "Trans­
parencia y acceso a la información pública. Cuotas excesivas y 
desproporcionadas por la reproducción de la información pública 
en copias simples mediante su digitalización en disco compacto o 
DVD, al no atender a los costos de los materiales utilizados y, por 
ende, vulneran el principio de gratuidad de este derecho [Invalidez 
de los artícu los 15, fracciones I, III y VII, de la Ley de Ingresos del 
Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, 51, inci­
sos d), f), g) e y), numerales 3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Jesús María, 36, fracción IX, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de San José de Gracia y 72, numeral 11, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, todas para el ejercicio 
fiscal del año 2019].", "Transparencia y acceso a la información pú­
blica. Obligación del legislador de justificar las tarifas o cuotas por 
la reproducción de información (Ley de Ingresos del Estado de 
Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019 y diversas leyes 
de ingresos municipales).", "Transparencia y acceso a la informa­
ción pública. Para el análisis de la validez de las tarifas o cuotas 
establecidas no corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación investigar si son acordes a los costos de reproducción (Ley 
de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 
2019 y diversas leyes de ingresos municipales).", "Transparencia y 
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acceso a la información pública. Cuotas por la reproducción de la 
información pública en versiones públicas que no atienden a los 
costos de los materiales utilizados y, por ende, vulneran el principio 
de gratuidad de este derecho (Invalidez del artícu lo 15, fracción 
VIII, de la Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el 
ejercicio fiscal de 2019).", "Derechos por copias certificadas. El cos­
to por aquéllas, adicionales al legajo de veinte fojas, resulta despro­
porcional tomando en cuenta el costo real que implica la ejecución 
del servicio prestado [Invalidez del artícu lo 51, inciso a), de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Jesús María para el ejercicio fiscal del 
año 2019].", "Derechos por copias certificadas. El costo por aqué­
llas, adicionales al legajo de veinte fojas, resulta inequitativo a par­
tir del costo real que implica la ejecución del servicio prestado 
[Invalidez del artícu lo 51, inciso a), de la Ley de Ingresos del Muni­
cipio de Jesús María para el ejercicio fiscal del año 2019].", "Dere­
chos por copias simples y búsqueda de documentos con emisión 
de copias. El costo por aquéllas resulta desproporcional e inequi­
tativo a partir del costo real que implica la ejecución del servicio 
prestado [Invalidez del artícu lo 51, incisos i) y m), de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Jesús María para el ejercicio fiscal del 
año 2019].", "Transparencia y acceso a la información pública. El co­
bro indistinto entre los derechos que se causan por certificaciones 
y copias de los derechos de búsqueda derivados de las solici­
tudes de transparencia y acceso a la información pública [Inva­
lidez del artícu lo 72, numeral 7, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Rincón de Romos, para el ejercicio fiscal del año 2019].", "Dere­
chos por alumbrado público. Al establecerse como su base grava­
ble el consumo de energía eléctrica, se advierte que en realidad se 
trata de un impuesto [Invalidez de los artícu los 93 de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de Aguascalientes, 35 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Asientos, 47 de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos del Municipio de El Llano, 50 de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús María, 32, párrafos se­
gundo, quinto y sexto, de la Ley de Ingresos del Municipio de Pa­
bellón de Arteaga, 64 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Rincón de Romos, 48 y 49 de la Ley de Ingresos del Municipio 
de San Francisco de los Romo, 22 de la Ley de Ingresos del Muni­
cipio de San José de Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del Mu­
nicipio de Tepezalá, todas para el ejercicio fiscal del año 2019].", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez que surte 
efectos a partir de la notificación de sus puntos resolutivos [Invali­
dez de los artícu los 15, fracciones I, III, VII y VIII, de la Ley de Ingre­
sos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, 
93 de la Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalientes, 35 de la 
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Ley de Ingresos del Municipio de Asientos, 47 de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos del Munici­
pio de El Llano, 50 y 51, incisos a), d), f), g), i), m) e y), numerales 
3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús María, 32, 
párrafos segundo, quinto y sexto, de la Ley de Ingresos del Muni­
cipio de Pabellón de Arteaga, 64 y 72, numerales 7 y 11, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, 48 y 49 de la 
Ley de Ingresos del Municipio de San Francisco de los Romo, 22 y 
36, fracción IX, de la Ley de Ingresos del Municipio de San José de 
Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepezalá, todas 
del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal del año 
2019].", "Acción de inconstitucionalidad. Invalidez, por extensión, 
de las disposiciones que comparten los vicios advertidos en las 
normas invalidadas, aun cuando no fueran impugnadas [Invalidez, 
por extensión, de los artícu los 15, fracción VI, de la Ley de Ingresos 
del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, tran­
sitorio décimo primero de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Aguascalientes, transitorio décimo segundo de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Calvillo, 51, inciso e), de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Jesús María, 36, fracción VIII, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de San José de Gracia y transitorio décimo primero de 
la Ley de Ingresos del Municipio de San Francisco de los Romo, 
todas del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal del año 
2019, así como de los artícu los 138 Bis de la Ley de Hacienda del 
Municipio de Aguascalientes, 72 de la Ley de Hacienda del Muni­
cipio de Calvillo, 68 Bis de la Ley de Hacienda del Municipio de 
Pabellón de Arteaga y 122 de la Ley de Hacienda del Municipio 
de San Francisco de los Romo]." y "Acción de inconstitucionalidad. 
Sentencia de invalidez respecto de disposiciones generales de vi­
gencia anual que vinculan, en lo futuro, al Congreso del Estado a 
abstenerse de repetir los mismos vicios de inconstitucionalidad de 
las normas invalidadas, ya sea en la Ley de Hacienda o en las 
Leyes de Ingresos de los Municipios de dicha entidad federativa 
[Invalidez de los artícu los 15, fracciones I, III, VII y VIII, de la Ley de 
Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal 
de 2019, 93 de la Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalien­
tes, 35 de la Ley de Ingresos del Municipio de Asientos, 47 de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos 
del Municipio de El Llano, 50 y 51, incisos a), d), f), g), i), m) e y), 
numerales 3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús 
María, 32, párrafos segundo, quinto y sexto, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Pabellón de Arteaga, 64 y 72, numerales 7 y 11, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, 48 y 49 
de la Ley de Ingresos del Municipio de San Francisco de los Romo, 



Índice de Votos 1109

Pág.

Novena Parte ÍNDICES

22 y 36, fracción IX, de la Ley de Ingresos del Municipio de San 
José de Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepe­
zalá, todas para el ejercicio fiscal del año 2019 y, por extensión, 
de los artícu los 15, fracción VI, de la Ley de Ingresos del Estado de 
Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, transitorio décimo 
primero de la Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalientes, 
transitorio décimo segundo de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Calvillo, 51, inciso e), de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús 
María, 36, fracción VIII, de la Ley de Ingresos del Municipio de San 
José de Gracia y transitorio décimo primero de la Ley de Ingresos 
del Municipio de San Francisco de los Romo, todas para el ejerci­
cio fiscal del año 2019, así como de los artícu los 138 Bis de la Ley 
de Hacienda del Municipio de Aguascalientes, 72 de la Ley de 
Hacienda del Municipio de Calvillo, 68 Bis de la Ley de Hacienda 
del Municipio de Pabellón de Arteaga y 122 de la Ley de Hacien­
da del Municipio de San Francisco de los Romo, todas del Estado de 
Aguascalientes]." .............................................................................. 82

Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.—Acción de inconstitucionalidad 
15/2019.—Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Relativo 
a la ejecutoria de temas síntesis: "Acción de inconstitucionalidad. 
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tiene legitimación 
cuando en su demanda aduzca una violación a derechos humanos 
(Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio 
fiscal de 2019 y diversas leyes de ingresos municipales).", "Trans­
parencia y acceso a la información pública. Cuotas excesivas y 
desproporcionadas por la reproducción de la información pública 
en copias simples mediante su digitalización en disco compacto o 
DVD, al no atender a los costos de los materiales utilizados y, por 
ende, vulneran el principio de gratuidad de este derecho [Invalidez 
de los artícu los 15, fracciones I, III y VII, de la Ley de Ingresos del 
Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, 51, inci­
sos d), f), g) e y), numerales 3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Jesús María, 36, fracción IX, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de San José de Gracia y 72, numeral 11, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, todas para el ejercicio 
fiscal del año 2019].", "Transparencia y acceso a la información pú­
blica. Obligación del legislador de justificar las tarifas o cuotas por 
la reproducción de información (Ley de Ingresos del Estado de 
Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019 y diversas leyes 
de ingresos municipales).", "Transparencia y acceso a la informa­
ción pública. Para el análisis de la validez de las tarifas o cuotas 
establecidas no corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la 
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Nación investigar si son acordes a los costos de reproducción (Ley 
de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 
2019 y diversas leyes de ingresos municipales).", "Transparencia y 
acceso a la información pública. Cuotas por la reproducción de la 
información pública en versiones públicas que no atienden a los 
costos de los materiales utilizados y, por ende, vulneran el princi­
pio de gratuidad de este derecho (Invalidez del artícu lo 15, frac­
ción VIII, de la Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para 
el ejercicio fiscal de 2019).", "Derechos por copias certificadas. 
El costo por aquéllas, adicionales al legajo de veinte fojas, resulta 
desproporcional tomando en cuenta el costo real que implica la 
ejecución del servicio prestado [Invalidez del artícu lo 51, inciso a), 
de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús María para el ejerci­
cio fiscal del año 2019].", "Derechos por copias certificadas. El cos­
to por aquéllas, adicionales al legajo de veinte fojas, resulta inequi­
tativo a partir del costo real que implica la ejecución del servicio 
prestado [Invalidez del artícu lo 51, inciso a), de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de Jesús María para el ejercicio fiscal del año 
2019].", "Derechos por copias simples y búsqueda de documentos 
con emisión de copias. El costo por aquéllas resulta desproporcio­
nal e inequitativo a partir del costo real que implica la ejecución del 
servicio prestado [Invalidez del artícu lo 51, incisos i) y m), de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Jesús María para el ejercicio fiscal 
del año 2019].", "Transparencia y acceso a la información pública. 
El cobro indistinto entre los derechos que se causan por certifica­
ciones y copias de los derechos de búsqueda derivados de las 
solicitudes de transparencia y acceso a la información pública 
[Invalidez del artícu lo 72, numeral 7, de la Ley de Ingresos del Mu­
nicipio de Rincón de Romos, para el ejercicio fiscal del año 2019].", 
"Derechos por alumbrado público. Al establecerse como su base 
gravable el consumo de energía eléctrica, se advierte que en rea­
lidad se trata de un impuesto [Invalidez de los artícu los 93 de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalientes, 35 de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Asientos, 47 de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
El Llano, 50 de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús María, 
32, párrafos segundo, quinto y sexto, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Pabellón de Arteaga, 64 de la Ley de Ingresos del Mu­
nicipio de Rincón de Romos, 48 y 49 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de San Francisco de los Romo, 22 de la Ley de Ingresos 
del Municipio de San José de Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Tepezalá, todas para el ejercicio fiscal del año 2019].", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de invalidez que surte 



Índice de Votos 1111

Pág.

Novena Parte ÍNDICES

efectos a partir de la notificación de sus puntos resolutivos [Inva­
lidez de los artícu los 15, fracciones I, III, VII y VIII, de la Ley de In­
gresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 
2019, 93 de la Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalientes, 
35 de la Ley de Ingresos del Municipio de Asientos, 47 de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de El Llano, 50 y 51, incisos a), d), f), g), i), m) e y), nu­
merales 3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús 
María, 32, párrafos segundo, quinto y sexto, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Pabellón de Arteaga, 64 y 72, numerales 7 y 11, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, 48 y 49 
de la Ley de Ingresos del Municipio de San Francisco de los Romo, 
22 y 36, fracción IX, de la Ley de Ingresos del Municipio de San 
José de Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepe­
zalá, todas del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal del 
año 2019].", "Acción de inconstitucionalidad. Invalidez, por exten­
sión, de las disposiciones que comparten los vicios advertidos en 
las normas invalidadas, aun cuando no fueran impugnadas [Invali­
dez, por extensión, de los artícu los 15, fracción VI, de la Ley de 
Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal 
de 2019, transitorio décimo primero de la Ley de Ingresos del Mu­
nicipio de Aguascalientes, transitorio décimo segundo de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Calvillo, 51, inciso e), de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de Jesús María, 36, fracción VIII, de la Ley de 
Ingresos del Municipio de San José de Gracia y transitorio décimo 
primero de la Ley de Ingresos del Municipio de San Francisco de 
los Romo, todas del Estado de Aguascalientes para el ejercicio 
fiscal del año 2019, así como de los artícu los 138 Bis de la Ley de 
Hacienda del Municipio de Aguascalientes, 72 de la Ley de Ha­
cienda del Municipio de Calvillo, 68 Bis de la Ley de Hacienda del 
Municipio de Pabellón de Arteaga y 122 de la Ley de Hacienda 
del Municipio de San Francisco de los Romo]." y "Acción de incons­
titucionalidad. Sentencia de invalidez respecto de disposiciones 
generales de vigencia anual que vinculan, en lo futuro, al Congreso 
del Estado a abstenerse de repetir los mismos vicios de inconstitu­
cionalidad de las normas invalidadas, ya sea en la Ley de Hacien­
da o en las Leyes de Ingresos de los Municipios de dicha entidad 
federativa [Invalidez de los artícu los 15, fracciones I, III, VII y VIII, 
de la Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejerci­
cio fiscal de 2019, 93 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Aguascalientes, 35 de la Ley de Ingresos del Municipio de Asien­
tos, 47 de la Ley de Ingresos del Municipio de Calvillo, 43 de la Ley 
de Ingresos del Municipio de El Llano, 50 y 51, incisos a), d), f), g), 
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i), m) e y), numerales 3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del Munici­
pio de Jesús María, 32, párrafos segundo, quinto y sexto, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Pabellón de Arteaga, 64 y 72, nume­
rales 7 y 11, de la Ley de Ingresos del Municipio de Rincón de 
Romos, 48 y 49 de la Ley de Ingresos del Municipio de San Fran­
cisco de los Romo, 22 y 36, fracción IX, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de San José de Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del Mu­
nicipio de Tepezalá, todas para el ejercicio fiscal del año 2019 y, 
por extensión, de los artícu los 15, fracción VI, de la Ley de Ingresos 
del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019, tran­
sitorio décimo primero de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Aguascalientes, transitorio décimo segundo de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Calvillo, 51, inciso e), de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Jesús María, 36, fracción VIII, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de San José de Gracia y transitorio décimo primero de 
la Ley de Ingresos del Municipio de San Francisco de los Romo, 
todas para el ejercicio fiscal del año 2019, así como de los artícu los 
138 Bis de la Ley de Hacienda del Municipio de Aguascalientes, 72 
de la Ley de Hacienda del Municipio de Calvillo, 68 Bis de la Ley de 
Hacienda del Municipio de Pabellón de Arteaga y 122 de la Ley 
de Hacienda del Municipio de San Francisco de los Romo, todas del 
Estado de Aguascalientes]." ............................................................. 86

Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.—Contradicción de tesis 
506/2019.—Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Ma­
teria Penal del Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito. Relativo a la ejecutoria en la que 
se sustentaron las tesis 1a./J. 37/2020 (10a.) y 1a./J. 36/2020 (10a.), 
de títulos y subtítulos: "AMPARO INDIRECTO. LA JURISPRUDEN­
CIA 2a./J. 9/2018 (10a.) EMITIDA POR LA SEGUNDA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, NO ES APLICA­
BLE PARA DETERMINAR SI LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPU­
TO DEL PLAZO PREVISTO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DE­
MANDA, CUANDO SE RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIO­
NES DICTADAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCEDIMIENTO 
PENAL ACUSATORIO Y ORAL." y "DEMANDA DE AMPARO INDI­
RECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD RES­
PONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO SE RECLAME AL­
GUNA DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN LA AUDIENCIA 
INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO Y ORAL." ... 133
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Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.—Contradicción de 
tesis 77/2017.—Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el entonces Segun­
do Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Se­
gundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Segundo Circuito y el entonces Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Civil del Vigésimo Circuito. Relativo a la ejecutoria en la que 
se sustentó la tesis 1a./J. 38/2020 (10a.), de título y subtítulo: "SU­
PLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL RECURSO DE APE­
LACIÓN. ES IMPROCEDENTE EN FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U 
OFENDIDOS QUE NO SE ENCUENTREN EN UNA SITUACIÓN 
PARTICULAR DE VULNERABILIDAD, CUANDO LO INTERPONEN 
CONTRA UNA SENTENCIA EMITIDA EN UN PROCESO PENAL SE­
GUIDO CONFORME AL SISTEMA TRADICIONAL O MIXTO." ......... 357

Magistrado Roberto Lara Hernández.—Contradicción de tesis 
3/2019.—Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
del Trigésimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Trigé­
simo Circuito. Relativo a la ejecutoria en la que se sustentaron 
las tesis PC.XXX. J/21 A (10a.) y PC.XXX. J/22 A (10a.), de títulos y 
subtítulos: "FÍAT NOTARIAL. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE 
NOTARIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, NO PRE­
VÉ LA EXHIBICIÓN DE UNA CONSTANCIA POBLACIONAL COMO 
REQUISITO PREVIO QUE DEBA CUMPLIR EL INTERESADO EN SU 
EXPEDICIÓN." y "FÍAT NOTARIAL. EL CERTIFICADO QUE ACREDI­
TE EL ESTADO SEGLAR DEL INTERESADO EN SU OTORGAMIENTO 
A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 90 DE LA LEY DE NOTARIADO 
PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, DEBE EXPEDIRLO LA 
DIRECCIÓN GENERAL DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS DE 
LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN." ............................................ 706

Magistrado Silverio Rodríguez Carrillo.—Contradicción de tesis 
4/2019.—Entre las sustentadas por el Primer, el Segundo, el Tercer 
y el Cuarto Tribunales Colegiados, todos del Trigésimo Circuito. 
Relativo a la ejecutoria en la que se sustentó la tesis PC.XXX. J/23 
A (10a.), de título y subtítulo: "LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. CARECE DE ELLA EL AUTO­
RIZADO POR EL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO FEDERAL POR SU PROPIO DERECHO, CONTRA EL 
COBRO DE DERECHO POR LA EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTI­
FICADAS." ......................................................................................... 803
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Magistrado Miguel Ángel Alvarado Servín.—Contradicción de tesis 
4/2019.—Entre las sustentadas por el Primer, el Segundo, el Ter­
cer y el Cuarto Tribunales Colegiados, todos del Trigésimo Cir­
cuito. Relativo a la ejecutoria en la que se sustentó la tesis 
PC.XXX. J/23 A (10a.), de título y subtítulo: "LEGITIMACIÓN PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. CARECE DE 
ELLA EL AUTORIZADO POR EL ACTOR EN EL JUICIO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR SU PROPIO DERECHO, 
CONTRA EL COBRO DE DERECHO POR LA EXPEDICIÓN DE CO­
PIAS CERTIFICADAS." ...................................................................... 810

Magistrados Víctor Hugo Velázquez Rosas, Cuauhtémoc Carlock Sánchez 
y Rogelio Josué Martínez Jasso.—Contradicción de tesis 6/2019.—
Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y 
Segundo, ambos del Décimo Circuito, con residencia en Coatza­
coalcos, Veracruz. Relativo a la ejecutoria en la que se sustentó la 
tesis  PC.X. J/15 K (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN EN EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE OTORGARLA DE 
OFICIO Y DE PLANO CUANDO SE RECLAMAN LA POSIBLE 
DEPORTACIÓN O REPATRIACIÓN Y, SIMULTÁNEAMENTE, ACTOS 
RESTRICTIVOS DE LA LIBERTAD PERSONAL DE MIGRANTES 
CON SITUACIÓN IRREGULAR EN EL PAÍS." ................................... 877

Magistrado Isidro Pedro Alcántara Valdés.—Amparo directo 636/2019.—
Relativo a la ejecutoria en la que se sustentó la tesis VII.2o.C.224 C 
(10a.), de título y subtítulo: "PAGO RETROACTIVO DE ALIMENTOS. 
PUEDE HACERSE VALER COMO ACCIÓN AUTÓNOMA AL JUICIO 
DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD (LEGISLACIÓN DEL ES­
TADO DE VERACRUZ)." .................................................................... 964
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Acción de inconstitucionalidad 15/2019.—Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos.—Ministro Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Relativa a los temas síntesis: 
"Acción de inconstitucionalidad. La Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos tiene legitimación cuando 
en su demanda aduzca una violación a derechos 
humanos (Ley de Ingresos del Estado de Aguasca­
lientes para el ejercicio fiscal de 2019 y diversas leyes 
de ingresos municipales).", "Transparencia y acceso 
a la información pública. Cuotas excesivas y despro­
porcionadas por la reproducción de la información 
pú blica en copias simples mediante su digitalización 
en disco compacto o DVD, al no atender a los costos 
de los materiales utilizados y, por ende, vulneran el prin­
cipio de gratuidad de este derecho [Invalidez de los 
artícu los 15, fracciones I, III y VII, de la Ley de Ingre­
sos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio 
fiscal de 2019, 51, incisos d), f), g) e y), numerales 3, 
4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del Municipio de Jesús 
María, 36, fracción IX, de la Ley de Ingresos del Muni­
cipio de San José de Gracia y 72, numeral 11, de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, 
todas para el ejercicio fiscal del año 2019].", "Trans­
parencia y acceso a la información pública. Obliga­
ción del legislador de justificar las tarifas o cuotas 
por la reproducción de información (Ley de Ingresos 
del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 
2019 y diversas leyes de ingresos municipales).", 
"Transparencia y acceso a la información pública. 
Para el análisis de la validez de las tarifas o cuotas 
establecidas no corresponde a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación investigar si son acordes a los 
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costos de reproducción (Ley de Ingresos del Estado 
de Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019 y 
diversas leyes de ingresos municipales).", "Transpa­
rencia y acceso a la información pública. Cuotas por 
la reproducción de la información pública en versio­
nes públicas que no atienden a los costos de los ma­
teriales utilizados y, por ende, vulneran el principio 
de gratuidad de este derecho (Invalidez del artícu lo 
15, fracción VIII, de la Ley de Ingresos del Estado de 
Aguascalientes para el ejercicio fiscal de 2019).", 
"Derechos por copias certificadas. El costo por aqué­
llas, adicionales al legajo de veinte fojas, resulta 
desproporcional tomando en cuenta el costo real que 
implica la ejecución del servicio prestado [Invalidez 
del artícu lo 51, inciso a), de la Ley de Ingresos del 
Muni cipio de Jesús María para el ejercicio fiscal del año 
2019].", "Derechos por copias certificadas. El costo 
por aquéllas, adicionales al legajo de veinte fojas, re­
sulta inequitativo a partir del costo real que implica la 
ejecución del servicio prestado [Invalidez del artícu lo 
51, inciso a), de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Jesús María para el ejercicio fiscal del año 2019].", 
"Derechos por copias simples y búsqueda de docu­
mentos con emisión de copias. El costo por aquéllas 
resulta desproporcional e inequitativo a partir del costo 
real que implica la ejecución del servicio prestado 
[Invalidez del artícu lo 51, incisos i) y m), de la Ley de 
Ingresos del Municipio de Jesús María para el ejer­
cicio fiscal del año 2019].", "Transparencia y acceso 
a la información pública. El cobro indistinto entre los 
derechos que se causan por certificaciones y copias de 
los derechos de búsqueda derivados de las solici­
tudes de transparencia y acceso a la información pú­
blica [Invalidez del artícu lo 72, numeral 7, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, para 
el ejercicio fiscal del año 2019].", "Derechos por alum­
brado público. Al establecerse como su base grava­
ble el consumo de energía eléctrica, se advierte que 
en realidad se trata de un impuesto [Invalidez de los 
artícu los 93 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Aguascalientes, 35 de la Ley de Ingresos del Munici­
pio de Asientos, 47 de la Ley de Ingresos del Muni­
cipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos del Munici­
pio de El Llano, 50 de la Ley de Ingresos del Muni cipio 
de Jesús María, 32, párrafos segundo, quinto y 
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sexto, de la Ley de Ingresos del Municipio de Pabe­
llón de Arteaga, 64 de la Ley de Ingresos del Munici­
pio de Rincón de Romos, 48 y 49 de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de San Francisco de los Romo, 
22 de la Ley de Ingresos del Municipio de San José 
de Gracia y 36 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Tepe zalá, todas para el ejercicio fiscal del año 2019].", 
"Acción de inconstitucionalidad. Sentencia de invali­
dez que surte efectos a partir de la notificación de 
sus puntos resolutivos [Invalidez de los artícu los 15, 
fracciones I, III, VII y VIII, de la Ley de Ingresos del 
Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal 
de 2019, 93 de la Ley de Ingresos del Municipio de 
Aguascalientes, 35 de la Ley de Ingresos del Munici­
pio de Asientos, 47 de la Ley de Ingresos del Muni­
cipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos del Munici­
pio de El Llano, 50 y 51, incisos a), d), f), g), i), m) e 
y), numerales 3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Jesús María, 32, párrafos segundo, quinto 
y sexto, de la Ley de Ingresos del Municipio de Pabe­
llón de Arteaga, 64 y 72, numerales 7 y 11, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, 48 y 
49 de la Ley de Ingresos del Municipio de San Fran­
cisco de los Romo, 22 y 36, fracción IX, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de San José de Gracia y 
36 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepezalá, 
todas del Estado de Aguascalientes para el ejercicio 
fiscal del año 2019].", "Acción de inconstitucionalidad. 
Invalidez, por extensión, de las disposiciones que com­
parten los vicios advertidos en las normas invalida­
das, aun cuando no fueran impugnadas [Invalidez, por 
extensión, de los artícu los 15, fracción VI, de la Ley 
de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejer­
cicio fiscal de 2019, transitorio décimo primero de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalientes, tran­
sitorio décimo segundo de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Calvillo, 51, inciso e), de la Ley de In­
gresos del Municipio de Jesús María, 36, fracción 
VIII, de la Ley de Ingresos del Municipio de San José 
de Gracia y transitorio décimo primero de la Ley de 
Ingresos del Municipio de San Francisco de los Romo, 
todas del Estado de Aguascalientes para el ejercicio 
fiscal del año 2019, así como de los artícu los 138 Bis 
de la Ley de Hacienda del Municipio de Aguasca­
lientes, 72 de la Ley de Hacienda del Municipio de 
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Calvillo, 68 Bis de la Ley de Hacienda del Munici­
pio de Pabellón de Arteaga y 122 de la Ley de 
Hacienda del Municipio de San Francisco de los 
Romo]." y "Acción de inconstitucionalidad. Sentencia 
de invalidez respecto de disposiciones generales de 
vigencia anual que vinculan, en lo futuro, al Congreso 
del Estado a abstenerse de repetir los mismos vicios de 
inconstitucionalidad de las normas invalidadas, ya sea 
en la Ley de Hacienda o en las Leyes de Ingresos de 
los Municipios de dicha entidad federativa [Invalidez 
de los artícu los 15, fracciones I, III, VII y VIII, de la 
Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para 
el ejercicio fiscal de 2019, 93 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Aguascalientes, 35 de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de Asientos, 47 de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Calvillo, 43 de la Ley de Ingresos del 
Municipio de El Llano, 50 y 51, incisos a), d), f), g), i), 
m) e y), numerales 3, 4, 5 y 6, de la Ley de Ingresos 
del Municipio de Jesús María, 32, párrafos segundo, 
quinto y sexto, de la Ley de Ingresos del Municipio 
de Pabellón de Arteaga, 64 y 72, numerales 7 y 11, de 
la Ley de Ingresos del Municipio de Rincón de Romos, 
48 y 49 de la Ley de Ingresos del Municipio de San 
Francisco de los Romo, 22 y 36, fracción IX, de la Ley 
de Ingresos del Municipio de San José de Gracia y 
36 de la Ley de Ingresos del Municipio de Tepezalá, 
todas para el ejercicio fiscal del año 2019 y, por exten­
sión, de los artícu los 15, fracción VI, de la Ley de 
Ingre sos del Estado de Aguascalientes para el ejer­
cicio fiscal de 2019, transitorio décimo primero de la 
Ley de Ingresos del Municipio de Aguascalientes, 
transitorio décimo segundo de la Ley de Ingresos del 
Municipio de Calvillo, 51, inciso e), de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de Jesús María, 36, fracción VIII, 
de la Ley de Ingresos del Municipio de San José de 
Gracia y transitorio décimo primero de la Ley de Ingre­
sos del Municipio de San Francisco de los Romo, todas 
para el ejercicio fiscal del año 2019, así como de los 
artícu los 138 Bis de la Ley de Hacienda del Munici­
pio de Aguascalientes, 72 de la Ley de Hacienda del 
Municipio de Calvillo, 68 Bis de la Ley de Hacienda 
del Municipio de Pabellón de Arteaga y 122 de la Ley 
de Hacienda del Municipio de San Francisco de los 
Romo, todas del Estado de Aguascalientes]." P. 5
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ACTOS DE TORTURA. LAS AUTORIDADES PENI­
TENCIARIAS LOS COMETEN SI LAS CONDICIONES 
EN QUE SE ENCUENTRA EL INTERNO ATENTAN 
CONTRA SU DIGNIDAD HUMANA. II.3o.P.86 P (10a.) 901

BENEFICIOS PENITENCIARIOS. EN LOS ASUNTOS 
JUZGADOS BAJO EL SISTEMA TRADICIONAL, PRO­
CEDE LA APLICACIÓN RETROACTIVA DE LEYES 
VIGENTES CON ANTERIORIDAD A LA FECHA DE SU 
SOLICITUD, CUANDO ÉSTAS LE SEAN FAVORABLES 
AL SOLICITANTE, EN ACATAMIENTO AL PRINCIPIO 
DE LA LEY BENÉFICA CONTEMPLADO EN EL AR­
TÍCULO 14 CONSTITUCIONAL. I.9o.P.277 P (10a.) 909

CENTROS PÚBLICOS DE INVESTIGACIÓN. DEBEN 
ADOPTAR MEDIDAS ACTIVAS Y POSITIVAS PARA 
COMBATIR ACTITUDES ESTEREOTIPADAS Y DIS­
CRIMINATORIAS DERIVADAS DEL RECHAZO DE UNA 
ALUMNA CUANDO SU PROFESOR PRETENDE CON­
SEGUIR DE ELLA UNA RELACIÓN AFECTIVA. I.2o.A.1 CS (10a.) 911

COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LA FIGURA 
JURÍDICA DE "JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRICI­
DAD" CREADA A PARTIR DE LOS ARTÍCULOS 7, 
FRACCIÓN X, 8, 28 Y 36 DEL REGLAMENTO IN­
TERNO DE AQUÉLLA, EN SU TEXTO ANTERIOR A 
LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO 
VULNERAN EL ARTÍCULO 90 DE LA LEY SUPREMA. 2a. XII/2020 (10a.) 621
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN EN REDES SOCIALES DE IN­
TER NET. CUANDO UN SERVIDOR PÚBLICO UTILICE 
UNA RED DE ESTE TIPO COMO MEDIO DE DIVUL­
GACIÓN DE SUS ACTIVIDADES Y COMO VEHÍCULO 
DE COMUNICACIÓN CON LOS GOBERNADOS, ESTÁ 
OBLIGADO A PERMITIR A SUS SEGUIDORES EL 
CONTACTO EN SU CUENTA Y A NO BLOQUEARLOS 
POR SUS OPINIONES CRÍTICAS, SALVO QUE SU 
COMPORTAMIENTO SEA CONSTITUTIVO DE ABUSO 
O DE UN DELITO. I.4o.A.6 CS (10a.) 932

NULIDAD EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS­
TRATIVO FEDERAL. LOS ARTÍCULOS 51, 52 Y 57 
DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CON­
TENCIOSO ADMINISTRATIVO RESPETAN EL PRIN­
CIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 2a. XIII/2020 (10a.) 630

PARTICIPACIÓN Y CONSULTA PÚBLICA. EL ESTADO 
DEBE GARANTIZAR ESTE DERECHO EN PROYEC­
TOS O ACTIVIDADES QUE PUEDAN CAUSAR UNA 
AFECTACIÓN AL MEDIO AMBIENTE. 2a. XVI/2020 (10a.) 631

PRINCIPIO DE PONDERACIÓN. CONTENIDO Y AL­
CANCES EN RELACIÓN CON LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. I.4o.A.4 CS (10a.) 967

PRISIÓN PREVENTIVA JUSTIFICADA. SUPUESTOS EN 
LOS QUE SU IMPOSICIÓN SE CONSIDERA ARBI­
TRARIA. I.9o.P.273 P (10a.) 968

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. EL ARTÍCULO 112 
DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER LA PO­
SIBILIDAD DE JUSTIFICAR LA INASISTENCIA A LA 
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN SÓLO AL CONSU­
MIDOR, PREVIO A IMPONER UNA SANCIÓN, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL. 2a./J. 20/2020 (10a.) 524

PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL APERCI­
BIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 885 DE LA 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO, RELATIVO A NO CON­
TESTAR LA VISTA OTORGADA RESPECTO A LA 
CERTIFICACIÓN DE QUE NO EXISTEN PRUEBAS 
PENDIENTES DE DESAHOGO, NO ES VIOLATORIO 
DEL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 2a./J. 37/2020 (10a.) 554

REPARACIÓN INTEGRAL EN TRATOS INHUMANOS 
Y DEGRADANTES. SE ACTUALIZA AL DEMOSTRAR­
SE LA EXISTENCIA DE DICHAS VIOLACIONES AL 
DERECHO DE INTEGRIDAD PERSONAL. I.1o.P.169 P (10a.) 978

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. EN EL JUICIO 
DE AMPARO CUYA MATERIA SEA EL DERECHO DE 
ALIMENTOS, PROCEDE APLICARLA EN FAVOR DEL 
DEUDOR ALIMENTARIO. 1a./J. 24/2020 (10a.) 316

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
RECURSO DE APELACIÓN. ES IMPROCEDENTE EN 
FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS QUE NO SE 
ENCUENTREN EN UNA SITUACIÓN PARTICULAR DE 
VULNERABILIDAD, CUANDO LO INTERPONEN CON­
TRA UNA SENTENCIA EMITIDA EN UN PROCESO 
PENAL SEGUIDO CONFORME AL SISTEMA TRADI­
CIONAL O MIXTO. 1a./J. 38/2020 (10a.) 360

TURISMO. EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN XII, DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
RESERVA DE LEY. 2a./J. 27/2020 (10a.) 389
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ACTOS DE TORTURA. LAS AUTORIDADES PENI­
TENCIARIAS LOS COMETEN SI LAS CONDICIONES 
EN QUE SE ENCUENTRA EL INTERNO ATENTAN 
CONTRA SU DIGNIDAD HUMANA. II.3o.P.86 P (10a.) 901

 
AMPARO INDIRECTO. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
9/2018 (10a.) EMITIDA POR LA SEGUNDA SALA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, NO 
ES APLICABLE PARA DETERMINAR SI LOS DÍAS 
NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD RESPONSA­
BLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL 
PLAZO PREVISTO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA 
DEMANDA, CUANDO SE RECLAME ALGUNA DE 
LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN LA AUDIENCIA 
INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATO­
RIO Y ORAL. 1a./J. 37/2020 (10a.) 136

 
APELACIÓN EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL 
ACUSATORIO Y ORAL. SI EL TRIBUNAL DE SEGUN­
DA INSTANCIA REVOCA LA SENTENCIA ABSOLU­
TORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR ACREDI­
TADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL 
DEL ACUSADO, DEBE REASUMIR JURISDICCIÓN 
PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUALIZACIÓN DE 
LAS SANCIONES, LA REPARACIÓN DEL DAÑO E 
INDEMNIZACIONES. VII.1o.P.5 P (10a.) 903

 
BENEFICIOS PENITENCIARIOS. EN LOS ASUNTOS 
JUZGADOS BAJO EL SISTEMA TRADICIONAL, PRO­
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CEDE LA APLICACIÓN RETROACTIVA DE LEYES 
VIGENTES CON ANTERIORIDAD A LA FECHA DE 
SU SOLICITUD, CUANDO ÉSTAS LE SEAN FAVORA­
BLES AL SOLICITANTE, EN ACATAMIENTO AL PRIN­
CIPIO DE LA LEY BENÉFICA CONTEMPLADO EN EL 
ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL. I.9o.P.277 P (10a.) 909

 
COMPETENCIA TERRITORIAL PARA CONOCER DEL 
JUICIO DE AMPARO EN EL QUE SE RECLAME LA 
OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE BRINDAR 
DIVERSAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y SOLICI­
TAR AL JUEZ DE CONTROL COMPETENTE PRO­
VIDENCIAS PRECAUTORIAS A FAVOR DE LAS VÍC­
TIMAS U OFENDIDOS. RECAE EN EL JUEZ DE 
DISTRITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN EN EL LU­
GAR EN DONDE DICHAS OMISIONES SEAN EJE­
CUTABLES MATERIALMENTE, AL SER UN ACTO 
NEGATIVO CON EFECTOS POSITIVOS. I.9o.P.276 P (10a.) 912

 
CONCEPTO DE VIOLACIÓN INOPERANTE. ES 
AQUEL MEDIANTE EL CUAL SE PRETENDE COM­
BATIR UN ASPECTO QUE NO FORMÓ PARTE DE LA 
LITIS EN LA AUDIENCIA DE JUICIO PUES, DE EXA­
MINARSE, SE VULNERARÍA EL PRINCIPIO DE CON­
TRADICCIÓN QUE RIGE EL SISTEMA PENAL ACU­
SATORIO. XI.P.39 P (10a.) 913

 
DECLARACIÓN DE UN TESTIGO FALLECIDO. PARA 
QUE PROCEDA SU INCORPORACIÓN AL JUICIO 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 386, FRACCIÓN I, 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PE­
NALES, BASTA ACREDITAR EL DECESO DE AQUÉL 
CON EL ACTA DE DEFUNCIÓN RESPECTIVA. II.4o.P.15 P (10a.) 918

 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO 
LABORADOS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLA­
ZO PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO 
SE RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES 
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DICTADAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCE­
DIMIENTO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 1a./J. 36/2020 (10a.) 139

 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDI­
RECTO. SE ACTUALIZA DE MANERA MANIFESTA E 
INDUDABLE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PRE­
VISTA POR EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII EN 
RELACIÓN CON EL DIVERSO 5, FRACCIÓN II (IN­
TERPRETADO A CONTRARIO SENSU) AMBOS DE 
LA LEY DE LA MATERIA, CUANDO EL ACTO RECLA­
MADO CONSISTE EN LA NEGATIVA DE LOS AGEN­
TES DEL MINISTERIO PÚBLICO, DE REDUCIR LA 
PENA PREVISTA PARA EL DELITO DE QUE SE TRA­
TE DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROCEDI­
MIENTO ESPECIAL ABREVIADO. 1a./J. 34/2020 (10a.) 239

 
INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA. 
LAS RESOLUCIONES QUE SU DIRECTOR GENE­
RAL EMITE, RELATIVAS AL CESE O CAMBIO DE 
ADSCRIPCIÓN DEL PERSONAL DE ESE INSTITUTO, 
NO REVISTEN EL CARÁCTER DE DEFINITIVAS E 
INATACABLES. 2a./J. 19/2020 (10a.) 452

 
MEDIDAS DE APREMIO PREVISTAS EN EL ARTÍCU­
LO 104, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. PARA QUE SU IMPO­
SICIÓN SEA LEGAL, DEBE MEDIAR APERCIBIMIEN­
TO, POR REGLA GENERAL. XVII.2o.12 P (10a.) 935

 
NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. EFECTOS 
DEL AMPARO CONCEDIDO CONTRA LA RESOLU­
CIÓN DICTADA EN EL RECURSO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PRO­
CEDIMIENTOS PENALES. (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

 
ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO DE RECLU­
SIÓN A OTRO. LA MENCIÓN DE AUTORIDADES JU­
DICIALES COMO RESPONSABLES, SIN SEÑALAR 
LA RESOLUCIÓN QUE SE LES RECLAMA, NO 
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ACTUALIZA DE FORMA NOTORIA Y MANIFIESTA LA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL AR­
TÍCULO 61, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE AMPARO. II.3o.P.88 P (10a.) 944

 
ORDEN DE TRASLADO SIN INTERVENCIÓN JUDI­
CIAL. AUN CUANDO ES UN ACTO ATINENTE A LAS 
CUESTIONES DE INTERNAMIENTO, AL VULNERAR 
DE MANERA INDIRECTA EL DERECHO SUSTAN­
TIVO DE LA LIBERTAD PERSONAL DE LA RECLUI­
DA, ACTUALIZA UN CASO DE EXCEPCIÓN AL 
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PREVISTO POR LA 
FRACCIÓN XX DEL NUMERAL 61 DE LA LEY DE AM­
PARO; CIRCUNSTANCIA QUE IMPIDE QUE EL JUEZ 
DE DISTRITO, A PRIORI, DESECHE DE PLANO LA 
DEMANDA DE AMPARO. II.3o.P.84 P (10a.) 945

 
PRISIÓN PREVENTIVA JUSTIFICADA. SUPUESTOS 
EN LOS QUE SU IMPOSICIÓN SE CONSIDERA 
ARBITRARIA. I.9o.P.273 P (10a.) 968

 
REPARACIÓN INTEGRAL EN TRATOS INHUMANOS Y 
DEGRADANTES. SE ACTUALIZA AL DEMOSTRARSE 
LA EXISTENCIA DE DICHAS VIOLACIONES AL 
DERECHO DE INTEGRIDAD PERSONAL. I.1o.P.169 P (10a.) 978

 
SECUESTRO AGRAVADO. LAS PENAS PREVISTAS 
EN LOS ARTÍCULOS 9 Y 10 DE LA LEY GENERAL 
PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN 
MATERIA DE SECUESTRO, SON DE APLICACIÓN 
EXCLUYENTE. 1a./J. 12/2020 (10a.) 268

 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL RE­
CURSO DE APELACIÓN. ES IMPROCEDENTE EN 
FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS QUE NO 
SE ENCUENTREN EN UNA SITUACIÓN PARTICU­
LAR DE VULNERABILIDAD, CUANDO LO INTERPO­
NEN CONTRA UNA SENTENCIA EMITIDA EN UN 
PROCESO PENAL SEGUIDO CONFORME AL SISTE­
MA TRADICIONAL O MIXTO. 1a./J. 38/2020 (10a.) 360
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SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IM­
PROCEDENTE CONCEDERLA PARA NO JUDICIALI­
ZAR LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. II.3o.P.81 P (10a.) 988

 
SUSTITUCIÓN DE LAS PENAS PREVISTA EN LOS 
ARTÍCULOS 81, 82 Y 83 DEL CÓDIGO PENAL DEL 
ESTADO DE CHIHUAHUA. EL JUEZ DE CONTROL O 
EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO DEBE PRO­
NUNCIARSE SIN TOMAR EN CONSIDERACIÓN LOS 
ESTUDIOS DE PERSONALIDAD DEL SENTENCIADO. XVII.2o.11 P (10a.) 994

 
TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO EN MATERIA PENAL. NO LE CAUSA 
PERJUICIO EL AUTO EN EL QUE SE LE TIENE COMO 
TAL, A QUIEN FUE SEÑALADO COMO INDICIADO 
EN LA DETERMINACIÓN DE NO EJERCICIO DE LA 
ACCIÓN PENAL Y ÉSTE HAYA DECLARADO CON EL 
CARÁCTER DE TESTIGO EN LA INDAGATORIA. I.9o.P.275 P (10a.) 997

 
TESTIGOS AUSENTES EN EL PROCESO PENAL. SI 
SE TRATA DE UN DELITO SEXUAL Y LA VÍCTIMA ES 
MENOR DE EDAD, ES FACTIBLE OTORGAR VALOR 
PROBATORIO A SU DECLARACIÓN MINISTERIAL, 
SI EXISTEN RAZONES QUE JUSTIFIQUEN SU IN­
COMPARECENCIA ANTE EL JUEZ, A PESAR DE HA­
BERSE AGOTADO LAS MEDIDAS NECESARIAS 
PARA ELLO, A LA LUZ DE UNA VISIÓN CON PERS­
PECTIVA DE GÉNERO Y ATENTO AL INTERÉS SUPE­
RIOR DEL MENOR. II.4o.P.14 P (10a.) 998

 
TORTURA DERIVADA DE LAS CONDICIONES DE IN­
TERNAMIENTO EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. 
NO CESAN LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMA­
DO, AUN CUANDO LAS AUTORIDADES PENITEN­
CIARIAS SEÑALADAS COMO RESPONSABLES 
CAMBIEN LAS CONDICIONES EN QUE SE ENCON­
TRABA EL INTERNO AL MOMENTO DE EJERCITAR 
LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL. II.3o.P.85 P (10a.) 1000
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AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO. EL CENTRO DE INVESTI­
GACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, ASOCIACIÓN 
CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER CUANDO DETERMINA 
LA BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN ALUMNO. I.2o.A.27 A (10a.) 905

COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LOS AR­
TÍCULOS 138 Y 139 DE LA LEY DE LA INDUSTRIA 
ELÉCTRICA, NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD, DE SEGURIDAD JURÍDICA NI DE RESER­
VA DE LEY, AL PERMITIR QUE EL PROCEDIMIENTO 
O FÓRMULA PARA DETERMINAR EL CÁLCULO Y 
AJUSTE DE LAS TARIFAS FINALES DE SUMINISTRO 
BÁSICO SE ESTABLEZCA EN UNA DISPOSICIÓN 
ADMINISTRATIVA DE CARÁCTER GENERAL. 2a. XV/2020 (10a.) 622

CORREO ELECTRÓNICO DE LA AUTORIDAD. ES IN­
NECESARIO QUE ÉSTA LO SEÑALE DE NUEVA 
CUENTA CUANDO COMPAREZCA CON LA CALIDAD 
DE TERCERO INTERESADO, SI YA LO HIZO CON EL 
CARÁCTER DE AUTORIDAD DEMANDADA (INTER­
PRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 14, ÚLTIMO PÁ­
RRAFO, 19, ÚLTIMO PÁRRAFO Y 67, PENÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIEN­
TO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). 2a. X/2020 (10a.) 624

FÍAT NOTARIAL. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE NO­
TARIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, 
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NO PREVÉ LA EXHIBICIÓN DE UNA CONSTANCIA 
POBLACIONAL COMO REQUISITO PREVIO QUE 
DEBA CUMPLIR EL INTERESADO EN SU EXPEDICIÓN.  PC.XXX. J/21 A (10a.) 706

FÍAT NOTARIAL. EL CERTIFICADO QUE ACREDITE EL 
ESTADO SEGLAR DEL INTERESADO EN SU OTOR­
GAMIENTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 90 
DE LA LEY DE NOTARIADO PARA EL ESTADO DE 
AGUASCALIENTES, DEBE EXPEDIRLO LA DIREC­
CIÓN GENERAL DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS DE 
LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN.  PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

INCIDENTE DE INDEMNIZACIÓN. PROCEDE CUAN­
DO EXISTE OMISIÓN TOTAL DEL CUMPLIMIENTO DE 
SENTENCIAS DE NULIDAD QUE ENTRAÑAN EL 
EJERCICIO O EL GOCE DE UN DERECHO (INTER­
PRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 52, PÁRRA­
FO CUARTO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIEN­
TO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). 2a. XI/2020 (10a.) 626

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
PROCEDE DECLARAR LA NULIDAD PARA EFEC­
TOS, CUANDO LOS VICIOS DE INVALIDEZ ADVER­
TIDOS SUCEDIERON EN LA FASE DE LIQUIDACIÓN 
Y SE REFIEREN AL MECANISMO UTILIZADO POR LA 
AUTORIDAD PARA DETERMINAR LA SITUACIÓN FIS­
CAL DEL CONTRIBUYENTE. 2a. XIV/2020 (10a.) 628

MARCAS. EL ARTÍCULO 90, FRACCIÓN IV, DE LA LEY 
RELATIVA, NO ES CONTRARIO AL ARTÍCULO 7 DEL 
CONVENIO DE PARÍS PARA LA PROTECCIÓN DE 
LA PROPIEDAD INDUSTRIAL (LEGISLACIÓN ANTE­
RIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE MAYO DE 
2018). 1a. XXV/2020 (10a.) 367

NOTIFICACIONES PERSONALES A SOCIEDADES 
MERCANTILES EN PROCEDIMIENTOS ADMINISTRA­
TIVOS. SU REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO 
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LAS VINCULA CUANDO LA PERSONA SE OSTENTA 
CON ESA CALIDAD ANTE EL NOTIFICADOR. (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

NOTIFICACIONES PERSONALES REGULADAS POR 
EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN. LAS PRACTICADAS A SOCIEDADES MER­
CANTILES PUEDEN ENTENDERSE INDISTINTAMEN­
TE CON SU REPRESENTANTE LEGAL O CON SUS 
APODERADOS.  (IV Región)1o.12 A (10a.) 941

NULIDAD EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS­
TRATIVO FEDERAL. LOS ARTÍCULOS 51, 52 Y 57 DE 
LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO RESPETAN EL PRINCIPIO 
DE SEGURIDAD JURÍDICA. 2a. XIII/2020 (10a.) 630

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 
LA FALTA DEL SEÑALAMIENTO DE LA CONDUCTA 
E HIPÓTESIS NORMATIVA INFRINGIDA POR EL 
SERVIDOR PÚBLICO DEL PODER JUDICIAL AL MO­
MENTO DE REALIZAR LA CITACIÓN A DICHO PRO­
CEDIMIENTO, PROVOCA SU ILEGALIDAD, POR VUL­
NERAR EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD Y EL DERECHO 
A UNA DEFENSA ADECUADA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE VERACRUZ). X.2o.2 A (10a.) 969

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD RESAR­
CITORIA. ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIREC­
TO PROMOVIDO CONTRA EL ACUERDO POR EL 
QUE SE NIEGA DIFERIR NUEVAMENTE LA AUDIEN­
CIA RELATIVA, ASÍ COMO RESPECTO DEL ARTÍCU­
LO 58 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN 
DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA 
EL 18 DE JULIO DE 2016, QUE PREVÉ ESE DIFE­
RIMIENTO POR UNA SOLA VEZ, SI SU APLICACIÓN 
SE HIZO DERIVAR DEL ACTO RECLAMADO. I.5o.A.17 A (10a.) 970

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDEN­
TE SI SE INTERPONE CONTRA UNA RESOLUCIÓN 
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INTERLOCUTORIA QUE DECIDE EL RECURSO DE 
QUEJA, PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCU­
LO 58 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. II.3o.A.215 A (10a.) 976

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE POR RAZÓN 
DE CUANTÍA CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRI­
BUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
QUE DECLAREN LA NULIDAD DE UNA RESOLU­
CIÓN QUE DETERMINE EN DEFINITIVA QUE EL CON­
TRIBUYENTE NO DESVIRTUÓ LA PRESUNCIÓN DE 
INEXISTENCIA DE OPERACIONES. 2a./J. 26/2020 (10a.) 616

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU NATURALEZA JURÍ­
DICA. III.6o.A.30 A (10a.) 982

SUSPENSIÓN DE PLANO Y DE OFICIO EN EL JUICIO 
DE AMPARO. EN ATENCIÓN A LA NATURALEZA DEL 
ACTO RECLAMADO, NO PROCEDE CONTRA LA 
NEGATIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR LAC­
TANCIA MATERNA. XVII.2o.11 A (10a.) 984

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO. PROCE­
DE SU CONCESIÓN CONTRA LA INCORPORA­
CIÓN DE LOS ELEMENTOS DE LA POLICÍA FEDE­
RAL A LA GUARDIA NACIONAL, AL SER UN ACTO 
FUTURO DE NATURALEZA INMINENTE. I.4o.A.188 A (10a.) 987

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN CONTRA DE LOS 
EFECTOS DE LA NEGATIVA DE EXTENDER LA LICEN­
CIA POR LACTANCIA MATERNA. SU OTORGAMIENTO 
NO AFECTA EL INTERÉS SOCIAL NI CONTRAVIENE 
DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO. XVII.2o.12 A (10a.) 990

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CON­
TRA DEL CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS 
OFICINAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
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PARA CONOCER LOS HECHOS Y OMISIONES 
DETECTADOS EN EL PROCEDIMIENTO FISCALI­
ZADOR MIENTRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS 
DE EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE FUER­
ZA MAYOR DEBIDO A LA EPIDEMIA GENERADA POR 
EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE ES 
ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y 
SOCIAL EN PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD 
DE LAS PERSONAS. XVII.2o.10 A (10a.) 992

UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA). ES 
APLICABLE PARA CALCULAR EL INCREMENTO DE 
LAS PENSIONES JUBILATORIAS OTORGADAS POR 
EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA­
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, CON­
FORME A SU LEY VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEM­
BRE DE 2001. (IV Región)1o.11 A (10a.) 1003

VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO. SE ACTUALIZA 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL EN EL QUE SE RECLAME LA RESPONSA­
BILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DERIVADA DE 
UNA MALA PRAXIS MÉDICA, CUANDO ANTE LA 
MANIFIESTA NECESIDAD DEL EXPEDIENTE CLÍNICO 
DEL ACTOR Y LA OMISIÓN DE LA DEMANDADA DE 
EXHIBIRLO, EL MAGISTRADO INSTRUCTOR OMITE 
REQUERIRLO. I.22o.A.1 A (10a.) 1006
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CONCURSO MERCANTIL. CONTRA LA DETERMINA­
CIÓN QUE CONFIRMA EL DESECHAMIENTO DE 
LA SOLICITUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE EL 
AMPARO DIRECTO. XXX.4o.2 C (10a.) 914

 
CONVENIOS. CUANDO IMPLIQUEN MODIFICAR DE­
RECHOS Y OBLIGACIONES O INCIDAN EN UNA 
RESOLUCIÓN JUDICIAL PREVIA, REQUIEREN RATI­
FICACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CAMPE­
CHE). (IV Región)1o.21 C (10a.) 915

 
COSTAS POR CONDENA EN SENTENCIAS CON­
FORMES DE TODA CONFORMIDAD. NO SE CONFI­
GURA ESA HIPÓTESIS LEGAL CUANDO SE CON­
FIRMA EN APELACIÓN UN AUTO QUE DECLARÓ 
LA CADUCIDAD DE LA PRIMERA INSTANCIA (CÓ­
DIGO DE COMERCIO Y LEGISLACIÓN PROCESAL 
CIVIL DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA). 1a./J. 3/2020 (10a.) 163

 
DECLARACIÓN DE PRESUNCIÓN DE MUERTE. TÉR­
MINO PARA PRESENTAR LA DEMANDA, UNA VEZ 
QUE EXISTA LA RESOLUCIÓN DE DECLARACIÓN 
DE AUSENCIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
COAHUILA). VIII.1o.C.T.7 C (10a.) 917

 
EMPLAZAMIENTO. DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO 
SÓLO CUANDO AL REALIZAR LA CERTIFICACIÓN 
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RELATIVA, EL NOTIFICADOR DESCRIBE CUÁLES 
SON LAS COPIAS DE LOS DOCUMENTOS QUE SE 
ADJUNTARON A LA DEMANDA CON LAS QUE 
CORRE TRASLADO. 1a./J. 39/2020 (10a.) 204

 
PAGO RETROACTIVO DE ALIMENTOS. PUEDE HA­
CER SE VALER COMO ACCIÓN AUTÓNOMA AL JUI­
CIO DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD (LE­
GISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). VII.2o.C.224 C (10a.) 965

 
RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS DEL MENOR 
CON UNO DE SUS PROGENITORES, FRENTE A LA 
PANDEMIA GENERADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 
(COVID­19). ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL 
INFANTE, CORRESPONDE PRIVILEGIAR SU DERE­
CHO A LA VIDA Y A LA SALUD, SOBRE EL DERECHO 
A LA CONVIVENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, 
EL JUEZ DEBE PROVEER LAS MEDIDAS NECESA­
RIAS PARA QUE ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A DIS­
TANCIA. XVII.1o.C.T.36 C (10a.) 977



1141

Índice en Materia Laboral

Número de identificación Pág.

AUDIENCIA DE RECEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUE­
BAS EN EL JUICIO LABORAL ORDINARIO. PARA LA 
VALIDEZ DE LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE 
DICTEN, ES INDISPENSABLE QUE SEAN FIRMA­
DOS POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA ESPECIAL 
Y AUTORIZADOS POR EL SECRETARIO. VIII.1o.C.T.8 L (10a.) 904

DESPIDO DE LOS TRABAJADORES AL SERVI­
CIO DEL ESTADO CON NOMBRAMIENTO POR TIEM­
PO DETERMINADO. CORRESPONDE AL PATRÓN 
JUSTIFICAR LA TEMPORALIDAD DEL NOMBRA­
MIENTO Y SU CAUSA MOTIVADORA Y SÓLO SI LO 
ACREDITA, EL TRABAJADOR DEBERÁ DEMOS­
TRAR LA SUBSISTENCIA DE LA RELACIÓN LABO­
RAL ENTRE EL DÍA EN QUE VENCIÓ Y EL POSTE­
RIOR AL EN QUE DICE FUE DESPEDIDO. I.13o.T.223 L (10a.) 919

HORAS EXTRAS. LOS TRABAJADORES AL SERVI­
CIO DEL ESTADO TIENEN DERECHO A SU PAGO SI 
LABORAN MÁS ALLÁ DE LA JORNADA PACTADA 
EN SUS NOMBRAMIENTOS O CONDICIONES GE­
NERALES DE TRABAJO AUNQUE ÉSTA SEA ME­
NOR A LA LEGAL. 2a./J. 34/2020 (10a.) 410

HORAS EXTRAS. PROCEDE SU PAGO CUANDO LA 
RAZONABILIDAD DE LA JORNADA NARRADA POR 
EL OBRERO RESULTE DISCUTIBLE, PERO NO SEA 
INVEROSÍMIL (LEY FEDERAL DEL TRABAJO VI­
GENTE HASTA EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012). I.14o.T.33 L (10a.) 924
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OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE MALA FE SI 
EL PATRÓN LO PROPONE CON UN SALARIO CON­
SIDERABLEMENTE MAYOR AL QUE ADUJO LE PA­
GABA AL TRABAJADOR, TRATANDO DE IGUALAR­
LO CON LA CANTIDAD RECLAMADA EN LA 
DEMANDA, PUES TAL CONDUCTA PROCESAL DE­
NOTA LA INTENCIÓN DE SÓLO REVERTIR LA CAR­
GA DE LA PRUEBA Y NO DE CONTINUAR LA RELA­
CIÓN LABORAL. I.16o.T.66 L (10a.) 943

PENSIONES. INTERPRETACIÓN DE LAS REGLAS 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO 
TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS A LA 
LEY DEL SEGURO SOCIAL DE 20 DE DICIEMBRE DE 
2001, EN RELACIÓN CON LA ACTUALIZACIÓN 
DE SU CUANTÍA. I.14o.T.37 L (10a.) 966

RECIBOS DE NÓMINA CON SELLO DIGITAL Y CA­
DENA DE CARACTERES GENERADA POR EL SER­
VICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (SAT). 
SON APTOS PARA DEMOSTRAR EL MONTO Y EL 
PAGO DE LOS SALARIOS A LOS TRABAJADORES. 2a./J. 30/2020 (10a.) 584

RECURSO DE QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA 
LABORAL. EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FA­
CULTADO PARA MODIFICAR Y AUMENTAR LOS 
MONTOS CORRESPONDIENTES A LA SUBSISTEN­
CIA DEL TRABAJADOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, 
AUNQUE EL RECURRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL 
PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE PROVEA EN FORMA INFUNDADA E IN­
MOTIVADA SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECU­
CIÓN DEL LAUDO. VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

SERVICIO POSTAL MEXICANO. PAGO DE SALARIOS 
CAÍDOS DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 48 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (INAPLICABILI­
DAD DE LA CLÁUSULA 33 DEL CONTRATO CO­
LECTIVO DE TRABAJO). I.3o.T.63 L (10a.) 981
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SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR ANTE LA EXIS­
TENCIA DE PATRONES SOLIDARIOS. SU MONTO 
DEBE PAGARSE DE MANERA PROPORCIONAL EN­
TRE LOS PATRONES SOLIDARIOS QUE SOLICITA­
RON LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. VIII.1o.C.T.7 L (10a.) 983

UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA). ES 
APLICABLE PARA CALCULAR EL INCREMENTO DE 
LAS PENSIONES JUBILATORIAS OTORGADAS POR 
EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SO­
CIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, 
CONFORME A SU LEY VIGENTE HASTA EL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2001. (IV Región)1o.11 A (10a.) 1003

VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO 
EN MATERIA LABORAL. LA CONSTITUYE LA FALTA 
DE FIRMA DEL SECRETARIO DE LA JUNTA EN EL 
AUTO DE RADICACIÓN, LO QUE PROVOCA SU IN­
VALIDEZ Y LA DE LAS ACTUACIONES SUBSE­
CUENTES. VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

VIOLACIÓN FORMAL DEL PROCEDIMIENTO. LA 
FALTA DE FIRMA DEL PRESIDENTE O AUXILIAR DE 
TRÁMITE DE LA JUNTA ESPECIAL DE CONCILIA­
CIÓN Y ARBITRAJE EN EL AUTO DE RADICACIÓN 
DE LA DEMANDA, DA LUGAR A LA CONVALIDA­
CIÓN DE ESA ACTUACIÓN Y NO A LA REPOSICIÓN 
DE TODO EL PROCEDIMIENTO. VIII.1o.C.T.6 L (10a.) 1007
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ACUERDO DE NO ADMISIÓN, DESECHAMIENTO, U 
ORDEN DE ARCHIVO DE LA DEMANDA POR LO 
QUE HACE A UNO O MÁS CODEMANDADOS. ES UNA 
VIOLACIÓN PROCESAL RECLAMABLE EN AMPARO 
DIRECTO. I.14o.T.7 K (10a.) 902

AMPARO INDIRECTO. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
9/2018 (10a.) EMITIDA POR LA SEGUNDA SALA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 
NO ES APLICABLE PARA DETERMINAR SI LOS 
DÍAS NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD RES­
PON SABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PREVISTO PARA LA PRESENTACIÓN DE 
LA DEMANDA, CUANDO SE RECLAME ALGUNA 
DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN LA AUDIEN­
CIA INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSA­
TORIO Y ORAL. 1a./J. 37/2020 (10a.) 136

AUTO DE PRESIDENCIA QUE POR ERROR ADMITE 
UN RECURSO. ES NULO Y NO VINCULA AL PLENO 
DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PARA 
QUE RESUELVA EL FONDO. (IV Región)1o. J/15 K (10a.) 896

AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO. EL CENTRO DE INVESTI­
GA CIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, ASOCIACIÓN 
CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER CUANDO DETERMINA 
LA BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN ALUMNO. I.2o.A.27 A (10a.) 905
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COMPETENCIA TERRITORIAL PARA CONOCER DEL 
JUICIO DE AMPARO EN EL QUE SE RECLAME LA 
OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE BRINDAR 
DIVERSAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y SOLICI­
TAR AL JUEZ DE CONTROL COMPETENTE PRO­
VIDENCIAS PRECAUTORIAS A FAVOR DE LAS VÍC­
TIMAS U OFENDIDOS. RECAE EN EL JUEZ DE 
DISTRITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN EN EL 
LUGAR EN DONDE DICHAS OMISIONES SEAN EJE­
CUTABLES MATERIALMENTE, AL SER UN ACTO 
NEGATIVO CON EFECTOS POSITIVOS. I.9o.P.276 P (10a.) 912

CONCEPTO DE VIOLACIÓN INOPERANTE. ES AQUEL 
MEDIANTE EL CUAL SE PRETENDE COMBATIR UN 
ASPECTO QUE NO FORMÓ PARTE DE LA LITIS 
EN LA AUDIENCIA DE JUICIO PUES, DE EXAMI NARSE, 
SE VULNERARÍA EL PRINCIPIO DE CONTRA DIC­
CIÓN QUE RIGE EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. XI.P.39 P (10a.) 913

CONCURSO MERCANTIL. CONTRA LA DETERMI­
NACIÓN QUE CONFIRMA EL DESECHAMIENTO DE 
LA SOLICITUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE EL 
AMPARO DIRECTO. XXX.4o.2 C (10a.) 914

COSTAS POR CONDENA EN SENTENCIAS CON­
FORMES DE TODA CONFORMIDAD. NO SE CONFI­
GURA ESA HIPÓTESIS LEGAL CUANDO SE CON­
FIRMA EN APELACIÓN UN AUTO QUE DECLARÓ LA 
CADUCIDAD DE LA PRIMERA INSTANCIA (CÓDIGO 
DE COMERCIO Y LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL DEL 
ESTADO DE BAJA CALIFORNIA). 1a./J. 3/2020 (10a.) 163

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO 
LABORADOS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO SE 
RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES DIC­
TADAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCE­
DIMIENTO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 1a./J. 36/2020 (10a.) 139
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DERECHO DE PETICIÓN. SI PARA ESTABLECER EL 
PLAZO CON QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
CUENTA PARA DAR CONTESTACIÓN, EL JUEZ DE 
DISTRITO TIENE QUE REALIZAR INTERPRETACIO­
NES SOBRE EL SISTEMA NORMATIVO APLICABLE, 
ENTONCES NO SE SURTE UN MOTIVO MANIFIESTO 
E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA PARA DESE­
CHAR LA DEMANDA DE AMPARO. XXXI.5 K (10a.) 919

DERECHOS POR SERVICIOS REGISTRALES. CUOTA 
MÍNIMA QUE DEBE PAGARSE COMO EFECTO DE 
LA CONCESIÓN DEL AMPARO RESPECTO DE LOS 
ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN II Y 82, FRACCIÓN II, 
DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA, VIGENTE EN 2018.  PC.VIII. J/15 A (10a.) 660

HECHOS NOTORIOS. LA FACULTAD DEL JUZGADOR 
DE AMPARO PARA INVOCARLOS DEBE SER EJER­
CIDA CON RAZONABILIDAD Y LIMITARSE A CIRCUNS­
TANCIAS FÁCTICAS DE CONOCIMIENTO ACCESIBLE, 
INDUBITABLE Y SOBRE EL CUAL NO SE ADVIERTA 
DISCUSIÓN. I.9o.P.16 K (10a.) 923

IMPEDIMENTO. NO ES DABLE CALIFICARLO COMO 
LEGAL CUANDO EL JUEZ DE AMPARO LO HACE 
VALER, ALEGANDO QUE EN LA DEMANDA FUE 
SEÑALADO COMO TERCERO INTERESADO. I.9o.P.15 K (10a.) 927

IMPEDIMENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 51, 
FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO. EL HECHO 
DE QUE LOS MAGISTRADOS DE CIRCUITO TEN­
GAN EL CARÁCTER DE PARTE EN ALGÚN JUICIO DE 
GARANTÍAS QUE VERSE SOBRE LA MISMA TEMÁTI­
CA DEL ASUNTO EN EL QUE SE GENERE SU EXCUSA 
ES INSUFICIENTE PARA CALIFICARLO DE LEGAL 
(APLICACIÓN DEL SUBPRINCIPIO DE NECESIDAD). I.4o.A.45 K (10a.) 927

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO. SE ACTUALIZA DE MANERA MANIFESTA E 



Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Número de identificación Pág.

 Septiembre 20201148

INDUDABLE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PRE­
VISTA POR EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII EN 
RELACIÓN CON EL DIVERSO 5, FRACCIÓN II (INTER­
PRETADO A CONTRARIO SENSU) AMBOS DE LA LEY 
DE LA MATERIA, CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
CONSISTE EN LA NEGATIVA DE LOS AGENTES DEL 
MINISTERIO PÚBLICO, DE REDUCIR LA PENA PRE­
VISTA PARA EL DELITO DE QUE SE TRATE DURANTE 
LA TRAMITACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL 
ABREVIADO. 1a./J. 34/2020 (10a.) 239

INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA. 
LAS RESOLUCIONES QUE SU DIRECTOR GENERAL 
EMITE, RELATIVAS AL CESE O CAMBIO DE ADS­
CRIPCIÓN DEL PERSONAL DE ESE INSTITUTO, 
NO REVISTEN EL CARÁCTER DE DEFINITIVAS E 
INATACABLES. 2a./J. 19/2020 (10a.) 452

LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. CARECE DE ELLA EL AUTO­
RIZADO POR EL ACTOR EN EL JUICIO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR SU PROPIO 
DERECHO, CONTRA EL COBRO DE DERECHO POR 
LA EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS.  PC.XXX. J/23 A (10a.) 815

LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. LA TIENE QUIEN OBTUVO 
RESPUESTA A UNA SOLICITUD EN EJERCICIO DE SU 
DERECHO DE PETICIÓN, Y EN SU DEMANDA RECLA­
MA QUE ÉSTA VIOLA SU DERECHO A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA, AL NO ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADA 
Y MOTIVADA. I.6o.P.23 K (10a.) 931

MAGISTRADOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. 
SU ELECCIÓN ES UN ACTO SOBERANO EMITIDO 
EN USO DE FACULTADES DISCRECIONALES, POR LO 
QUE EN SU CONTRA NO PROCEDE EL JUICIO DE 
AMPARO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, FRAC­
CIÓN VII, DE LA LEY DE LA MATERIA. 2a./J. 25/2020 (10a.) 493
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NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. EFECTOS DEL 
AMPARO CONCEDIDO CONTRA LA RESOLUCIÓN 
DICTADA EN EL RECURSO PREVISTO EN EL AR­
TÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES. (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO DE RECLU­
SIÓN A OTRO. LA MENCIÓN DE AUTORIDADES 
JUDICIALES COMO RESPONSABLES, SIN SEÑA­
LAR LA RESOLUCIÓN QUE SE LES RECLAMA, NO 
ACTUALIZA DE FORMA NOTORIA Y MANIFIESTA LA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL AR­
TÍCULO 61, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE AMPARO. II.3o.P.88 P (10a.) 944

ORDEN DE TRASLADO SIN INTERVENCIÓN JUDI­
CIAL. AUN CUANDO ES UN ACTO ATINENTE A LAS 
CUESTIONES DE INTERNAMIENTO, AL VULNERAR 
DE MANERA INDIRECTA EL DERECHO SUSTAN­
TIVO DE LA LIBERTAD PERSONAL DE LA RECLUIDA, 
ACTUALIZA UN CASO DE EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO 
DE DEFINITIVIDAD PREVISTO POR LA FRACCIÓN 
XX DEL NUMERAL 61 DE LA LEY DE AMPARO; CIR­
CUNSTANCIA QUE IMPIDE QUE EL JUEZ DE DIS­
TRITO, A PRIORI, DESECHE DE PLANO LA DEMANDA 
DE AMPARO. II.3o.P.84 P (10a.) 945

QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE CON­
TRA EL AUTO INICIAL EN QUE SE OMITE ABRIR EL 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN Y PROVEER RESPECTO 
DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL SOLICITADA POR 
EL QUEJOSO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 124/2019 (10a.)]. VII.1o.P.3 K (10a.) 973

RECURSO DE QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA 
LABORAL. EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FACUL­
TADO PARA MODIFICAR Y AUMENTAR LOS MONTOS 
CORRESPONDIENTES A LA SUBSISTENCIA DEL TRA­
BAJADOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, AUNQUE EL RE­
CURRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL PRESIDENTE 
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DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE PRO­
VEA EN FORMA INFUNDADA E INMOTIVADA SOBRE 
LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL LAUDO. VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR ANTE LA EXIS­
TENCIA DE PATRONES SOLIDARIOS. SU MONTO 
DEBE PAGARSE DE MANERA PROPORCIONAL ENTRE 
LOS PATRONES SOLIDARIOS QUE SOLICITARON 
LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. VIII.1o.C.T.7 L (10a.) 983

SUSPENSIÓN DE PLANO Y DE OFICIO EN EL JUI­
CIO DE AMPARO. EN ATENCIÓN A LA NATURALEZA 
DEL ACTO RECLAMADO, NO PROCEDE CONTRA LA 
NEGATIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR LAC­
TANCIA MATERNA. XVII.2o.11 A (10a.) 984

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. CUANDO LA QUEJOSA 
ADUCE TENER UN INTERÉS LEGÍTIMO PARA RE­
CLAMAR UNA LICENCIA PARA MOVIMIENTO DE 
TIERRAS CUYA EJECUCIÓN IMPLICA LA REMO­
CIÓN DE FLORA Y LA POSIBLE VULNERACIÓN DEL 
DERECHO FUNDAMENTAL A UN MEDIO AMBIENTE 
SANO –EN SU DIMENSIÓN OBJETIVA O ECOLOGIS­
TA– Y LA AUTORIDAD ACEPTA LA EXISTENCIA DEL 
ACTO RECLAMADO, SE COLMAN LOS REQUISITOS 
PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 131, PÁRRAFO PRI­
MERO, DE LA LEY DE AMPARO PARA CONCEDERLA. XVII.2o.9 K (10a.) 985

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO. PROCE­
DE SU CONCESIÓN CONTRA LA INCORPORA­
CIÓN DE LOS ELEMENTOS DE LA POLICÍA FEDE­
RAL A LA GUARDIA NACIONAL, AL SER UN ACTO 
FUTURO DE NATURALEZA INMINENTE. I.4o.A.188 A (10a.) 987

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPRO­
CEDENTE CONCEDERLA PARA NO JUDICIALIZAR 
LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. II.3o.P.81 P (10a.) 988

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE OTORGARLA DE OFICIO Y DE PLANO 
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CUANDO SE RECLAMAN LA POSIBLE DEPORTACIÓN 
O REPATRIACIÓN Y, SIMULTÁNEAMENTE, ACTOS 
RESTRICTIVOS DE LA LIBERTAD PERSONAL DE MI­
GRAN TES CON SITUACIÓN IRREGULAR EN EL PAÍS.  PC.X. J/15 K (10a.) 879

SUSPENSIÓN PROVISIONAL DEL ACTO RECLAMADO. 
PROCEDENCIA DEL RECURSO DE QUEJA PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA 
LEY DE AMPARO, CUANDO EL AUTO IMPUGNADO 
NO ES LA RESOLUCIÓN QUE CONCEDIÓ LA MEDI­
DA PROVISIONAL, SINO UNA QUE INVOLUCRA UNA 
DECISIÓN PARA HACER EFECTIVA LA MISMA. VII.2o.C.78 K (10a.) 989

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN CONTRA DE LOS 
EFECTOS DE LA NEGATIVA DE EXTENDER LA LI­
CEN CIA POR LACTANCIA MATERNA. SU OTOR­
GAMIENTO NO AFECTA EL INTERÉS SOCIAL NI CON­
TRAVIENE DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO. XVII.2o.12 A (10a.) 990

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA 
DEL CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS OFICI­
NAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
PARA CONOCER LOS HECHOS Y OMISIONES 
DETECTADOS EN EL PROCEDIMIENTO FISCALI­
ZADOR MIEN TRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS 
DE EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE 
FUERZA MAYOR DEBIDO A LA EPIDEMIA GENERA­
DA POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE 
ES ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y 
SOCIAL EN PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD 
DE LAS PERSONAS. XVII.2o.10 A (10a.) 992

TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO EN MATERIA PENAL. NO LE CAUSA 
PERJUICIO EL AUTO EN EL QUE SE LE TIENE 
COMO TAL, A QUIEN FUE SEÑALADO COMO INDI­
CIADO EN LA DETERMINACIÓN DE NO EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL Y ÉSTE HAYA DECLARADO CON 
EL CARÁCTER DE TESTIGO EN LA INDAGATORIA. I.9o.P.275 P (10a.) 997
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TORTURA DERIVADA DE LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIENTO EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. 
NO CESAN LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO, 
AUN CUANDO LAS AUTORIDADES PENITENCIARIAS 
SEÑALADAS COMO RESPONSABLES CAMBIEN 
LAS CONDICIONES EN QUE SE ENCONTRABA EL 
INTERNO AL MOMENTO DE EJERCITAR LA ACCIÓN 
CONSTITUCIONAL. II.3o.P.85 P (10a.) 1000
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AMPARO INDIRECTO. LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 9/2018 (10a.) EMITIDA POR LA SEGUNDA 
SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN, NO ES APLICABLE PARA DETERMI­
NAR SI LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA AU­
TORIDAD RESPONSABLE DEBEN DESCONTAR­
SE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO PARA 
LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, CUANDO 
SE RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES 
DICTADAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PRO­
CEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO Y ORAL.

 1a./J. 37/2020 (10a.) 136Contradicción de tesis 506/2019. Entre las sustenta­
das por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Ma­
teria Penal del Primer Circuito. 24 de junio de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
reservó su derecho para formular voto aclaratorio, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.
 

COSTAS POR CONDENA EN SENTENCIAS CON­
FORMES DE TODA CONFORMIDAD. NO SE 
CONFIGURA ESA HIPÓTESIS LEGAL CUANDO 
SE CONFIRMA EN APELACIÓN UN AUTO QUE 
DECLARÓ LA CADUCIDAD DE LA PRIMERA INS­
TANCIA (CÓDIGO DE COMERCIO Y LEGISLACIÓN 
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PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE BAJA CALI­
FORNIA).

 1a./J. 3/2020 (10a.) 163Contradicción de tesis 276/2018. Entre las sustenta­
das por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito y el Décimo Primer Tribunal Colegia­
do en Materia Civil del Primer Circuito. 27 de marzo 
de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis 
María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: 
Norma Lucía Piña Hernández y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secre­
tario: Alejandro Manuel González García. 
 

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS 
NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD RESPON­
SABLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PREVISTO PARA SU PRESENTA­
CIÓN CUANDO SE RECLAME ALGUNA DE LAS 
RESOLUCIONES DICTADAS EN LA AUDIENCIA 
INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATO­
RIO Y ORAL.

 1a./J. 36/2020 (10a.) 139Contradicción de tesis 506/2019. Entre las sustenta­
das por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito. 24 de junio de 
2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto acla­
ratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Disidente: Alfredo Gu­
tiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres. 
 

DERECHOS POR SERVICIOS REGISTRALES. CUO­
TA MÍNIMA QUE DEBE PAGARSE COMO EFECTO 
DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO RESPECTO DE 
LOS ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN II Y 82, FRACCIÓN 
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II, DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA, VIGENTE EN 2018. 

 PC.VIII. J/15 A (10a.) 660Contradicción de tesis 5/2019. Entre las sustentadas 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Octavo Circuito, el Primero y el 
Segundo Tribunales Colegiados de Circuito del Cen­
tro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
Saltillo, Coahuila, y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circui­
to. 3 de diciembre de 2019. Mayoría de seis votos de 
los Magistrados José Luis Cruz Álvarez (presidente), 
Carlos Gabriel Olvera Corral, Araceli Trinidad Delga­
do, José Ávalos Cota, Carlos Alberto López del Río y 
José Manuel de la Fuente Pérez. Disidente: René 
Silva de los Santos. Ponente: Araceli Trinidad Delga­
do. Secretario: Luis Eduardo Hernández Arellano.
 

EMPLAZAMIENTO. DEBE CONSIDERARSE VÁLI­
DO SÓLO CUANDO AL REALIZAR LA CERTIFI­
CACIÓN RELATIVA, EL NOTIFICADOR DESCRIBE 
CUÁLES SON LAS COPIAS DE LOS DOCUMEN­
TOS QUE SE ADJUNTARON A LA DEMANDA CON 
LAS QUE CORRE TRASLADO.

 1a./J. 39/2020 (10a.) 204Contradicción de tesis 107/2020. Entre las sustenta­
das por el Pleno del Decimonoveno Circuito, el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Cir­
cuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia 
en San Andrés Cholula, Puebla. 22 de julio de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Her­
nández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Melesio Ramos Martínez. 
 

FÍAT NOTARIAL. EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE 
NOTARIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCA­
LIENTES, NO PREVÉ LA EXHIBICIÓN DE UNA 
CONSTANCIA POBLACIONAL COMO REQUISITO 
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PREVIO QUE DEBA CUMPLIR EL INTERESADO 
EN SU EXPEDICIÓN.

 PC.XXX. J/21 A (10a.) 706Contradicción de tesis 3/2019. Entre las sustentadas 
por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circui­
to y el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Circuito. 26 de noviembre de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Magistrados Roberto Lara Hernán­
dez, Miguel Ángel Alvarado Servín, Luis Enrique Viz­
carra González y Silverio Rodríguez Carrillo. Ponente: 
Silverio Rodríguez Carrillo. Secretario: Rodrigo Nava 
Godínez. 
 

FÍAT NOTARIAL. EL CERTIFICADO QUE ACREDI­
TE EL ESTADO SEGLAR DEL INTERESADO EN 
SU OTORGAMIENTO A QUE SE REFIERE EL AR­
TÍCULO 90 DE LA LEY DE NOTARIADO PARA EL 
ESTADO DE AGUASCALIENTES, DEBE EXPEDIR­
LO LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASOCIACIONES 
RELIGIOSAS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNA­
CIÓN.

 PC.XXX. J/22 A (10a.) 708Contradicción de tesis 3/2019. Entre las sustentadas 
por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circui­
to y el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Circuito. 26 de noviembre de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Magistrados Roberto Lara Hernán­
dez, Miguel Ángel Alvarado Servín, Luis Enrique Viz­
carra González y Silverio Rodríguez Carrillo. Ponente: 
Silverio Rodríguez Carrillo. Secretario: Rodrigo Nava 
Godínez. 
 

HORAS EXTRAS. LOS TRABAJADORES AL SER­
VICIO DEL ESTADO TIENEN DERECHO A SU PAGO 
SI LABORAN MÁS ALLÁ DE LA JORNADA PACTA­
DA EN SUS NOMBRAMIENTOS O CONDICIONES 
GENERALES DE TRABAJO AUNQUE ÉSTA SEA 
MENOR A LA LEGAL.

 2a./J. 34/2020 (10a.) 410Contradicción de tesis 556/2019. Entre las sustenta­
das por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
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Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zara­
goza, en auxilio del Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Décimo Segundo Circuito. 22 de abril 
de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma 
Ruby Villarreal Reyes.
 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDI­
RECTO. SE ACTUALIZA DE MANERA MANIFESTA 
E INDUDABLE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA 
PREVISTA POR EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII 
EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 5, FRACCIÓN II 
(INTERPRETADO A CONTRARIO SENSU) AMBOS 
DE LA LEY DE LA MATERIA, CUANDO EL ACTO 
RECLAMADO CONSISTE EN LA NEGATIVA DE 
LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO, DE RE­
DUCIR LA PENA PREVISTA PARA EL DELITO DE 
QUE SE TRATE DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO ESPECIAL ABREVIADO.

 1a./J. 34/2020 (10a.) 239Contradicción de tesis 82/2019. Entre las sustenta­
das por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Ter­
cer Circuito y el Pleno en Materia Penal del Tercer 
Circuito. 30 de octubre de 2019. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolle­
do, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá. Disidentes: Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para for­
mular voto particular, y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Horacio Vite Torres. 
 

INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA. 
LAS RESOLUCIONES QUE SU DIRECTOR GENE­
RAL EMITE, RELATIVAS AL CESE O CAMBIO DE 
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ADSCRIPCIÓN DEL PERSONAL DE ESE INSTITU­
TO, NO REVISTEN EL CARÁCTER DE DEFINITI­
VAS E INATACABLES.

 2a./J. 19/2020 (10a.) 452Contradicción de tesis 441/2019. Entre las susten­
tadas por los Tribunales Colegiados Séptimo en 
Materia de Trabajo y Cuarto en Materia Administrati­
va, ambos del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Co­
legiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Es­
quivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.
 

LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. CARECE DE ELLA EL AU­
TORIZADO POR EL ACTOR EN EL JUICIO CON­
TENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR SU 
PROPIO DERECHO, CONTRA EL COBRO DE 
DERECHO POR LA EXPEDICIÓN DE COPIAS 
CERTIFICADAS.

 PC.XXX. J/23 A (10a.) 815Contradicción de tesis 4/2019. Entre las sustentadas 
por el Primer, el Segundo, el Tercer y el Cuarto Tribu­
nales Colegiados, todos del Trigésimo Circuito. 26 de 
noviembre de 2019. Mayoría de dos votos de los 
Magistrados Roberto Lara Hernández, quien ejerció 
voto de calidad y Luis Enrique Vizcarra González. Di­
sidentes: Miguel Ángel Alvarado Servín y Silverio Ro­
dríguez Carrillo. Ponente: Roberto Lara Hernández. 
Secretaria: Dulce María Guadalupe Hurtado Figue­
roa. 
 

MAGISTRADOS DE LAS ENTIDADES FEDERATI­
VAS. SU ELECCIÓN ES UN ACTO SOBERANO 
EMITIDO EN USO DE FACULTADES DISCRECIO­
NALES, POR LO QUE EN SU CONTRA NO PROCE­
DE EL JUICIO DE AMPARO, EN TÉRMINOS DEL 
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ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE LA 
MATERIA.

 2a./J. 25/2020 (10a.) 493Contradicción de tesis 477/2019. Entre las sustenta­
das por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Ad­
ministrativa del Sexto Circuito y el Tribunal Colegiado 
del Trigésimo Segundo Circuito. 4 de marzo de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votaron con reserva de criterio José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek, quien manifestó que formularía voto concu­
rrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.
 

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. EL ARTÍCULO 
112 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER 
LA POSIBILIDAD DE JUSTIFICAR LA INASISTEN­
CIA A LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN SÓLO 
AL CONSUMIDOR, PREVIO A IMPONER UNA SAN­
CIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD 
PROCESAL.

 2a./J. 20/2020 (10a.) 524Contradicción de tesis 485/2019. Entre las sustenta­
das por los Tribunales Colegiados Quinto en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y Décimo Segundo 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 6 de 
febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernan­
do Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretarios: Roberto Fraga 
Jiménez y Diana Cristina Rangel León.
 

PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL APERCI­
BIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 885 DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, RELATIVO A 
NO CONTESTAR LA VISTA OTORGADA RESPEC­
TO A LA CERTIFICACIÓN DE QUE NO EXISTEN 
PRUEBAS PENDIENTES DE DESAHOGO, NO ES 
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VIOLATORIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA.

 2a./J. 37/2020 (10a.) 554Contradicción de tesis 16/2020. Entre las sustenta­
das por el Pleno en Materia de Trabajo del Tercer Cir­
cuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito. 22 de abril de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.
 

RECIBOS DE NÓMINA CON SELLO DIGITAL Y CA­
DENA DE CARACTERES GENERADA POR EL SER­
VICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (SAT). 
SON APTOS PARA DEMOSTRAR EL MONTO Y 
EL PAGO DE LOS SALARIOS A LOS TRABAJA­
DORES.

 2a./J. 30/2020 (10a.) 584Contradicción de tesis 569/2019. Entre las sustenta­
das por los Tribunales Colegiados Tercero en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito y Tercero en Materias 
Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito. 6 de 
mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fer­
nando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mos­
sa y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad Yasmín 
Esquivel Mossa, quien manifestó que formularía voto 
concurrente por considerar inexistente la contradic­
ción de tesis. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secreta­
rio: Oscar Vázquez Moreno.
 

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE POR 
RAZÓN DE CUANTÍA CONTRA LAS SENTENCIAS 
DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMI­
NISTRATIVA QUE DECLAREN LA NULIDAD DE 
UNA RESOLUCIÓN QUE DETERMINE EN DEFINI­
TIVA QUE EL CONTRIBUYENTE NO DESVIRTUÓ 
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LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERA­
CIONES.

 2a./J. 26/2020 (10a.) 616Contradicción de tesis 555/2019. Entre las sustenta­
das por los Tribunales Colegiados Primero en Mate­
rias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circui­
to, Primero del Décimo Sexto Circuito y Tercero del 
Sexto Circuito, ambos en Materia Administrativa. 4 de 
marzo de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fer­
nando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mos­
sa y Javier Laynez Potisek; manifestó que formularía 
voto concurrente Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Iveth López Vergara.
 

SECUESTRO AGRAVADO. LAS PENAS PREVIS­
TAS EN LOS ARTÍCULOS 9 Y 10 DE LA LEY GE­
NERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS 
DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, SON DE 
APLICACIÓN EXCLUYENTE.

 1a./J. 12/2020 (10a.) 268Contradicción de tesis 66/2019. Entre las sustenta­
das por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Cuarto Circuito y el Quinto Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito.4 de sep­
tiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María 
Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete Romero. 
 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. EN EL 
JUICIO DE AMPARO CUYA MATERIA SEA EL DE­
RECHO DE ALIMENTOS, PROCEDE APLICARLA 
EN FAVOR DEL DEUDOR ALIMENTARIO.

 1a./J. 24/2020 (10a.) 316Contradicción de tesis 492/2019. Entre las sustenta­
das por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residen­
cia en San Andrés Cholula, Puebla, y el Pleno en 
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Materia Civil del Séptimo Circuito. 10 de junio de 
2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Pa­
tricia Román Silva. 
 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
RECURSO DE APELACIÓN. ES IMPROCEDENTE 
EN FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS QUE 
NO SE ENCUENTREN EN UNA SITUACIÓN PAR­
TICULAR DE VULNERABILIDAD, CUANDO LO IN­
TERPONEN CONTRA UNA SENTENCIA EMITIDA 
EN UN PROCESO PENAL SEGUIDO CONFORME 
AL SISTEMA TRADICIONAL O MIXTO.

 1a./J. 38/2020 (10a.) 360Contradicción de tesis 77/2017. Entre las sustenta­
das por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, el entonces Segundo Tribu­
nal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Décimo Segundo Circuito y el entonces Se­
gundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil 
del Vigésimo Circuito. 8 de julio de 2020. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Her­
nández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.
 

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDI­
RECTO. PROCEDE OTORGARLA DE OFICIO Y 
DE PLANO CUANDO SE RECLAMAN LA POSIBLE 
DEPORTACIÓN O REPATRIACIÓN Y, SIMULTÁNEA­
MENTE, ACTOS RESTRICTIVOS DE LA LIBERTAD 
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PERSONAL DE MIGRANTES CON SITUACIÓN 
IRREGULAR EN EL PAÍS.

 PC.X. J/15 K (10a.) 879Contradicción de tesis 6/2019. Entre las sustentadas 
por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, 
ambos del Décimo Circuito, con residencia en 
Coatzacoalcos, Veracruz. 10 de diciembre de 2019. 
Mayoría de cuatro votos de los Magistrados Elías 
Álvarez Torres, Alejandro Andraca Carrera, Alfredo 
Barrera Flores y Octavio Ramos Ramos. Disidentes: 
Víctor Hugo Velázquez Rosas, Rogelio Josué Martí­
nez Jasso y Cuauhtémoc Carlock Sánchez. Ponente: 
Víctor Hugo Velázquez Rosas. Secretario: Jorge Arturo 
Chávez Mejía.
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Acceso a la información, derecho de.—Véase: "LI­
BERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN EN REDES SOCIALES DE IN­
TERNET. CUANDO UN SERVIDOR PÚBLICO UTILI­
CE UNA RED DE ESTE TIPO COMO MEDIO DE DI­
VULGACIÓN DE SUS ACTIVIDADES Y COMO 
VEHÍCU LO DE COMUNICACIÓN CON LOS GOBER­
NADOS, ESTÁ OBLIGADO A PERMITIR A SUS SE­
GUIDORES EL CONTACTO EN SU CUENTA Y A NO 
BLOQUEARLOS POR SUS OPINIONES CRÍTICAS, 
SALVO QUE SU COMPORTAMIEN TO SEA CONSTI­
TUTIVO DE ABUSO O DE UN DELITO." I.4o.A.6 CS (10a.) 932

Acceso a la jurisdicción, derecho de.—Véase: "HE­
CHOS NOTORIOS. LA FACULTAD DEL JUZGADOR 
DE AMPARO PARA INVOCARLOS DEBE SER EJER­
CIDA CON RAZONABILIDAD Y LIMITARSE A CIR­
CUNSTANCIAS FÁCTICAS DE CONOCIMIEN TO AC­
CESIBLE, INDUBITABLE Y SOBRE EL CUAL NO SE 
ADVIERTA DISCUSIÓN." I.9o.P.16 K (10a.) 923

Acceso a la justicia, derecho de.—Véase: "DEMANDA 
DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO LABO­
RADOS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE DE­
BEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO SE 
RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES DIC­
TADAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PRO CE­
DIMIEN TO PENAL ACUSATORIO Y ORAL." 1a./J. 36/2020 (10a.) 139
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Acceso a la justicia, derecho de.—Véase: "IMPEDI­
MENTO PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 51, FRACCIÓN 
VI, DE LA LEY DE AMPARO. EL HECHO DE QUE 
LOS MAGISTRADOS DE CIRCUITO TENGAN EL CA­
RÁCTER DE PARTE EN ALGÚN JUICIO DE GARAN­
TÍAS QUE VERSE SOBRE LA MISMA TEMÁTICA DEL 
ASUNTO EN EL QUE SE GENERE SU EXCUSA ES 
INSUFICIENTE PARA CALIFICARLO DE LEGAL (APLI­
CACIÓN DEL SUBPRINCIPIO DE NECESIDAD)." I.4o.A.45 K (10a.) 927

Acceso a la justicia, derecho de.—Véase: "PRUE­
BAS EN EL JUICIO LABORAL. EL APERCIBIMIEN TO 
PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 885 DE LA LEY FEDE­
RAL DEL TRABAJO, RELATIVO A NO CONTESTAR 
LA VISTA OTORGADA RESPECTO A LA CERTIFICA­
CIÓN DE QUE NO EXISTEN PRUEBAS PENDIENTES 
DE DESAHOGO, NO ES VIOLATORIO DEL DERE­
CHO DE ACCESO A LA JUSTICIA." 2a./J. 37/2020 (10a.) 554

Acceso a la justicia, derecho humano de.—Véase: 
"TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPA­
RO INDIRECTO EN MATERIA PENAL. NO LE CAUSA 
PERJUICIO EL AUTO EN EL QUE SE LE TIENE COMO 
TAL, A QUIEN FUE SEÑALADO COMO INDICIADO 
EN LA DETERMINACIÓN DE NO EJERCICIO DE LA 
ACCIÓN PENAL Y ÉSTE HAYA DECLARADO CON 
EL CARÁCTER DE TESTIGO EN LA INDAGATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997

Acceso a la justicia, derecho humano de.—Véase: 
"VIOLACIÓN AL PROCEDIMIEN TO. SE ACTUALIZA 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL EN EL QUE SE RECLAME LA RESPONSA­
BILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DERIVADA DE 
UNA MALA PRAXIS MÉDICA, CUANDO ANTE LA 
MANIFIESTA NECESIDAD DEL EXPEDIENTE CLÍNI­
CO DEL ACTOR Y LA OMISIÓN DE LA DEMANDADA 
DE EXHIBIRLO, EL MAGISTRADO INSTRUCTOR 
OMITE REQUERIRLO." I.22o.A.1 A (10a.) 1006

Acceso a la tutela jurisdiccional efectiva, principio de.—
Véase: "APELACIÓN EN EL SISTEMA PROCESAL 
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PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SI EL TRIBUNAL DE 
SEGUNDA INSTANCIA REVOCA LA SENTENCIA AB­
SOLUTORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR 
ACREDITADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD 
PENAL DEL ACUSADO, DEBE REASUMIR JURIS­
DICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUA­
LIZACIÓN DE LAS SANCIONES, LA REPARACIÓN 
DEL DAÑO E INDEMNIZACIONES." VII.1o.P.5 P (10a.) 903

Acceso a una tutela judicial efectiva, derecho funda­
mental de.—Véase: "DEMANDA DE AMPARO INDI­
RECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA AUTO­
RIDAD RESPONSABLE DEBEN DESCONTARSE DEL 
CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO PARA SU PRE­
SENTACIÓN CUANDO SE RECLAME ALGUNA DE 
LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN LA AUDIENCIA 
INICIAL DEL PROCEDIMIEN TO PENAL ACUSATO­
RIO Y ORAL." 1a./J. 36/2020 (10a.) 139

Acceso efectivo a la justicia, principio de.—Véase: 
"PAGO RETROACTIVO DE ALIMENTOS. PUEDE HA­
CERSE VALER COMO ACCIÓN AUTÓNOMA AL JUI­
CIO DE RECONOCIMIEN TO DE PATERNIDAD (LE­
GISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)." VII.2o.C.224 C (10a.) 965

Adquisición procesal, principio de.—Véase: "VIOLA­
CIÓN FORMAL DEL PROCEDIMIEN TO. LA FALTA DE 
FIRMA DEL PRESIDENTE O AUXILIAR DE TRÁMITE 
DE LA JUNTA ESPECIAL DE CONCILIACIÓN Y AR­
BITRAJE EN EL AUTO DE RADICACIÓN DE LA DE­
MANDA, DA LUGAR A LA CONVALIDACIÓN DE ESA 
ACTUACIÓN Y NO A LA REPOSICIÓN DE TODO EL 
PROCEDIMIEN TO." VIII.1o.C.T.6 L (10a.) 1007

Alimentación, derecho de los menores de edad a 
la.—Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN CON­
TRA DE LOS EFECTOS DE LA NEGATIVA DE EXTEN­
DER LA LICENCIA POR LACTANCIA MATERNA. SU 
OTORGAMIEN TO NO AFECTA EL INTERÉS SOCIAL 
NI CONTRAVIENE DISPOSICIONES DE ORDEN PÚ­
BLICO." XVII.2o.12 A (10a.) 990
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Amparo, improcedencia del.—Véase: "MAGISTRA­
DOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. SU ELEC­
CIÓN ES UN ACTO SOBERANO EMITIDO EN USO 
DE FACULTADES DISCRECIONALES, POR LO QUE 
EN SU CONTRA NO PROCEDE EL JUICIO DE AM­
PARO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCU LO 61, FRAC­
CIÓN VII, DE LA LEY DE LA MATERIA." 2a./J. 25/2020 (10a.) 493

Amparo indirecto, improcedencia del.—Véase: "PRO­
CEDIMIEN TO DE RESPONSABILIDAD RESARCITO ­
RIA. ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO CONTRA EL ACUERDO POR EL QUE 
SE NIEGA DIFERIR NUEVAMENTE LA AUDIENCIA 
RELATIVA, ASÍ COMO RESPECTO DEL ARTÍCU LO 
58 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE 
CUENTAS DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 
18 DE JULIO DE 2016, QUE PREVÉ ESE DIFE­
RIMIEN TO POR UNA SOLA VEZ, SI SU APLICACIÓN 
SE HIZO DERIVAR DEL ACTO RECLAMADO." I.5o.A.17 A (10a.) 970

Amparo indirecto, procedencia del.—Véase: "INSTI­
TUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA. LAS 
RESOLUCIONES QUE SU DIRECTOR GENERAL 
EMITE, RELATIVAS AL CESE O CAMBIO DE ADS­
CRIPCIÓN DEL PERSONAL DE ESE INSTITUTO, NO 
REVISTEN EL CARÁCTER DE DEFINITIVAS E INATA­
CABLES." 2a./J. 19/2020 (10a.) 452

Audiencia, derecho de.—Véase: "EMPLAZAMIEN TO. 
DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO SÓLO CUANDO AL 
REALIZAR LA CERTIFICACIÓN RELATIVA, EL NOTI­
FICADOR DESCRIBE CUÁLES SON LAS COPIAS DE 
LOS DOCUMENTOS QUE SE ADJUNTARON A LA 
DEMANDA CON LAS QUE CORRE TRASLADO." 1a./J. 39/2020 (10a.) 204

Celeridad y urgencia, principio de.—Véase: "QUEJA 
PREVISTA EN EL ARTÍCU LO 97, FRACCIÓN I, INCI­
SO B), DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE CONTRA 
EL AUTO INICIAL EN QUE SE OMITE ABRIR EL IN­
CIDENTE DE SUSPENSIÓN Y PROVEER RESPECTO 
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DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL SOLICITADA 
POR EL QUEJOSO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE 
LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 124/2019 (10a.)]." VII.1o.P.3 K (10a.) 973

Certeza jurídica, derecho de.—Véase: "EMPLA­
ZAMIEN TO. DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO SÓLO 
CUANDO AL REALIZAR LA CERTIFICACIÓN RELA­
TIVA, EL NOTIFICADOR DESCRIBE CUÁLES SON 
LAS COPIAS DE LOS DOCUMENTOS QUE SE AD­
JUNTARON A LA DEMANDA CON LAS QUE CORRE 
TRASLADO." 1a./J. 39/2020 (10a.) 204

Certeza jurídica, violación al principio de.—Véase: 
"VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIEN TO 
EN MATERIA LABORAL. LA CONSTITUYE LA FALTA 
DE FIRMA DEL SECRETARIO DE LA JUNTA EN EL 
AUTO DE RADICACIÓN, LO QUE PROVOCA SU IN­
VALIDEZ Y LA DE LAS ACTUACIONES SUBSECUEN­
TES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Concentración en el proceso penal acusatorio, prin­
cipio de.—Véase: "NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN 
PENAL. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CON­
TRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO 
PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 258 DEL CÓDIGO NA­
CIONAL DE PROCEDIMIEN TOS PENALES." (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

Consulta pública, derecho a la.—Véase: "PARTICIPA­
CIÓN Y CONSULTA PÚBLICA. EL ESTADO DEBE 
GARANTIZAR ESTE DERECHO EN PROYECTOS O 
ACTIVIDADES QUE PUEDAN CAUSAR UNA AFEC­
TACIÓN AL MEDIO AMBIENTE." 2a. XVI/2020 (10a.) 631

Continencia de la causa, principio de.—Véase: "SUS­
PENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE OTORGARLA DE OFICIO Y DE PLANO 
CUANDO SE RECLAMAN LA POSIBLE DEPORTA­
CIÓN O REPATRIACIÓN Y, SIMULTÁNEAMENTE, 
ACTOS RESTRICTIVOS DE LA LIBERTAD PERSO­
NAL DE MIGRANTES CON SITUACIÓN IRREGULAR 
EN EL PAÍS." PC.X. J/15 K (10a.) 879



Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Número de identificación Pág.

 Septiembre 20201170

Continuidad en el proceso penal acusatorio, principio 
de.—Véase: "NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. 
EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CONTRA LA 
RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO PREVIS­
TO EN EL ARTÍCU LO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIEN TOS PENALES." (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

Contradicción en el proceso penal acusatorio, prin­
cipio de.—Véase: "CONCEPTO DE VIOLACIÓN INO­
PERANTE. ES AQUEL MEDIANTE EL CUAL SE PRE­
TENDE COMBATIR UN ASPECTO QUE NO FORMÓ 
PARTE DE LA LITIS EN LA AUDIENCIA DE JUICIO 
PUES, DE EXAMINARSE, SE VULNERARÍA EL PRIN­
CIPIO DE CONTRADICCIÓN QUE RIGE EL SISTEMA 
PENAL ACUSATORIO." XI.P.39 P (10a.) 913

Contradicción en el proceso penal acusatorio, prin­
cipio de.—Véase: "NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN 
PENAL. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CON­
TRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO 
PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 258 DEL CÓDIGO NA­
CIONAL DE PROCEDIMIEN TOS PENALES." (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

Convivencia, derecho de.—Véase: "RÉGIMEN DE 
VISITAS Y CONVIVENCIAS DEL MENOR CON UNO 
DE SUS PROGENITORES, FRENTE A LA PANDEMIA 
GENERADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19). 
ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CO­
RRESPONDE PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA 
Y A LA SALUD, SOBRE EL DERECHO A LA CON­
VIVENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ 
DEBE PROVEER LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA 
QUE ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A DISTANCIA." XVII.1o.C.T.36 C (10a.) 977

Convivencia familiar, derecho de los menores de 
edad a la.—Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL 
EN CONTRA DE LOS EFECTOS DE LA NEGATIVA 
DE EXTENDER LA LICENCIA POR LACTANCIA MA­
TERNA. SU OTORGAMIEN TO NO AFECTA EL INTE­
RÉS SOCIAL NI CONTRAVIENE DISPOSICIONES DE 
ORDEN PÚBLICO." XVII.2o.12 A (10a.) 990
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Debido proceso, derecho al.—Véase: "EMPLA­
ZAMIEN TO. DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO SÓLO 
CUANDO AL REALIZAR LA CERTIFICACIÓN RELA­
TIVA, EL NOTIFICADOR DESCRIBE CUÁLES SON 
LAS COPIAS DE LOS DOCUMENTOS QUE SE AD­
JUNTARON A LA DEMANDA CON LAS QUE CORRE 
TRASLADO." 1a./J. 39/2020 (10a.) 204

Debido proceso, derecho fundamental al.—Véase: 
"DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO 
LABORADOS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLA­
ZO PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO 
SE RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES 
DICTADAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PRO­
CEDIMIEN TO PENAL ACUSATORIO Y ORAL." 1a./J. 36/2020 (10a.) 139

Defensa adecuada, derecho de.—Véase: "ORDEN DE 
TRASLADO SIN INTERVENCIÓN JUDICIAL. AUN 
CUANDO ES UN ACTO ATINENTE A LAS CUESTIO­
NES DE INTERNAMIEN TO, AL VULNERAR DE MANE­
RA INDIRECTA EL DERECHO SUSTANTIVO DE LA 
LIBERTAD PERSONAL DE LA RECLUIDA, ACTUALIZA 
UN CASO DE EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINI­
TIVIDAD PREVISTO POR LA FRACCIÓN XX DEL NU­
MERAL 61 DE LA LEY DE AMPARO; CIRCUNSTANCIA 
QUE IMPIDE QUE EL JUEZ DE DISTRITO, A PRIO RI, 
DESECHE DE PLANO LA DEMANDA DE AMPARO." II.3o.P.84 P (10a.) 945

Defensa adecuada, derecho fundamental de.—Véa­
se: "DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS 
NO LABORADOS POR LA AUTORIDAD RESPONSA­
BLE DEBEN DESCONTARSE DEL CÓMPUTO DEL 
PLAZO PREVISTO PARA SU PRESENTACIÓN CUAN­
DO SE RECLAME ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES 
DICTADAS EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PRO­
CEDIMIEN TO PENAL ACUSATORIO Y ORAL." 1a./J. 36/2020 (10a.) 139

Defensa adecuada, violación del derecho a la.—
Véase: "PROCEDIMIEN TO ADMINISTRATIVO SAN­
CIONADOR. LA FALTA DEL SEÑALAMIEN TO DE LA 
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CONDUCTA E HIPÓTESIS NORMATIVA INFRINGIDA 
POR EL SERVIDOR PÚBLICO DEL PODER JUDI­
CIAL AL MOMENTO DE REALIZAR LA CITACIÓN A 
DICHO PROCEDIMIEN TO, PROVOCA SU ILEGALI­
DAD, POR VULNERAR EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD 
Y EL DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA (LE­
GISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)." X.2o.2 A (10a.) 969

Defensa, derecho de.—Véase: "EMPLAZAMIEN TO. 
DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO SÓLO CUANDO AL 
REALIZAR LA CERTIFICACIÓN RELATIVA, EL NOTI­
FICADOR DESCRIBE CUÁLES SON LAS COPIAS DE 
LOS DOCUMENTOS QUE SE ADJUNTARON A LA 
DEMANDA CON LAS QUE CORRE TRASLADO." 1a./J. 39/2020 (10a.) 204

Defensa, derecho de.—Véase: "TERCERO INTERE­
SADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN 
MATERIA PENAL. NO LE CAUSA PERJUICIO EL 
AUTO EN EL QUE SE LE TIENE COMO TAL, A 
QUIEN FUE SEÑALADO COMO INDICIADO EN LA 
DETERMINACIÓN DE NO EJERCICIO DE LA AC­
CIÓN PENAL Y ÉSTE HAYA DECLARADO CON EL 
CARÁCTER DE TESTIGO EN LA INDAGATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997

Defensa, derecho humano de.—Véase: "SUPLEN­
CIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL RECURSO 
DE APELACIÓN. ES IMPROCEDENTE EN FAVOR DE 
LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS QUE NO SE ENCUEN­
TREN EN UNA SITUACIÓN PARTICULAR DE VULNE­
RABILIDAD, CUANDO LO INTERPONEN CONTRA 
UNA SENTENCIA EMITIDA EN UN PROCESO PENAL 
SEGUIDO CONFORME AL SISTEMA TRADICIONAL O 
MIXTO." 1a./J. 38/2020 (10a.) 360

Definitividad en el amparo, excepción al principio 
de.—Véase: "ORDEN DE TRASLADO SIN INTER­
VENCIÓN JUDICIAL. AUN CUANDO ES UN ACTO 
ATINENTE A LAS CUESTIONES DE INTERNAMIEN­
TO, AL VULNERAR DE MANERA INDIRECTA EL DE­
RECHO SUSTANTIVO DE LA LIBERTAD PERSONAL 
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DE LA RECLUIDA, ACTUALIZA UN CASO DE EX­
CEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PRE­
VISTO POR LA FRACCIÓN XX DEL NUMERAL 61 DE 
LA LEY DE AMPARO; CIRCUNSTANCIA QUE IMPI­
DE QUE EL JUEZ DE DISTRITO, A PRIORI, DESE­
CHE DE PLANO LA DEMANDA DE AMPARO." II.3o.P.84 P (10a.) 945

Derecho de petición.—Véase: "LEGITIMACIÓN PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA 
TIENE QUIEN OBTUVO RESPUESTA A UNA SOLICI­
TUD EN EJERCICIO DE SU DERECHO DE PETI­
CIÓN, Y EN SU DEMANDA RECLAMA QUE ÉSTA 
VIOLA SU DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, 
AL NO ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVA­
DA." I.6o.P.23 K (10a.) 931

Desarrollo integral, derecho de los menores de edad 
al.—Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN CON­
TRA DE LOS EFECTOS DE LA NEGATIVA DE EXTEN­
DER LA LICENCIA POR LACTANCIA MATERNA. SU 
OTORGAMIEN TO NO AFECTA EL INTERÉS SOCIAL 
NI CONTRAVIENE DISPOSICIONES DE ORDEN PÚ­
BLICO." XVII.2o.12 A (10a.) 990

Economía procesal, principio de.—Véase: "VIOLA­
CIÓN FORMAL DEL PROCEDIMIEN TO. LA FALTA DE 
FIRMA DEL PRESIDENTE O AUXILIAR DE TRÁMITE 
DE LA JUNTA ESPECIAL DE CONCILIACIÓN Y AR­
BITRAJE EN EL AUTO DE RADICACIÓN DE LA DE­
MANDA, DA LUGAR A LA CONVALIDACIÓN DE ESA 
ACTUACIÓN Y NO A LA REPOSICIÓN DE TODO EL 
PROCEDIMIEN TO." VIII.1o.C.T.6 L (10a.) 1007

Equilibrio procesal, principio de.—Véase: "TERCERO 
INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO EN MATERIA PENAL. NO LE CAUSA PERJUICIO 
EL AUTO EN EL QUE SE LE TIENE COMO TAL, A 
QUIEN FUE SEÑALADO COMO INDICIADO EN LA 
DETERMINACIÓN DE NO EJERCICIO DE LA AC­
CIÓN PENAL Y ÉSTE HAYA DECLARADO CON EL 
CARÁCTER DE TESTIGO EN LA INDAGATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997
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Formalidades esenciales del procedimiento.—Véase: 
"EMPLAZAMIEN TO. DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO 
SÓLO CUANDO AL REALIZAR LA CERTIFICACIÓN 
RELATIVA, EL NOTIFICADOR DESCRIBE CUÁLES 
SON LAS COPIAS DE LOS DOCUMENTOS QUE SE 
ADJUNTARON A LA DEMANDA CON LAS QUE CO­
RRE TRASLADO." 1a./J. 39/2020 (10a.) 204

Idoneidad en la imposición de la prisión preventiva, 
principio de.—Véase: "PRISIÓN PREVENTIVA JUSTI­
FICADA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU IMPOSICIÓN 
SE CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968

Idoneidad, subprincipio de.—Véase: "PRINCIPIO DE 
PONDERACIÓN. CONTENIDO Y ALCANCES EN RE­
LACIÓN CON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES." I.4o.A.4 CS (10a.) 967

Igualdad, principio de.—Véase: "TERCERO INTERE­
SADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN 
MATERIA PENAL. NO LE CAUSA PERJUICIO EL 
AUTO EN EL QUE SE LE TIENE COMO TAL, A QUIEN 
FUE SEÑALADO COMO INDICIADO EN LA DETER­
MINACIÓN DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PE­
NAL Y ÉSTE HAYA DECLARADO CON EL CARÁC­
TER DE TESTIGO EN LA INDAGATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997

Igualdad procesal, principio de.—Véase: "PROTEC­
CIÓN AL CONSUMIDOR. EL ARTÍCU LO 112 DE LA 
LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER LA POSIBILI­
DAD DE JUSTIFICAR LA INASISTENCIA A LA AU­
DIENCIA DE CONCILIACIÓN SÓLO AL CONSUMI­
DOR, PREVIO A IMPONER UNA SANCIÓN, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL." 2a./J. 20/2020 (10a.) 524

Igualdad y no discriminación, principio de.—Véase: 
"PAGO RETROACTIVO DE ALIMENTOS. PUEDE HA­
CERSE VALER COMO ACCIÓN AUTÓNOMA AL JUI­
CIO DE RECONOCIMIEN TO DE PATERNIDAD (LE­
GISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)." VII.2o.C.224 C (10a.) 965
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In dubio pro natura, principio de.—Véase: "SUSPEN­
SIÓN DEFINITIVA. CUANDO LA QUEJOSA ADUCE 
TENER UN INTERÉS LEGÍTIMO PARA RECLAMAR 
UNA LICENCIA PARA MOVIMIEN TO DE TIERRAS 
CUYA EJECUCIÓN IMPLICA LA REMOCIÓN DE FLO­
RA Y LA POSIBLE VULNERACIÓN DEL DERECHO 
FUNDAMENTAL A UN MEDIO AMBIENTE SANO –EN 
SU DIMENSIÓN OBJETIVA O ECOLOGISTA– Y LA 
AUTORIDAD ACEPTA LA EXISTENCIA DEL ACTO 
RECLAMADO, SE COLMAN LOS REQUISITOS PRE­
VISTOS EN EL ARTÍCU LO 131, PÁRRAFO PRIMERO, 
DE LA LEY DE AMPARO PARA CONCEDERLA." XVII.2o.9 K (10a.) 985

Indemnización por la omisión total del cumplimiento, 
derecho a la.—Véase: "INCIDENTE DE INDEMNIZA­
CIÓN. PROCEDE CUANDO EXISTE OMISIÓN TO­
TAL DEL CUMPLIMIEN TO DE SENTENCIAS DE NU­
LIDAD QUE ENTRAÑAN EL EJERCICIO O EL GOCE 
DE UN DERECHO (INTERPRETACIÓN CONFOR­
ME DEL ARTÍCU LO 52, PÁRRAFO CUARTO, DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIEN TO CONTENCIO­
SO ADMINISTRATIVO)." 2a. XI/2020 (10a.) 626

Indivisibilidad de los derechos humanos, principio 
de.—Véase: "VIOLACIÓN AL PROCEDIMIEN TO. SE 
ACTUALIZA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO FEDERAL EN EL QUE SE RECLAME LA 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 
DERIVADA DE UNA MALA PRAXIS MÉDICA, CUAN­
DO ANTE LA MANIFIESTA NECESIDAD DEL EXPE­
DIENTE CLÍNICO DEL ACTOR Y LA OMISIÓN DE LA 
DEMANDADA DE EXHIBIRLO, EL MAGISTRADO 
INSTRUCTOR OMITE REQUERIRLO." I.22o.A.1 A (10a.) 1006

Inmediación en el proceso penal acusatorio, princi­
pio de.—Véase: "NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PE­
NAL. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CON­
TRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO 
PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 258 DEL CÓDIGO NA­
CIONAL DE PROCEDIMIEN TOS PENALES." (IV Región)1o.13 P (10a.) 939
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Instancia de parte agraviada, principio de.—Véase: 
"LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. CARECE DE ELLA EL AUTO­
RIZADO POR EL ACTOR EN EL JUICIO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR SU PRO­
PIO DERECHO, CONTRA EL COBRO DE DERECHO 
POR LA EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS." PC.XXX. J/23 A (10a.) 815

Interdependencia de los derechos humanos, princi­
pio de.—Véase: "VIOLACIÓN AL PROCEDIMIEN TO. 
SE ACTUALIZA EN EL JUICIO CONTENCIOSO AD­
MINISTRATIVO FEDERAL EN EL QUE SE RECLAME 
LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 
DERIVADA DE UNA MALA PRAXIS MÉDICA, CUAN­
DO ANTE LA MANIFIESTA NECESIDAD DEL EXPE­
DIENTE CLÍNICO DEL ACTOR Y LA OMISIÓN DE LA 
DEMANDADA DE EXHIBIRLO, EL MAGISTRADO 
INSTRUCTOR OMITE REQUERIRLO." I.22o.A.1 A (10a.) 1006

Interés superior de la niñez.—Véase: "RÉGIMEN DE 
VISITAS Y CONVIVENCIAS DEL MENOR CON UNO 
DE SUS PROGENITORES, FRENTE A LA PANDEMIA 
GENERADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19). 
ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CO­
RRESPONDE PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA 
Y A LA SALUD, SOBRE EL DERECHO A LA CON­
VIVENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ 
DEBE PROVEER LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA 
QUE ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A DISTANCIA." XVII.1o.C.T.36 C (10a.) 977

Interés superior del menor de edad, principio de.—
Véase: "PAGO RETROACTIVO DE ALIMENTOS. PUE­
DE HACERSE VALER COMO ACCIÓN AUTÓNOMA 
AL JUICIO DE RECONOCIMIEN TO DE PATERNIDAD 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)." VII.2o.C.224 C (10a.) 965

Interés superior del niño.—Véase: "TESTIGOS AU­
SENTES EN EL PROCESO PENAL. SI SE TRATA DE UN 
DELITO SEXUAL Y LA VÍCTIMA ES MENOR DE EDAD, 
ES FACTIBLE OTORGAR VALOR PROBATORIO A 
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SU DECLARACIÓN MINISTERIAL, SI EXISTEN RA­
ZONES QUE JUSTIFIQUEN SU INCOMPARECENCIA 
ANTE EL JUEZ, A PESAR DE HABERSE AGOTADO 
LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA ELLO, A LA LUZ 
DE UNA VISIÓN CON PERSPECTIVA DE GÉNERO Y 
ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR." II.4o.P.14 P (10a.) 998

Interpretación pro persona, principio de.—Véase: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CON­
TRA DEL CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS 
OFICINAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
PARA CONOCER LOS HECHOS Y OMISIONES DE­
TECTADOS EN EL PROCEDIMIEN TO FISCALIZADOR 
MIENTRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS DE 
EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA 
MAYOR DEBIDO A LA EPIDEMIA GENERADA POR 
EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE ES 
ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y SO­
CIAL EN PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD DE 
LAS PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Lactancia, derecho a la.—Véase: "SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL EN CONTRA DE LOS EFECTOS DE 
LA NEGATIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR LAC­
TANCIA MATERNA. SU OTORGAMIEN TO NO AFECTA 
EL INTERÉS SOCIAL NI CONTRAVIENE DISPOSI­
CIONES DE ORDEN PÚBLICO." XVII.2o.12 A (10a.) 990

Legalidad, derecho de.—Véase: "MEDIDAS DE 
APREMIO PREVISTAS EN EL ARTÍCU LO 104, FRAC­
CIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE DIMIEN­
TOS PENALES. PARA QUE SU IMPOSICIÓN SEA 
LEGAL, DEBE MEDIAR APERCIBIMIEN TO, POR RE­
GLA GENERAL." XVII.2o.12 P (10a.) 935

Legalidad en la imposición de la prisión preventiva, 
principio de.—Véase: "PRISIÓN PREVENTIVA JUSTI­
FICADA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU IMPOSI­
CIÓN SE CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968
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Legalidad, en su vertiente de completitud, principio 
de.—Véase: "APELACIÓN EN EL SISTEMA PROCE­
SAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SI EL TRIBUNAL 
DE SEGUNDA INSTANCIA REVOCA LA SENTENCIA 
ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR 
ACREDITADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILI­
DAD PENAL DEL ACUSADO, DEBE REASUMIR JU­
RISDICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVI­
DUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES, LA REPARACIÓN 
DEL DAÑO E INDEMNIZACIONES." VII.1o.P.5 P (10a.) 903

Legalidad, en su vertiente de congruencia externa e 
interna, principio de.—Véase: "APELACIÓN EN EL SIS­
TEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 
SI EL TRIBUNAL DE SEGUNDA INSTANCIA REVOCA 
LA SENTENCIA ABSOLUTORIA DE PRIMER GRA DO 
Y TIENE POR ACREDITADOS EL DELITO Y LA RES­
PONSABILIDAD PENAL DEL ACUSADO, DEBE RE­
ASUMIR JURISDICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE 
LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES, LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO E INDEMNIZACIONES." VII.1o.P.5 P (10a.) 903

Legalidad, en su vertiente de continuidad, principio 
de.—Véase: "APELACIÓN EN EL SISTEMA PROCE­
SAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SI EL TRIBUNAL 
DE SEGUNDA INSTANCIA REVOCA LA SENTENCIA 
ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR 
ACREDITADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILI­
DAD PENAL DEL ACUSADO, DEBE REASUMIR JU­
RISDICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVI­
DUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES, LA REPARACIÓN 
DEL DAÑO E INDEMNIZACIONES." VII.1o.P.5 P (10a.) 903

Legalidad, en su vertiente de exhaustividad, principio 
de.—Véase: "APELACIÓN EN EL SISTEMA PROCE­
SAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SI EL TRIBUNAL 
DE SEGUNDA INSTANCIA REVOCA LA SENTENCIA 
ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR 
ACREDITADOS EL DELITO Y LA RESPONSABILI­
DAD PENAL DEL ACUSADO, DEBE REASUMIR 
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JURISDICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE LA INDIVI­
DUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES, LA REPARA­
CIÓN DEL DAÑO E INDEMNIZACIONES." VII.1o.P.5 P (10a.) 903

Legalidad, en su vertiente de fundamentación y mo­
tivación, principio de.—Véase: "APELACIÓN EN EL SIS­
TEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SI 
EL TRIBUNAL DE SEGUNDA INSTANCIA REVOCA 
LA SENTENCIA ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO 
Y TIENE POR ACREDITADOS EL DELITO Y LA RES­
PONSABILIDAD PENAL DEL ACUSADO, DEBE RE­
ASUMIR JURISDICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE 
LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES, LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO E INDEMNIZACIONES." VII.1o.P.5 P (10a.) 903

Legalidad, principio de.—Véase: "COMISIÓN REGU­
LADORA DE ENERGÍA. LOS ARTÍCU LOS 138 Y 139 
DE LA LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA, NO VUL­
NERAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, DE SE­
GURIDAD JURÍDICA NI DE RESERVA DE LEY, AL 
PERMITIR QUE EL PROCEDIMIEN TO O FÓRMULA 
PARA DETERMINAR EL CÁLCU LO Y AJUSTE DE 
LAS TARIFAS FINALES DE SUMINISTRO BÁSICO SE 
ESTABLEZCA EN UNA DISPOSICIÓN ADMINISTRA­
TIVA DE CARÁCTER GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Legalidad, principio de.—Véase: "SUSTITUCIÓN 
DE LAS PENAS PREVISTA EN LOS ARTÍCU LOS 81, 
82 Y 83 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA. EL JUEZ DE CONTROL O EL TRIBU­
NAL DE ENJUICIAMIEN TO DEBE PRONUNCIARSE 
SIN TOMAR EN CONSIDERACIÓN LOS ESTUDIOS 
DE PERSONALIDAD DEL SENTENCIADO." XVII.2o.11 P (10a.) 994

Ley benéfica, principio de.—Véase: "BENEFICIOS 
PENITENCIARIOS. EN LOS ASUNTOS JUZGA­
DOS BAJO EL SISTEMA TRADICIONAL, PROCEDE 
LA APLICACIÓN RETROACTIVA DE LEYES VIGEN­
TES CON ANTERIORIDAD A LA FECHA DE SU SO­
LICITUD, CUANDO ÉSTAS LE SEAN FAVORABLES 
AL SOLICITANTE, EN ACATAMIEN TO AL PRINCIPIO 
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DE LA LEY BENÉFICA CONTEMPLADO EN EL AR­
TÍCU LO 14 CONSTITUCIONAL." I.9o.P.277 P (10a.) 909

Libertad de expresión, derecho de.—Véase: "LIBER­
TAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN EN REDES SOCIALES DE INTER­
NET. CUANDO UN SERVIDOR PÚBLICO UTILICE 
UNA RED DE ESTE TIPO COMO MEDIO DE DIVUL­
GACIÓN DE SUS ACTIVIDADES Y COMO VEHÍCU­
LO DE COMUNICACIÓN CON LOS GOBERNADOS, 
ESTÁ OBLIGADO A PERMITIR A SUS SEGUIDORES 
EL CONTACTO EN SU CUENTA Y A NO BLOQUEAR­
LOS POR SUS OPINIONES CRÍTICAS, SALVO QUE 
SU COMPORTAMIEN TO SEA CONSTITUTIVO DE 
ABUSO O DE UN DELITO." I.4o.A.6 CS (10a.) 932

Libertad, derecho humano a la.—Véase: "BENEFI­
CIOS PENITENCIARIOS. EN LOS ASUNTOS JUZGADOS 
BAJO EL SISTEMA TRADICIONAL, PROCEDE LA 
APLICACIÓN RETROACTIVA DE LEYES VIGENTES 
CON ANTERIORIDAD A LA FECHA DE SU SOLICI­
TUD, CUANDO ÉSTAS LE SEAN FAVORABLES AL 
SOLICITANTE, EN ACATAMIEN TO AL PRINCIPIO DE 
LA LEY BENÉFICA CONTEMPLADO EN EL AR TÍCU­
LO 14 CONSTITUCIONAL." I.9o.P.277 P (10a.) 909

Libertad personal, derecho a la.—Véase: "ORDEN 
DE TRASLADO SIN INTERVENCIÓN JUDICIAL. AUN 
CUANDO ES UN ACTO ATINENTE A LAS CUESTIO­
NES DE INTERNAMIEN TO, AL VULNERAR DE 
MANERA INDIRECTA EL DERECHO SUSTANTIVO 
DE LA LIBERTAD PERSONAL DE LA RECLUIDA, 
ACTUALIZA UN CASO DE EXCEPCIÓN AL PRINCI­
PIO DE DEFINITIVIDAD PREVISTO POR LA FRAC­
CIÓN XX DEL NUMERAL 61 DE LA LEY DE AMPA­
RO; CIRCUNSTANCIA QUE IMPIDE QUE EL JUEZ DE 
DISTRITO, A PRIORI, DESECHE DE PLANO LA DE­
MANDA DE AMPARO." II.3o.P.84 P (10a.) 945

Medio ambiente sano, derecho a un.—Véase: "PAR­
TICIPACIÓN Y CONSULTA PÚBLICA. EL ESTADO 
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DEBE GARANTIZAR ESTE DERECHO EN PROYEC­
TOS O ACTIVIDADES QUE PUEDAN CAUSAR UNA 
AFECTACIÓN AL MEDIO AMBIENTE." 2a. XVI/2020 (10a.) 631

Medio ambiente sano, derecho fundamental a un.—
Véase: "SUSPENSIÓN DEFINITIVA. CUANDO LA 
QUEJOSA ADUCE TENER UN INTERÉS LEGÍTIMO 
PARA RECLAMAR UNA LICENCIA PARA MOVIMIEN­
TO DE TIERRAS CUYA EJECUCIÓN IMPLICA LA RE­
MOCIÓN DE FLORA Y LA POSIBLE VULNERACIÓN 
DEL DERECHO FUNDAMENTAL A UN MEDIO AM­
BIENTE SANO –EN SU DIMENSIÓN OBJETIVA O 
ECOLOGISTA– Y LA AUTORIDAD ACEPTA LA EXIS­
TENCIA DEL ACTO RECLAMADO, SE COLMAN LOS 
REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCU LO 131, 
PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE AMPARO PARA 
CONCEDERLA." XVII.2o.9 K (10a.) 985

Necesidad en la imposición de la prisión preventiva, 
principio de.—Véase: "PRISIÓN PREVENTIVA JUSTI­
FICADA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU IMPOSI­
CIÓN SE CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968

Necesidad, subprincipio de.—Véase: "IMPEDIMEN­
TO PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 51, FRACCIÓN VI, 
DE LA LEY DE AMPARO. EL HECHO DE QUE LOS 
MAGISTRADOS DE CIRCUITO TENGAN EL CARÁC­
TER DE PARTE EN ALGÚN JUICIO DE GARANTÍAS 
QUE VERSE SOBRE LA MISMA TEMÁTICA DEL 
ASUNTO EN EL QUE SE GENERE SU EXCUSA ES 
INSUFICIENTE PARA CALIFICARLO DE LEGAL (APLI­
CACIÓN DEL SUBPRINCIPIO DE NECESIDAD)." I.4o.A.45 K (10a.) 927

Necesidad, subprincipio de.—Véase: "PRINCIPIO 
DE PONDERACIÓN. CONTENIDO Y ALCANCES EN 
RELACIÓN CON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES." I.4o.A.4 CS (10a.) 967

Non bis in idem, violación al principio de.—Véase: 
"SECUESTRO AGRAVADO. LAS PENAS PREVISTAS 
EN LOS ARTÍCU LOS 9 Y 10 DE LA LEY GENERAL 
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PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN 
MATERIA DE SECUESTRO, SON DE APLICACIÓN 
EXCLUYENTE." 1a./J. 12/2020 (10a.) 268

Non reformatio in peius, principio de.—Véase: "RE­
CURSO DE QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA 
LABORAL. EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FA­
CULTADO PARA MODIFICAR Y AUMENTAR LOS 
MONTOS CORRESPONDIENTES A LA SUBSISTEN­
CIA DEL TRABAJADOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, 
AUNQUE EL RECURRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL 
PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE PROVEA EN FORMA INFUNDADA E IN­
MOTIVADA SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECU­
CIÓN DEL LAUDO." VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

Oralidad en el proceso penal acusatorio, principio 
de.—Véase: "NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PE­
NAL. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CON­
TRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO 
PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 258 DEL CÓDIGO NA­
CIONAL DE PROCEDIMIEN TOS PENALES." (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

Pago de horas extras, derecho al.—Véase: "HORAS 
EXTRAS. LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
ESTADO TIENEN DERECHO A SU PAGO SI LABO­
RAN MÁS ALLÁ DE LA JORNADA PACTADA EN SUS 
NOMBRAMIEN TOS O CONDICIONES GENERALES 
DE TRABAJO AUNQUE ÉSTA SEA MENOR A LA LE­
GAL." 2a./J. 34/2020 (10a.) 410

Participación, derecho a la.—Véase: "PARTICIPA­
CIÓN Y CONSULTA PÚBLICA. EL ESTADO DEBE 
GARANTIZAR ESTE DERECHO EN PROYECTOS O 
ACTIVIDADES QUE PUEDAN CAUSAR UNA AFEC­
TACIÓN AL MEDIO AMBIENTE." 2a. XVI/2020 (10a.) 631

Ponderación, principio de.—Véase: "PRINCIPIO DE 
PONDERACIÓN. CONTENIDO Y ALCANCES EN RE­
LACIÓN CON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES." I.4o.A.4 CS (10a.) 967
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Precaución en materia ambiental, principio de.—
Véase: "SUSPENSIÓN DEFINITIVA. CUANDO LA 
QUEJOSA ADUCE TENER UN INTERÉS LEGÍTIMO 
PARA RECLAMAR UNA LICENCIA PARA MOVIMIEN­
TO DE TIERRAS CUYA EJECUCIÓN IMPLICA LA RE­
MOCIÓN DE FLORA Y LA POSIBLE VULNERACIÓN 
DEL DERECHO FUNDAMENTAL A UN MEDIO AM­
BIENTE SANO –EN SU DIMENSIÓN OBJETIVA O 
ECOLOGISTA– Y LA AUTORIDAD ACEPTA LA EXIS­
TENCIA DEL ACTO RECLAMADO, SE COLMAN LOS 
REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCU LO 131, 
PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE AMPARO PARA 
CONCEDERLA." XVII.2o.9 K (10a.) 985

Presunción de inocencia, derecho humano a la.—
Véase: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL RECURSO DE APELACIÓN. ES IMPROCEDENTE 
EN FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS QUE 
NO SE ENCUENTREN EN UNA SITUACIÓN PARTI­
CULAR DE VULNERABILIDAD, CUANDO LO INTER­
PONEN CONTRA UNA SENTENCIA EMITIDA EN UN 
PROCESO PENAL SEGUIDO CONFORME AL SISTE­
MA TRADICIONAL O MIXTO." 1a./J. 38/2020 (10a.) 360

Previsibilidad en la imposición de la prisión preventi­
va, principio de.—Véase: "PRISIÓN PREVENTIVA 
JUSTIFICADA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU IMPO­
SICIÓN SE CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968

Principio pro persona.—Véase: "SUSPENSIÓN EN EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE OTOR­
GARLA DE OFICIO Y DE PLANO CUANDO SE RECLA­
MAN LA POSIBLE DEPORTACIÓN O REPATRIACIÓN 
Y, SIMULTÁNEAMENTE, ACTOS RESTRICTIVOS DE 
LA LIBERTAD PERSONAL DE MIGRANTES CON SI­
TUACIÓN IRREGULAR EN EL PAÍS." PC.X. J/15 K (10a.) 879

Principio pro persona.—Véase: "SUSPENSIÓN PRO­
VISIONAL DEL ACTO RECLAMADO. PROCEDENCIA 
DEL RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL AR­
TÍCU LO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DE 



Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Número de identificación Pág.

 Septiembre 20201184

AMPARO, CUANDO EL AUTO IMPUGNADO NO ES 
LA RESOLUCIÓN QUE CONCEDIÓ LA MEDIDA PRO­
VISIONAL, SINO UNA QUE INVOLUCRA UNA DECI­
SIÓN PARA HACER EFECTIVA LA MISMA." VII.2o.C.78 K (10a.) 989

Progresividad de los derechos humanos, principio 
de.—Véase: "VIOLACIÓN AL PROCEDIMIEN TO. SE 
ACTUALIZA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO FEDERAL EN EL QUE SE RECLAME LA 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 
DERIVADA DE UNA MALA PRAXIS MÉDICA, CUAN­
DO ANTE LA MANIFIESTA NECESIDAD DEL EXPE­
DIENTE CLÍNICO DEL ACTOR Y LA OMISIÓN DE LA 
DEMANDADA DE EXHIBIRLO, EL MAGISTRADO 
INSTRUCTOR OMITE REQUERIRLO." I.22o.A.1 A (10a.) 1006

Proporcionalidad en la imposición de la prisión pre­
ventiva, principio de.—Véase: "PRISIÓN PREVENTI­
VA JUSTIFICADA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU 
IMPOSICIÓN SE CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968

Proporcionalidad en sentido estricto, subprincipio 
de.—Véase: "PRINCIPIO DE PONDERACIÓN. CON­
TENIDO Y ALCANCES EN RELACIÓN CON LOS DE­
RECHOS FUNDAMENTALES." I.4o.A.4 CS (10a.) 967

Proporcionalidad, principio de.—Véase: "IMPEDI­
MENTO PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 51, FRACCIÓN 
VI, DE LA LEY DE AMPARO. EL HECHO DE QUE 
LOS MAGISTRADOS DE CIRCUITO TENGAN EL CA­
RÁCTER DE PARTE EN ALGÚN JUICIO DE GARAN­
TÍAS QUE VERSE SOBRE LA MISMA TEMÁTICA DEL 
ASUNTO EN EL QUE SE GENERE SU EXCUSA ES 
INSUFICIENTE PARA CALIFICARLO DE LEGAL (APLI­
CACIÓN DEL SUBPRINCIPIO DE NECESIDAD)." I.4o.A.45 K (10a.) 927

Protección de derechos humanos, principio de.—
Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN 
CONTRA DEL CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A 
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LAS OFICINAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO PARA CONOCER LOS HECHOS Y OMISIO­
NES DETECTADOS EN EL PROCEDIMIEN TO FISCA­
LIZADOR MIENTRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDI­
DAS DE EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA 
DE FUERZA MAYOR DEBIDO A LA EPIDEMIA GE­
NERADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), 
PORQUE ES ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS 
PÚBLICO Y SOCIAL EN PROTEGER EL DERECHO A 
LA SALUD DE LAS PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Publicidad en el proceso penal acusatorio, principio 
de.—Véase: "NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PE­
NAL. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CON­
TRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO 
PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 258 DEL CÓDIGO NA­
CIONAL DE PROCEDIMIEN TOS PENALES." (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

Razonabilidad, principio de.—Véase: "HECHOS NO­
TORIOS. LA FACULTAD DEL JUZGADOR DE AMPA­
RO PARA INVOCARLOS DEBE SER EJERCIDA CON 
RAZONABILIDAD Y LIMITARSE A CIRCUNSTAN­
CIAS FÁCTICAS DE CONOCIMIEN TO ACCESIBLE, 
INDUBITABLE Y SOBRE EL CUAL NO SE ADVIERTA 
DISCUSIÓN." I.9o.P.16 K (10a.) 923

Reserva de ley, principio de.—Véase: "COMISIÓN 
REGULADORA DE ENERGÍA. LOS ARTÍCU LOS 138 
Y 139 DE LA LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA, NO 
VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, DE 
SEGURIDAD JURÍDICA NI DE RESERVA DE LEY, AL 
PERMITIR QUE EL PROCEDIMIEN TO O FÓRMULA 
PARA DETERMINAR EL CÁLCU LO Y AJUSTE DE 
LAS TARIFAS FINALES DE SUMINISTRO BÁSICO SE 
ESTABLEZCA EN UNA DISPOSICIÓN ADMINISTRA­
TIVA DE CARÁCTER GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Reserva de ley, principio de.—Véase: "TURISMO. EL 
ARTÍCU LO 4, FRACCIÓN XII, DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE RESERVA 
DE LEY." 2a./J. 27/2020 (10a.) 389
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Salud, derecho a la.—Véase: "RÉGIMEN DE VISITAS 
Y CONVIVENCIAS DEL MENOR CON UNO DE SUS 
PROGENITORES, FRENTE A LA PANDEMIA GENE­
RADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19). 
ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CO­
RRESPONDE PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA 
Y A LA SALUD, SOBRE EL DERECHO A LA CONVI­
VENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ 
DEBE PROVEER LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA 
QUE ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A DISTANCIA." XVII.1o.C.T.36 C (10a.) 977

Salud, derecho a la.—Véase: "SUSPENSIÓN DE PLA­
NO Y DE OFICIO EN EL JUICIO DE AMPARO. EN 
ATENCIÓN A LA NATURALEZA DEL ACTO RECLA­
MADO, NO PROCEDE CONTRA LA NEGATIVA DE 
EXTENDER LA LICENCIA POR LACTANCIA MATER­
NA." XVII.2o.11 A (10a.) 984

Salud, derecho a la.—Véase: "SUSPENSIÓN PROVI­
SIONAL EN CONTRA DE LOS EFECTOS DE LA NE­
GATIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR LACTAN­
CIA MATERNA. SU OTORGAMIEN TO NO AFECTA 
EL INTERÉS SOCIAL NI CONTRAVIENE DISPOSI­
CIONES DE ORDEN PÚBLICO." XVII.2o.12 A (10a.) 990

Salud, derecho humano a la.—Véase: "SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA DEL CITA­
TORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS OFICINAS TRI­
BUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA CO­
NOCER LOS HECHOS Y OMISIONES DETECTADOS 
EN EL PROCEDIMIEN TO FISCALIZADOR MIENTRAS 
ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS DE EMERGENCIA 
SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA MAYOR DE­
BIDO A LA EPIDEMIA GENERADA POR EL VIRUS 
SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE ES ACORDE CON 
EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL EN PRO­
TEGER EL DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSO­
NAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Seguridad jurídica, derecho a la.—Véase: "LEGITI­
MACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
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INDIRECTO. LA TIENE QUIEN OBTUVO RESPUESTA 
A UNA SOLICITUD EN EJERCICIO DE SU DERE­
CHO DE PETICIÓN, Y EN SU DEMANDA RECLAMA 
QUE ÉSTA VIOLA SU DERECHO A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA, AL NO ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADA 
Y MOTIVADA." I.6o.P.23 K (10a.) 931

Seguridad jurídica, derecho de.—Véase: "MEDIDAS 
DE APREMIO PREVISTAS EN EL ARTÍCU LO 104, 
FRAC CIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIEN TOS PENALES. PARA QUE SU IMPOSICIÓN 
SEA LEGAL, DEBE MEDIAR APERCIBIMIEN TO, POR 
REGLA GENERAL." XVII.2o.12 P (10a.) 935

Seguridad jurídica, principio de.—Véase: "COMISIÓN 
REGULADORA DE ENERGÍA. LOS ARTÍCU LOS 138 
Y 139 DE LA LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA, NO 
VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, DE 
SEGURIDAD JURÍDICA NI DE RESERVA DE LEY, AL 
PERMITIR QUE EL PROCEDIMIEN TO O FÓRMULA 
PARA DETERMINAR EL CÁLCU LO Y AJUSTE DE 
LAS TARIFAS FINALES DE SUMINISTRO BÁSICO 
SE ESTABLEZCA EN UNA DISPOSICIÓN ADMINIS­
TRATIVA DE CARÁCTER GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Seguridad jurídica, principio de.—Véase: "FÍAT NO­
TARIAL. EL ARTÍCU LO 86 DE LA LEY DE NOTARIA­
DO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, NO 
PREVÉ LA EXHIBICIÓN DE UNA CONSTANCIA PO­
BLACIONAL COMO REQUISITO PREVIO QUE DEBA 
CUMPLIR EL INTERESADO EN SU EXPEDICIÓN." PC.XXX. J/21 A (10a.) 706

Seguridad jurídica, principio de.—Véase: "NULIDAD 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FE­
DERAL. LOS ARTÍCU LOS 51, 52 Y 57 DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIEN TO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO RESPETAN EL PRINCIPIO DE SE­
GURIDAD JURÍDICA." 2a. XIII/2020 (10a.) 630

Tipicidad, violación al principio de.—Véase: "PRO­
CEDIMIEN TO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 
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LA FALTA DEL SEÑALAMIEN TO DE LA CONDUCTA 
E HIPÓTESIS NORMATIVA INFRINGIDA POR EL 
SERVIDOR PÚBLICO DEL PODER JUDICIAL AL MO­
MENTO DE REALIZAR LA CITACIÓN A DICHO PRO­
CEDIMIEN TO, PROVOCA SU ILEGALIDAD, POR 
VULNERAR EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD Y EL DE­
RECHO A UNA DEFENSA ADECUADA (LEGISLA­
CIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)." X.2o.2 A (10a.) 969

Universalidad de los derechos humanos, principio 
de.—Véase: "VIOLACIÓN AL PROCEDIMIEN TO. SE 
ACTUALIZA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO FEDERAL EN EL QUE SE RECLAME LA 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 
DERIVADA DE UNA MALA PRAXIS MÉDICA, CUAN­
DO ANTE LA MANIFIESTA NECESIDAD DEL EXPE­
DIENTE CLÍNICO DEL ACTOR Y LA OMISIÓN DE LA 
DEMANDADA DE EXHIBIRLO, EL MAGISTRADO 
INSTRUCTOR OMITE REQUERIRLO." I.22o.A.1 A (10a.) 1006

Vida, derecho a la.—Véase: "RÉGIMEN DE VISITAS Y 
CONVIVENCIAS DEL MENOR CON UNO DE SUS 
PRO GENITORES, FRENTE A LA PANDEMIA GENE­
RADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19). ATEN­
TO AL INTERÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CORRES­
PONDE PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA Y A 
LA SALUD, SOBRE EL DERECHO A LA CONVIVEN­
CIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ DEBE 
PROVEER LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA QUE 
ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A DISTANCIA." XVII.1o.C.T.36 C (10a.) 977
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Código Civil Federal, artícu lo 25, fracción III.—Véase: 
"NOTIFICACIONES PERSONALES A SOCIEDADES 
MERCANTILES EN PROCEDIMIEN TOS ADMINIS­
TRATIVOS. SU REPRESENTANTE LEGAL O APODE­
RADO LAS VINCULA CUANDO LA PERSONA SE 
OSTENTA CON ESA CALIDAD ANTE EL NOTIFICA­
DOR." (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

Código Civil Federal, artícu lo 25, fracción III.—Véa­
se: "NOTIFICACIONES PERSONALES REGULADAS 
POR EL ARTÍCU LO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN. LAS PRACTICADAS A SOCIEDA­
DES MERCANTILES PUEDEN ENTENDERSE INDIS­
TINTAMENTE CON SU REPRESENTANTE LEGAL O 
CON SUS APODERADOS." (IV Región)1o.12 A (10a.) 941

Código Civil Federal, artícu lo 2546.—Véase: "NOTI­
FICACIONES PERSONALES A SOCIEDADES MER­
CANTILES EN PROCEDIMIEN TOS ADMINISTRATI­
VOS. SU REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO 
LAS VINCULA CUANDO LA PERSONA SE OSTENTA 
CON ESA CALIDAD ANTE EL NOTIFICADOR." (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

Código Civil Federal, artícu lo 2546.—Véase: "NOTI­
FICACIONES PERSONALES REGULADAS POR EL 
ARTÍCU LO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN. LAS PRACTICADAS A SOCIEDADES MER­
CANTILES PUEDEN ENTENDERSE INDISTINTA­
MENTE CON SU REPRESENTANTE LEGAL O CON 
SUS APODERADOS." (IV Región)1o.12 A (10a.) 941
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Código Civil Federal, artícu lo 2548.—Véase: "NOTI­
FICACIONES PERSONALES A SOCIEDADES MER­
CANTILES EN PROCEDIMIEN TOS ADMINISTRATI­
VOS. SU REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO 
LAS VINCULA CUANDO LA PERSONA SE OSTENTA 
CON ESA CALIDAD ANTE EL NOTIFICADOR." (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

Código Civil Federal, artícu lo 2548.—Véase: "NOTI­
FICACIONES PERSONALES REGULADAS POR EL 
ARTÍCU LO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN. LAS PRACTICADAS A SOCIEDADES MER­
CANTILES PUEDEN ENTENDERSE INDISTINTA­
MENTE CON SU REPRESENTANTE LEGAL O CON 
SUS APODERADOS." (IV Región)1o.12 A (10a.) 941

Código Civil Federal, artícu los 26 y 27.—Véase: "NO­
TIFICACIONES PERSONALES A SOCIEDADES MER­
CANTILES EN PROCEDIMIEN TOS ADMINISTRATI­
VOS. SU REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO 
LAS VINCULA CUANDO LA PERSONA SE OSTENTA 
CON ESA CALIDAD ANTE EL NOTIFICADOR." (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

Código Civil Federal, artícu los 26 y 27.—Véase: "NO­
TIFICACIONES PERSONALES REGULADAS POR EL 
ARTÍCU LO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN. LAS PRACTICADAS A SOCIEDADES MER­
CANTILES PUEDEN ENTENDERSE INDISTINTA­
MENTE CON SU REPRESENTANTE LEGAL O CON 
SUS APODERADOS." (IV Región)1o.12 A (10a.) 941

Código Civil Federal, artícu los 2224 a 2227.—Véase: 
"AUTO DE PRESIDENCIA QUE POR ERROR ADMITE 
UN RECURSO. ES NULO Y NO VINCULA AL PLENO 
DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PARA 
QUE RESUELVA EL FONDO." (IV Región)1o. J/15 K (10a.) 896

Código Civil para el Estado de Veracruz­Llave, ar­
tícu lo 252.—Véase: "PAGO RETROACTIVO DE ALI­
MENTOS. PUEDE HACERSE VALER COMO ACCIÓN 
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AUTÓNOMA AL JUICIO DE RECONOCIMIEN TO DE 
PATERNIDAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VE­
RACRUZ)." VII.2o.C.224 C (10a.) 965

Código de Comercio, artícu lo 1084, fracción IV.—
Véase: "COSTAS POR CONDENA EN SENTEN­
CIAS CONFORMES DE TODA CONFORMIDAD. NO 
SE CON FIGURA ESA HIPÓTESIS LEGAL CUANDO SE 
CONFIRMA EN APELACIÓN UN AUTO QUE DECLA­
RÓ LA CADUCIDAD DE LA PRIMERA INSTANCIA 
(CÓDIGO DE COMERCIO Y LEGISLACIÓN PROCE­
SAL CIVIL DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA)." 1a./J. 3/2020 (10a.) 163

Código de Procedimien tos Civiles del Estado de Cam­
peche, artícu lo 56.—Véase: "CONVENIOS. CUANDO 
IMPLIQUEN MODIFICAR DERECHOS Y OBLIGA­
CIONES O INCIDAN EN UNA RESOLUCIÓN JU­
DICIAL PREVIA, REQUIEREN RATIFICACIÓN (LE­
GISLACIÓN DEL ESTADO DE CAMPECHE)." (IV Región)1o.21 C (10a.) 915

Código de Procedimien tos Civiles para el Estado de 
Baja California, artícu lo 79.—Véase: "COSTAS POR 
CONDENA EN SENTENCIAS CONFORMES DE 
TODA CONFORMIDAD. NO SE CONFIGURA ESA 
HIPÓTESIS LEGAL CUANDO SE CONFIRMA EN 
APELACIÓN UN AUTO QUE DECLARÓ LA CADUCI­
DAD DE LA PRIMERA INSTANCIA (CÓDIGO DE CO­
MERCIO Y LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL DEL 
ESTADO DE BAJA CALIFORNIA)." 1a./J. 3/2020 (10a.) 163

Código de Procedimien tos Civiles para el Estado de 
Baja California, artícu lo 141, fracción VII.—Véase: 
"COSTAS POR CONDENA EN SENTENCIAS CON­
FORMES DE TODA CONFORMIDAD. NO SE CONFI­
GURA ESA HIPÓTESIS LEGAL CUANDO SE CON­
FIRMA EN APELACIÓN UN AUTO QUE DECLARÓ 
LA CADUCIDAD DE LA PRIMERA INSTANCIA (CÓ­
DIGO DE COMERCIO Y LEGISLACIÓN PROCESAL 
CIVIL DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA)." 1a./J. 3/2020 (10a.) 163
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Código Federal de Procedimien tos Civiles, artícu lo 
88.—Véase: "HECHOS NOTORIOS. LA FACULTAD DEL 
JUZGADOR DE AMPARO PARA INVOCARLOS DEBE 
SER EJERCIDA CON RAZONABILIDAD Y LIMITARSE 
A CIRCUNSTANCIAS FÁCTICAS DE CONOCIMIEN­
TO ACCESIBLE, INDUBITABLE Y SOBRE EL CUAL 
NO SE ADVIERTA DISCUSIÓN." I.9o.P.16 K (10a.) 923

Código Federal de Procedimien tos Civiles, artícu lo 
88.—Véase: "RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVEN­
CIAS DEL MENOR CON UNO DE SUS PROGENITO­
RES, FRENTE A LA PANDEMIA GENERADA POR EL 
VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19). ATENTO AL INTE­
RÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CORRESPONDE 
PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA Y A LA SA­
LUD, SOBRE EL DERECHO A LA CONVIVENCIA 
CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ DEBE PRO­
VEER LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA QUE ESTA 
ÚLTIMA SE EFECTÚE A DISTANCIA." XVII.1o.C.T.36 C (10a.) 977

Código Federal de Procedimien tos Civiles, artícu lo 
220.—Véase: "COSTAS POR CONDENA EN SEN­
TENCIAS CONFORMES DE TODA CONFORMIDAD. 
NO SE CONFIGURA ESA HIPÓTESIS LEGAL CUAN­
DO SE CONFIRMA EN APELACIÓN UN AUTO QUE 
DECLARÓ LA CADUCIDAD DE LA PRIMERA INS­
TANCIA (CÓDIGO DE COMERCIO Y LEGISLACIÓN 
PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE BAJA CALIFOR­
NIA)." 1a./J. 3/2020 (10a.) 163

Código Fiscal de la Federación, artícu lo 42.—Véase: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CON­
TRA DEL CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS 
OFICINAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXI­
CO PARA CONOCER LOS HECHOS Y OMISIONES 
DETECTADOS EN EL PROCEDIMIEN TO FISCALIZA­
DOR MIENTRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS 
DE EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE 
FUERZA MAYOR DEBIDO A LA EPIDEMIA GENERA­
DA POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), POR­
QUE ES ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS PÚ­
BLICO Y SOCIAL EN PROTEGER EL DERECHO A 
LA SALUD DE LAS PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992
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Código Fiscal de la Federación, artícu lo 137.—Véa­
se: "NOTIFICACIONES PERSONALES REGULADAS 
POR EL ARTÍCU LO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN. LAS PRACTICADAS A SOCIEDA­
DES MERCANTILES PUEDEN ENTENDERSE INDIS­
TINTAMENTE CON SU REPRESENTANTE LEGAL O 
CON SUS APODERADOS." (IV Región)1o.12 A (10a.) 941

Código Fiscal de la Federación, artícu los 29 y 29­
A.—Véase: "RECIBOS DE NÓMINA CON SELLO DI­
GITAL Y CADENA DE CARACTERES GENERADA 
POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTA­
RIA (SAT). SON APTOS PARA DEMOSTRAR EL 
MONTO Y EL PAGO DE LOS SALARIOS A LOS TRA­
BAJADORES." 2a./J. 30/2020 (10a.) 584

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 57.—Véase: "MEDIDAS DE APREMIO PREVISTAS 
EN EL ARTÍCU LO 104, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIEN TOS PENALES. PARA 
QUE SU IMPOSICIÓN SEA LEGAL, DEBE MEDIAR 
APERCIBIMIEN TO, POR REGLA GENERAL." XVII.2o.12 P (10a.) 935

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 59.—Véase: "MEDIDAS DE APREMIO PREVISTAS 
EN EL ARTÍCU LO 104, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIEN TOS PENALES. PARA 
QUE SU IMPOSICIÓN SEA LEGAL, DEBE MEDIAR 
APERCIBIMIEN TO, POR REGLA GENERAL." XVII.2o.12 P (10a.) 935

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 104, fracción II.—Véase: "MEDIDAS DE APREMIO 
PREVISTAS EN EL ARTÍCU LO 104, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN TOS 
PENALES. PARA QUE SU IMPOSICIÓN SEA LEGAL, 
DEBE MEDIAR APERCIBIMIEN TO, POR REGLA GE­
NERAL." XVII.2o.12 P (10a.) 935

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 105, fracción V.—Véase: "IMPROCEDENCIA DEL 
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JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA DE 
MANERA MANIFESTA E INDUDABLE LA CAUSA 
DE IMPROCEDENCIA PREVISTA POR EL ARTÍCU LO 
61, FRACCIÓN XXIII EN RELACIÓN CON EL DIVER­
SO 5, FRACCIÓN II (INTERPRETADO A CONTRARIO 
SENSU) AMBOS DE LA LEY DE LA MATERIA, CUAN­
DO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA NE­
GATIVA DE LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLI­
CO, DE REDUCIR LA PENA PREVISTA PARA EL 
DELITO DE QUE SE TRATE DURANTE LA TRAMITA­
CIÓN DEL PROCEDIMIEN TO ESPECIAL ABREVIA­
DO." 1a./J. 34/2020 (10a.) 239

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 161.—Véase: "PRISIÓN PREVENTIVA JUSTIFICA­
DA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU IMPOSICIÓN SE 
CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 165.—Véase: "PRISIÓN PREVENTIVA JUSTIFICA­
DA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU IMPOSICIÓN SE 
CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 167.—Véase: "PRISIÓN PREVENTIVA JUSTIFICA­
DA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU IMPOSICIÓN SE 
CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 258.—Véase: "NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PE­
NAL. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CON­
TRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO 
PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 258 DEL CÓDIGO NA­
CIONAL DE PROCEDIMIEN TOS PENALES." (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 386, fracción I.—Véase: "DECLARACIÓN DE UN 
TESTIGO FALLECIDO. PARA QUE PROCEDA SU IN­
CORPORACIÓN AL JUICIO EN TÉRMINOS DEL AR­
TÍCU LO 386, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO NACIONAL 
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DE PROCEDIMIEN TOS PENALES, BASTA ACREDI­
TAR EL DECESO DE AQUÉL CON EL ACTA DE DE­
FUNCIÓN RESPECTIVA." II.4o.P.15 P (10a.) 918

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
lo 403, fracción IX.—Véase: "APELACIÓN EN EL SIS­
TEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SI 
EL TRIBUNAL DE SEGUNDA INSTANCIA REVOCA 
LA SENTENCIA ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO 
Y TIENE POR ACREDITADOS EL DELITO Y LA RES­
PONSABILIDAD PENAL DEL ACUSADO, DEBE RE­
ASUMIR JURISDICCIÓN PARA RESOLVER SOBRE 
LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES, LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO E INDEMNIZACIONES." VII.1o.P.5 P (10a.) 903

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
los 137 y 138.—Véase: "COMPETENCIA TERRITO­
RIAL PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO EN 
EL QUE SE RECLAME LA OMISIÓN DEL MINISTE­
RIO PÚBLICO DE BRINDAR DIVERSAS MEDIDAS 
DE PROTECCIÓN Y SOLICITAR AL JUEZ DE CON­
TROL COMPETENTE PROVIDENCIAS PRECAUTO­
RIAS A FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U OFENDIDOS. 
RECAE EN EL JUEZ DE DISTRITO QUE EJERZA JU­
RISDICCIÓN EN EL LUGAR EN DONDE DICHAS 
OMISIONES SEAN EJECUTABLES MATERIALMEN­
TE, AL SER UN ACTO NEGATIVO CON EFECTOS 
POSITIVOS." I.9o.P.276 P (10a.) 912

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
los 154 a 157.—Véase: "PRISIÓN PREVENTIVA JUS­
TIFICADA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU IMPOSI­
CIÓN SE CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968

Código Nacional de Procedimien tos Penales, artícu­
los 201 y 202.—Véase: "IMPROCEDENCIA DEL JUI­
CIO DE AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA DE 
MANERA MANIFESTA E INDUDABLE LA CAUSA 
DE IMPROCEDENCIA PREVISTA POR EL ARTÍCU LO 
61, FRACCIÓN XXIII EN RELACIÓN CON EL DIVER­
SO 5, FRACCIÓN II (INTERPRETADO A CONTRARIO 
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SENSU) AMBOS DE LA LEY DE LA MATERIA, CUAN­
DO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA NE­
GATIVA DE LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLI­
CO, DE REDUCIR LA PENA PREVISTA PARA EL 
DELITO DE QUE SE TRATE DURANTE LA TRAMITA­
CIÓN DEL PROCEDIMIEN TO ESPECIAL ABREVIA­
DO." 1a./J. 34/2020 (10a.) 239

Código Penal del Estado de Chihuahua, artícu los 81 
a 83.—Véase: "SUSTITUCIÓN DE LAS PENAS PRE­
VISTA EN LOS ARTÍCU LOS 81, 82 Y 83 DEL CÓDI­
GO PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. EL JUEZ 
DE CONTROL O EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIEN­
TO DEBE PRONUNCIARSE SIN TOMAR EN CONSIDE­
RACIÓN LOS ESTUDIOS DE PERSONALIDAD DEL 
SENTENCIADO." XVII.2o.11 P (10a.) 994

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de 
Zaragoza, artícu lo 531.—Véase: "DECLARACIÓN DE 
PRESUNCIÓN DE MUERTE. TÉRMINO PARA PRE­
SENTAR LA DEMANDA, UNA VEZ QUE EXISTA LA 
RESOLUCIÓN DE DECLARACIÓN DE AUSENCIA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA)." VIII.1o.C.T.7 C (10a.) 917

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de 
Zaragoza, artícu lo 549.—Véase: "DECLARACIÓN DE 
PRESUNCIÓN DE MUERTE. TÉRMINO PARA PRE­
SENTAR LA DEMANDA, UNA VEZ QUE EXISTA LA 
RESOLUCIÓN DE DECLARACIÓN DE AUSENCIA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA)." VIII.1o.C.T.7 C (10a.) 917

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de 
Zaragoza, artícu lo 554.—Véase: "DECLARACIÓN DE 
PRESUNCIÓN DE MUERTE. TÉRMINO PARA PRE­
SENTAR LA DEMANDA, UNA VEZ QUE EXISTA LA 
RESOLUCIÓN DE DECLARACIÓN DE AUSENCIA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA)." VIII.1o.C.T.7 C (10a.) 917

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 1o.—Véase: "CENTROS PÚBLICOS DE 
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INVESTIGACIÓN. DEBEN ADOPTAR MEDIDAS AC­
TIVAS Y POSITIVAS PARA COMBATIR ACTITUDES 
ESTEREOTIPADAS Y DISCRIMINATORIAS DERIVA­
DAS DEL RECHAZO DE UNA ALUMNA CUANDO SU 
PROFESOR PRETENDE CONSEGUIR DE ELLA UNA 
RELACIÓN AFECTIVA." I.2o.A.1 CS (10a.) 911

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 1o.—Véase: "MEDIDAS DE APREMIO 
PREVISTAS EN EL ARTÍCU LO 104, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN TOS 
PENALES. PARA QUE SU IMPOSICIÓN SEA LEGAL, 
DEBE MEDIAR APERCIBIMIEN TO, POR REGLA GE­
NERAL." XVII.2o.12 P (10a.) 935

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 1o.—Véase: "PROTECCIÓN AL CON­
SUMIDOR. EL ARTÍCU LO 112 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL PREVER LA POSIBILIDAD DE JUSTI­
FICAR LA INASISTENCIA A LA AUDIENCIA DE 
CONCILIACIÓN SÓLO AL CONSUMIDOR, PREVIO 
A IMPONER UNA SANCIÓN, NO VIOLA EL PRINCI­
PIO DE IGUALDAD PROCESAL." 2a./J. 20/2020 (10a.) 524

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 1o.—Véase: "REPARACIÓN INTEGRAL 
EN TRATOS INHUMANOS Y DEGRADANTES. SE 
ACTUALIZA AL DEMOSTRARSE LA EXISTENCIA DE 
DICHAS VIOLACIONES AL DERECHO DE INTEGRI­
DAD PERSONAL." I.1o.P.169 P (10a.) 978

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 1o.—Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIO­
NAL. PROCEDE EN CONTRA DEL CITATORIO AL 
CONTRIBUYENTE A LAS OFICINAS TRIBUTARIAS 
DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA CONOCER LOS 
HECHOS Y OMISIONES DETECTADOS EN EL 
PROCEDIMIEN TO FISCALIZADOR MIENTRAS ES­
TÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS DE EMERGENCIA 
SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA MAYOR 
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DEBIDO A LA EPIDEMIA GENERADA POR EL VI­
RUS SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE ES ACOR­
DE CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL 
EN PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD DE 
LAS PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 1o.—Véase: "SUSTITUCIÓN DE 
LAS PENAS PREVISTA EN LOS ARTÍCU LOS 81, 
82 Y 83 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE CHI­
HUAHUA. EL JUEZ DE CONTROL O EL TRIBUNAL 
DE ENJUICIAMIEN TO DEBE PRONUNCIARSE SIN 
TOMAR EN CONSIDERACIÓN LOS ESTUDIOS DE 
PERSONALIDAD DEL SENTENCIADO." XVII.2o.11 P (10a.) 994

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 1o.—Véase: "TERCERO INTERESADO 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATE­
RIA PENAL. NO LE CAUSA PERJUICIO EL AUTO EN 
EL QUE SE LE TIENE COMO TAL, A QUIEN FUE SE­
ÑALADO COMO INDICIADO EN LA DETERMINA­
CIÓN DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y 
ÉSTE HAYA DECLARADO CON EL CARÁCTER DE 
TESTIGO EN LA INDAGATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
artícu lo 1o.—Véase: "VIOLACIÓN AL PROCEDIMIEN­
TO. SE ACTUALIZA EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL EN EL QUE SE RECLA­
ME LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ES­
TADO DERIVADA DE UNA MALA PRAXIS MÉDICA, 
CUANDO ANTE LA MANIFIESTA NECESIDAD DEL 
EXPEDIENTE CLÍNICO DEL ACTOR Y LA OMISIÓN 
DE LA DEMANDADA DE EXHIBIRLO, EL MAGIS­
TRADO INSTRUCTOR OMITE REQUERIRLO." I.22o.A.1 A (10a.) 1006

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 3o.—Véase: "CENTROS PÚBLICOS DE 
INVESTIGACIÓN. DEBEN ADOPTAR MEDIDAS AC­
TIVAS Y POSITIVAS PARA COMBATIR ACTITUDES 



1199

Número de identificación Pág.

Novena Parte ÍNDICES

Índice de Ordenamientos

ESTEREOTIPADAS Y DISCRIMINATORIAS DERIVA­
DAS DEL RECHAZO DE UNA ALUMNA CUANDO SU 
PROFESOR PRETENDE CONSEGUIR DE ELLA UNA 
RELACIÓN AFECTIVA." I.2o.A.1 CS (10a.) 911

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 3o., fracción VII.—Véase: "AUTORIDAD 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO. EL CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y 
DOCENCIA ECONÓMICAS, ASOCIACIÓN CIVIL, 
TIENE ESE CARÁCTER CUANDO DETERMINA LA 
BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN ALUMNO." I.2o.A.27 A (10a.) 905

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 4o.—Véase: "PAGO RETROACTIVO DE 
ALIMENTOS. PUEDE HACERSE VALER COMO AC­
CIÓN AUTÓNOMA AL JUICIO DE RECONOCIMIEN­
TO DE PATERNIDAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE VERACRUZ)." VII.2o.C.224 C (10a.) 965

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 4o.—Véase: "PARTICIPACIÓN Y CON­
SULTA PÚBLICA. EL ESTADO DEBE GARANTIZAR 
ESTE DERECHO EN PROYECTOS O ACTIVIDADES 
QUE PUEDAN CAUSAR UNA AFECTACIÓN AL ME­
DIO AMBIENTE." 2a. XVI/2020 (10a.) 631

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 4o.—Véase: "SUSPENSIÓN PROVISIO­
NAL. PROCEDE EN CONTRA DEL CITATORIO AL 
CONTRIBUYENTE A LAS OFICINAS TRIBUTARIAS 
DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA CONOCER LOS 
HECHOS Y OMISIONES DETECTADOS EN EL 
PROCEDIMIEN TO FISCALIZADOR MIENTRAS ES­
TÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS DE EMERGENCIA 
SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA MAYOR DE­
BIDO A LA EPIDEMIA GENERADA POR EL VIRUS 
SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE ES ACORDE 
CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL EN 
PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD DE LAS 
PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 8o.—Véase: "DERECHO DE PETICIÓN. 
SI PARA ESTABLECER EL PLAZO CON QUE LA AU­
TORIDAD RESPONSABLE CUENTA PARA DAR 
CONTESTACIÓN, EL JUEZ DE DISTRITO TIENE 
QUE REALIZAR INTERPRETACIONES SOBRE EL 
SISTEMA NORMATIVO APLICABLE, ENTONCES NO 
SE SURTE UN MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE 
DE IMPROCEDENCIA PARA DESECHAR LA DE­
MANDA DE AMPARO." XXXI.5 K (10a.) 919

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 14.—Véase: "BENEFICIOS PENITEN­
CIARIOS. EN LOS ASUNTOS JUZGADOS BAJO EL 
SISTEMA TRADICIONAL, PROCEDE LA APLICA­
CIÓN RETROACTIVA DE LEYES VIGENTES CON 
ANTERIORIDAD A LA FECHA DE SU SOLICITUD, 
CUANDO ÉSTAS LE SEAN FAVORABLES AL SOLICI­
TANTE, EN ACATAMIEN TO AL PRINCIPIO DE LA 
LEY BENÉFICA CONTEMPLADO EN EL ARTÍCU LO 
14 CONSTITUCIONAL." I.9o.P.277 P (10a.) 909

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 14.—Véase: "COMISIÓN REGULADO­
RA DE ENERGÍA. LOS ARTÍCU LOS 138 Y 139 DE LA 
LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA, NO VULNERAN 
LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, DE SEGURIDAD 
JURÍDICA NI DE RESERVA DE LEY, AL PERMITIR 
QUE EL PROCEDIMIEN TO O FÓRMULA PARA DE­
TERMINAR EL CÁLCU LO Y AJUSTE DE LAS TARI­
FAS FINALES DE SUMINISTRO BÁSICO SE ESTA­
BLEZCA EN UNA DISPOSICIÓN ADMINISTRATIVA 
DE CARÁCTER GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 14.—Véase: "DEMANDA DE AMPARO 
INDIRECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE DEBEN DESCONTAR­
SE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO PARA SU 
PRESENTACIÓN CUANDO SE RECLAME ALGUNA 
DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN LA 
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AUDIENCIA INICIAL DEL PROCEDIMIEN TO PE­
NAL ACUSATORIO Y ORAL." 1a./J. 36/2020 (10a.) 139

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
artícu lo 14.—Véase: "EMPLAZAMIEN TO. DEBE CON­
SIDERARSE VÁLIDO SÓLO CUANDO AL REALIZAR 
LA CERTIFICACIÓN RELATIVA, EL NOTIFICADOR 
DESCRIBE CUÁLES SON LAS COPIAS DE LOS DO­
CUMENTOS QUE SE ADJUNTARON A LA DEMAN­
DA CON LAS QUE CORRE TRASLADO." 1a./J. 39/2020 (10a.) 204

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
artícu lo 14.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL AR TÍCU LO 
86 DE LA LEY DE NOTARIADO PARA EL ESTADO 
DE AGUASCALIENTES, NO PREVÉ LA EXHIBICIÓN DE 
UNA CONSTANCIA POBLACIONAL COMO REQUI­
SITO PREVIO QUE DEBA CUMPLIR EL INTERESA­
DO EN SU EXPEDICIÓN." PC.XXX. J/21 A (10a.) 706 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 14.—Véase: "MEDIDAS DE APREMIO 
PREVISTAS EN EL ARTÍCU LO 104, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN TOS 
PENALES. PARA QUE SU IMPOSICIÓN SEA LEGAL, 
DEBE MEDIAR APERCIBIMIEN TO, POR REGLA GE­
NERAL." XVII.2o.12 P (10a.) 935

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 14.—Véase: "SECUESTRO AGRAVADO. 
LAS PENAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCU LOS 9 Y 10 
DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIO­
NAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, 
SON DE APLICACIÓN EXCLUYENTE." 1a./J. 12/2020 (10a.) 268

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 14.—Véase: "SUSTITUCIÓN DE 
LAS PENAS PREVISTA EN LOS ARTÍCU LOS 81, 82 
Y 83 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA. EL JUEZ DE CONTROL O EL TRIBU­
NAL DE ENJUICIAMIEN TO DEBE PRONUNCIARSE 
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SIN TOMAR EN CONSIDERACIÓN LOS ESTUDIOS 
DE PERSONALIDAD DEL SENTENCIADO." XVII.2o.11 P (10a.) 994

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 14.—Véase: "VIOLACIÓN A LAS LEYES 
DEL PROCEDIMIEN TO EN MATERIA LABORAL. LA 
CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SECRETA­
RIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICACIÓN, 
LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE LAS AC­
TUACIONES SUBSECUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 16.—Véase: "COMISIÓN REGULADO­
RA DE ENERGÍA. LOS ARTÍCU LOS 138 Y 139 DE LA 
LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA, NO VULNERAN 
LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, DE SEGURIDAD 
JURÍDICA NI DE RESERVA DE LEY, AL PERMITIR 
QUE EL PROCEDIMIEN TO O FÓRMULA PARA DE­
TERMINAR EL CÁLCU LO Y AJUSTE DE LAS TARI­
FAS FINALES DE SUMINISTRO BÁSICO SE ESTA­
BLEZCA EN UNA DISPOSICIÓN ADMINISTRATIVA 
DE CARÁCTER GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
artícu lo 16.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL AR TÍCU LO 
86 DE LA LEY DE NOTARIADO PARA EL ESTADO DE 
AGUASCALIENTES, NO PREVÉ LA EXHI BICIÓN 
DE UNA CONSTANCIA POBLACIONAL COMO RE­
QUISITO PREVIO QUE DEBA CUMPLIR EL IN­
TERESADO EN SU EXPEDICIÓN." PC.XXX. J/21 A (10a.) 706

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 16.—Véase: "LEGITIMACIÓN PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
LA TIENE QUIEN OBTUVO RESPUESTA A UNA SO­
LICITUD EN EJERCICIO DE SU DERECHO DE PETI­
CIÓN, Y EN SU DEMANDA RECLAMA QUE ÉSTA 
VIOLA SU DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, 
AL NO ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVA­
DA." I.6o.P.23 K (10a.) 931
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 16.—Véase: "MEDIDAS DE APREMIO 
PREVISTAS EN EL ARTÍCU LO 104, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN TOS 
PENALES. PARA QUE SU IMPOSICIÓN SEA LEGAL, 
DEBE MEDIAR APERCIBIMIEN TO, POR REGLA GE­
NERAL." XVII.2o.12 P (10a.) 935

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 16.—Véase: "SECUESTRO AGRAVADO. 
LAS PENAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCU LOS 9 Y 10 
DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIO­
NAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, 
SON DE APLICACIÓN EXCLUYENTE." 1a./J. 12/2020 (10a.) 268

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 17.—Véase: "HECHOS NOTORIOS. LA 
FACULTAD DEL JUZGADOR DE AMPARO PARA 
INVOCARLOS DEBE SER EJERCIDA CON RAZONA­
BILIDAD Y LIMITARSE A CIRCUNSTANCIAS FÁCTI­
CAS DE CONOCIMIEN TO ACCESIBLE, INDUBI­
TABLE Y SOBRE EL CUAL NO SE ADVIERTA 
DISCUSIÓN." I.9o.P.16 K (10a.) 923

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 17.—Véase: "IMPEDIMENTO PREVISTO 
EN EL ARTÍCU LO 51, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
AMPARO. EL HECHO DE QUE LOS MAGISTRADOS 
DE CIRCUITO TENGAN EL CARÁCTER DE PARTE 
EN ALGÚN JUICIO DE GARANTÍAS QUE VERSE 
SOBRE LA MISMA TEMÁTICA DEL ASUNTO EN EL 
QUE SE GENERE SU EXCUSA ES INSUFICIENTE 
PARA CALIFICARLO DE LEGAL (APLICACIÓN DEL 
SUBPRINCIPIO DE NECESIDAD)." I.4o.A.45 K (10a.) 927

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 17.—Véase: "INCIDENTE DE INDEMNI­
ZACIÓN. PROCEDE CUANDO EXISTE OMISIÓN 
TOTAL DEL CUMPLIMIEN TO DE SENTENCIAS DE 
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NULIDAD QUE ENTRAÑAN EL EJERCICIO O EL 
GOCE DE UN DERECHO (INTERPRETACIÓN CON­
FORME DEL ARTÍCU LO 52, PÁRRAFO CUARTO, DE 
LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIEN TO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO)." 2a. XI/2020 (10a.) 626

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 17.—Véase: "PAGO RETROACTIVO DE 
ALIMENTOS. PUEDE HACERSE VALER COMO AC­
CIÓN AUTÓNOMA AL JUICIO DE RECONOCIMIEN­
TO DE PATERNIDAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE VERACRUZ)." VII.2o.C.224 C (10a.) 965

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 17.—Véase: "PROTECCIÓN AL CON­
SUMIDOR. EL ARTÍCU LO 112 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL PREVER LA POSIBILIDAD DE JUSTI­
FICAR LA INASISTENCIA A LA AUDIENCIA DE 
CONCILIACIÓN SÓLO AL CONSUMIDOR, PREVIO 
A IMPONER UNA SANCIÓN, NO VIOLA EL PRINCI­
PIO DE IGUALDAD PROCESAL." 2a./J. 20/2020 (10a.) 524

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 17.—Véase: "TERCERO INTERESADO 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATE­
RIA PENAL. NO LE CAUSA PERJUICIO EL AUTO EN 
EL QUE SE LE TIENE COMO TAL, A QUIEN FUE SE­
ÑALADO COMO INDICIADO EN LA DETERMINA­
CIÓN DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y 
ÉSTE HAYA DECLARADO CON EL CARÁCTER DE 
TESTIGO EN LA INDAGATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 18.—Véase: "ORDEN DE TRASLADO 
SIN INTERVENCIÓN JUDICIAL. AUN CUANDO ES 
UN ACTO ATINENTE A LAS CUESTIONES DE 
INTERNAMIEN TO, AL VULNERAR DE MANERA IN­
DIRECTA EL DERECHO SUSTANTIVO DE LA LIBER­
TAD PERSONAL DE LA RECLUIDA, ACTUALIZA UN 
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CASO DE EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITI­
VIDAD PREVISTO POR LA FRACCIÓN XX DEL NU­
MERAL 61 DE LA LEY DE AMPARO; CIRCUNSTAN­
CIA QUE IMPIDE QUE EL JUEZ DE DISTRITO, A 
PRIORI, DESECHE DE PLANO LA DEMANDA DE 
AMPARO." II.3o.P.84 P (10a.) 945

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 18.—Véase: "SUSTITUCIÓN DE 
LAS PENAS PREVISTA EN LOS ARTÍCU LOS 81, 
82 Y 83 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA. EL JUEZ DE CONTROL O EL TRIBU­
NAL DE ENJUICIAMIEN TO DEBE PRONUNCIARSE 
SIN TOMAR EN CONSIDERACIÓN LOS ESTUDIOS 
DE PERSONALIDAD DEL SENTENCIADO." XVII.2o.11 P (10a.) 994

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 20.—Véase: "NO EJERCICIO DE LA AC­
CIÓN PENAL. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDI­
DO CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL 
RECURSO PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 258 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN TOS PENA­
LES." (IV Región)1o.13 P (10a.) 939

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 20.—Véase: "ORDEN DE TRASLADO 
SIN INTERVENCIÓN JUDICIAL. AUN CUANDO ES 
UN ACTO ATINENTE A LAS CUESTIONES DE 
INTERNAMIEN TO, AL VULNERAR DE MANERA IN­
DIRECTA EL DERECHO SUSTANTIVO DE LA LIBER­
TAD PERSONAL DE LA RECLUIDA, ACTUALIZA UN 
CASO DE EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITI­
VIDAD PREVISTO POR LA FRACCIÓN XX DEL NU­
MERAL 61 DE LA LEY DE AMPARO; CIRCUNSTAN­
CIA QUE IMPIDE QUE EL JUEZ DE DISTRITO, A 
PRIORI, DESECHE DE PLANO LA DE MANDA DE 
AMPARO." II.3o.P.84 P (10a.) 945

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 20, apartado A, fracción V (texto anterior 
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a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fe­
deración el 18 de junio de 2008).—Véase: "TESTI­
GOS AUSENTES EN EL PROCESO PENAL. SI SE 
TRATA DE UN DELITO SEXUAL Y LA VÍCTIMA ES 
MENOR DE EDAD, ES FACTIBLE OTORGAR VALOR 
PROBATORIO A SU DECLARACIÓN MINISTERIAL, SI 
EXISTEN RAZONES QUE JUSTIFIQUEN SU INCOM­
PARECENCIA ANTE EL JUEZ, A PESAR DE HABER­
SE AGOTADO LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA 
ELLO, A LA LUZ DE UNA VISIÓN CON PERSPECTI­
VA DE GÉNERO Y ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR 
DEL MENOR." II.4o.P.14 P (10a.) 998

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 20, apartado C.—Véase: "TERCERO 
INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO EN MATERIA PENAL. NO LE CAUSA PERJUICIO 
EL AUTO EN EL QUE SE LE TIENE COMO TAL, A 
QUIEN FUE SEÑALADO COMO INDICIADO EN LA 
DETERMINACIÓN DE NO EJERCICIO DE LA AC­
CIÓN PENAL Y ÉSTE HAYA DECLARADO CON EL 
CARÁCTER DE TESTIGO EN LA INDAGATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 21.—Véase: "SUPLENCIA DE LA QUE­
JA DEFICIENTE EN EL RECURSO DE APELACIÓN. 
ES IMPROCEDENTE EN FAVOR DE LAS VÍCTIMAS U 
OFENDIDOS QUE NO SE ENCUENTREN EN UNA 
SITUACIÓN PARTICULAR DE VULNERABILIDAD, 
CUANDO LO INTERPONEN CONTRA UNA SENTEN­
CIA EMITIDA EN UN PROCESO PENAL SEGUIDO 
CONFORME AL SISTEMA TRADICIONAL O MIXTO." 1a./J. 38/2020 (10a.) 360

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 22.—Véase: "SUSPENSIÓN DE PLANO 
Y DE OFICIO EN EL JUICIO DE AMPARO. EN ATEN­
CIÓN A LA NATURALEZA DEL ACTO RECLAMADO, 
NO PROCEDE CONTRA LA NEGATIVA DE EXTEN­
DER LA LICENCIA POR LACTANCIA MATERNA." XVII.2o.11 A (10a.) 984
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 22.—Véase: "SUSPENSIÓN DE PLANO 
Y DE OFICIO EN EL JUICIO DE AMPARO. EN ATEN­
CIÓN A LA NATURALEZA DEL ACTO RECLAMADO, 
NO PROCEDE CONTRA LA NEGATIVA DE EXTENDER 
LA LICENCIA POR LACTANCIA MATERNA." XVII.2o.11 A (10a.) 984

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 22.—Véase: "SUSTITUCIÓN DE LAS 
PENAS PREVISTA EN LOS ARTÍCU LOS 81, 82 Y 83 
DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. 
EL JUEZ DE CONTROL O EL TRIBUNAL DE ENJUI­
CIAMIEN TO DEBE PRONUNCIARSE SIN TOMAR EN 
CONSIDERACIÓN LOS ESTUDIOS DE PERSONA­
LIDAD DEL SENTENCIADO." XVII.2o.11 P (10a.) 994

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 23.—Véase: "SECUESTRO AGRAVADO. 
LAS PENAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCU LOS 9 Y 10 
DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIO­
NAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, 
SON DE APLICACIÓN EXCLUYENTE." 1a./J. 12/2020 (10a.) 268

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 26, apartado B.—Véase: "UNIDAD DE 
MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA). ES APLICABLE 
PARA CALCULAR EL INCREMENTO DE LAS PENSIO­
NES JUBILATORIAS OTORGADAS POR EL INSTI­
TUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 
LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, CONFORME A 
SU LEY VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 
2001." (IV Región)1o.11 A (10a.) 1003

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 28 (reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación de 3 de febrero de 1983).—
Véase: "PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. EL AR­
TÍCU LO 112 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL 
PREVER LA POSIBILIDAD DE JUSTIFICAR LA INA­
SISTENCIA A LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN 
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SÓLO AL CONSUMIDOR, PREVIO A IMPONER UNA 
SANCIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD 
PROCESAL." 2a./J. 20/2020 (10a.) 524

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, artícu lo 31, fracción IV.—Véase: "SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA DEL CITA­
TORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS OFICINAS TRIBU­
TARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA CONO­
CER LOS HECHOS Y OMISIONES DETECTADOS EN 
EL PROCEDIMIEN TO FISCALIZADOR MIENTRAS 
ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS DE EMERGENCIA 
SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA MAYOR DE­
BIDO A LA EPIDEMIA GENERADA POR EL VIRUS 
SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE ES ACORDE 
CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL EN 
PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD DE LAS 
PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 35, fracción III.—Véase: "PARTICIPA­
CIÓN Y CONSULTA PÚBLICA. EL ESTADO DEBE 
GARANTIZAR ESTE DERECHO EN PROYECTOS O 
ACTIVIDADES QUE PUEDAN CAUSAR UNA AFEC­
TACIÓN AL MEDIO AMBIENTE." 2a. XVI/2020 (10a.) 631

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 90.—Véase: " COMISIÓN REGULA­
DORA DE ENERGÍA. LA FIGURA JURÍDICA DE 
‘JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRICIDAD’ CREADA 
A PARTIR DE LOS ARTÍCU LOS 7, FRACCIÓN X, 8, 28 
Y 36 DEL REGLAMENTO INTERNO DE AQUÉLLA, 
EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLI­
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO VULNERAN EL 
ARTÍCU LO 90 DE LA LEY SUPREMA." 2a. XII/2020 (10a.) 621

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 100.—Véase: "INSTITUTO FEDERAL 
DE DEFENSORÍA PÚBLICA. LAS RESOLUCIONES 
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QUE SU DIRECTOR GENERAL EMITE, RELATIVAS 
AL CESE O CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN DEL PER­
SONAL DE ESE INSTITUTO, NO REVISTEN EL 
CARÁC TER DE DEFINITIVAS E INATACABLES." 2a./J. 19/2020 (10a.) 452

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 103, fracción I.—Véase: "LEGITIMA­
CIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. CARECE DE ELLA EL AUTORIZADO 
POR EL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO FEDERAL POR SU PROPIO DERECHO, 
CONTRA EL COBRO DE DERECHO POR LA EXPE­
DICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS." PC.XXX. J/23 A (10a.) 815

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 104, fracción III.—Véase: "RECURSO 
DE REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE SI SE 
INTERPONE CONTRA UNA RESOLUCIÓN INTER­
LOCUTORIA QUE DECIDE EL RECURSO DE QUEJA, 
PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCU LO 58 
DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIEN TO CON­
TEN CIOSO ADMINISTRATIVO." II.3o.A.215 A (10a.) 976

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 107, fracción I.—Véase: "LEGITIMA­
CIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. CARECE DE ELLA EL AUTORIZADO 
POR EL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO FEDERAL POR SU PROPIO DERECHO, 
CONTRA EL COBRO DE DERECHO POR LA EXPE­
DICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS." PC.XXX. J/23 A (10a.) 815

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 107, fracción V.—Véase: "CONCURSO 
MERCANTIL. CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE 
CONFIRMA EL DESECHAMIEN TO DE LA SOLICI­
TUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE EL AMPARO 
DIRECTO." XXX.4o.2 C (10a.) 914
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 123.—Véase: "SERVICIO POSTAL 
MEXICANO. PAGO DE SALARIOS CAÍDOS DE CON­
FORMIDAD CON EL ARTÍCU LO 48 DE LA LEY FE­
DERAL DEL TRABAJO (INAPLICABILIDAD DE LA 
CLÁUSULA 33 DEL CONTRATO COLECTIVO DE 
TRABAJO)." I.3o.T.63 L (10a.) 981

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 123, apartado B, fracción I.—Véase: 
"HORAS EXTRAS. LOS TRABAJADORES AL SER­
VICIO DEL ESTADO TIENEN DERECHO A SU PAGO 
SI LABORAN MÁS ALLÁ DE LA JORNADA PACTADA 
EN SUS NOMBRAMIEN TOS O CONDICIONES GENE­
RALES DE TRABAJO AUNQUE ÉSTA SEA MENOR A 
LA LEGAL." 2a./J. 34/2020 (10a.) 410

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu lo 130.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL 
CERTIFICADO QUE ACREDITE EL ESTADO SEGLAR 
DEL INTERESADO EN SU OTORGAMIEN TO A QUE 
SE REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE NOTA­
RIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, 
DEBE EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL DE 
ASOCIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETARÍA 
DE GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu los 16 y 17.—Véase: "DEMANDA DE 
AMPARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS 
POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEBEN DES­
CONTARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO 
PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO SE RECLAME 
ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN 
LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCEDIMIEN TO 
PENAL ACUSATORIO Y ORAL." 1a./J. 36/2020 (10a.) 139

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, artícu los 18 y 19.—Véase: "PRISIÓN PRE­
VENTIVA JUSTIFICADA. SUPUESTOS EN LOS QUE 
SU IMPOSICIÓN SE CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968
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Contrato Colectivo de Trabajo celebrado entre el 
Servicio Postal Mexicano y su Sindicato Nacional de 
Trabajadores, cláusula 33.—Véase: "SERVICIO POS­
TAL MEXICANO. PAGO DE SALARIOS CAÍDOS DE 
CONFORMIDAD CON EL ARTÍCU LO 48 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO (INAPLICABILIDAD DE LA 
CLÁUSULA 33 DEL CONTRATO COLECTIVO DE 
TRABAJO)." I.3o.T.63 L (10a.) 981

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artícu lo 7, numeral 3.—Véase: "PRISIÓN PREVEN­
TIVA JUSTIFICADA. SUPUESTOS EN LOS QUE SU 
IMPOSICIÓN SE CONSIDERA ARBITRARIA." I.9o.P.273 P (10a.) 968

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artícu lo 8, numeral 2.—Véase: "DEMANDA DE AM­
PARO INDIRECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS POR 
LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEBEN DESCON­
TARSE DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO 
PARA SU PRESENTACIÓN CUANDO SE RECLAME 
ALGUNA DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN 
LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCEDIMIEN TO 
PENAL ACUSATORIO Y ORAL." 1a./J. 36/2020 (10a.) 139

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artícu lo 8, numeral 1.—Véase: "TERCERO INTERE­
SADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN 
MATERIA PENAL. NO LE CAUSA PERJUICIO EL 
AUTO EN EL QUE SE LE TIENE COMO TAL, A QUIEN 
FUE SEÑALADO COMO INDICIADO EN LA DETER­
MINACIÓN DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL 
Y ÉSTE HAYA DECLARADO CON EL CARÁCTER 
DE TESTIGO EN LA INDAGATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artícu lo 23, numeral 1.—Véase: "PARTICIPACIÓN Y 
CONSULTA PÚBLICA. EL ESTADO DEBE GARAN­
TIZAR ESTE DERECHO EN PROYECTOS O ACTIVI­
DADES QUE PUEDAN CAUSAR UNA AFECTACIÓN 
AL MEDIO AMBIENTE." 2a. XVI/2020 (10a.) 631
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Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos, artícu lo 25.—Véase: "DEMANDA DE AMPARO 
INDIRECTO. LOS DÍAS NO LABORADOS POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE DEBEN DESCONTARSE 
DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PREVISTO PARA SU 
PRESENTACIÓN CUANDO SE RECLAME ALGUNA 
DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN LA AUDIEN­
CIA INICIAL DEL PROCEDIMIEN TO PENAL ACUSA­
TORIO Y ORAL." 1a./J. 36/2020 (10a.) 139

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
artícu lo 25.—Véase: "TERCERO INTERESADO EN 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA 
PENAL. NO LE CAUSA PERJUICIO EL AUTO EN EL 
QUE SE LE TIENE COMO TAL, A QUIEN FUE SEÑA­
LADO COMO INDICIADO EN LA DETERMINACIÓN 
DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y ÉSTE 
HAYA DECLARADO CON EL CARÁCTER DE TESTIGO 
EN LA INDAGATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención 
de Belém do Pará", artícu lo 7.—Véase: "CENTROS 
PÚBLICOS DE INVESTIGACIÓN. DEBEN ADOPTAR 
MEDIDAS ACTIVAS Y POSITIVAS PARA COMBATIR 
ACTITUDES ESTEREOTIPADAS Y DISCRIMINATO­
RIAS DERIVADAS DEL RECHAZO DE UNA ALUMNA 
CUANDO SU PROFESOR PRETENDE CONSEGUIR 
DE ELLA UNA RELACIÓN AFECTIVA." I.2o.A.1 CS (10a.) 911

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer, artícu los 2 y 3 
"Convención de Belém do Pará".—Véase: "CENTROS 
PÚBLICOS DE INVESTIGACIÓN. DEBEN ADOPTAR 
MEDIDAS ACTIVAS Y POSITIVAS PARA COMBATIR 
ACTITUDES ESTEREOTIPADAS Y DISCRIMINATO­
RIAS DERIVADAS DEL RECHAZO DE UNA ALUMNA 
CUANDO SU PROFESOR PRETENDE CONSEGUIR 
DE ELLA UNA RELACIÓN AFECTIVA." I.2o.A.1 CS (10a.) 911
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Convención sobre los Derechos del Niño, artícu lo 
18.—Véase: "PAGO RETROACTIVO DE ALIMENTOS. 
PUEDE HACERSE VALER COMO ACCIÓN AUTÓNOMA 
AL JUICIO DE RECONOCIMIEN TO DE PATERNIDAD 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)." VII.2o.C.224 C (10a.) 965

Convenio de París para la Protección de la Propiedad 
Industrial, artícu lo 7.—Véase: "MARCAS. EL ARTÍCU LO 
90, FRACCIÓN IV, DE LA LEY RELATIVA, NO ES 
CONTRARIO AL ARTÍCU LO 7 DEL CONVENIO DE 
PARÍS PARA LA PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL (LEGISLACIÓN ANTERIOR A LA RE­
FORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 18 DE MAYO DE 2018)." 1a. XXV/2020 (10a.) 367

Decreto de reformas a la Ley del Seguro Social de 
veinte de diciembre de dos mil uno, artícu lo décimo 
primero transitorio.—Véase: "PENSIONES. INTERPRE­
TACIÓN DE LAS REGLAS PREVISTAS EN EL AR­
TÍCU LO DÉCIMO PRIMERO TRANSITORIO DEL 
DECRETO DE REFORMAS A LA LEY DEL SEGURO 
SOCIAL DE 20 DE DICIEMBRE DE 2001, EN RELA­
CIÓN CON LA ACTUALIZACIÓN DE SU CUANTÍA." I.14o.T.37 L (10a.) 966

Ley de Amparo, artícu lo 5o.—Véase: "IMPEDIMENTO. 
NO ES DABLE CALIFICARLO COMO LEGAL CUANDO 
EL JUEZ DE AMPARO LO HACE VALER, ALE­
GANDO QUE EN LA DEMANDA FUE SEÑALADO 
COMO TERCERO INTERESADO." I.9o.P.15 K (10a.) 927

Ley de Amparo, artícu lo 5o., fracción II.—Véase: 
"AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDEN­
CIA DEL JUICIO DE AMPARO. EL CENTRO DE 
INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, ASO­
CIACIÓN CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER CUANDO 
DETERMINA LA BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN 
ALUMNO." I.2o.A.27 A (10a.) 905

Ley de Amparo, artícu lo 5o., fracción II.—Véase: "IMPRO­
CEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SE 
ACTUALIZA DE MANERA MANIFESTA E INDUDABLE 
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LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA POR EL 
ARTÍCU LO 61, FRACCIÓN XXIII EN RELACIÓN CON 
EL DIVERSO 5, FRACCIÓN II (INTERPRETADO A 
CONTRARIO SENSU) AMBOS DE LA LEY DE LA MA­
TERIA, CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE 
EN LA NEGATIVA DE LOS AGENTES DEL MINISTE­
RIO PÚBLICO, DE REDUCIR LA PENA PREVISTA 
PARA EL DELITO DE QUE SE TRATE DURANTE LA 
TRAMITACIÓN DEL PROCEDIMIEN TO ESPECIAL 
ABREVIADO." 1a./J. 34/2020 (10a.) 239

Ley de Amparo, artícu lo 5o., fracción III.—Véase: 
"TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO EN MATERIA PENAL. NO LE CAUSA 
PERJUICIO EL AUTO EN EL QUE SE LE TIENE 
COMO TAL, A QUIEN FUE SEÑALADO COMO INDI­
CIADO EN LA DETERMINACIÓN DE NO EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL Y ÉSTE HAYA DECLARADO 
CON EL CARÁCTER DE TESTIGO EN LA INDA­
GATORIA." I.9o.P.275 P (10a.) 997

Ley de Amparo, artícu lo 34.—Véase: "CONCURSO 
MERCANTIL. CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE 
CONFIRMA EL DESECHAMIEN TO DE LA SOLICI­
TUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE EL AMPARO 
DIRECTO." XXX.4o.2 C (10a.) 914

Ley de Amparo, artícu lo 51, fracción VI.—Véase: "IM­
PEDIMENTO PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 51, FRAC­
CIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO. EL HECHO DE 
QUE LOS MAGISTRADOS DE CIRCUITO TENGAN EL 
CARÁCTER DE PARTE EN ALGÚN JUICIO DE GARAN­
TÍAS QUE VERSE SOBRE LA MISMA TEMÁTICA DEL 
ASUNTO EN EL QUE SE GENERE SU EXCUSA ES 
INSUFICIENTE PARA CALIFICARLO DE LEGAL (APLI­
CACIÓN DEL SUBPRINCIPIO DE NECESIDAD)." I.4o.A.45 K (10a.) 927

Ley de Amparo, artícu lo 61, fracción VII.—Véase: 
"MAGISTRADOS DE LAS ENTIDADES FEDERA­
TIVAS. SU ELECCIÓN ES UN ACTO SOBERANO 
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EMITIDO EN USO DE FACULTADES DISCRECIO­
NALES, POR LO QUE EN SU CONTRA NO PROCEDE 
EL JUICIO DE AMPARO, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCU LO 61, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE LA 
MATERIA." 2a./J. 25/2020 (10a.) 493

Ley de Amparo, artícu lo 61, fracción XVIII.—Véase: 
"ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO DE RECLU­
SIÓN A OTRO. LA MENCIÓN DE AUTORIDADES 
JUDICIALES COMO RESPONSABLES, SIN SEÑA­
LAR LA RESOLUCIÓN QUE SE LES RECLAMA, NO 
ACTUALIZA DE FORMA NOTORIA Y MANIFIESTA 
LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL 
ARTÍCU LO 61, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE 
AMPARO." II.3o.P.88 P (10a.) 944

Ley de Amparo, artícu lo 61, fracción XX.—Véase: 
"ORDEN DE TRASLADO SIN INTERVENCIÓN JUDI­
CIAL. AUN CUANDO ES UN ACTO ATINENTE A LAS 
CUESTIONES DE INTERNAMIEN TO, AL VULNERAR 
DE MANERA INDIRECTA EL DERECHO SUSTAN­
TIVO DE LA LIBERTAD PERSONAL DE LA RECLUIDA, 
ACTUALIZA UN CASO DE EXCEPCIÓN AL PRINCI­
PIO DE DEFINITIVIDAD PREVISTO POR LA FRACCIÓN 
XX DEL NUMERAL 61 DE LA LEY DE AMPARO; CIR­
CUNSTANCIA QUE IMPIDE QUE EL JUEZ DE DIS­
TRITO, A PRIORI, DESECHE DE PLANO LA DEMANDA 
DE AMPARO." II.3o.P.84 P (10a.) 945

Ley de Amparo, artícu lo 61, fracción XXI.—Véase: 
"TORTURA DERIVADA DE LAS CONDICIONES DE 
INTERNAMIEN TO EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. 
NO CESAN LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO, 
AUN CUANDO LAS AUTORIDADES PENITEN­
CIARIAS SEÑALADAS COMO RESPONSABLES 
CAMBIEN LAS CONDICIONES EN QUE SE ENCON­
TRABA EL INTERNO AL MOMENTO DE EJERCITAR 
LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL." II.3o.P.85 P (10a.) 1000

Ley de Amparo, artícu lo 61, fracción XXIII.—Véase: 
"IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO IN­
DIRECTO. SE ACTUALIZA DE MANERA MANIFESTA  
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E INDUDABLE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA 
PREVISTA POR EL ARTÍCU LO 61, FRACCIÓN XXIII 
EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 5, FRACCIÓN II 
(INTERPRETADO A CONTRARIO SENSU) AMBOS 
DE LA LEY DE LA MATERIA, CUANDO EL ACTO 
RECLAMADO CONSISTE EN LA NEGATIVA DE LOS 
AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO, DE REDUCIR 
LA PENA PREVISTA PARA EL DELITO DE QUE SE 
TRATE DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PRO CE­
DIMIEN TO ESPECIAL ABREVIADO." 1a./J. 34/2020 (10a.) 239

Ley de Amparo, artícu lo 61, fracción XXIII.—Véase: 
"PROCEDIMIEN TO DE RESPONSABILIDAD RE­
SARCITORIA. ES IMPROCEDENTE EL AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA EL ACUERDO 
POR EL QUE SE NIEGA DIFERIR NUEVAMENTE LA 
AUDIENCIA RELATIVA, ASÍ COMO RESPECTO DEL 
ARTÍCU LO 58 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y 
RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN, 
VIGENTE HASTA EL 18 DE JULIO DE 2016, QUE 
PREVÉ ESE DIFERIMIEN TO POR UNA SOLA VEZ, 
SI SU APLICACIÓN SE HIZO DERIVAR DEL ACTO 
RECLAMADO." I.5o.A.17 A (10a.) 970

Ley de Amparo, artícu lo 77.—Véase: "REPARACIÓN 
INTEGRAL EN TRATOS INHUMANOS Y DEGRA­
DANTES. SE ACTUALIZA AL DEMOSTRARSE LA 
EXISTENCIA DE DICHAS VIOLACIONES AL DERE­
CHO DE INTEGRIDAD PERSONAL." I.1o.P.169 P (10a.) 978

Ley de Amparo, artícu lo 79, fracción II.—Véase: "SU­
PLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. EN EL JUICIO 
DE AMPARO CUYA MATERIA SEA EL DERECHO DE 
ALIMENTOS, PROCEDE APLICARLA EN FAVOR DEL 
DEUDOR ALIMENTARIO." 1a./J. 24/2020 (10a.) 316

Ley de Amparo, artícu lo 97, fracción I.—Véase: 
"QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCU LO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE 
CONTRA EL AUTO INICIAL EN QUE SE OMITE 
ABRIR EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN Y PROVEER 
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RESPECTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL 
SOLICITADA POR EL QUEJOSO [APLICACIÓN 
ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
124/2019 (10a.)]." VII.1o.P.3 K (10a.) 973

Ley de Amparo, artícu lo 97, fracción I.—Véase: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL DEL ACTO RECLA­
MADO. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE QUEJA 
PRE VISTO EN EL ARTÍCU LO 97, FRACCIÓN I, INCISO 
B), DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO EL AUTO IM­
PUGNADO NO ES LA RESOLUCIÓN QUE CONCE­
DIÓ LA MEDIDA PROVISIONAL, SINO UNA QUE 
INVOLUCRA UNA DECISIÓN PARA HACER EFEC­
TIVA LA MISMA." VII.2o.C.78 K (10a.) 989

Ley de Amparo, artícu lo 97, fracción II.—Véase: 
"RECURSO DE QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA 
LABORAL. EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FACUL­
TADO PARA MODIFICAR Y AUMENTAR LOS MONTOS 
CORRESPONDIENTES A LA SUBSISTENCIA DEL 
TRABAJADOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, AUNQUE 
EL RECURRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL PRESI­
DENTE DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBI­
TRAJE PROVEA EN FORMA INFUNDADA E INMOTI­
VADA SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN 
DEL LAUDO." VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

Ley de Amparo, artícu lo 107, fracción III.—Véase: 
"PROCEDIMIEN TO DE RESPONSABILIDAD RESARCI­
TORIA. ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO CONTRA EL ACUERDO POR EL QUE 
SE NIEGA DIFERIR NUEVAMENTE LA AUDIENCIA 
RELATIVA, ASÍ COMO RESPECTO DEL ARTÍCU LO 
58 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE 
CUENTAS DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA 
EL 18 DE JULIO DE 2016, QUE PREVÉ ESE DIFE­
RIMIEN TO POR UNA SOLA VEZ, SI SU APLICACIÓN 
SE HIZO DERIVAR DEL ACTO RECLAMADO." I.5o.A.17 A (10a.) 970

Ley de Amparo, artícu lo 113.—Véase: "DERECHO 
DE PETICIÓN. SI PARA ESTABLECER EL PLAZO 
CON QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE CUENTA 
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PARA DAR CONTESTACIÓN, EL JUEZ DE DISTRITO 
TIENE QUE REALIZAR INTERPRETACIONES SOBRE 
EL SISTEMA NORMATIVO APLICABLE, ENTONCES 
NO SE SURTE UN MOTIVO MANIFIESTO E INDU­
DABLE DE IMPROCEDENCIA PARA DESECHAR LA 
DEMANDA DE AMPARO." XXXI.5 K (10a.) 919

Ley de Amparo, artícu lo 125.—Véase: "RECURSO DE 
QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA LABORAL. EL 
TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FACULTADO PARA 
MODIFICAR Y AUMENTAR LOS MONTOS CORRES­
PONDIENTES A LA SUBSISTENCIA DEL TRABAJA­
DOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, AUNQUE EL RECU­
RRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL PRESIDENTE DE LA 
JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE PROVEA 
EN FORMA INFUNDADA E INMOTIVADA SOBRE LA 
SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL LAUDO." VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

Ley de Amparo, artícu lo 125.—Véase: "SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL EN CONTRA DE LOS EFECTOS DE LA 
NEGATIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR LAC­
TANCIA MATERNA. SU OTORGAMIEN TO NO AFECTA 
EL INTERÉS SOCIAL NI CONTRAVIENE DISPOSI­
CIONES DE ORDEN PÚBLICO." XVII.2o.12 A (10a.) 990

Ley de Amparo, artícu lo 125.—Véase: "SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA DEL CITA­
TORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS OFICINAS TRIBU­
TARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA CONO­
CER LOS HECHOS Y OMISIONES DETECTADOS EN 
EL PROCEDIMIEN TO FISCALIZADOR MIENTRAS 
ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS DE EMERGENCIA 
SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA MAYOR DE­
BIDO A LA EPIDEMIA GENERADA POR EL VIRUS 
SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE ES ACORDE 
CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL EN 
PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD DE LAS 
PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Ley de Amparo, artícu lo 126.—Véase: "SUSPENSIÓN 
DE PLANO Y DE OFICIO EN EL JUICIO DE AMPARO. 
EN ATENCIÓN A LA NATURALEZA DEL ACTO 
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RECLAMADO, NO PROCEDE CONTRA LA NEGA­
TIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR LACTAN­
CIA MATERNA." XVII.2o.11 A (10a.) 984

Ley de Amparo, artícu lo 126.—Véase: "SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 
OTORGARLA DE OFICIO Y DE PLANO CUANDO SE 
RECLAMAN LA POSIBLE DEPORTACIÓN O REPA­
TRIACIÓN Y, SIMULTÁNEAMENTE, ACTOS RESTRIC­
TIVOS DE LA LIBERTAD PERSONAL DE MIGRAN­
TES CON SITUACIÓN IRREGULAR EN EL PAÍS." PC.X. J/15 K (10a.) 879

Ley de Amparo, artícu lo 128.—Véase: "SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE 
CONCEDERLA PARA NO JUDICIALIZAR LA CAR­
PETA DE INVESTIGACIÓN." II.3o.P.81 P (10a.) 988

Ley de Amparo, artícu lo 131.—Véase: "SUSPENSIÓN 
DEFINITIVA. CUANDO LA QUEJOSA ADUCE TENER 
UN INTERÉS LEGÍTIMO PARA RECLAMAR UNA 
LICENCIA PARA MOVIMIEN TO DE TIERRAS CUYA 
EJECUCIÓN IMPLICA LA REMOCIÓN DE FLORA Y 
LA POSIBLE VULNERACIÓN DEL DERECHO FUN­
DAMENTAL A UN MEDIO AMBIENTE SANO –EN 
SU DIMENSIÓN OBJETIVA O ECOLOGISTA– Y LA 
AUTORIDAD ACEPTA LA EXISTENCIA DEL ACTO 
RECLAMADO, SE COLMAN LOS REQUISITOS PRE­
VISTOS EN EL ARTÍCU LO 131, PÁRRAFO PRIMERO, 
DE LA LEY DE AMPARO PARA CONCEDERLA." XVII.2o.9 K (10a.) 985

Ley de Amparo, artícu lo 138, fracción I.—Véase: 
"SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE OTORGARLA DE OFICIO Y DE PLANO 
CUANDO SE RECLAMAN LA POSIBLE DEPORTACIÓN 
O REPATRIACIÓN Y, SIMULTÁNEAMENTE, ACTOS 
RESTRICTIVOS DE LA LIBERTAD PERSONAL DE MI­
GRANTES CON SITUACIÓN IRREGULAR EN EL PAÍS." PC.X. J/15 K (10a.) 879

Ley de Amparo, artícu lo 138, fracción I.—Véase: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN CONTRA DE LOS 
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EFECTOS DE LA NEGATIVA DE EXTENDER LA 
LICEN CIA POR LACTANCIA MATERNA. SU OTOR­
GAMIEN TO NO AFECTA EL INTERÉS SOCIAL NI CON­
TRAVIENE DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO." XVII.2o.12 A (10a.) 990

Ley de Amparo, artícu lo 147.—Véase: "SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA DEL CITA­
TORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS OFICINAS TRIBU­
TARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA CONO­
CER LOS HECHOS Y OMISIONES DETECTADOS EN 
EL PROCEDIMIEN TO FISCALIZADOR MIENTRAS 
ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS DE EMERGENCIA 
SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA MAYOR DE­
BIDO A LA EPIDEMIA GENERADA POR EL VIRUS 
SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE ES ACORDE 
CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL EN 
PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD DE LAS 
PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Ley de Amparo, artícu lo 150.—Véase: "SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE 
CONCEDERLA PARA NO JUDICIALIZAR LA CAR­
PETA DE INVESTIGACIÓN." II.3o.P.81 P (10a.) 988

Ley de Amparo, artícu lo 154.—Véase: "RECURSO DE 
QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA LABORAL. EL 
TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FACULTADO PARA 
MODIFICAR Y AUMENTAR LOS MONTOS CORRES­
PONDIENTES A LA SUBSISTENCIA DEL TRABAJA­
DOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, AUNQUE EL RECU­
RRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL PRESIDENTE DE LA 
JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE PROVEA 
EN FORMA INFUNDADA E INMOTIVADA SOBRE 
LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL LAUDO." VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

Ley de Amparo, artícu lo 156.—Véase: "RECURSO DE 
QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA LABORAL. 
EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FACULTADO 
PARA MODIFICAR Y AUMENTAR LOS MONTOS 
CORRESPONDIENTES A LA SUBSISTENCIA DEL 
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TRABA JADOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, AUNQUE 
EL RECURRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL PRESIDEN­
TE DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
PROVEA EN FORMA INFUNDADA E INMOTIVADA 
SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL 
LAUDO." VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

Ley de Amparo, artícu lo 164.—Véase: "SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 
OTORGARLA DE OFICIO Y DE PLANO CUANDO SE 
RECLAMAN LA POSIBLE DEPORTACIÓN O REPA­
TRIACIÓN Y, SIMULTÁNEAMENTE, ACTOS RESTRIC­
TIVOS DE LA LIBERTAD PERSONAL DE MIGRAN­
TES CON SITUACIÓN IRREGULAR EN EL PAÍS." PC.X. J/15 K (10a.) 879

Ley de Amparo, artícu lo 170, fracción I.—Véase: 
"ACUERDO DE NO ADMISIÓN, DESECHAMIEN TO, 
U ORDEN DE ARCHIVO DE LA DEMANDA POR 
LO QUE HACE A UNO O MÁS CODEMANDADOS. 
ES UNA VIOLACIÓN PROCESAL RECLAMABLE EN 
AMPARO DIRECTO." I.14o.T.7 K (10a.) 902

Ley de Amparo, artícu lo 170, fracción I.—Véase: 
"CONCURSO MERCANTIL. CONTRA LA DETERMI­
NACIÓN QUE CONFIRMA EL DESECHAMIEN TO DE 
LA SOLICITUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE EL 
AMPARO DIRECTO." XXX.4o.2 C (10a.) 914

Ley de Amparo, artícu lo 172, fracción XI.—Véase: 
"VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIEN TO 
EN MATERIA LABORAL. LA CONSTITUYE LA FALTA 
DE FIRMA DEL SECRETARIO DE LA JUNTA EN EL 
AUTO DE RADICACIÓN, LO QUE PROVOCA SU 
INVALIDEZ Y LA DE LAS ACTUACIONES SUBSE­
CUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Ley de Amparo, artícu lo 190.—Véase: "RECURSO 
DE QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA LABORAL. 
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EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FACULTADO 
PARA MODIFICAR Y AUMENTAR LOS MONTOS 
CORRESPONDIENTES A LA SUBSISTENCIA DEL 
TRABAJADOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, AUNQUE 
EL RECURRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL PRESIDENTE 
DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
PROVEA EN FORMA INFUNDADA E INMOTIVADA 
SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL 
LAUDO." VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

Ley de Amparo, artícu los 128 a 130.—Véase: "RE­
CURSO DE QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA 
LABORAL. EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FACUL­
TADO PARA MODIFICAR Y AUMENTAR LOS MON­
TOS CORRESPONDIENTES A LA SUBSISTENCIA DEL 
TRABAJADOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, AUNQUE 
EL RECURRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL PRESIDENTE 
DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
PROVEA EN FORMA INFUNDADA E INMOTIVADA 
SOBRE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL 
LAUDO." VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

Ley de Amparo, artícu los 128 y 129.—Véase: "SUSPEN­
SIÓN PROVISIONAL EN CONTRA DE LOS EFECTOS 
DE LA NEGATIVA DE EXTENDER LA LICENCIA POR 
LACTANCIA MATERNA. SU OTORGAMIEN TO NO 
AFECTA EL INTERÉS SOCIAL NI CONTRAVIENE 
DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO." XVII.2o.12 A (10a.) 990

Ley de Amparo, artícu los 128 y 129.—Véase: "SUS­
PENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA 
DEL CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS OFICI­
NAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
PARA CONOCER LOS HECHOS Y OMISIONES DE­
TECTADOS EN EL PROCEDIMIEN TO FISCALIZA­
DOR MIENTRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS 
DE EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE 
FUERZA MAYOR DEBIDO A LA EPIDEMIA GENERADA 
POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE 
ES ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y 
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SOCIAL EN PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD 
DE LAS PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Ley de Amparo, artícu los 132 a 136.—Véase: "RECURSO 
DE QUEJA EN EL AMPARO EN MATERIA LABORAL. 
EL TRIBUNAL COLEGIADO ESTÁ FACULTADO PARA 
MODIFICAR Y AUMENTAR LOS MONTOS CORRES­
PONDIENTES A LA SUBSISTENCIA DEL TRABAJA­
DOR, DAÑOS Y PERJUICIOS, AUNQUE EL RECU­
RRENTE SEA EL PATRÓN, Y EL PRESIDENTE DE LA 
JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE PROVEA 
EN FORMA INFUNDADA E INMOTIVADA SOBRE 
LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL LAUDO." VIII.1o.C.T.10 L (10a.) 975

Ley de Amparo, artícu los 138 y 139.—Véase: "SUS­
PENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA 
DEL CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS OFICI­
NAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA 
CONOCER LOS HECHOS Y OMISIONES DETEC­
TADOS EN EL PROCEDIMIEN TO FISCALIZADOR 
MIENTRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS DE 
EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA 
MAYOR DEBIDO A LA EPIDEMIA GENERADA POR 
EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE ES 
ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y 
SOCIAL EN PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD 
DE LAS PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, 
artícu lo 6o.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL CERTIFI­
CADO QUE ACREDITE EL ESTADO SEGLAR DEL 
INTERESADO EN SU OTORGAMIEN TO A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE NOTARIA­
DO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, DEBE 
EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASO­
CIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETARÍA DE 
GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, ar­
tícu lo 12.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL CERTIFICADO 
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QUE ACREDITE EL ESTADO SEGLAR DEL INTE­
RESADO EN SU OTORGAMIEN TO A QUE SE REFIERE 
EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE NOTARIADO 
PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, DEBE 
EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASO­
CIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETARÍA DE 
GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, ar­
tícu los 25 y 26.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL CERTI­
FICADO QUE ACREDITE EL ESTADO SEGLAR DEL 
INTERESADO EN SU OTORGAMIEN TO A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE NOTA­
RIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, 
DEBE EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL DE 
ASOCIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETARÍA 
DE GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Ley de Ciencia y Tecnología, artícu lo 56.—Véase: 
"AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDEN­
CIA DEL JUICIO DE AMPARO. EL CENTRO DE 
INVES TIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, 
ASOCIACIÓN CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER CUANDO 
DETERMINA LA BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN 
ALUMNO." I.2o.A.27 A (10a.) 905

Ley de Ciencia y Tecnología, artícu lo 63.—Véase: 
"AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDEN­
CIA DEL JUICIO DE AMPARO. EL CENTRO DE IN­
VESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, ASO­
CIACIÓN CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER CUANDO 
DETERMINA LA BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN 
ALUMNO." I.2o.A.27 A (10a.) 905

Ley de Ciencia y Tecnología, artícu los 47 y 48.—
Véase: "AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PRO CE­
DENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. EL CENTRO DE 
INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, 
ASOCIACIÓN CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER CUANDO 
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DETERMINA LA BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN 
ALUMNO." I.2o.A.27 A (10a.) 905

Ley de Ciencia y Tecnología, artícu los 51 a 54.—
Véase: "AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PRO­
CEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. EL CENTRO 
DE INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, 
ASOCIACIÓN CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER CUANDO 
DETERMINA LA BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN 
ALUMNO." I.2o.A.27 A (10a.) 905

Ley de Concursos Mercantiles, artícu lo 10.—Véase: 
"CONCURSO MERCANTIL. CONTRA LA DETER­
MINACIÓN QUE CONFIRMA EL DESECHAMIEN TO 
DE LA SOLICITUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE 
EL AMPARO DIRECTO." XXX.4o.2 C (10a.) 914

Ley de Concursos Mercantiles, artícu lo 20.—Véase: 
"CONCURSO MERCANTIL. CONTRA LA DETER­
MINACIÓN QUE CONFIRMA EL DESECHAMIEN TO 
DE LA SOLICITUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE 
EL AMPARO DIRECTO." XXX.4o.2 C (10a.) 914

Ley de Concursos Mercantiles, artícu lo 43.—Véase: 
"CONCURSO MERCANTIL. CONTRA LA DETER­
MINACIÓN QUE CONFIRMA EL DESECHAMIEN TO 
DE LA SOLICITUD DE SU DECLARACIÓN, PROCEDE 
EL AMPARO DIRECTO." XXX.4o.2 C (10a.) 914

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación, artícu lo 58 (vigente hasta el 18 de julio 
de 2016).—Véase: "PROCEDIMIEN TO DE RESPON­
SABILIDAD RESARCITORIA. ES IMPROCEDENTE 
EL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA EL 
ACUERDO POR EL QUE SE NIEGA DIFERIR NUEVA­
MENTE LA AUDIENCIA RELATIVA, ASÍ COMO RES­
PECTO DEL ARTÍCU LO 58 DE LA LEY DE FISCA­
LIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA 
FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 18 DE JULIO DE 

PARTE 2
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2016, QUE PREVÉ ESE DIFERIMIEN TO POR UNA 
SOLA VEZ, SI SU APLICACIÓN SE HIZO DERIVAR 
DEL ACTO RECLAMADO." I.5o.A.17 A (10a.) 970

Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de 
Zaragoza, artícu lo 79, fracción II (vigente en 2018).—
Véase: "DERECHOS POR SERVICIOS REGISTRA­
LES. CUOTA MÍNIMA QUE DEBE PAGARSE COMO 
EFECTO DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO RES­
PECTO DE LOS ARTÍCU LOS 79, FRACCIÓN II Y 82, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL 
ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, VIGENTE 
EN 2018." PC.VIII. J/15 A (10a.) 660

Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de 
Zaragoza, artícu lo 79­H, fracción I (vigente en 
2018).—Véase: "DERECHOS POR SERVICIOS REGIS­
TRALES. CUOTA MÍNIMA QUE DEBE PAGARSE 
COMO EFECTO DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO 
RESPECTO DE LOS ARTÍCU LOS 79, FRACCIÓN II Y 
82, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE HACIENDA PARA 
EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, VIGENTE 
EN 2018." PC.VIII. J/15 A (10a.) 660

Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de 
Zaragoza, artícu lo 82, fracción II (vigente en 2018).—
Véase: "DERECHOS POR SERVICIOS REGISTRALES. 
CUOTA MÍNIMA QUE DEBE PAGARSE COMO EFECTO 
DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO RESPECTO DE 
LOS ARTÍCU LOS 79, FRACCIÓN II Y 82, FRACCIÓN 
II, DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA, VIGENTE EN 2018." PC.VIII. J/15 A (10a.) 660

Ley de la Industria Eléctrica, artícu lo 3, fracción 
LIII.—Véase: "COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. 
LOS ARTÍCU LOS 138 Y 139 DE LA LEY DE LA 
INDUSTRIA ELÉCTRICA, NO VULNERAN LOS PRIN­
CIPIOS DE LEGALIDAD, DE SEGURIDAD JURÍDICA 
NI DE RESERVA DE LEY, AL PERMITIR QUE EL 
PROCEDIMIEN TO O FÓRMULA PARA DETERMINAR 
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EL CÁLCU LO Y AJUSTE DE LAS TARIFAS FINALES 
DE SUMINISTRO BÁSICO SE ESTABLEZCA EN UNA 
DISPOSICIÓN ADMINISTRATIVA DE CARÁCTER 
GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Ley de la Industria Eléctrica, artícu lo 12, fracción 
IV.—Véase: "COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. 
LOS ARTÍCU LOS 138 Y 139 DE LA LEY DE LA 
INDUSTRIA ELÉCTRICA, NO VULNERAN LOS PRIN­
CIPIOS DE LEGALIDAD, DE SEGURIDAD JURÍDICA 
NI DE RESERVA DE LEY, AL PERMITIR QUE EL 
PROCEDIMIEN TO O FÓRMULA PARA DETERMINAR 
EL CÁLCU LO Y AJUSTE DE LAS TARIFAS FINALES 
DE SUMINISTRO BÁSICO SE ESTABLEZCA EN UNA 
DISPOSICIÓN ADMINISTRATIVA DE CARÁCTER 
GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Ley de la Industria Eléctrica, artícu lo 138.—Véase: 
"COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LOS AR­
TÍCU LOS 138 Y 139 DE LA LEY DE LA INDUSTRIA 
ELÉCTRICA, NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD, DE SEGURIDAD JURÍDICA NI DE RE­
SERVA DE LEY, AL PERMITIR QUE EL PROCE­
DIMIEN TO O FÓRMULA PARA DETERMINAR EL 
CÁLCU LO Y AJUSTE DE LAS TARIFAS FINALES DE 
SUMINISTRO BÁSICO SE ESTABLEZCA EN UNA 
DISPOSICIÓN ADMINISTRATIVA DE CARÁCTER 
GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Ley de la Industria Eléctrica, artícu lo 139.—Véase: 
"COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LOS AR­
TÍCU LOS 138 Y 139 DE LA LEY DE LA INDUSTRIA 
ELÉCTRICA, NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD, DE SEGURIDAD JURÍDICA NI DE RE­
SERVA DE LEY, AL PERMITIR QUE EL PROCE­
DIMIEN TO O FÓRMULA PARA DETERMINAR EL 
CÁLCU LO Y AJUSTE DE LAS TARIFAS FINALES DE 
SUMINISTRO BÁSICO SE ESTABLEZCA EN UNA 
DISPOSICIÓN ADMINISTRATIVA DE CARÁCTER 
GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622
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Ley de la Industria Eléctrica, artícu lo 140, fracción 
III.—Véase: "COMISIÓN REGULADORA DE ENER­
GÍA. LOS ARTÍCU LOS 138 Y 139 DE LA LEY DE LA 
INDUSTRIA ELÉCTRICA, NO VULNERAN LOS PRIN­
CIPIOS DE LEGALIDAD, DE SEGURIDAD JURÍDICA 
NI DE RESERVA DE LEY, AL PERMITIR QUE EL 
PROCEDIMIEN TO O FÓRMULA PARA DETERMI­
NAR EL CÁLCU LO Y AJUSTE DE LAS TARIFAS FINA­
LES DE SUMINISTRO BÁSICO SE ESTABLEZCA EN 
UNA DISPOSICIÓN ADMINISTRATIVA DE CARÁC­
TER GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Ley de la Industria Eléctrica, artícu lo 144.—Véase: 
"COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LOS 
ARTÍCU LOS 138 Y 139 DE LA LEY DE LA INDUS­
TRIA ELÉCTRICA, NO VULNERAN LOS PRINCI­
PIOS DE LEGALIDAD, DE SEGURIDAD JURÍDICA NI 
DE RESERVA DE LEY, AL PERMITIR QUE EL PRO­
CEDIMIEN TO O FÓRMULA PARA DETERMINAR EL 
CÁLCU LO Y AJUSTE DE LAS TARIFAS FINALES DE 
SUMINISTRO BÁSICO SE ESTABLEZCA EN UNA 
DISPOSICIÓN ADMINISTRATIVA DE CARÁCTER 
GENERAL." 2a. XV/2020 (10a.) 622

Ley de la Propiedad Industrial, artícu lo 90, fracción 
IV.—Véase: "MARCAS. EL ARTÍCU LO 90, FRAC­
CIÓN IV, DE LA LEY RELATIVA, NO ES CONTRARIO 
AL ARTÍCU LO 7 DEL CONVENIO DE PARÍS PARA LA 
PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL (LE­
GISLACIÓN ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICA­
DA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
18 DE MAYO DE 2018)." 1a. XXV/2020 (10a.) 367

Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en 
Materia Energética, artícu lo 22.—Véase: "COMISIÓN 
REGULADORA DE ENERGÍA. LA FIGURA JURÍDICA 
DE ‘JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRICIDAD’ CREADA 
A PARTIR DE LOS ARTÍCU LOS 7, FRACCIÓN X, 8, 28 
Y 36 DEL REGLAMENTO INTERNO DE AQUÉLLA, 
EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLI­
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
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EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO VULNERAN EL 
ARTÍCU LO 90 DE LA LEY SUPREMA." 2a. XII/2020 (10a.) 621

Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Ma­
teria Energética, artícu lo tercero transitorio.—Véase: 
" COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. LA FIGURA 
JURÍDICA DE ‘JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRICI­
DAD’ CREADA A PARTIR DE LOS AR TÍCU LOS 7, 
FRACCIÓN X, 8, 28 Y 36 DEL REGLAMENTO INTER­
NO DE AQUÉLLA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA 
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO VUL­
NERAN EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY SUPREMA." 2a. XII/2020 (10a.) 621

Ley de Migración, artícu lo 102.—Véase: "SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 
OTORGARLA DE OFICIO Y DE PLANO CUANDO SE 
RECLAMAN LA POSIBLE DEPORTACIÓN O REPA­
TRIACIÓN Y, SIMULTÁNEAMENTE, ACTOS RES­
TRICTIVOS DE LA LIBERTAD PERSONAL DE MI­
GRANTES CON SITUACIÓN IRREGULAR EN EL 
PAÍS." PC.X. J/15 K (10a.) 879

Ley de Notariado para el Estado de Aguascalientes, 
artícu lo 1o.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL CERTIFI­
CADO QUE ACREDITE EL ESTADO SEGLAR DEL 
INTERESADO EN SU OTORGAMIEN TO A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE NOTARIA­
DO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, DEBE 
EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASO­
CIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETARÍA DE 
GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Ley de Notariado para el Estado de Aguascalientes, 
artícu lo 3o.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL CERTIFI­
CADO QUE ACREDITE EL ESTADO SEGLAR DEL 
INTERESADO EN SU OTORGAMIEN TO A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE NOTARIA­
DO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, DEBE 
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EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASO­
CIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETARÍA DE 
GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Ley de Notariado para el Estado de Aguascalientes, 
artícu lo 86.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL ARTÍCU LO 
86 DE LA LEY DE NOTARIADO PARA EL ESTADO DE 
AGUASCALIENTES, NO PREVÉ LA EXHIBICIÓN 
DE UNA CONSTANCIA POBLACIONAL COMO REQUI­
SITO PREVIO QUE DEBA CUMPLIR EL INTERESA­
DO EN SU EXPEDICIÓN." PC.XXX. J/21 A (10a.) 706

Ley de Notariado para el Estado de Aguascalientes, 
artícu lo 90.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. EL CERTIFI­
CADO QUE ACREDITE EL ESTADO SEGLAR DEL 
INTERESADO EN SU OTORGAMIEN TO A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE NOTARIA­
DO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, DEBE 
EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASO­
CIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETARÍA DE 
GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Ley del Impuesto sobre la Renta, artícu lo 99, frac­
ción III.—Véase: "RECIBOS DE NÓMINA CON SELLO 
DIGITAL Y CADENA DE CARACTERES GENERADA 
POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTA­
RIA (SAT). SON APTOS PARA DEMOSTRAR EL 
MONTO Y EL PAGO DE LOS SALARIOS A LOS TRA­
BAJADORES." 2a./J. 30/2020 (10a.) 584

Ley del Seguro Social, artícu lo 28.—Véase: "UNIDAD 
DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA). ES APLICA­
BLE PARA CALCULAR EL INCREMENTO DE LAS 
PENSIONES JUBILATORIAS OTORGADAS POR 
EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SO­
CIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, 
CONFORME A SU LEY VIGENTE HASTA EL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2001." (IV Región)1o.11 A (10a.) 1003

Ley Federal de las Entidades Paraestatales, artícu lo 
3o.—Véase: "AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA 
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PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. EL CEN­
TRO DE INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMI­
CAS, ASOCIACIÓN CIVIL, TIENE ESE CARÁCTER 
CUANDO DETERMINA LA BAJA DEFINITIVA DE AL­
GÚN ALUMNO." I.2o.A.27 A (10a.) 905

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
artícu lo 15, fracción III.—Véase: "DESPIDO DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO CON 
NOMBRAMIEN TO POR TIEMPO DETERMINADO. 
CORRESPONDE AL PATRÓN JUSTIFICAR LA TEM­
PORALIDAD DEL NOMBRAMIEN TO Y SU CAUSA 
MOTIVADORA Y SÓLO SI LO ACREDITA, EL TRA­
BAJADOR DEBERÁ DEMOSTRAR LA SUBSISTEN­
CIA DE LA RELACIÓN LABORAL ENTRE EL DÍA EN 
QUE VENCIÓ Y EL POSTERIOR AL EN QUE DICE 
FUE DESPEDIDO." I.13o.T.223 L (10a.) 919

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
artícu lo 26.—Véase: "HORAS EXTRAS. LOS TRABA­
JADORES AL SERVICIO DEL ESTADO TIENEN DE­
RECHO A SU PAGO SI LABORAN MÁS ALLÁ DE LA 
JORNADA PACTADA EN SUS NOMBRAMIEN TOS O 
CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO AUN­
QUE ÉSTA SEA MENOR A LA LEGAL." 2a./J. 34/2020 (10a.) 410

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
artícu lo 39.—Véase: "HORAS EXTRAS. LOS TRABA­
JADORES AL SERVICIO DEL ESTADO TIENEN DE­
RECHO A SU PAGO SI LABORAN MÁS ALLÁ DE LA 
JORNADA PACTADA EN SUS NOMBRAMIEN TOS O 
CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO AUN­
QUE ÉSTA SEA MENOR A LA LEGAL." 2a./J. 34/2020 (10a.) 410

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
artícu los 21 a 24.—Véase: "HORAS EXTRAS. LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO TIENEN 
DERECHO A SU PAGO SI LABORAN MÁS ALLÁ DE 
LA JORNADA PACTADA EN SUS NOMBRAMIEN TOS 
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O CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO AUN­
QUE ÉSTA SEA MENOR A LA LEGAL." 2a./J. 34/2020 (10a.) 410

Ley Federal de Procedimien to Administrativo, artícu­
lo 36.—Véase: "NOTIFICACIONES PERSONALES A 
SOCIEDADES MERCANTILES EN PROCEDIMIEN­
TOS ADMINISTRATIVOS. SU REPRESENTANTE LE­
GAL O APODERADO LAS VINCULA CUANDO LA 
PERSONA SE OSTENTA CON ESA CALIDAD ANTE 
EL NOTIFICADOR." (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 5o.—Véase: "LEGITIMACIÓN PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
CARECE DE ELLA EL AUTORIZADO POR EL ACTOR 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL POR SU PROPIO DERECHO, CONTRA 
EL COBRO DE DERECHO POR LA EXPEDICIÓN DE 
COPIAS CERTIFICADAS." PC.XXX. J/23 A (10a.) 815

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 8o.—Véase: "SOBRESEIMIEN TO EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FE­
DERAL. SU NATURALEZA JURÍDICA." III.6o.A.30 A (10a.) 982

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 9o., fracción VI.—Véase: "SOBRE­
SEIMIEN TO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO FEDERAL. SU NATURALEZA JURÍDICA." III.6o.A.30 A (10a.) 982

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 41.—Véase: "VIOLACIÓN AL PRO­
CEDIMIEN TO. SE ACTUALIZA EN EL JUICIO CON­
TENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL EN EL 
QUE SE RECLAME LA RESPONSABILIDAD PATRI­
MONIAL DEL ESTADO DERIVADA DE UNA MALA 
PRAXIS MÉDICA, CUANDO ANTE LA MANIFIES­
TA NECESIDAD DEL EXPEDIENTE CLÍNICO DEL 
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ACTOR Y LA OMISIÓN DE LA DEMANDADA DE EX­
HIBIRLO, EL MAGISTRADO INSTRUCTOR OMITE 
REQUERIRLO." I.22o.A.1 A (10a.) 1006

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 52 (vigente a partir del—Véase: "INCI­
DENTE DE INDEMNIZACIÓN. PROCEDE CUANDO 
EXISTE OMISIÓN TOTAL DEL CUM PLIMIEN TO DE 
SENTENCIAS DE NULIDAD QUE ENTRAÑAN EL 
EJERCICIO O EL GOCE DE UN DERECHO (INTER­
PRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCU LO 52, PÁRRA­
FO CUARTO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIEN­
TO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO)." 2a. XI/2020 (10a.) 626

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 52.—Véase: "RECURSO DE REVI­
SIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE SI SE INTERPO­
NE CONTRA UNA RESOLUCIÓN INTERLOCUTORIA 
QUE DECIDE EL RECURSO DE QUEJA, PREVISTO 
EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCU LO 58 DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIEN TO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO." II.3o.A.215 A (10a.) 976

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 57.—Véase: "JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE DECLARAR 
LA NULIDAD PARA EFECTOS, CUANDO LOS VI­
CIOS DE INVALIDEZ ADVERTIDOS SUCEDIERON 
EN LA FASE DE LIQUIDACIÓN Y SE REFIEREN AL 
MECANISMO UTILIZADO POR LA AUTORIDAD 
PARA DETERMINAR LA SITUACIÓN FISCAL DEL 
CONTRIBUYENTE." 2a. XIV/2020 (10a.) 628

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 57.—Véase: "NULIDAD EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LOS 
ARTÍCU LOS 51, 52 Y 57 DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIEN TO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
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RESPETAN EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍ­
DICA." 2a. XIII/2020 (10a.) 630

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 58, fracción II.—Véase: "RECURSO 
DE REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE SI SE 
INTERPONE CONTRA UNA RESOLUCIÓN INTERLO­
CUTORIA QUE DECIDE EL RECURSO DE QUEJA, 
PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCU LO 58 
DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIEN TO CON­
TENCIOSO ADMINISTRATIVO." II.3o.A.215 A (10a.) 976

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 63.—Véase: "RECURSO DE REVI­
SIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE SI SE INTERPO­
NE CONTRA UNA RESOLUCIÓN INTERLOCUTORIA 
QUE DECIDE EL RECURSO DE QUEJA, PREVISTO 
EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCU LO 58 DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIEN TO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO." II.3o.A.215 A (10a.) 976

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu lo 63, fracción I.—Véase: "REVISIÓN 
FISCAL. ES IMPROCEDENTE POR RAZÓN DE 
CUANTÍA CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBU­
NAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE 
DECLAREN LA NULIDAD DE UNA RESOLUCIÓN 
QUE DETERMINE EN DEFINITIVA QUE EL CONTRI­
BUYENTE NO DESVIRTUÓ LA PRESUNCIÓN DE 
INEXISTENCIA DE OPERACIONES." 2a./J. 26/2020 (10a.) 616

Ley Federal de Procedimien to Contencioso Adminis­
trativo, artícu los 51 y 52.—Véase: "JUICIO CONTEN­
CIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE DE­
CLARAR LA NULIDAD PARA EFECTOS, CUANDO 
LOS VICIOS DE INVALIDEZ ADVERTIDOS SUCEDIE­
RON EN LA FASE DE LIQUIDACIÓN Y SE REFIEREN 
AL MECANISMO UTILIZADO POR LA AUTORIDAD 
PARA DETERMINAR LA SITUACIÓN FISCAL DEL 
CONTRIBUYENTE." 2a. XIV/2020 (10a.) 628
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Ley Federal de Procedimien to Contencioso Admi­
nistrativo, artícu los 51 y 52.—Véase: "NULIDAD EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FE­
DERAL. LOS ARTÍCU LOS 51, 52 Y 57 DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIEN TO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO RESPETAN EL PRINCIPIO DE SE­
GURIDAD JURÍDICA." 2a. XIII/2020 (10a.) 630

Ley Federal de Protección al Consumidor, artícu lo 
112.—Véase: "PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. 
EL ARTÍCU LO 112 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, 
AL PREVER LA POSIBILIDAD DE JUSTIFICAR LA 
INASISTENCIA A LA AUDIENCIA DE CONCILIA­
CIÓN SÓLO AL CONSUMIDOR, PREVIO A IMPO­
NER UNA SANCIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
IGUALDAD PROCESAL." 2a./J. 20/2020 (10a.) 524

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 37.—Véase: "DES­
PIDO DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 
ESTADO CON NOMBRAMIEN TO POR TIEMPO DE­
TERMINADO. CORRESPONDE AL PATRÓN JUSTIFI­
CAR LA TEMPORALIDAD DEL NOMBRAMIEN TO Y 
SU CAUSA MOTIVADORA Y SÓLO SI LO ACREDITA, 
EL TRABAJADOR DEBERÁ DEMOSTRAR LA SUB­
SISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL ENTRE 
EL DÍA EN QUE VENCIÓ Y EL POSTERIOR AL EN 
QUE DICE FUE DESPEDIDO." I.13o.T.223 L (10a.) 919

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 48.—Véase: "SERVI­
CIO POSTAL MEXICANO. PAGO DE SALARIOS 
CAÍDOS DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCU LO 48 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (INAPLICABI­
LIDAD DE LA CLÁUSULA 33 DEL CONTRATO CO­
LECTIVO DE TRABAJO)." I.3o.T.63 L (10a.) 981

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 101.—Véase: "RECI­
BOS DE NÓMINA CON SELLO DIGITAL Y CADENA 
DE CARACTERES GENERADA POR EL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (SAT). SON APTOS 
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PARA DEMOSTRAR EL MONTO Y EL PAGO DE 
LOS SALARIOS A LOS TRABAJADORES." 2a./J. 30/2020 (10a.) 584

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 609 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "AUDIENCIA DE RE­
CEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUEBAS EN EL JUICIO 
LABORAL ORDINARIO. PARA LA VALIDEZ DE LOS 
ACUERDOS QUE EN ELLA SE DICTEN, ES INDIS­
PENSABLE QUE SEAN FIRMADOS POR EL PRESI­
DENTE DE LA JUNTA ESPECIAL Y AUTORIZADOS 
POR EL SECRETARIO." VIII.1o.C.T.8 L (10a.) 904

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 609 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "VIOLACIÓN A LAS 
LEYES DEL PROCEDIMIEN TO EN MATERIA LABO­
RAL. LA CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SE­
CRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICA­
CIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE 
LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 620 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "AUDIENCIA DE RE­
CEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUEBAS EN EL JUICIO 
LABORAL ORDINARIO. PARA LA VALIDEZ DE LOS 
ACUERDOS QUE EN ELLA SE DICTEN, ES INDIS­
PENSABLE QUE SEAN FIRMADOS POR EL PRESI­
DENTE DE LA JUNTA ESPECIAL Y AUTORIZADOS 
POR EL SECRETARIO." VIII.1o.C.T.8 L (10a.) 904

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 620 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "VIOLACIÓN A LAS 
LEYES DEL PROCEDIMIEN TO EN MATERIA LABO­
RAL. LA CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SE­
CRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICA­
CIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE 
LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 620, fracción II 
(vigente hasta el 1 de mayo de 2019).—Véase: 
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"VIOLACIÓN FORMAL DEL PROCEDIMIEN TO. LA 
FALTA DE FIRMA DEL PRESIDENTE O AUXILIAR DE 
TRÁMITE DE LA JUNTA ESPECIAL DE CONCILIA­
CIÓN Y ARBITRAJE EN EL AUTO DE RADICACIÓN 
DE LA DEMANDA, DA LUGAR A LA CONVALIDA­
CIÓN DE ESA ACTUACIÓN Y NO A LA REPOSICIÓN 
DE TODO EL PROCEDIMIEN TO." VIII.1o.C.T.6 L (10a.) 1007

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 623 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "VIOLACIÓN A LAS 
LEYES DEL PROCEDIMIEN TO EN MATERIA LABO­
RAL. LA CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SE­
CRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICA­
CIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE 
LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 625 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "VIOLACIÓN A LAS 
LEYES DEL PROCEDIMIEN TO EN MATERIA LABO­
RAL. LA CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SE­
CRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICA­
CIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE 
LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 641 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "VIOLACIÓN A LAS 
LEYES DEL PROCEDIMIEN TO EN MATERIA LABO­
RAL. LA CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SE­
CRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICA­
CIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE 
LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 721 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "AUDIENCIA DE 
RECEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUEBAS EN EL JUI­
CIO LABORAL ORDINARIO. PARA LA VALIDEZ DE 
LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE DICTEN, ES IN­
DISPENSABLE QUE SEAN FIRMADOS POR EL 
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PRESIDENTE DE LA JUNTA ESPECIAL Y AUTORI­
ZADOS POR EL SECRETARIO." VIII.1o.C.T.8 L (10a.) 904

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 721 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "VIOLACIÓN A LAS 
LEYES DEL PROCEDIMIEN TO EN MATERIA LABO­
RAL. LA CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SE­
CRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICA­
CIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE 
LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 773 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "AUDIENCIA DE RE­
CEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUEBAS EN EL JUICIO 
LABORAL ORDINARIO. PARA LA VALIDEZ DE LOS 
ACUERDOS QUE EN ELLA SE DICTEN, ES INDIS­
PENSABLE QUE SEAN FIRMADOS POR EL PRESI­
DENTE DE LA JUNTA ESPECIAL Y AUTORIZADOS 
POR EL SECRETARIO." VIII.1o.C.T.8 L (10a.) 904

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 837 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "VIOLACIÓN A LAS 
LEYES DEL PROCEDIMIEN TO EN MATERIA LABO­
RAL. LA CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SE­
CRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICA­
CIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE 
LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 839 (vigente hasta 
el 1 de mayo de 2019).—Véase: "VIOLACIÓN A LAS 
LEYES DEL PROCEDIMIEN TO EN MATERIA LABO­
RAL. LA CONSTITUYE LA FALTA DE FIRMA DEL SE­
CRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICA­
CIÓN, LO QUE PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE 
LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES." VIII.1o.C.T.9 L (10a.) 1005

Ley Federal del Trabajo, artícu lo 885.—Véase: 
"PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. EL APERCI­
BIMIEN TO PREVISTO EN EL ARTÍCU LO 885 DE LA 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO, RELATIVO A NO 
CONTESTAR LA VISTA OTORGADA RESPECTO A 
LA CERTIFICACIÓN DE QUE NO EXISTEN PRUE­
BAS PENDIENTES DE DESAHOGO, NO ES VIOLA­
TORIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA." 2a./J. 37/2020 (10a.) 554

Ley Federal del Trabajo, artícu los 837 a 839 (vigente 
hasta el 1 de mayo de 2019).—Véase: "AUDIENCIA 
DE RECEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUEBAS EN EL 
JUICIO LABORAL ORDINARIO. PARA LA VALIDEZ 
DE LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE DICTEN, ES 
INDISPENSABLE QUE SEAN FIRMADOS POR EL 
PRESIDENTE DE LA JUNTA ESPECIAL Y AUTORI­
ZADOS POR EL SECRETARIO." VIII.1o.C.T.8 L (10a.) 904

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado­
lescentes, artícu lo 23.—Véase: "RÉGIMEN DE VISI­
TAS Y CONVIVENCIAS DEL MENOR CON UNO DE 
SUS PROGENITORES, FRENTE A LA PANDEMIA 
GENERADA POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19). 
ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CO­
RRESPONDE PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA 
Y A LA SALUD, SOBRE EL DERECHO A LA CONVI­
VENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ 
DEBE PROVEER LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA 
QUE ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A DISTANCIA." XVII.1o.C.T.36 C (10a.) 977

Ley General de Sociedades Mercantiles, artícu lo 
1o.—Véase: "NOTIFICACIONES PERSONALES A 
SOCIEDADES MERCANTILES EN PROCEDIMIEN TOS 
ADMINISTRATIVOS. SU REPRESENTANTE LEGAL 
O APODERADO LAS VINCULA CUANDO LA PER­
SONA SE OSTENTA CON ESA CALIDAD ANTE EL 
NOTIFICADOR." (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

Ley General de Sociedades Mercantiles, artícu lo 
1o.—Véase: "NOTIFICACIONES PERSONALES RE­
GULADAS POR EL ARTÍCU LO 137 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LAS PRACTICADAS A 
SOCIEDADES MERCANTILES PUEDEN ENTENDERSE 
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INDISTINTAMENTE CON SU REPRESENTANTE LEGAL 
O CON SUS APODERADOS." (IV Región)1o.12 A (10a.) 941

Ley General de Sociedades Mercantiles, artícu lo 
4o.—Véase: "NOTIFICACIONES PERSONALES A 
SOCIEDADES MERCANTILES EN PROCEDIMIEN­
TOS ADMINISTRATIVOS. SU REPRESENTANTE LE­
GAL O APODERADO LAS VINCULA CUANDO LA 
PERSONA SE OSTENTA CON ESA CALIDAD ANTE 
EL NOTIFICADOR." (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

Ley General de Sociedades Mercantiles, artícu lo 
4o.—Véase: "NOTIFICACIONES PERSONALES RE­
GULADAS POR EL ARTÍCU LO 137 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LAS PRACTICADAS A 
SOCIEDADES MERCANTILES PUEDEN ENTENDER­
SE INDISTINTAMENTE CON SU REPRESENTANTE 
LEGAL O CON SUS APODERADOS." (IV Región)1o.12 A (10a.) 941

Ley General de Sociedades Mercantiles, artícu lo 
10.—Véase: "NOTIFICACIONES PERSONALES A 
SOCIEDADES MERCANTILES EN PROCEDIMIEN­
TOS ADMINISTRATIVOS. SU REPRESENTANTE LE­
GAL O APODERADO LAS VINCULA CUANDO LA 
PERSONA SE OSTENTA CON ESA CALIDAD ANTE 
EL NOTIFICADOR." (IV Región)1o.16 A (10a.) 940

Ley General de Sociedades Mercantiles, artícu lo 
10.—Véase: "NOTIFICACIONES PERSONALES RE­
GULADAS POR EL ARTÍCU LO 137 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LAS PRACTICADAS A 
SOCIEDADES MERCANTILES PUEDEN ENTENDER­
SE INDISTINTAMENTE CON SU REPRESENTANTE 
LEGAL O CON SUS APODERADOS." (IV Región)1o.12 A (10a.) 941

Ley General de Turismo, artícu lo 2, fracción XIV.—
Véase: "TURISMO. EL ARTÍCU LO 4, FRACCIÓN XII, 
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DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY." 2a./J. 27/2020 (10a.) 389

Ley General de Turismo, artícu lo 2, fracciones IX 
a XI.—Véase: "TURISMO. EL ARTÍCU LO 4, FRAC­
CIÓN XII, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIO­
LA EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY." 2a./J. 27/2020 (10a.) 389

Ley General de Turismo, artícu lo 4, fracción XII.—
Véase: "TURISMO. EL ARTÍCU LO 4, FRACCIÓN XII, 
DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY." 2a./J. 27/2020 (10a.) 389

Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, artícu lo 93.—Véase: "REPARACIÓN 
INTEGRAL EN TRATOS INHUMANOS Y DEGRA­
DANTES. SE ACTUALIZA AL DEMOSTRARSE LA 
EXISTENCIA DE DICHAS VIOLACIONES AL DERE­
CHO DE INTEGRIDAD PERSONAL." I.1o.P.169 P (10a.) 978

Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en 
Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción 
XXI del artícu lo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, artícu los 9 y 10.—
Véase: "SECUESTRO AGRAVADO. LAS PENAS 
PREVISTAS EN LOS ARTÍCU LOS 9 Y 10 DE LA LEY 
GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DE­
LITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, SON DE APLI­
CACIÓN EXCLUYENTE." 1a./J. 12/2020 (10a.) 268

Ley Nacional de Ejecución Penal, artícu lo tercero 
transitorio.—Véase: "BENEFICIOS PENITENCIA­
RIOS. EN LOS ASUNTOS JUZGADOS BAJO EL SIS­
TEMA TRADICIONAL, PROCEDE LA APLICACIÓN 
RETROACTIVA DE LEYES VIGENTES CON ANTE­
RIORIDAD A LA FECHA DE SU SOLICITUD, CUAN­
DO ÉSTAS LE SEAN FAVORABLES AL SOLICITANTE, 
EN ACATAMIEN TO AL PRINCIPIO DE LA LEY 



 Septiembre 20201242

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Número de identificación Pág.

BENÉFICA CONTEMPLADO EN EL ARTÍCU LO 14 
CONSTITUCIONAL." I.9o.P.277 P (10a.) 909

Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Vera­
cruz, artícu lo 168, fracción I.—Véase: "PROCE­
DIMIEN TO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. LA 
FALTA DEL SEÑALAMIEN TO DE LA CONDUCTA E 
HIPÓTESIS NORMATIVA INFRINGIDA POR EL SER­
VIDOR PÚBLICO DEL PODER JUDICIAL AL MO­
MENTO DE REALIZAR LA CITACIÓN A DICHO 
PROCEDIMIEN TO, PROVOCA SU ILEGALIDAD, 
POR VULNERAR EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD Y EL 
DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA (LEGISLA­
CIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)." X.2o.2 A (10a.) 969

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
artícu lo 25, inciso a).—Véase: "PARTICIPACIÓN Y 
CONSULTA PÚBLICA. EL ESTADO DEBE GARANTI­
ZAR ESTE DERECHO EN PROYECTOS O ACTIVIDA­
DES QUE PUEDAN CAUSAR UNA AFECTACIÓN AL 
MEDIO AMBIENTE." 2a. XVI/2020 (10a.) 631

Pacto Internacional de Derechos Económicos, So­
ciales y Culturales, artícu lo 12.—Véase: "SUSPEN­
SIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA DEL 
CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A LAS OFICINAS 
TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA 
CONOCER LOS HECHOS Y OMISIONES DETEC­
TADOS EN EL PROCEDIMIEN TO FISCALIZADOR 
MIENTRAS ESTÉN EN VIGOR LAS MEDIDAS DE 
EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE FUER­
ZA MAYOR DEBIDO A LA EPIDEMIA GENERADA 
POR EL VIRUS SARS­CoV2 (COVID­19), PORQUE 
ES ACORDE CON EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y 
SOCIAL EN PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD 
DE LAS PERSONAS." XVII.2o.10 A (10a.) 992

Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y 
Culto Público, artícu lo 3o.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. 
EL CERTIFICADO QUE ACREDITE EL ESTADO 
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SEGLAR DEL INTERESADO EN SU OTORGAMIEN­
TO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY 
DE NOTARIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCA­
LIENTES, DEBE EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GE­
NERAL DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS DE LA 
SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y 
Culto Público, artícu lo 7o.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. 
EL CERTIFICADO QUE ACREDITE EL ESTADO SE­
GLAR DEL INTERESADO EN SU OTORGAMIEN TO A 
QUE SE REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE 
NOTARIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIEN­
TES, DEBE EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL 
DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETA­
RÍA DE GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y 
Culto Público, artícu lo 17.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. 
EL CERTIFICADO QUE ACREDITE EL ESTADO SE­
GLAR DEL INTERESADO EN SU OTORGAMIEN TO A 
QUE SE REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE 
NOTARIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIEN­
TES, DEBE EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL 
DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETA­
RÍA DE GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y 
Culto Público, artícu lo 35.—Véase: "FÍAT NOTARIAL. 
EL CERTIFICADO QUE ACREDITE EL ESTADO SE­
GLAR DEL INTERESADO EN SU OTORGAMIEN TO A 
QUE SE REFIERE EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY DE 
NOTARIADO PARA EL ESTADO DE AGUASCALIEN­
TES, DEBE EXPEDIRLO LA DIRECCIÓN GENERAL 
DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS DE LA SECRETA­
RÍA DE GOBERNACIÓN." PC.XXX. J/22 A (10a.) 708

Reglamento Interno de la Comisión Reguladora de 
Energía, artícu lo 7, fracción X.—Véase: " COMISIÓN 
REGULADORA DE ENERGÍA. LA FIGURA JURÍDICA 
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DE ‘JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRICIDAD’ CREA­
DA A PARTIR DE LOS ARTÍCU LOS 7, FRACCIÓN 
X, 8, 28 Y 36 DEL REGLAMENTO INTERNO DE 
AQUÉLLA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFOR­
MA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE­
RACIÓN EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO VULNERAN 
EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY SUPREMA." 2a. XII/2020 (10a.) 621

Reglamento Interno de la Comisión Reguladora de 
Energía, artícu lo 8.—Véase: " COMISIÓN REGULA­
DORA DE ENERGÍA. LA FIGURA JURÍDICA DE 
‘JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRICIDAD’ CREADA 
A PARTIR DE LOS ARTÍCU LOS 7, FRACCIÓN X, 8, 28 
Y 36 DEL REGLAMENTO INTERNO DE AQUÉLLA, 
EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLI­
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO VULNERAN EL AR­
TÍCU LO 90 DE LA LEY SUPREMA." 2a. XII/2020 (10a.) 621

Reglamento Interno de la Comisión Reguladora de 
Energía, artícu lo 28, fracción X.—Véase: "COMISIÓN 
REGULADORA DE ENERGÍA. LA FIGURA JURÍDICA 
DE ‘JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRICIDAD’ CREADA 
A PARTIR DE LOS ARTÍCU LOS 7, FRACCIÓN X, 8, 
28 Y 36 DEL REGLAMENTO INTERNO DE AQUÉ­
LLA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDE­
RACIÓN EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO VULNERAN 
EL ARTÍCU LO 90 DE LA LEY SUPREMA." 2a. XII/2020 (10a.) 621

Reglamento Interno de la Comisión Reguladora de 
Energía, artícu lo 36.—Véase: " COMISIÓN REGULA­
DORA DE ENERGÍA. LA FIGURA JURÍDICA DE 
‘JEFE DE LA UNIDAD DE ELECTRICIDAD’ CREADA 
A PARTIR DE LOS ARTÍCU LOS 7, FRACCIÓN X, 8, 
28 Y 36 DEL REGLAMENTO INTERNO DE AQUÉLLA, 
EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLI­
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 11 DE ABRIL DE 2019, NO VULNERAN EL AR­
TÍCU LO 90 DE LA LEY SUPREMA." 2a. XII/2020 (10a.) 621
 



La compilación y formación editorial de esta Gaceta es­
tuvieron al cuidado de la Dirección General de la Coordi­
nación de Compilación y Sistematización de Tesis de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. Se utili za ron tipos 
Helvetica Lt Std 7, 8, 9, y 10 puntos. Se terminó de edi­
tar el 30 de septiembre de 2020. Se publicó en la página de 
internet https://www.scjn.gob.mx de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación.
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